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S U M A R I O  

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos 
de la mañana. 
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8405 Títulos V, VI y VI11 al X del Libro 11. .... 
El señor López Garrido defiende las enmiendas de 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya en rela- 
ción con unos títulos que, señala, han sido corregi- 
dos sustancialmente en los trámites de Ponencia y 
Comisión, lo que ha llevado a su Grupo a retirar al- 
gunas enmiendas, a transaccionar con otras y a 
que en estos momentos mantenga vivas un número 
relativamente escaso de las presentadas en su día, 
pero que, a su juicio, sigue teniendo sentido. A con- 
tinuación expone el contenido de estas enmiendas, 
que abarcan desde la número 721, al artículo 164 
del proyecto, a la 736, al artículo 207. 

El señor Pillado Montero defiende las enmiendas del 
Grupo Popular, que son la número 336, al artículo 
165 del Título r! así como la número 506, propo- 
niendo la introducción de un nuevo artículo, el 168 
bis. No mantienen enmiendas al Título VI, pero sí 
al Título VIII, sobre el delito de omisión del deber 
de socorro, al que han formulado la enmienda 341, 
por la que pretenden dar una nueva redacción al 
número 3 del artículo 186. E? cuanto al Título IX, 
delitos contra la intimidad, el derecho a la propia 
imagen y la inviolabilidad del domicilio, tema que 
está de la más rabiosa actualidad a consecuencia 
del escándalo de las escuchas del Cesid, pretenden 
llegar en la tipificación de estos delitos más lejos 
que el proyecto de ley del Gobierno y a ese fin se di- 
rigen sus enmiendas números 343, postulando un 
nuevo artículo 188 bis, y 345, al artículo 192. 
Por otra parte, mantienen las enmiendas 347 y 348, 
dirigidas a agravar las penas de los delitos de alla- 
namiento de morada y domicilio de las personas 
jurídicas. La 349 pretende añadir un párrafo al ar- 
tículo 195.1 por creer que está incompleto y la 509 
pretende introducir un nuevo Capítulo IV con la 
consiguiente exclusión de los artículos 515 y 516. 
Finalmente, el Título X,  relativo a los delitos contra 
el honor, estima que queda reducido a cuestiones 
principalmente técnicas en relación con unas defi- 

niciones muy  consolidadas en la doctrina y muy 
matizadas por la jurisprudencia, no aportando na- 
da nuevo las variaciones que se pretenden en el 
proyecto como para justificar el abandono de las 
definiciones clásicas. Termina dando cuenta de sus 
enmiendas 351, 353 y 356 a 358 a este Título. 

El señor Olabam’a Muñoz defiende las enmiendas 
del Grupo Vasco ( P W ) .  Expone que son pocas las 
enmiendas que mantienen a este bloque de artícu- 
los y, de entre ellas, destaca aquellas que considera 
más relevantes, como son las números 42, al artícu- 
lo 167.2, sobre el chantaje; la 43, al artículo 169, un 
precepto que considera absolutamente inconcreto y 
que provoca graves problemas de interpretación y 
seguramente también de seguridad jurídica. La nú- 
mero 50, al artículo 188.2, trata sobre algo de des- 
graciada actualidad, como son los delitos contra la 
intimidad y el allanamiento de domicilio y preten- 
den añadir un párrafo final a ese precepto, configu- 
rando más adecuadamente el tipo penal. También 
presenta a este artículo 188.2 la enmienda 50, basa- 
da en los mismos argumentos expresados por el se- 
ñor Pillado. Al artículo 190.1 mantiene la enmienda 
51 y, por último, mantiene otra enmienda al artícu- 
lo 197, que tipifica los delitos de calumnia, sustitu- 
yendo la definición el proyecto por otra que conside- 
ra más correcta y menos genérica. 
Respecto a las restantes enmiendas de su Grupo, 
las da por defendidas. 

El señor Olarte Cullen defiende las enmiendas del 
Grupo de Coalición Canaria, formulando una expo- 
sición sucinta de su contenido y retirando algunas 
de las que mantenía para este trámite de Pleno. 

El señor Casas i Bedós, en nombre del Grupo Parla- 
mentario Catalán (ConvergGncia i Unió), da cuen- 
ta de las enmiendas números 1.125, al artículo 
166, y 1.126, al artículo 171, que mantiene para su 
votación. 

Completa el turno en defensa de las enmiendas del 
Grupo Catalán la señora Alemany i Roca, refirién- 
dose a las relativas a los Títulos IX y X.  Respecto al 
primero de ellos mantiene la enmienda número 
1.129, al artículo 188, sobre los delitos relaciona- 
dos con el descubrimiento o revelación de secretos, 
considerando que debería establecerse una mayor 
protección de los datos informáticos, y respecto al 
Título X, delitos contra el honor, a través de su en- 
mienda 1.130 pretenden una nueva redacción para 
el delito de injuria, conocido popularmente como 
difamación, considerando conveniente introducir 
los requisitos de intencionalidad y malicia. 

E n  nombre del Grupo Socialista interviene, en turno 
en contra de las enmiendas a los Títulos VI  y X,  
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el señor Cuesta Martínez. Respecto al Título re- 
salta e n  primer lugar un cambio de ubicación siste- 
mática que considera de vital importancia, abando- 
nando de alguna forma la sistemática del Código 
Penal vigente, que incum’a en  una concepción au- 
toritaria incluso en  la propia ordenación sistemáti- 
ca del precepto. Afirma que la sistemática o estruc- 
tura del proyecto se pone en  relación con lo que es 
la jerarquía de valores constitucionales protegibles 
y, desde ese punto de vista, tras la vida y la integri- 
dad física viene la protección de la libertad. E n  el ti- 
p o  de amenazas, coacción y detención ilegal, el bien 
jurídico protegido es la libertad y en  estos delitos la 
libertad es el objeto inmediato de ataques. Reside 
fundamentalmente la diferencia con otros delitos en 
que, aunque también atacan a la libertad, lo hacen 
más  como medio para conseguir la lesión de otro 
bien jurídico. 
Destaca asimismo la diferencia entre el bien jurídi- 
co protegido en  estos tipos delictivos que contem- 
plan y el Título V e n  relación a otros tipos delicti- 
vos, que en  algunos casos podrían tener un cierto 
paralelismo, como son, por ejemplo, los delitos co- 
metidos por los funcionarios públicos contra las 
garantías constitucionales y que la enmienda 506, 
del Grupo Popular, parece confundir. Agrega que la 
libertad ha de ponerse en  relación con la esfera del 
actuar humano y, jurídicamente, la esfera de liber- 
tad personal frente a los demás es radicalmente di- 
ferente de la atribuida frente al Estado. Por otra 
parte, se ha  eliminado el régimen de privilegios del 
que hasta ahora gozaba la injerencia ilegítima de 
los funcionarios públicos e n  el ámbito de los dere- 
chos y libertades ciudadanos, rebasando sus com- 
petencias, al una redacción al artículo 163 que ex- 
cluye la justificación de la enmienda 506 del Grupo 
Popular. 
Añade que ha habido a este título algunas otras en- 
miendas de menor calado, algunas de las cuales 
van a merecer la presentación de una transaccio- 
nal, como, por ejemplo, la 721 de Izquierda Unida, 
al artículo 164 del proyecto, fijando la postura de 
SU Grupo e n  relación a las restantes enmiendas a 
este título. 
E n  cuanto al Título Y y e n  concreto el artículo 169, 
cuya supresión se h a  planteado e n  distintas en- 
miendas, considera que se trata de una  novedad 
importante del Código Penal, como es el castigo de 
los atentados a la integridad moral cometidos por 
particulares. Afirma que el concepto de integridad 
moral está presente e n  los tratados internacionales, 
no siendo, por tanto, un concepto ambiguo e inde- 
terminado. No obstante, anuncia también la pre- 
sentación de una enmienda transaccional e n  rela- 
ción con este precepto. 

Finalmente, sobre el Título X,  que regula los delitos 
contra el honor, desea aclarar en  primer lugar que 
la libertad de expresión tiene una doble proyección, 
que es la proyección del derecho a comunicar y la 
proyección del derecho de información veraz. Hay 
que hablar, por tanto, de una proyección hacia la 
colectividad cuando se habla también de libertad de 
expresión y en  defensa de la propia sociedad. 
Agrega que la intimidad y el honor no sólo son un 
derecho subjetivo sino que son un elemento esen- 
cial del ordenamiento y, por consiguiente, también 
un derivado necesario de la libertad. E n  la redac- 
ción del proyecto se parte de la aplicación del prin- 
cipio de la intervención mín ima,  produciéndose 
una cierta despenalización y un tratamiento penal 
de estas conductas, en  una clara configuración de 
la defensa de valores constitucionales. 
Por último, en  relación con el delito de calumnias 
se ha hecho una modificación importante en  rela- 
ción al concepto que se maneja en  el Código Penal 
vigente y al tipo que se describe en  el proyecto, in- 
corporándose las líneas fundamentales derivadas 
de la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tri- 
bunal Constitucional. Se configura este tipo delicti- 
vo partiendo de la definición de calumnia como la 
imputación de un delito hecha con conocimiento 
de su falsedad, es decir, con dolo o temerario des- 
precio hacia la verdad. 

Completa el turno en  contra de las enmiendas defen- 
didas anteriormente el señor De la Rocha Rubí, 
e n  nombre del Grupo Socialista, refiriéndose a los 
Títulos VIII y IX del proyecto de Código Penal. Res- 
pecto al primero de ellos, sobre omisión del deber de 
socorro, expone que ha habido un proceso de acep- 
tación de enmiendas o búsqueda de consenso, per- 
maneciendo vivas únicamente la número 314, del 
Grupo Popular, y la 993, de Coalición Canaria, al 
artículo 186.3. S in  embargo, el Grupo Socialista 
considera conveniente mantener el proyecto, que 
persigue un tratamiento diferenciado de conductas 
y, consiguientemente, se opondrá a las enmiendas 
en  cuestión. 
Respecto al Título I x  destaca la importancia de su 
Capítulo I al incorporar una faceta absolutamente 
nueva e n  el tratamiento jurídico penal, que es el 
castigo penal del uso indebido de la informática y 
de otras técnicas para garantizar el honor y, sobre 
todo, la intimidad personal y familiar de los ciuda- 
danos en  el ejercicio legítimo de sus derechos con- 
tra la intromisión que puede llevarse a cabo por la 
utilización de estas técnicas modernas. Informa 
que e n  los trámites de Ponencia y Comisión se ha  
producido un amplio consenso respecto a este títu- 
lo, introduciéndose amplias modificaciones por  
acuerdo de casi todos los grupos y recogiendo mu-  
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chos elementos que figuraban en las enmiendas de 
casi todos los grupos de la Cámara, por lo que ex- 
presa la satisfacción del Grupo Socialista. No obs- 
tante, hace referencia a las enmiendas que se man- 
tienen a este título, expresando su posición sobre 
las mismas. 

En turno de réplica intervienen los señores López Ga- 
m'do, Pillado Montero, Olabarría Muñoz, Olarte 
Cullen y la señora Alemany i Roca, duplicando los 
señores Cuesta Martínez y De la Rocha Rubí. 

Página 

TítulosVIIyXI ....................... 8428 

El señor Pillado Montero defiende las enmiendas del 
Grupo Popular. Respecto al primero de ellos, título 
que trata de los delitos contra la libertad sexual, 
mantiene una enmienda que pretende sustituir todo 
el texto del proyecto por el Código Penal vigente en 
cuanto a los tipos y, naturalmente, en cuanto a las 
penas. Considera que se trata de uno de los títulos 
más preocupantes del proyecto, cuyo texto es objeto 
de críticas y que enmiendan por varios motivos 
fundamentales, como son en  primer lugar, por 
apartarse de la terminología tradicional en nuestro 
Derecho penal al dejar de llamar a las cosas por su 
nombre e incorporar novedades terminológicas que 
no aportan nada nuevo ni ninguna mejora en la po- 
lítica penal respecto a delitos tan frecuentes y que 
tanta alarma producen en la ciudadanía. En segun- 
do lugar, las modificaciones de tipos lleva a una 
suavización de las penas y a un menor reproche de 
conductas tenidas hasta ahora por m u y  graves y 
que lo siguen siendo. Considera muy  preocupante 
la rebaja de penas en todos los tipos, no estimando 
suficiente el que se diga que a partir de ahora se van 
a cumplir en su integridad y que se suprime la re- 
dención de penas por el trabajo. 
En cuanto al Título XI, relativo a los delitos contra 
las relaciones familiares, mantiene numerosas en- 
miendas cuyo contenido menciona escuetamente. 

El señor Olarte Cullen defiende las enmiendas del 
Grupo de Coalición Canaria. Comienza expresando 
su preocupación especial por el hecho de que en al- 
gunos casos se prescinda de denominaciones que 
en la calle tienen un sentido claro, evidente y con- 
tundente, no mencionando, por ejemplo, el término 
violación, pareciendo que se trata de eludir una ter- 
minología que a lo largo de años estuvo acuñada en 
los textos punitivos y que sigae acuñada en la ter- 
minología usual en el léxico ciudadano. - 
Cree que el texto del proyecto quedaría sensiblemen- 
te mejorado con la aceptación de sus enmiendas a 
los artículos 173 y 175, cuyo contenido expone, 

dando por defendidas las restantes enmiendas de su 
Grupo a este título. 

La señora Alemany i Roca defiende las enmiendas 
del Grupo Catalán (Convergtkcia i Unió). Respecto 
al Título VII, reconoce que ya se han incorporado 
bastantes propuestas de su Grupo presentadas en 
ésta y en anteriores legislaturas, especialmente con 
el cumplimiento más estricto de las penas inicial- 
mente impuestas y atendiendo también a la alarma 
y la perturbación social que el hecho delictivo hu- 
biera producido. 
Alude finalmente al contenido de algunas de sus 
enmiendas a estos títulos, manifestando que, frente 
al hecho de que el proyecto de ley abandona la utili- 
zación del término «violación», incorporando el de 
«agresión sexual», su Grupo considera necesario 
mantener la terminología de delito de violación por 
su repercusión y conocimiento social. Pretende 
también aumentar la pena para este delito, dada su 
gravedad y su reproche social. 
Respecto al título XI, mantiene sus enmiendas al 
artículo 213. 

El señor López Garrido defiende las enmiendas del 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 
Expone que, definitiyamente, el proyecto de Código 
abandona la vieja denominación de delitos contra 
la honestidad y considera como bien jurídico a pro- 
teger el de la libertad sexual, aunque el conjunto de 
conductas incriminadas en este título va algo más 
allá de la libertad sexual y hay bienes jurídicos co- 
nectados con la libertad sexual, pero no sólo ellos, 
protegidos en este Título VII. Señala que es un títu- 
lo bien concebido, que supone un avance modemi- 
zador respecto a como está tratada la defensa de un 
bien jurídico tan sutil como es el de la libertad se- 
xual, que no es tan fácil defender por las normas re- 
presoras del Derecho penal. A pesar de ello, entiende 
que ha habido avances sustanciales en los trámites 
anteriores, resultando una regulación bastante ade- 
cuada respecto de la que su Grupo mantiene algu- 
nas enmiendas que no afectan sustancialmente a la 
regulación general y títulos. Afirma que no está por 
que se rebajen las penas de forma sustancial a quie- 
nes cometen delitos de agresiones sexuales, pero sí 
cree que hay que mantener un principio de propor- 
cionalidad de las penas tanto en relación con la gra- 
vedad del hecho producido como en relación con ti- 
pos  similares o no similares que'f iguran en  el 
propio Código. En este sentido, cree que no puede 
castigarse la violación más duramente que el delito 
de homicidio y en tal sentido han planteado la en- 
mienda 724, pidiendo la supresión del artículo 175. 
Finalmente, defiende la enmienda 73 7, postulando 
la supresión del artículo 21 O, del Título XI. 



- 8401 - 
CONGRESO 28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

El señor Olabarría Muñoz defiende las enmiendas 
del Grupo Vasco (PNV). Comienza retirando la nú- 
mero 44, al artículo 175.1, y la número 45, relativa 
al número 5 del mismo artículo. 
Respecto al artículo 176 expresa su preocupación 
por la configuración actual del mismo, sobre el que 
tienen grandes dudas de interpretación, así como 
sobre la conducta que se está reprochando penal- 
mente. E n  cuanto al artículo 179.1, delitos relati- 
vos a la prostitución, presenta la enmienda 47 pos- 
tulando la adición del párrafo a que da lectura, con 
lo que entiende que se define mejor el tipo penal y 
se protegen los bienes jurídicos a que se refiere el 
precepto de forma mucho más eficiente. 
Finalmente, propone la supresión del artículo 184. 

En  turno en contra de las enmiendas al Título VII inter- 
viene, en nombre del Grupo Socialista, el señor Jover 
i Presa. Dado que, según sus cálculos, se mantienen 
vivas 29 enmiendas a este título considera imposible 
referirse de manera pormenorizada a cada una de 
ellas, por lo que pide disculpas de antemano. 
Antes de aludir a las enmiendas en cuestión desea 
proponer una enmienda transaccional que sirva pa- 
ra aportar mejoras técnicas al artículo 184.1, relati- 
vo a las condiciones de procedibilidad para poder 
actuar en delitos contra la libertad sexual. Señala 
que el texto de esa enmienda obra en poder de todos 
los grupos de la Cámara y espera que no plantee 
ningún problema su aceptación. 
Se refiere seguidamente a la enmienda 338, del Gru- 
po Popular, que pretende modificar radicalmente to- 
da la estructura, el contenido y las penas del Título 
VII, tratándose de una enmienda que no es tal en el 
sentido que da a esa enmienda el Reglamento, por- 
que no es una enmienda escrita y tampoco sabe có- 
mo se podría escribir. Lo que hace el Grupo Popular 
es dar unas directrices bastante abiertas, bastante 
genéricas y de muy  difícil aplicación sobre cómo 
podrían redactarse los Capítulos I y 11, en el caso de 
que la enmienda fuese aceptada, en cuyo caso se en- 
contrarían con un enorme problema. Podría decirse 
que se trata de una enmienda de imposible aplica- 
ción, a pesar de lo cual entrará en el fondo de la 
misma, que no es otro que intentar volver al texto 
actualmente vigente. 
Rechaza que en el proyecto se establezcan unas pe- 
nas tan reducidas como el señor Pillado indicaba y, 
frente a las manifestaciones del enmendante, afirma 
que en el proyecto se sitúan en un término medio 
entre la postura del Grupo Popular y la de Izquierda 
Unida, dado que por esta vía considera que no se 
puede avanzar más. E n  este Título VII se realiza 
una opción completamente nueva que se basa en 
una concepción que supera la que tenía hasta el 
momento nuestro ordenamiento penal positivo. En  - 

esta línea, introducir lo que propone la enmienda 
del Grupo Popular conduciría a una absoluta y tre- 
menda confusión. 
Respecto al artículo 174 expone que no puede votar 
favorablemente las propuestas que ha escuchado 
pretendiendo incluir el término wiolaciónx. Reco- 
noce que se trata de una propuesta nominalista, no 
de una cuestión de fondo y de contenido, ya que no 
se propone cambiar la pena, pero estima que hay al- 
go más que el problema de nombre y que son con- 
cepciones que querían superar, ya que el término 
«violación» tiene unas connotaciones muy claras y 
responde a una concepción de todos conocida, no 
abarcando determinada forma de relación sexual 
que no tenía violencia ni intimidación. Cree, en su- 
ma, que la expresión «violación» no se corresponde 
con el contenido de lo que define el artículo 174. 

Completa el turno, en nombre del Grupo Socialista, la 
señora Del Campo Casasús, que se refiere al Títu- 
lo XI del proyecto de ley fijando la posición de su 
Grupo en relación con las numerosas enmiendas 
mantenidas al título en cuestión. 

Replican los señores Pillado Montero y Olarte Cullen; la 
señora Alemany i Roca y los señores López Garrido y 
Olabaníá Muñoz, duplicando el señor Jover i Presa. 

Se procede a las votaciones de las enmiendas corres- 
pondientes a los Títulos VI, VIII, IX y X del Libro 
11 del proyecto de Código Penal, así como al texto 
del dictamen, que es aprobado. 

Asimismo se procede a las votaciones correspondien- 
tes a las enmiendas a los Títulos VII y X I  del Libro 
11 y al texto del dictamen relativo a estos títulos, 
que es aprobado. 

tarde. 
Se suspende la sesión a las dos y treinta minutos de la 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 
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Del Diputado don Francisco Alvarez-Cas- 
cos Fernández, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular en el Congreso, que formu- 
la al Excmo. Sr. Ministro de Justicia e 
Interior: ¿Descarta el Ministro de Justi- 
cia e Interior que personas vinculadas 
a ese Ministerio hayan participado en 
las escuchas ilegales al Juez Garzón? 
(Número de expediente 180/001308). . 

Del Diputado don José Ramón Pascua1 
Monzo, del Grupo Parlamentario Popu- 
lar en el Congreso, que formula al Excmo. 
Sr. Ministro de Obras Públicas, Trans- 
portes y Medio Ambiente: ¿Qué decisión 
tomará su Ministerio respecto al traza- 
do de la autovía de Valencia en el caso 
de que se declare las Hoces del río Ca- 
briel reserva natural? (Número de expe- 
diente 180/001300) .................. 

Del Diputado don Juan Costa Climent, del 
Grupo Parlamentario Popular en el Con- 
greso, que formula al Excmo. Sr. Minis- 
tro de Economía y Hacienda: ¿Qué pien- 
sa hacer el Ministerio de Economía y 
Hacienda ante las reivindicaciones de 
los Inspectores de Hacienda canaliza- 
das a través de un requerimiento nota- 
rial al Secretario de Estado de Hacienda 
y a la Directora de la Agencia Tnbutaria? 
(Número de expediente 180/001295). . 

Interpelaciones ....................... 

Del Grupo Parlamentario Popular en el 
Congreso, sobre medidas de política eco- 
nómica que piensa adoptar el Gobierno 
para el cumplimiento de los criterios 
de convergencia con la Unión Moneta- 
ria Europea en 19s plazos establecidos 

El señor Montoro Romero defiende la interpelación 
del Grupo Populav, manifestando que España atra- 
viesa momentos especialmente difíciles en que la 
mayoría de los ciudadanos ven que sus principales 
problemas, entre ellos la falta de empleo, no se re- 
suelven, mientras la vida política se sumerge en  
una peligrosa zozobra que proyecta una larga som- 
bra sobre el presente y el futuro de la economía es- 
pañola. Afirma que corresponde al Gobierno de la 
nación despejar la mayoría de las incógnitas que 
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empañan el panorama, y el propósito de esta inter- 
pelación es enfrentar al Gobierno con s u  propia rea- 
lidad. Agrega el señor Montoro que está en juego la 
España del año 2000, un futuro ya cercano, del que 
los españoles esperan soluciones a sus problemas y 
satisfacción a sus inquietudes, como son el paro y 
la mejora del bienestar de la sociedad. 
Entiende que nuestro futuro pasa por Europa y de- 
pende del éxito de nuestra integración en la Unión 
Económica y Monetaria, pero para conseguirlo hay 
que cumplir unos requisitos en unos plazos deter- 
minados, ambos exigentes. Concretamente, es nece- 
sario reducir la inflación para competir satisfacto- 
riamente. Se necesita doblegar el déficit público 
para rebajar los tipos de interés y suavizar el dese- 
quilibrio exteriol; siempre para conseguir ganar la 
confianza de los mercados financieros internacio- 
nales y para que éstos nos faciliten los recursos su- 
ficientes para nuestro desarrollo económico. Sin es- 
tas premisas considera que no habrá en España un 
crecimiento económico sólido y duradero capaz de 
crear empleo. 
Lamenta, sin embargo, que la convergencia de Es- 
paña con la Unión Económica y Monetaria esté fa- 
llando, exponiendo la situación en materia de dife- 
rencial de inflación de tipo de interés en  déficit 
público, deuda pública y situación de la peseta, a la 
vista de lo cual pregunta si el Gobierno es capaz de 
corregir tan lúgrube balance sobre nuestra conver- 
gencia. Añade que España registra, además, un cre- 
cimiento económico inferior a la media de la Unión 
Europea, realidad que el Gobierno está obligado a 
explicar al país, aunque no cree que esté en condi- 
ciones de hacerlo porque es la propia crisis del Go- 
bierno la causa principal del fracaso de la conver- 
gencia de España con Europa, fracaso que pone en 
riesgo el proyecto europeo de España, hipotecando 
así nuestro futuro económico. 
Señala que el Gobierno está atrapado en una crisis 
de credibilidad por la sucesión de escándalos de to- 
do tipo, con diversos procesos judiciales en marcha 
que acosan a un Gobierno cuya única aspiración 
se ha convertido en mantenerse en el pode< prolon- 
gando una lenta y penosa agonía. Desde esa falta de 
credibilidad no es posible diseñar y aplicar una po- 
lítica económica capaz de resolver las grandes cues- 
tiones de la sociedad española, fundamentalmente 
el desempleo y la ausencia de mejora del bienestar 
colectivo. Sobre el papel, España está viviendo una 
recuperación económica, pero la gran mayoría de 
los ciudadanos no la perciben como tal y, por el 
contrario, la inflación merma la capacidad adquisi- 
tiva de la mayoría de la población y la continua ele- 
vación de la presión fiscal ejerce un efecto similav. 
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Insiste en la penosa agonía que está viviendo el Go- 
bierno, preguntando por el costo que para los españo- 
les tiene la prórroga de algunos meses de legislatura 
que acaban de concederles sus socios parlamentarios 
de Convergincia i Unió. 
Concluye afirmando que el Gobierno es incapaz de 
aplicar las políticas económicas que la situación exi- 
ge, que el programa de convergencia del Gobierno so- 
cialista ha constituido un rotundo fracaso y ahora 
parece que pretende reducir el déficit público cuando 
más cerca están las elecciones generales, estrategia 
nunca aplicada por ningún Gobierno. Sucede, ade- 
más, que el socio del Gobierno, señor Pujol, advierte 
que la reducción del déficit debe posponerse, que el 
Gobierno está dividido y se plantea un cambio del 
mismo, una situación de partida que no puede ser 
peor para elaborar el presupuesto para el año próxi- 
mo. Sin embargo, el calendario de la Unión Econó- 
mica y Monetaria es muy apretado y España no pue- 
de perder esa carrera por los riesgos enormes que 
supondría el quedar desplazados. 

En  nombre del Gobierno contesta el señor Ministro 
de Economía y Hacienda (Solbes Mira), mani- 
festando que casi siempre tiene dificultades al deba- 
tir con el interpelante, porque, aun  partiendo mu- 
chas veces de las mismas cifras y de los mismos 
hechos, su interpretación es radicalmente diferente. 
El señor Diputado habla de una evolución de los 
datos económicos fundamentales que sabe que no 
corresponde a la realidad, ya que España, en estos 
momentos, es uno de los países de mayor creci- 
miento económico, por encima de las previsiones 
más optimistas, según la contabilidad nacional del 
primer trimestre, publicada hoy. 
Añade que el interpelante intenta que haga alusio- 
nes a temas que sabe que no puede hacer con deta- 
lle en el momento actual, pero sí le da pie para ha- 
cer una  reflexión que le parece de interés sobre 
cómo ve el proceso de integración en Europa, qué 
es lo que se ha hecho y qué se va a hacer a partir de 
ahora. Expone que no sólo España sino la mayor 
parte de los Estados miembros, concretamente trece 
de los quince, no cumplen los criterios de conver- 
gencia y, en consecuencia, va a ser muy  difícil, por 
no decir imposible, que en 1997 se pueda pasar a la 
tercera fase. 
Por otra parte, rechaza que el programa de conver- 
gencia haya fracasado, apoyándose en la evolución 
del déficit público, que se prevé esté en  el 3 por 
ciento en 1997, no creyendo tampoco que se pueda 
afirmar que estamos divergiendo con la Comuni- 
dad. Es cierto que no cumplimos algunos de los 
criterios básicos establecidos, pero insiste en que 
en igual situación se encuentran la mayoría de los 
países. 

Afirma que nuesro comportamiento está siendo 
relativamente correcto en función del programa 
de convergencia y piensa que deberíamos ser ca- 
paces de llegar en 199 cumplir las condiciones 
previstas. 
Respecto al Presupuesto para 1996, el señor Monto- 
ro sabe que no le va a dar respuesta concreta a su 
pregunta, ya que la misma tendrá lugar el 30 de 
septiembre cuando lo presente en la .Cámara, pues- 
to que antes no tendría ningún sentido. nene que 
decirle, no obstante, que el Consejo de Ministros, en 
el mes de enero, definió ya las directrices para la 
elaboración de ese Presupuesto, cuyo punto de par- 
tida fundamental era evidentemente respetar el ob- 
jetivo del déficit del plan de convergencia, lo que no 
impedirá que se sigan manteniendo los niveles de 
cobertura efectivos alcanzados en protección social 
y acentuar los aspectos solidarios del gasto social. 
También se planteará la dotación suficiente en los 
capítulos de inversión. E n  definitiva, podría decir 
que los Presupuestos del Estado, en cuanto a lo que 
actualmente se puede aclarar en este Parlamento, 
están bastante definidos y cree que serán recibidos 
de forma correcta por el mercado financiero. 

Replica el señor Montoro Romero y duplica el señor 
Ministro de Economía y Hacienda'(So1bes Mira). 

Para fijación de posiciones interviene el señor Frutos 
Gras, de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

El señor Vicepresidente (Beviá Pastor) informa a 
la Cámara de que la interpelación que aparece en el 
orden del día con el número 31 ha sido aplazada a 
solicitud del Gobierno, por lo que, en consecuencia, 
han terminado el orden previsto para esta sesión. 

Se suspende la sesión a las seis y cincuenta minutos 
de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos 
de la mañana. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE INI- 
CIATIVAS LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DEL CODIGO 
PENAL (Continuación.) (Número de expedien- 
te 1211000063) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Continuamos con el debate del dictamen del proyec- ~ tu losVv I  

yVlllaIX to de ley Orgánica del Código Penal. Corresponde de- de,LibroII 

batir el bloque integrado por los Títulos V, VI, VIII, IX 
y X del Libro 11. Enmiendas del Grupo de Izquierda 
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Unida-Iniciativa per Catalunya. Tiene la palabra el se- 
ñor López Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Señor Presidente, se- 
ñorías, nuestro Grupo Parlamentario va a defender las 
enmiendas que continúan vivas en este trámite sobre 
los Títulos V, VI, VIII, IX y X de la parte especial del 
proyecto de Código Penal; títulos que han sido modifi- 
cados, incluso sustancialmente modificados, en el trá- 
mite de Ponencia y de Comisión, lo que ha hecho que, 
por nuestra parte, se haya producido la retirada de al- 
gunas enmiendas, transacciones con otras y aceptacio- 
nes también de algunas presentadas, y que en estos 
momentos continúen vivas, como decía, relativamente 
pocas de las enmiendas que en su momento presenta- 
mos, pero que siguen teniendo sentido, y por eso es 
por lo que vamos a proceder a su defensa de la forma 
más breve posible. 

Empezando por la 72 1, al artículo 164 del proyecto, 
dicho artículo se refiere a la conspiración y proposi- 
ción para cometer los delitos previstos en el capítulo 1 
del Título V, es decir, las detenciones ilegales y secues- 
tros. La redacción que viene en el dictamen de la Co- 
misión es una redacción a la que le falta la forma de- 
lictiva de la provocación, y por ello es por lo que 
nuestra enmienda sustituye «apología» por «provoca- 
ción», porque en su momento aquí aparecía la palabra 
apología, y puede servir útilmente para lograr que en 
este capítulo se haga una operación de coherencia con 
otros artículos del Código en donde aparecen unidas 
siempre estas formas de comisión delictiva, que son la 
conspiración, la proposición y la provocación. Falta la 
provocación y creemos que no habna dificultad para 
que esta enmienda fuera aprobada y así establecer esta 
tríada de formas delictivas que aparecen y aparecerán 
en restantes artículos de este proyecto de Código. 

A su vez, nuestro Grupo mantiene la enmienda 723 
al Título VI de este Libro 11 sobre la parte especial del 
Código Penal. Esta enmienda pretende la supresión 
del artículo 169, y por tanto, la supresión de todo el Tí- 
tulo VI, porque dicho Título, el de los delitos contra la 
integridad moral, solamente tiene un artículo que es el 
169. Pretendemos su supresión, ya que nos parece que, 
como señalamos en su momento en trámites anterio- 
res, define una conducta de extremada ambigüedad y 
que no sabemos exactamente a qué obedece, qué senti- 
do tiene, ya que habla de «El que infligiere a otra per- 
sona un trato degradante, menoscabando gravemente 
su integridad moral» y lo castiga nada menos que con 
la pena de prisión de dos a cuatro años. 

Nosotros seguimos sin saber exactamente qué se 
pretende con este artículo. Nos parece que determina- 
das conductas de tratos degradantes deben situarse 
concretamente en los contextos o las relaciones donde 
se pueden dar estos tratos degradantes de una forma 
específica, y en ese contexto es más fácil su definición, 
su detección y su castigo. Por eso, el proyecto de Códi- 
go -y cuando no lo ha hecho así hemos intentado en- 

mendarlo- debe introducir esta conducta de trato de- 
gradante, fundamentalmente en dos contextos: en las 
relaciones familiares y en las relaciones laborales, en 
donde se dan relaciones de superioridad claramente 
que son un caldo de cultivo o un ámbito en el que más 
fácilmente puede darse este trato degradante y además 
de forma constante, de una forma continuada. Pero 
decir «El que infligiere a otra persona un trato degra- 
dante, menoscabando gravemente su integridad mo- 
ral», que es un concepto bastante indeterminado, e im- 
poner una pena de prisión de dos a cuatro años nos 
parece que no es adecuado al principio de proporcio- 
nalidad de las penas. Además, si tenemos en cuenta la 
experiencia de otros delitos a los que luego me voy a 
referir en el próximo turno de intervenciones, que son 
castigados en exceso, lo que sucede en la práctica es 
que la jurisprudencia tiende a no utilizar estos precep- 
tos, a no ponerlos en práctica. Esto es lo que puede su- 
ceder con este artículo, que puede quedar inédito co- 
mo consecuencia de su dificultad en cuanto a la 
definición y de su gran dureza en cuanto al castigo. 
Pensamos que este tipo de conductas, definidas, tipifi- 
cadas en el Código con carácter ambiguo, deben evi- 
tarse, y por eso es por lo que hemos planteado esta en- 
mienda. 

La siguiente enmienda que defendemos en relación 
con este bloque de títulos es la 729. Se refiere a los de- 
litos contra la intimidad y en concreto a la utilización 
de los instrumentos informáticos y pretende la intro- 
ducción de un nuevo artículo 188 bis. En el debate en 
Comisión se produjo una aceptación parcial de esta 
enmienda y de otras de parecida redacción de otros 
grupos parlamentarios y creemos que ha mejorado 
claramente esta parte del proyecto. Sin embargo, ya 
anunciamos en Comisión que una parte de nuestra en- 
mienda, concretamente los dos primeros párrafos, iba 
a ser mantenida en Pleno para su posible inclusión 
dentro del futuro Código Penal. Nos estamos refirien- 
do a dos tipos de conductas que transgreden frontal- 
mente la Ley Orgánica de regulación del tratamiento 
automatizado de los datos de carácter personal y que 
nos parecen de especial gravedad como para necesitar 
una sanción penal. La primera de ellas es la creación 
de un fichero automatizado cuya finalidad sea almace- 
nar datos de carácter personal que revelen la ideolo- 
gía, la religión, las creencias, la salud, el origen racial 
o la vida sexual. Nosotros creemos que la creación de 
este fichero para almacenar los datos de carácter sen- 
sible, simplemente la creación de ese fichero, contravi- 
niendo lo previsto en la Lortad, en esta Ley Orgánica 
que acabo de mencionar, debe ser penalizada, porque 
habría que ir, como dijimos en Comisión, al origen de 
ese atentado a la intimidad, tan corriente y tan poco 
conocido hasta hace muy poco, de la utilización de fi- 
cheros informatizados en donde se viertan datos sensi- 
bles. Es decir, en este apartado primero nosotros no 
hablamos de cualquier tipo de dato personal, solamen- 
te de datos sensibles, así definidos en la Lortad y pro- 
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tegidos además especialmente en nuestra Constitución 
cuando habla de la no obligación de declarar en rela- 
ción con ideología, religión o creencias. La mera crea- 
ción de ese fichero, que se supone que se creará para 
algo, para utilizarlo ilícitamente si se transgrede la 
Lortad, es una conducta que debe ser sancionada; lo 
mismo que recoger datos personales sin consentimien- 
to de la persona interesada y transgrediendo la Lortad 
y haciéndolo por medios fraudulentos, desleales o ilíci- 
tos, que también es una conducta de suficiente grave- 
dad como para merecer una sanción penal, que por 
cierto es una sanción que existe en otros ordenamien- 
tos jurídicos de nuestro entorno, el más cercano Fran- 
cia, que tiene una regulación, a nuestro juicio, no sola- 
mente pionera en este campo, sino en muchos 
aspectos modélica, de la protección de la intimidad 
respecto de la utilización de ficheros informatizados 
que almacenan datos de carácter personal y que tiene 
un sistema de sanción penal que no tenemos en este 
momento en nuestro país, que tendremos parcialmen- 
te a partir de la aprobación de este proyecto de Código 
Penal, pero al que le faltan, a nuestro juicio, algunas 
conductas como son éstas que incluimos en nuestra 
enmienda 729. 

La enmienda 731 es especialmente destacable, desde 
nuestro punto de vista. En esta enmienda 731 nuestro 
Grupo pretende la supresión del artículo 193 del pro- 
yecto. El artículo 193 regula lo que llama delitos con- 
tra el derecho a la propia imagen, es decir, castiga, a 
quien atenta gravemente contra la intimidad de otra 
persona mediante la utilización pública de su imagen 
y sin su consentimiento. Nuestro Grupo enfoca todo lo 
relativo a los delitos que tienen que ver con la libertad 
de expresión con un carácter claramente restrictivo, en 
el sentido de llevarlos al campo civil en la medida de lo 
posible. No se llega hasta el extremo de la supresión de 
la calumnia o de la injuria o de otros delitos que afec- 
tan al honor o a la intimidad, pero en este caso cree- 
mos que la pretensión de una protección penal de la 
imagen excede del principio de intervención mínima 
del Derecho Penal, porque hay ya una protección civil 
de la imagen, a través de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 
de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

Hay que tener en cuenta que este proyecto de Códi- 
go Penal que estamos debatiendo ya protege la imagen 
en un sentido el parecido al del 193 en el artículo 188. 
En el artículo 188 se castiga a quien, con el fin de vul- 
nerar la intimidad, utilice instrumentos de grabación, 
de reproducción del sonido e incluso de la imagen. Por 
tanto hay una protección penal que mejora, sin duda, 
la protección vigente en estos momentos en los artícu- 
los 497 y 497 bis, que sólo se refieren al apoderamien- 
to de papeles y escuchas ilegales sin mención a la ima- 
gen y su relación con la intimidad. Por tanto, ya el 
artículo 188 del proyecto recoge los supuestos más 
graves de intromisión en la intimidad, en el caso de 
que se atente a la intimidad atentando contra la ima- 

gen, ya que incluye la finalidad de vulnerar la intimi- 
dad y la utilización de artificios directamente dirigidos 
a captar la imagen. 

El señor PRESIDENTE: Señor López Garrido, le 
ruego concluya. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Voy concluyendo, se- 
ñor Presidente. 

Por eso es por lo que el artículo 193, que pretende- 
mos que desaparezca del proyecto, es redundante con 
el artículo 188 y, además, es redundante con la protec- 
ción civil del derecho a la intimidad. El carácter frag- 
mentario del Derecho Penal obliga a que solamente 
los atentados más graves a los bienes jurídicos prote- 
gidos deban ser objeto de persecución penal; no todos 
los atentados, sino solamente los más graves. Por tan- 
to, el Derecho Penal tiene un carácter parcial, frag- 
mentario. Por ello y porque la jurisprudencia clara- 
mente va en el sentido de desplazar esta protección 
hacia el ámbito civil, creemos que el artículo 193 si- 
gue una dirección equivocada, porque atrae al campo 
penal conductas que hoy están protegidas civilmente 
de manera adecuada por la Ley de protección civil, 
del derecho al honor, a la intimidad personal y fami- 
liar y a la propia imagen, supuestos que se pueden so- 
lucionar perfectamente por esa vía. Así que, uniendo a 
ello que los delitos del artículo 193 son perseguibles a 
instancia de parte, resulta que se trata de un delito 
perseguible sólo previa denuncia del agraviado, pero 
que al mismo tiempo puede interponer demanda, en 
vía civil. Además, según la Ley de protección civil del 
derecho al honor, en el caso de que haya una respon- 
sabilidad civil indemnizatoria, la indemnización se va 
a regir por los principios de la vía civil. Parece lógico 
que se suprima, por tanto, este artículo, ya que supo- 
ne una innecesaria superposición de normas y proce- 
dimientos contrarios, además de todo, a los principios 
de economía procesal. 

Las dos últimas enmiendas -y ya termino, señor 
Presidente-, números 733 y 736, pretenden añadir 
sendas frases al finalizar los artículos 202 y 207, de 
modo que, en el caso del 202 pueda haber una (cexcep- 
tio ventatis. en el caso de la injuria no sólo cuando las 
imputaciones se refieren a funcionarios públicos sobre 
hechos concernientes al ejercicio de sus cargos, sino 
también cuando se trate de imputaciones realizadas en 
defensa de un interés colectivo legítimo. En este caso, 
creemos que la ccexceptio veritatis», que no funciona 
en la injuria, salvo en el caso del artículo 202, debe 
ampliarse precisamente por la defensa del interés co- 
lectivo cuando esas imputaciones, manifestadas en 
medios de comunicación normalmente, se hagan en 
defensa de un interés colectivo legítimo. 

Por último, la enmienda 736 pretende añadir al ar 
tículo 207, apartado 1, la frase: «...salvo cuando la 
ofensa se dirija contra la autoridad pública, corpora- 
ciones o clases determinadas del Estadon. Esa es la 
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frase que se pretende añadir. En este caso, no voy a ha- 
cer una defensa de esta enmienda, la haré más adelan- 
te, cuando defendamos las enmiendas relativas a los 
desacatos, ya que la enmienda 736 está en conexión 
con dichas enmiendas sobre los desacatos y, por lo 
tanto, en función absolutamente de lo que suceda con 
las mismas, lo que veremos más adelante, en la si- 
guiente sesión. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Ga- 

Enmiendas del Grupo Popular. Tiene la palabra el 
rrido. 

señor Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Abordamos las enmiendas del Grupo Popular a este 
bloque de títulos: Título V, delitos contra la libertad; 
Título VI, de los delitos contra la integridad moral; Tí- 
tulo VIII, de la omisión del deber de socorro; Título 
IX, delitos contra la intimidad y el domicilio, y, por ú1- 
timo, el Título X, delitos contra el honor. 

Al Título V mantenemos viva una sola enmienda, 
que es la número 336, referida al artículo 165. Preten- 
de la enmienda una mejora técnica de este precepto y, 
concretamente, la supresión de las palabras «las perso- 
nas, la libertad, la libertad sexual, el honor o el patri- 
monio», Dice el artículo 165: «El que amenazare a otro 
con causarle a él mismo, a su familia o a otras perso- 
nas con las que esté íntimamente vinculado un mal 
que constituya delito contra las personas, la libertad, 
la libertad sexual...», etcétera. Pensamos que el precep- 
to debe terminar en: «un mal que constituya delito», 
porque el mal que constituya delito abarca ya las otras 
referencias a las personas, la libertad, la libertad se- 
xual, el honor o el patrimonio. Efectivamente, no pue- 
de haber amenaza de un mal que constituya delito que 
no sea contra la persona o contra sus bienes, y entre 
sus bienes, el más preciado es el de la libertad, la liber- 
tad sexual, el honor o el patrimonio. Es una enmienda 
de tipo técnico, porque creemos -repito- que sobra 
ese conjunto de palabras. 

Con respecto a este mismo Título V tenemos la en- 
mienda número 506, que pretende la introducción de 
un nuevo capítulo, el capítulo W, un artículo nuevo, el 
168 bis, que se refiera a todo el título, y por una razón, 
señor Presidente, porque los delitos contra la libertad, 
si se cometen por particulares, tienen una penalidad 
concreta -tienen pena privativa de libertad-. En 
cambio, posteriormente, cuando se regulan los delitos 
cometidos por los funcionarios contra la libertad, la 
pena es la de inhabilitación. Lo hemos dicho ya nume- 
rosas veces a lo largo del debate de este procedimien- 
to. No acabamos de entender esta diversidad de trata- 
miento cuando el autor es un pahicular o cuando el 
autor es un funcionario. Pensamos que el funcionario 
no debe tener un trato preferente; que, al contrario, el 

hecho de ser funcionario y cometer delitos contra la li- 
bertad tiene que suponer una mayor penalidad, y de 
ahí esta enmienda, que trata de que cuando estos deli- 
tos contra la libertad los cometa un funcionario, ade- 
más de la pena privativa de libertad que corresponde- 
ría si fuese un particular tenga la pena de 
inhabilitación. 

Al Título VI no mantenemos enmiendas. Sí las tene- 
mos, por contra, al Título W I ,  que se refiere al delito 
de la omisión del deber de socorro. A este título hemos 
formulado la enmienda número 341, que pretende dar 
nueva redacción al número 3 del artículo 186. 

Entendemos que para la sanción de la omisión de 
socorro, cuando la víctima lo ha sido por accidente 
ocasionado por el que omite el auxilio es indiferente si 
el accidente se ocasionó fortuitamente o si se ha debi- 
do a imprudencia. Lo cierto es que hay una víctima, 
que la causó quien omite el socorro y que las circuns- 
tancias del accidente obviamente entran en juego para 
otra sanción distinta, la que pueda dimanar del acci- 
dente: si es fortuito, no habrá sanción penal; si es im- 
prudente, la sanción será la que el Código establezca. 
Pero en ambos casos hay una persona desamparada, 
en peligro manifiesto y grave y el causante de esa si- 
tuación es el que omite el socorro. El dolo típico del 
delito de omisión, la voluntad de abandonar, de no so- 
correr, es el mismo haya habido o no imprudencia en 
el accidente. Creemos, pues, que a los solos efectos del 
delito de omisión del deber de socorro, no debe hacer- 
se esa diferencia que establece el proyecto. Más aún, 
puede haber tanta o más malicia en una omisión cuan- 
do el accidente es fortuito que cuando es imprudente. 
En este caso, en el supuesto de la imprudencia, desde 
el punto de vista del reproche moral y social, puede ca- 
ber la disculpa de que el que omitió el socorro lo hizo 
para evitar la acción de la justicia, para evitar incul- 
parse por la imprudencia. En cambio, el que nada tie- 
ne que temer, el que causó el accidente fortuitamente, 
parece que tiene todavía menos motivo para omitir el 

En cuanto al Título IX, delitos contra la intimidad, 
el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio, al abordar las enmiendas uno no puede de- 
jar de pensar en que este tema está de la más rabiosa 
actualidad -valga la expresión- a consecuencia del 
escándalo de las escuchas, etcétera (y no sabemos bien 
hasta dónde puede llegar este etcétera) del Cesid y de 
lo que pueda haber detrás del Cesid. Mayor violación 
de los derechos que ahora nos ocupan es poco conce- 
bible y el tiempo dirá en qué queda este asunto. Mien- 
tras tanto, nosotros pretendemos llegar en la tipifica- 
ción de estos delitos más lejos que el proyecto. 

En nuestra enmienda 343 pretendemos introducir 
un nuevo artículo 188 bis que amplíe el 188. En el ar 
tículo 188 del precepto se sanciona penalmente al que 
para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de 
otro sin su consentimiento, se apodere de sus papeles, 
cartas, mensajes de correo electrónico, etcétera, inter- 

socorro. 
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cepte sus comunicaciones, utilice o modifique datos 
registrados en ficheros o soportes informáticos y, en 
general, en todo tipo de archivos. No voy a leer con de- 
talle el precepto. 

Lo que pretendemos en nuestra enmienda es penar 
además la creación de un fichero informatizado de da- 
tos personales relativos a la ideología, religión, creen- 
cia, salud, raza, vida sexual, con las excepciones que 
en ella ponemos de manifiesto. Así, en una serie de pá- 
rrafos vamos desgranando la tipificación penal que 
pretendemos: el que crease un fichero informatizado; 
el que recogiere datos para hacer la creación de este ti- 
po de fichero; el que se apoderare o accediere a los da- 
tos antes citados, o los adquiriere a sabiendas de su 
contenido; el que sometiere a tratamiento estos datos 
de carácter personal que afectan tantísimo a la intimi- 
dad de las personas; el que los difundiere o revelare; el 
que conservare datos automatizados del carácter antes 
dicho.. . Establecemos una tipificación para abarcar 
supuestos que son de tanta actualidad y que no se cu- 
bren suficientemente en el proyecto. No se trata de pe- 
nar sólo el descubrimiento, sino de tipificar, además, 
el recabar, el crear un fichero de este tipo con los datos 
sensibles relativos a la ideología, religión, creencias, 
salud, raza, vida sexual, etcétera, con las excepciones 
que se prevén en la enmienda. Ello para llevar a su 
máxima protección el derecho a la intimidad, por cier- 
to, tan maltratado en estos tiempos. 

La enmienda 344 no es más que una consecuencia 
de la anterior. Su contenido ya aparece en el dicta- 
men, dentro del artículo 188, como un párrafo cuarto. 
Nosotros lo que pretendemos es que ese párrafo vaya 
a continuación del artículo 188 bis, para que com- 
prenda los dos supuestos: el 188 del proyecto más el 
188 bis, que nosotros queremos introducir. Por eso lo 
situamos en un párrafo del artículo 189 como número 
2 de ese precepto. 

La enmienda 345, al artículo 192, pensé en algún 
momento en retirarla pues está recogida en este ar 
tículo, pero no lo hago por dos razones. La primera es 
que quiero llamar la atención de los servicios de la Cá- 
mara en que ahí hay una errata, hay una redundancia. 
Dice: «Para proceder por los delitos previstos en este 
Capítulo será necesaria denuncia de la persona agra- 
viada o de su representante legal o guardador)). Y aña- 
de: «Cuando ésta sea menor de edad o incapaz podrá 
denunciar el ascendiente, representante legal o guar- 
dador)). Hay ahí una redundancia, una reduplicación 
que es necesario corregir. 

Además, me ha llamado la atención en este precepto 
el párrafo tercero, relativo al perdón del ofendido o de 
su representante legal o guardador. Creemos que no es 
correcto hablar de guardador en este caso. Creemos 
que no es correcto que el guardador, que no es repre- 
sentante legal, pueda disponer de la acción penal y de 
la acción civil dimanante del delito sin intervención 
del representante legal. Partimos del supuesto de que 
el guardador no es el representante legal y de que la 

renuncia a los derechos, a la transacción, la enajena- 
ción de derechos de menores o incapaces sólo puede 
hacerla el representante legal, el que tenga la patria 
potestad, si se trata de menores, el que tenga la tutela 
en su caso. Estos son los únicos que pueden disponer 
de las acciones civil y penal, derechos, bienes, etcétera, 
de sus representados y, naturalmente, con los demás 
requisitos que exigen las leyes, que exige concretamen- 
te el proyecto en el artículo 130.4, es decir, audiencia 
del Ministerio Fiscal y autorización del juzgado. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pillado, le ruego va- 
ya concluyendo. 

El señor PILLADO MONTERO: Lo procuraré, se- 
ñor Presidente. 

A la rúbrica del Capítulo 11 mantenemos la enmien- 
da 346. Creemos que la expresión correcta no es «Deli- 
tos contra el derecho a la propia imagen)), que resulta 
ciertamente muy rebuscada, sino «Delitos contra la 
imagen de las personas)). Lo que se daña con ciertas 
conductas no es la propia imagen, sino la imagen aje- 
na. Es verdad que con ello se lesiona el derecho que 
cada uno tiene a su imagen o, si se quiere, a su propia 
imagen, pero la mejor forma de explicarlo es, obvia- 
mente, como nosotros pretendemos: «Delitos contra la 
imagen de las personas)). 

Las enmiendas 347 y 348 van dirigidas a agravar las 
penas de los delitos de allanamiento de morada y del 
domicilio de las personas jurídicas. Estos delitos, se- 
gún la nueva clasificación tripartita de delitos graves, 
menos graves y faltas, son delitos menos graves pues 
están sancionando con penas menos graves. Nosotros 
no lo entendemos así. Son conductas muy graves y por 
eso pedimos una agravación de las penas. 

La enmienda 349 pretende añadir un párrafo al ar 
tículo 195, número 1, que creemos que está incomple- 
to. No puede ser delito entrar en un local abierto al pú- 
blico fuera de las horas de apertura contra la voluntad 
de su titular si, a pesar de rebasarse el horario de aper- 
tura, el local continúa abierto. En este caso, la volun- 
tad del titular está en contradicción con su conducta 
de mantener el local abierto. Imaginemos un estableci- 
miento nocturno cuyo horario de cierre ha sido reba- 
sado y en cuyo interior todavía hay clientes. Aparece 
por ahí una persona que pretende entrar y el titular se 
opone. Pese a ello, esta persona entra porque ve que 
allí hay clientela haciendo consumiciones dentro. En 
modo alguno podna entenderse cometido el delito, se- 
na  una discriminación para el que llega respecto a los 
que todavía están dentro disfrutando de la apertura 
del local. Por eso, entiendo que hay que matizar. Será 
delito entrar en estos supuesto en el local si ya se ha 
cerrado, será delito mantenerse en el mismo si ya se 
ha anunciado la decisión de desalojo por haberse reba- 
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sado el horario de apertura, como apuntábamos en 
nuestra enmienda. 

Por último y respecto a este título, tenemos la en- 
mienda 509 dirigida a introducir un nuevo capítulo IV 
y la consiguiente supresión de los artículos 515 y 516. 
Ya hablé de este tema. Se trata de que, cuando estos 
delitos los comete un funcionario, tenga pena privativa 
de libertad igual que cuando los comete una persona 
privada, pero, además, tenga la inhabilitación y no que 
salga privilegiado el funcionario con una simple pena 
de inhabilitación cuando, al contrario, su conducta 
puede entenderse todavía más grave. 

Abordo, señor Presidente, con la posible brevedad, 
el Título X, relativo a los «Delitos contra el honor». 
Abandonada ya por el Gobierno la pretensión de tipifi- 
car el delito de difamación, que tanta polémica desató 
en el proyecto del Código Penal de 1992, queda ahora 
reducido ese título a cuestiones principalmente técni- 
cas. Nosotros pretendemos dos objetivos con nuestras 
enmiendas. El primero, que no se castiguen estos deli- 
tos con penas privativas de libertad sino sólo con pe- 
nas pecuniarias. Nos parece que aquellas penas no 
cuadran bien a este tipo de delitos, que pueden tener 
una suficiente solución en las multas siguiendo el 
principio de proporcionalidad. El segundo objetivo 
que pretendemos con ese grupo de enmiendas a este 
Título X es mantener las definiciones de los delitos de 
calumnia e injuria que da el Código actualmente vi- 
gente. Se trata de definiciones muy consolidadas en la 
doctrina, muy matizadas por la jurisprudencia, y las 
variaciones que se pretenden en el proyecto, en mi opi- 
nión, no aportan nada nuevo, nada que merezca aban- 
donar las definiciones clásicas. 

En nuestra enmienda 35 1, al artículo 197, pretende- 
mos suprimir la frase «O temerario desprecio hacia la 
verdad)). El artículo 197 dice: «Es calumnia la imputa- 
ción de un delito hecho con conocimiento de su false- 
dad o temerario desprecio hacia la verdad». Esta frase 
no se entiende bien. Si la imputación del delito se hace 
a sabiendas de que es falsa, sobra añadir que hay un 
temerario desprecio a la verdad, es algo que va necesa- 
riamente implícito en la falsedad, pero si no se sabe 
que la imputación es falsa, parece que lo que se pre- 
tende con esa frase es criminalizar la calumnia por im- 
prudencia. En este caso, habría que decirlo con toda 
claridad, pues así lo exige el proyecto al penalizar la 
imprudencia sólo en los casos expresamente determi- 
nados. ¿Es que se piensa, tal vez, en la calumnia come- 
tida con dolo eventual? En tal caso, el principio de cul- 
pabilidad establecido en el Código no lo permitiría. 
Debe, pues, suprimirse esa frase. 

La enmienda 353 no es más que una consecuencia 
de la 350. Pretendemos refundir los artículos 197 y 198 
en el primero de ellos, en el 197, de ahí que pidamos la 
supresión del segundo. Tampoco nos parece correcta 
la variación de la definición de la injuria al introducir 
en ella términos tan indefinidos como dignidad, fama 
o propia estimación. Repito lo que antes dije: la defini- 

ción actual al hablar de deshonra, descrédito, menos- 
precio, cubre cualquier supuesto. En todo caso, son 
términos ya respaldados por una amplísima interpre- 
tación jurisprudencial. 

No se ve ventaja alguna en ello. 
Respeto a la enmienda 356, al artículo 203, propone- 

mos una expresión más precisa, más acorde con lo que 
el precepto pretende. 

Termino, señor Presidente, anunciando que retira- 
mos la enmienda 357, puesto que la idea de la inser- 
ción de la sentencia se hiciese en la forma adecuada 
para la reparación del mal, es decir, con la misma tipo- 
grafía, a la misma hora, en la misma página, etcétera, 
se ha recogido en el proyecto, si bien con distinta ex- 
presión. 

Por último, mantenemos la enmienda 358, que trata 
de suprimir el punto 2 del artículo 207, porque pensa- 
mos que no es correcto mantener esa limitación al 
ejercicio de la acción penal que ha provocado serios 
problemas. Dice el artículo: «Nadie podrá deducir ac- 
ción de calumnia o injuria vertidas en juicio sin previa 
licencia del juez o tribunal que de él conociere o hu- 
biere conocido». ¿Cuántas veces ha habido una verda- 
dera injuria o calumnia y el tribunal, por las circuns- 
tancias que hayan sido, no ha dado la autorización 
para formular la oportuna querella? Entendemos que, 
en modo alguno, está ya justificada esta limitación al 
derecho a ejercitar la acción penal. 

Haré una última alusión al número 3 donde se vuel- 
ve a hablar nuevamente del perdón de la parte ofendi- 
da y, si es menor de edad o incapaz, de su representan- 
te legal o guardador. Entendemos -y me remito a lo 
antes dicho- que el guardador no está legitimado, si 
no es representante legal -si coincide la representa- 
ción legal y la guarda es otra cosa- no puede disponer 
de la acción penal y de la acción civil del menor o del 
incapaz. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pillado, le ruego 
concluya. 

El señor PILLADO MONTERO: He concluido, se- 

Muchas gracias. 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Pillado. 
Enmiendas del Grupo Vasco (PNV). 
Tiene la palabra el señor Olabam’a. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Son pocas las enmiendas que le quedan vivas a mi 
Grupo Parlamentario en este bloque sistemático, lo 
cual me exonera de tener que realizar una interven- 
ción larga, cosa que sin duda SS. SS. agradecerán. 

Sí quiero hacer algunas referencias de carácter pal- 
mario y puntual a algunas enmiendas que estando vi- 
vas mi Grupo considera relevantes, señor Presidente. 
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Voy a empezar por la enmienda número 42 que ha pre- 
sentado mi Grupo Parlamentario y que hace referencia 
al artículo 167.2, incluido en el Capítulo 11 relativo a 
las amenazas. Regula las amenazas que pretenden la 
obtención de cantidad o recompensa, el concepto vul- 
gar y jurídico del chantaje. El chantaje, tal como se 
concibe en este precepto, reproduciendo el tenor lite- 
ral del citado artículo 167.2, consiste en lo siguiente: 
«Si alguien exigiere a otro una cantidad o recompensa 
bajo la amenaza de revelar o difundir hechos referen- 
tes a su vida privadan - é s t a  sería la primera expresión 
relevante- «O relaciones familiares ... » - é s t a  sería la 
segunda expresión relevante-. No se agota concep- 
tualmente, ni siquiera por congruencia con lo que ya 
ha sido perfilado en prolija jurisprudencia y tendría- 
mos que incorporar, para cerrar el tipo de amenazas o 
de chantajes y su más adecuada configuración jurídi- 
ca, la posibilidad de que la amenaza sea también de 
revelar hechos vinculados a sus actividades mercanti- 
les o económicas. La estadística acredita cómo un altí- 
simo porcentaje de los chantajes, un altísimo porcen- 
taje de las amenazas gravitan sobre la amenaza de 
revelación de actividades presunta o potencialmente 
irregulares de carácter contable, de carácter mercantil, 
relaciones económicas de diversa naturaleza -la ca- 
suística sería muy amplia- y el Código Penal no se 
puede sustraer a este requerimiento sociológico o 
estadístico porque, al fin y al cabo, la propia esencia 
dogmática del Código Penal consiste en proteger los 
bienes jurídicos contra aquellos bienes que mayorita- 
riamente, de forma perfectible estadísticamente ame- 
nazan los bienes jurídicos que son objeto de protec- 
ción o tutela. 

La enmienda número 43 hace referencia al artículo 
169. Estamos hablando del Título VI, título de artículo 
único, puesto que está integrado exclusivamente por 
este precepto, que el señor López Garrido ha definido 
bien. Es un principio absolutamente deletéreo; un pre- 
cepto absolutamente inconcreto, que provoca graves 
problemas no sólo de exégesis, de interpretación del 
precepto, sino que probablemente provoque también 
problemas de seguridad jurídica. El Título VI se rotula 
con carácter general «De los delitos contra la integri- 
dad moral». Esto es una novedad gramatical de este 
Código Penal, que, además, utiliza conceptos como el 
de trato degradante, el de menoscabo grave de la inte- 
gridad moral; conceptos vagos, conceptos jurídica- 
mente inseguros y conceptos, como decía, que pueden 
vulnerar el principio de seguridad jurídica que consa- 
gra enfáticamente el artículo 9.3 de la Constitución, 
del que se podría desagregar el viejo aforismo conoci- 
do por SS. SS. de ((nulla poena sine legen estricta y es- 
crita. Nosotros entendemos que la utilización de con- 
ceptos vaporosos, un tanto ectoplásmicos como éstos, 
en donde no se puede percibir con claridad, desde una 
perspectiva hermenéutica, qué bien jurídico se está 
protegiendo ni contra qué tipo de conducta eventual- 
mente merecedora de reproche social se está luchan- 

do, no contribuye a la configuración de un código pe- 
nal que pueda ser calificado con los términos y epíte- 
tos tan solemnes que muchos portavoces suelen utili- 
zar cuando califican este Código Penal. 

La siguiente enmienda a la que me voy a referir, se- 
ñor Presidente, es la número 50, que nos lleva a un de- 
bate de gran actualidad y, por utilizar una expresión 
más adecuada políticamente, de desgraciada actuali- 
dad. Estamos en el Título IX, que se rotula con carác- 
ter general como el de los ((Delitos contra la intimidad 
y el domicilio)). En el número 2 del artículo 188 esta- 
mos tipificando la conducta consistente en el apodera- 
miento de datos reservados de carácter personal o fa- 
miliar de otro, registrados en ficheros, soportes 
informáticos o cualquier otro tipo de archivo o regis- 
tro, público o privado. La cualificación de esta con- 
ducta delictiva no está bien hecha, no está bien confi- 
gurada mediante esta definición de este injusto penal, 
porque el tipo penal generador del reproche -el re- 
proche punitivo que aquí se consigna es razonable- 
no cualifica el tipo, no cualifica más que la conducta 
del apoderamiento y no la conducta de la difusión. No- 
sotros, en nuestra enmienda, propugnamos que no só- 
lo sea el apoderamiento, sino, además, la difusión de 
estos datos ilícita o ilegítimamente obtenidos. Enten- 
demos que así se podrían corregir algunas de las dis- 
funciones, de las conductas que en este momento es- 
tán gravitando de forma tan notable y espectacular 
sobre la propia vida política del Estado español. Por 
tanto, nuestra enmienda consistiría en la adición de 
un párrafo, al final, «in fine», de este número 2 del ar- 
tículo 188, del siguiente tenor literal: ay a quien los al- 
terase o utilizare en perjuicio del titular de los datos o 
de un tercero». 

Al artículo 188.2 también presentamos la enmienda 
número 5 1. Las argumentaciones que sirven de funda- 
mento a esta enmienda son las mismas que, con luci- 
dez, ha explicitado en su intervención el señor Pillado. 
Efectivamente, aquí debe ser un motivo de protección 
no sólo lo que se consigna en el proyecto de ley en este 
momento, es decir, la utilización o la obtención, por- 
que la conducta es de obtención exclusiva y desgracia- 
damente de apoderamiento, de datos reservados de 
carácter personal o familiar de otro, sino que determi- 
nadas informaciones que tienen en nuestro ordena- 
miento carácter especialmente sensible deben ser obje- 
to de específica protección, cualificando la figura 
delictiva. Estas informaciones no son otras que las que 
el señor Pillado ha enunciado con una lista - c o n  pre- 
tensiones de exhaustividad sin ninguna duda-, que 
son las mismas que nosotros decimos: quien revele su 
ideología, su religión, su etnia, su origen racial o su vi- 
da sexual. Ese es el sentido de esta enmienda, señor 
Presidente, que complementaría de forma muy ade- 
cuada, de forma muy correcta el tipo penal, el injusto 
penal y el bien jurídico que se pretende tutelar con es- 
te precepto. 



- 8412 - 
CONGRESO 28 DE JUNIO DE 1995.-NÚM. 159 

Voy acabando, señor Presidente. 
Al artículo 190.1 hemos presentado la enmienda nú- 

mero 52. Esta es otra materia importante también y de 
gran actualidad, lo que resulta cotidiano en este mo- 
mento, que está gravitando sobre la vida política de Es- 
paña en la actualidad, es la revelación de secretos ajenos 
de los que se tuvieran conocimiento como consecuencia 
de las relaciones laborales. Nosotros entendemos que es- 
ta figura delictiva debe circunscribirse más, limitando el 
injusto penal a la revelación de secretos que se obtienen 
lógicamente por razón de relaciones laborales fuera de 
los casos permitidos por la ley. ¿Por qué razón propug- 
namos esta circunscripción o limitación del Código Pe- 
nal? Porque hay legislaciones sectoriales, cuya relación 
resultafía muy prolija, que exigen la declaración obliga- 
toria de determinados datos que se han obtenido preci- 
samente por razón de la profesión, oficio o las relacio- 
nes laborales. ¿Cuáles? Por ejemplo, las declaraciones 
obligatorias de determinadas enfermedades infeccioso- 
contagiosas, la comunicación de datos del conjunto mí- 
nimo básico de alta en hospitales, etcétera. 

Por último, señor Presidente, con relación al Tí 
tulo X, relativo a otro tema de actualidad como es el 
delito de calumnias, a nosotros tampoco nos termina 
de gustar cómo está redactado, ni desde una perspecti- 
va literaria, ni desde una perspectiva de la adecuada 
incorporación de los conceptos jurídicos que se deben 
incorporar en este ámbito. 

En el artículo 197, que es el que tipifica el delito de 
calumnias - e l  señor Pillado lo ha dicho también con 
mucha precisión-, la expresión ((temerario desprecio 
hacia la verdad», que es el elemento cualificador de 
esta figura delictiva, debe ser sustituida por otra más 
correcta, más adecuada. Nosotros sugerimos una, que 
sería la siguiente: «sin haber realizado un esfuerzo ra- 
zonable para averiguar la veracidad del mismo». Al 
fin y al cabo, si es calumnia la imputación de un deli- 
to de los que dan lugar a un procedimiento de oficio, 
entendemos que el no haber realizado un esfuerzo ra- 
zonable para averiguar la veracidad del mismo nos 
provee de un sistema de exégesis, de interpretación 
del precepto mucho más claro, mucho más limpio que 
esta expresión tan vaga, tan genérica como la de te- 
merario repeto a la verdad que, por su carácter omni- 
comprensivo, pretendería una aplicación también om- 
nicomprensiva del tipo, cosa a lo que la legitimación 
en los preceptos precitados tampoco legitimaría. 

Estas son las enmiendas más relevantes que mi Gru- 
PO Parlamentario mantiene a este bloque sistemático. 
Las demás, señor Presidente, las doy por defendidas 
en sus propios términos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabam’.a. 
Enmiendas :del Grupo de Coalición.Canaria. . I 

Tiene la palabra el señor. Olarte.. 1.‘. _ .  . - 

El señor OLARTE CULLEN ‘Gracias, señor Presi- 
dente. 

La primera enmienda que voy a defender es la nú- 
mero 971, que lo es tanto al Título VI «Delitos contra 
la integridad moral», como a su artículo 169, el prime- 
ro y único de los artículos que se contienen en dicho 
Título VI. 

Ya expresábamos en la justificación de nuestra en- 
mienda de supresión que, con independencia de que 
las acciones que lesionan la dignidad de las personas, 
menoscaban su fama o atentan contra su propia esti- 
mación ya figuran fijadas como injurias en el artículo 
200 del proyecto, el contenido de este artículo 169, cu- 
ya desaparición postulamos, es de perfiles tan impreci- 
sos que atenta contra el principio de legalidad y, en de- 
finitiva, constituye una expresión tan ambigua, tan 
vaga, tan falta de la concreción que requiere la defini- 
ción del tipo legal penal, que coincidiendo absoluta- 
mente con lo que el señor López Garrido expresaba 
anteriormente, por las mismas razones, propugnamos 
también su desaparición. Si prosperase esta enmienda 
de supresión del punto 1 del artículo 169, cuya reitera- 
ción en la inclusión y tanta reiteración es digna de me- 
jor causa, evidentemente, porque, por mucho que tra- 
temos de profundizar en la razón de ser de que 
continúe tal perseverancia, no lo entendemos, resulta 
obvio que carece de razón de ser el punto 2 de este 
precepto, ya que, si además de ese atentado a la inte- 
gridad moral que se expresa, se produjera lesión o da- 
ño contra la vida o cualquier otro delito, en definitiva, 
de lo que aquí se describe, serán castigados sobrada- 
mente o, en cualquier caso, lo serían. Por ello basta 
con nuestros argumentos al solicitar la eliminación del 
punto 1 para que, en definitiva, lo sea todo el precepto. 

Las acciones ejecutadas con menoscabo del presti- 
gio en descrédito de una persona se contenían ya co- 
mo constitutivas de injurias en el Código Penal en vi- 
gor. Hay algún grupo parlamentario que quiere 
mantener ese criterio tradicional. En cualquier caso, si 
se considera que, de acuerdo con la definición actual 
que se da a la injuria (nosotros creemos que no, que es 
suficiente esa definición para considerarla incluida 
dentro del concepto de la conducta que se contiene en 
el punto 1 del artículo 169), es preciso volver al texto 
antiguo, volvamos al texto antiguo, y por lo menos no 
mantendremos aquí esta inconcreción que pugna con 
una técnica penal y con las exigencias jurídico-penales 
más elementales. 

Por lo que respecta al Título VI11 que también hemos 
enmendado, después de meditar, seguimos insistiendo 
que no hay razones para no modificar en la forma pro- 
puesta por nosotros el punto 3 del artículo 186. Según 
el texto que ha salido de Ponencia y Comisión, cuando 
se produce un caso de omisión de deber de socorro, si 
la víctima lo es o lo ha sido por accidente ocasionado 
fortuitamente por el que omitió el auxilio, la pena será 
de prisión de seis meses a un año, y si el accidente se 
debiera a imprudencia, la pena será superior. 

Nosotros creemos que en la práctica, en la vida real, 
a la hora de establecer los límites entre el caso fortuito 
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y la imprudencia, sea tan fácil de determinar, como el 
autor del proyecto y el Grupo Socialista que lo mantie- 
ne consideran. El agente, el causante del delito no dis- 
tingue en el momento de ocasionar el daño si se ha 
producido el mismo de manera fortuita o por una sim- 
ple imprudencia. ¿Cómo es que el abandono de la víc- 
tima resulta más castigado en el supuesto de que, por 
una simple imprudencia, tan difícil en ocasiones de 
distinghr de lo que es el caso fortuito, lleve a verificar 
esta sanción tan superior? Nos parece que es una in- 
troducción «sui generisn de una especie de responsabi- 
lidad casi objetiva de atender casi a un resultado que, 
en definitiva, opinamos que es dudosamente constitu- 
cional el texto enmendado, ya que el delito o la pena se 
establece en función de la causa inicial, lo cual es tan 
heterodoxo como establecerlo en función del resultado 
- como decíamos antes-, conceptos ambos que nada 
tienen que ver con la culpabilidad de la gente, a la cual 
siempre hay que referirse a la hora de medir su con- 
ducta y ver la pena que debe imponerse. 

En términos similares me parece que se expresan 
también las enmiendas 341, del Grupo Popular, que 
nosotros, lógicamente, por tal razón apoyaremos en su 
momento. 

Retirada la enmienda 994, en la siguiente pretende- 
mos la modificación del artículo 189. Para nosotros, el 
que medie causa legal por delito no significa nada a la 
hora de describir el tipo que se contiene en el artículo 
189. En el artículo 189 se establece: «La autoridad o 
funcionario público que, fuera de los casos permitidos 
por la ley, sin mediar causa legal por delito, y preva- 
liéndose de su cargo, realizare cualquiera de las con- 
ductas descritas en el artículo anterior.. . >>, entre ellas, 
el «descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de 
otro». Un delito de tendencia, un delito eminentemen- 
te doloso. ¿Qué tiene que ver que se produzca esa reve- 
lación dolosa mediando causa legal o sin mediar causa 
legal para que deba ser sancionada la conducta? Con 
independencia de que una causa por delito es siempre 
una causa legal, y por tanto es una redundancia «in 
terminis» clarísima, ¿es que aquél que se propone des- 
cubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro o las 
demás conductas que se contienen en el artículo 188, 
porque medie causa legal puede quedar exento de pe- 
na? Esta es nuestra posición y, desde luego, no com- 
prendemos las razones que pueden existir para que se 
mantenga en su redacción este artículo 189. Esta en- 
mienda está relacionada, evidentemente, con la núme- 
ro 999, que plantea la supresión del primer párrafo del 
punto 3 del artículo 193. En cualquier caso, nos parece 
oportuno aludir muy someramente a otras enmiendas 
que para nosotros tienen una especial relevancia, por 
ejemplo, la enmienda que propone la supresión del ar- 
tículo 192. No existe justificación para que en el alla- 
namiento de morada o establecimiento no puedan de- 
cidir sus titulares sobre si se produce o no por tales 
delitos, o incluso el perdón, y, sin embargo, tan sólo 
existe en los supuestos que se contienen en los capítu- 

los 1 y 11, es decir, en el descubrimiento y revelación de 
secretos y en los delitos contra el derecho a la propia 
imagen. ¿Por qué no llevar esta posibilidad a los deli- 
tos en los supuestos de allanamiento de morada, domi- 
cilio de persona jurídica o establecimiento abierto al 
público? De ahí que nosotros, en la enmienda 996, 
propongamos la supresión del artículo 192, y lo hace- 
mos por razones sistemáticas, para llevar su conteni- 
do, al igual que el número 3 del artículo 193, a lo que 
debía ser una disposición común a los capítulos 1, 11 y 
111 de este Título. 

Hemos retirado las enmiendas 997 y 998 y en este 
acto retiramos la enmienda número 1.000. En la en- 
mienda 1.001 proponemos un capítulo nuevo, que se- 
ría el IV y último de este Título IX y bajo la rúbrica 
«Disposiciones comunes a los capítulos anteriores. N, 
cuyo contenido se concretaría en dos preceptos, el 196 
bis, y el 196 ter, a fin de que «Para proceder por los de- 
litos comprendidos en los tres Capítulos anteriores se- 
rá necesaria la denuncia del agraviado o, si fuere me- 
nor o incapaz, del ascendiente, del representante o 
guardador de hecho, por ese orden. El Ministerio de- 
berá denunciar y el Juez Instructor procederá de oficio 
si no se conociera la identidad de las anteriores perso- 
nas o si la persona;agraviada fuere de todo punto des- 
valida. En estos delitos el perdón del representante le- 
gal o guardador extingue la acción penal o la pena 
impuesta, sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo 
párrafo del número 4 del artículo 130 de este Código». 
Por lo tanto, damos por reproducidos los argumentos 
que se contienen en la justificación de nuestras en- 
miendas de supresión de los artículos 192 y 193 de es- 
te proyecto. 

Y termino ya, señor Presidente, solicitando la acep- 
tación de la enmienda 1.002. Proponemos la adición 
de un nuevo artículo, que sena el segundo y último del 
Capítulo IV, y cuyo texto sena el siguiente: «La autori- 
dad o funcionario que, fuera de los casos permitidos 
por la Ley, prevaliéndose de su cargo cometiera cual- 
quier acto tipificado en los artículo anteriores, será 
castigado con las penas respectivamente previstas en 
los mismos en su mitad superior y, además, con la de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público 
por tiempo de tres a seis años)). Con ello mantenemos 
un criterio similar al seguido en la presentación de 
otras enmiendas, ya que el que medie causa legal por 
delito no significa nada, como habíamos expresado, y 
por ello nos remitimos a los anteriores argumentos. 

Hemos considerado conveniente modificar el artícu- 
lo 197 habida cuenta de que desde nuestro punto de 
vista no es adecuado el texto que se propone para la 
definición de la calumnia, en tanto en cuanto se habla 
en el artículo 197 de un temerario desprecio hacia la 
verdad. Para que el hecho deba tipificarse como ca- 
lumnioso no basta con que ese desprecio hacia la ver- 
dad sea temerario, sino que simplemente aquel que 
desprecia la verdad y sabiendo que no se ha cometido 
un delito por un tercero le impute la comisión del mis- 
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mo, ya es autor de una conducta que de suyo debe ser 
sancionada como calumnia. Por esta razón, nosotros 
hablamos del temerario desprecio o indiferencia sobre 
la falsedad de la imputación del delito realizado. 

Retiramos la enmienda 1.004 porque, después de 
haber profundizado y de haber meditado en su conte- 
nido, creemos que esa diferencia que hacemos entre 
los delitos que den lugar a procedimiento de oficio o 
no para establecer una pena mayor o no es absoluta- 
mente irrelevante, ya que al haber imputación de cual- 
quier delito, con independencia de que procesalmente 
se pueda proceder o no de oficio, no debe ser objeto de 
discrepancia a la hora de imponer una pena o sanción 
menor. Reconocemos humilde y modestamente nues- 
tro error y por ello retiramos en este acto la enmienda, 
habida cuenta de que, por otra parte, la publicidad, 
que es un ingrediente del texto que proponíamos 
-que, evidentemente, nos preocupa-, ya constituye 
objeto del contenido del artículo 203, ya que en dicho 
artículo se establece que la calumnia y la injuria se re- 
putarán hechas con publicidad cuando se propaguen 
por medio de la imprenta, la radiodifusión o por cual- 
quier otro medio de semejante eficacia. En consecuen- 
cia, nos parece que estamos en la vía adecuada retiran- 
do esta enmienda. 

En la última de nuestras enmiendas, la 1.005, propo- 
nemos que quien acredite la veracidad del acto o actos 
imputados quede exento de responsabilidad criminal. 
Hemos presentado esta enmienda por razones técnicas 
rigurosas. Según el texto del proyecto, se establece esa 
exención de la responsabilidad para el acusado, no se 
habla de exención de responsabilidad. Simplemente se 
contiene otra expresión que, a nuestro juicio, técnica- 
mente es improcedente. Nos parece que es mucho más 
correcto no referirse al acusado, no referirse a que se 
encuentra en una situación procesal concreta, sino 
que, simplemente, a quien acreditando la verdad en 
cualquier momento del acto o actos imputados antes o 
después del proceso iniciado, por el mero hecho de 
acreditar la veracidad debe quedar exento de responsa- 
bilidad criminal. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olarte. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Catalán de 

Convergencia i Unió. Tiene la palabra el señor Casas. 

El señor CASAS 1 BEDOS: Gracias, señor Presiden- 
te. Repartiré el tiempo de intervención con mi compa- 
ñera diputada señora Alemany. . 

La primera parte de nuestra intervención va a ser 
muy breve: voy a referirme a dos enmiendas que he- 
mos presentado a los artículos 166 y 171. La presenta- 
da al artículo 166, la número 1.125, pretende incorpo- 
ra r  el término ((comunidad)) a la redacción del 
artículo, porque tenemos la impresión de que con la 
incorporación de este término ajustaremos mejor lo 
que pretende el propio artículo, de manera que dare- 

mos más protección a aquellos colectivos que son sus- 
ceptibles de recibir amenazas por parte de grupos ra- 
cistas. Lo que quiere proteger el artículo está bien es- 
crito en el mismo, pero, afinando un poco más la 
redacción e introduciendo la palabra «comunidad», 
podemos llegar a proteger mejor lo que, en definitiva, 
se pretende. 

En cuanto al artículo 17 1, lo único que se pretende 
es incrementar las penas en atención al tipo de delito 
que en éste se tipifican. Se trata de la enmienda 1.126, 
y la propuesta que hace el Grupo Catalán es la de au- 
mentar la pena y pasar de cuatro a diez años que pro- 
pone la redacción de la ponencia a seis a doce años. 

Paso la palabra a mi compañera señora Alemany. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Casas. 
‘La señora Alemany tiene la palabra. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Intervengo para defender las enmiendas de nuestro 
Grupo relativas a los título M y X. En lo que hace refe- 
rencia al título IX, de los delitos contra la intimidad y 
el domicilio, en el capítulo 1, del descubrimiento de re- 
velaciones y escrito, nuestra enmienda 1.129, al artícu- 
lo 188, guarda relación con estos delitos contra la inti- 
midad y el domicilio, concretamente los delitos 
relativos al descubrimiento o revelación de secretos. 
Pensamos que debería establecerse una mayor protec- 
ción de los datos informáticos, ya que nos parece que 
se concretan en estos temas los datos de carácter per- 
sonal más sensibles - q u e  están recogidos, asimismo, 
en el Título 1 de la Constitución-, que nos merecen 
una especial garantía, al referirse a la ideología, .a la 
religión, a las creencias, al origen racial e incluso a la 
vida sexual. 

En lo que afecta al título X, a los delitos contra el 
honor, nuestra enmienda 1.130 pretende una nueva re- 
dacción para el delito de injurias, conocido popular- 
mente como difamación. En este sentido, nuestro Gru- 
po considera conveniente introducir el requisito de la 
intencionalidad y la malicia, con objeto de poder casti- 
gar penalmente el delito de injurias, y así se propone 
adicionar el término «maliciosamente» al apartado 1 
del artículo 200. En el mismo artículo también se 
plantea que no se consideren como injuriosas las ex- 
presiones o acciones que atenten contra la propia esti- 
mación de una persona, toda vez que pretendemos im- 
pedir que se llegue a subjetivizar excesivamente el bien 
jurídico que pretendemos proteger. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Alemany. 
(Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista, 

tiene la palabra el señor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Señor Presidente, 
señorías, voy a compartir este turno con mi compañe- 
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ro de grupo el señor De la Rocha. En mi intervención 
me voy a referir fundamentalmente a las enmiendas 
que aluden a los títulos V, VI.y X. 

En relación al título V, quisiéramos, en primer lugar, 
resaltar un cambio de ubicación sistemática que con- 
tiene este proyecto y que es de vital importancia. De 
alguna forma se abandona la semántica de 1944, la del 
Código Penal que marca la estructura de lo que es el 
Código Penal vigente, que incum'a en una concepción 
autoritaria incluso en la propia ordenación sistemática 
de los preceptos. Por tanto, la sistemática o la estruc- 
tura del proyecto se pone más en relación con lo que 
es la jerarquía de valores constitucionalmente protegi- 
bles, y, desde este punto de vista, tras la vida y la inte- 
gridad física viene la protección de la libertad. En el ti- 
po de amenazas, coacciones y detenciones ilegales, el 
bien jurídico protegido es la libertad, y en estos delitos 
la libertad es el objeto inmediato de ataque. Ahí reside, 
fundamentalmente, la diferencia con otros delitos que, 
aunque también atacan a la libertad, lo hacen más co- 
mo un medio para conseguir la lesión de otro bien ju- 
rídico. 

Asimismo, quisiera también, porque ello es impor- 
tante en relación con alguna de las enmiendas suscita- 
das, diferenciar el bien jurídico protegido en estos tipos 
delictivos que contempla y regula el Título V, en rela- 
ción a otros tipos delictivos que en algunos casos PO 
drían tener un cierto paralelismo, como son, por ejem- 
plo, los regulados en este proyecto de ley en el Capítulo 
V del Título XVIII, los delitos cometidos por los funcio- 
narios públicos contra las garantías constitucionales, y 
que la enmienda 506 del Grupo Parlamentario Popular 
parece confundir. 

La libertad, como afirma un reputado jurista, ha de 
ponerse en relación con las esferas del actuar humano. 
Jurídicamente, la esfera de libertad personal frente a 
los demás es radicalmente diferente de la atribuida 
frente al Estado. La consecuencia, dice este insigne ju- 
rista, es que la latitud de la libertad, respecto a los de- 
más individuos que forman la comunidad, es mucho 
mayor que la permitida frente al Estado. Por ello no 
parece conveniente refundir el grupo de las detencio- 
nes ilegales con la de aquellas practicadas por órganos 
del Estado. Fin de la cita. 

Quintano intentó establecer en esta misma línea una 
diferenciación cualitativa entre los delitos regulados 
en el vigente Código Penal, en los artículos 480 y si- 
guientes, que son los que corresponderían a este Título 
V en el proyecto, de los regulados en el artículo 184 y 
siguientes, que son los que en el proyecto figuran en el 
Capítulo V del Título XVIII. 

La tesis de Quintano ha sido reformulada en la ac- 
tualidad, y hoy se puede decir, con el propio Tribunal 
Constitucional, que los derechos fundamentales, y en- 
tre ellos la libertad individual, son, de una parte, dere- 
chos de resistencia frente al Estado, y, de otra, repre- 
sentan la materialización de un orden objetivo de 
valores que han de respetar todos los ciudadanos. Y, 

como añade en esta línea Tomás Vives, a partir de tales 
premisas podemos afirmar que la libertad de movi- 
mientos, en sí misma considerada como valor objetivo, 
sea tutelada en los artículos 480 del vigente Código Pe- 
nal o 159 y siguientes de este proyecto, mientras que lo 
que se protege en el Capítulo V del Título XVIII o en 
los artículos 180 y siguientes del vigente Código Penal 
es dicha libertad como derecho de resistencia frente al 
Estado. Esta distinción es fundamental para oponer- 
nos a la enmienda 506, que ha sido defendida por el 
Grupo Parlamentario Popular. Pero quisiera añadir 
otra precisión que tiene gran relevancia. En efecto, en 
el Título V se establece una nueva ordenación sistemá- 
tica y un nuevo esquema o estructura de los tipos pe- 
nales de detenciones ilegales y de secuestro en relación 
a los artículos 480 y siguientes del vigente Código Pe- 
nal, pero hay una novedad fundamental. Esta novedad 
es la que está representada por el artículo 163 del pro- 
yecto, que nos dice: «La autoridad o funcionario públi- 
co que fuera de los casos permitidos por la ley y sin 
mediar causa por delito cometiese alguno de los he- 
chos descritos en los artículos anteriores)) (estamos 
hablando de detenciones ilegales) «será castigado con 
las penas respectivamente previstas en éstos en su mi- 
tad superior, y además con la de inhabilitación absolu- 
ta por tiempo de ocho a doce años)). Con esta fórmula 
se elimina la benignidad de la pena cuando el delito es 
cometido por funcionario público. Creo que queda cla- 
ro. (El señor Vicepresidente, Beviá Pastor, ocupa la 
Presidencia). 

Como se indica también en la propia exposición de 
motivos del proyecto, se ha eliminado el régimen de 
privilegio del que hasta ahora han venido gozando las 
injerencias ilegítimas de los funcionarios públicos en 
el ámbito de los derechos y libertades ciudadanas, no 
cuando el funcionario interviene u opera en la activi- 
dad delictiva como un mero particular, sino cuando re- 
basa las competencias, cuando rebasa el propio marco 
de lo que es su condición funcionaria1 en el ejercicio 
de la actividad, por ejemplo, de persecución delictiva. 
Yo creo que es importante resaltar, por tanto, esta figu- 
ra del artículo 163 porque la doctrina, efectivamente, 
ha venido denunciando reiteradamente, en relación al 
artículo vigente 184 del Código Penal, ese'tratamiento 
penal, y en esa línea venían a decir los profesores Ro- 
dríguez Devesa, Cobo del Rosal o Miguel Polaino que 
debía revisarse el criterio legislativo conforme al cual 
se sanciona con menor severidad punitiva la detención 
arbitraria practicada por funcionario público que la 
detención arbitraria realizada por particular. No puede 
por menos que criticarse la tradicional benignidad de 
las penas en este caso; y precisamente por el carácter 
pluriofensivo que debe darse a una detención ilegal 
practicada por un funcionario público con abuso de su 
competencia, estaría más justificado el incremento de 
la pena en esta situación. 

En conclusión, precisamente por estas deficiencias, 
a la vista de los distintos bienes jurídicos en juego y a 
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la vista también del distinto papel que desempeña y 
desarrolla el funcionario público cuando interviene en 
el ejercicio de la actividad delictiva, es por lo que el 
proyecto en su artículo 163 hace un tratamiento penal 
en línea con ese carácter pluriofensivo y acaba con ese 
concepto de benignidad en el tratamiento penal. Por 
tanto, de alguna forma, con este tratamiento y con la 
regulación del 163 se excluye la justificación de la en- 
mienda 506, del Grupo Parlamentario Popular. 

Ha habido en ese título algunas otras enmiendas de 
menor calado, algunas de ellas incluso van a merecer 
la presentación de una enmienda transaccional. Por 
ejemplo, en relación al artículo 164 del proyecto, la en- 
mienda 721, de Izquierda Unida, que ya mereció una 
aceptación parcial en la ponencia y que, en relación a 
lo que ha sido el dictamen de Comisión, nos lleva a 
presentar una enmienda de transacción. Proponemos 
-tramando con la enmienda 72 1, de Izquierda Unida, 
al artículo 164- la siguiente redacción para el artículo 
164: «La provocación, la conspiración y la proposición 
para cometer los delitos previstos en este Capítulo se 
castigarán con la pena inferior en uno o dos grados a 
la señalada al delito de que se traten. La pondremos 
después a disposición de todos los grupos parlamenta- 
rios y de la propia Mesa de la Cámara. 

La enmienda 336, del Grupo Parlamentario Popular 
-que también ha sido defendida y nosotros la vamos 
a rechazar- es una enmienda a la redacción del ar 
tículo 165 del proyecto, que cuando regula el concepto 
de amenazas especifica cuál es el tipo de mal con el 
que se amenaza. Nosotros creemos que tiene que ha- 
ber una cierta concreción al tipo de las amenazas y 
por eso en el artículo se está sancionando las amena- 
zas que constituyan un delito contra las personas, li- 
bertad, libertad sexual, honor o patrimonio. En este 
sentido, el proyecto sigue una fórmula, señor Pillado, 
consolidada históricamente, porque el artículo 493 del 
Código Penal vigente nos habla de las personas, honra 
y propiedad y, de alguna forma, toda la doctrina ha ve- 
nido desarrollando que es imprescindible acotar el 
concepto de amenazas, acotar los males en los que re- 
caigan o con los que se amenace a la persona y que de- 
ben referirse a delitos en la línea de dar cierta concre- 
ción al tipo, comprendiendo no sólo el concepto de 
honra, personas, propiedad, sino vida, integridad, ho- 
nor, propiedad, libertad, seguridad, libertad sexual, et- 
cétera. Es por eso que la actual redacción del proyecto 
nos parece mucho más correcta, mucho más acotada y 
da una mayor concreción al tipo legal. 

Al artículo 166 se defendió la enmienda número 
1.125, del Grupo Catalán, que, quisiera decírselo a los 
representantes del Grupo Catalán, fue parcialmente 
asumida en Ponencia. Estamos hablando del concepto 
de amenazas a colectivos, a poblaciones, a conjunto de 
personas; en la terminología del Grupo Catalán ame- 
nazas a la colectividad o a la comunidad. Parcialmente 
la introducción del concepto <(grupo étnico» que pos- 
tulaba la enmienda 1.125, se ha acogido en Ponencia y 

creemos que con la redacción que ha quedado en el 
dictamen de Comisión el texto es mucho más correcto. 

Al Título VI, y en concreto al artículo 169, se han 
planteado distintas enmiendas en el sentido de propi- 
ciar la supresión del mismo. Creemos que aquí esta- 
mos ante una novedad importante del proyecto de Có- 
digo Penal que es el castigo de los atentados a la 
integridad moral cometidos por particulares. La pri- 
mera precisión que quisiéramos hacer es que el con- 
cepto de integridad moral está presente en los tratados 
internacionales; que no es en sí un concepto ambiguo, 
vaporoso o indeterminado, porque el concepto de la 
dignidad humana tampoco es ambiguo ni se puede 
agotar en el concepto de honor o de intimidad. 

A la hora de analizar este tipo, es importante poner- 
lo en relación con la innovación que hace el propio 
proyecto cuando en el artículo 5 17 regula el tipo delic- 
tivo de las torturas. Permítanme, señorías, recordarles 
que el proyecto, en el artículo 517, dice: «Comete tor- 
tura la autoridad o funcionario público» -autoridad o 
funcionario público- «que, abusando de su cargo, y 
con el fin de obtener una confesión o información de 
cualquier persona o de castigarla por cualquier hecho 
que haya cometido o se sospeche que ha cometido, la 
sometiere a condiciones o procedimientos que por su 
naturaleza, duración u otras circunstancias, le supon- 
gan sufrimientos físicos o mentales, la supresión o dis- 
minución de sus facultades de conocimiento, discerni- 
miento o decisión, o de cualquier otro modo atenten 
contra su integridad moral». Para entender, por tanto, 
este tipo, hay que ponerlo en relación con esa regula- 
ción que se hace en el artículo 5 17 de este proyecto. 

Hacía falta, por tanto, cerrar en nuestro ordena- 
miento jundico este tipo referido a los atentados a la 
integridad moral, bien jurídico además protegido en el 
artículo 15 de la Constitución, cuando es cometido por 
particulares. Efectivamente, por ejemplo, durante una 
detención ilegal, un secuestro u otro tipo de delitos, se 
pueden cometer atentados contra la integridad moral, 
además del ataque objetivo al bien jurídico protegido 
por el delito que se está cometiendo, y dicho ataque 
tendrá en ocasiones entidad suficiente para constituir- 
se en delito autónomo y en otras quedará subsumido 
por la propia acción delictiva. 

De todas maneras, para evitar algunos efectos que 
también nos generaban preocupación, presentamos a 
este artículo 169 una enmienda transaccional, con las 
enmiendas 43, del PNV; 723, de Izquierda Unida; o 
971, de Coalición Canaria en el sentido de dejar redac- 
tado el artículo 169 con el siguiente tenor: 1. El que in- 
fligiere a otra persona un trato degradante, menosca- 
bando gravemente su integridad moral, será castigado 
con la pena de prisión de seis meses a dos años. (Se re- 
baja, por tanto, la penalidad contemplada en el pro- 
yecto.) 2. Si, además del atentado a la integridad mo- 
ral, se produjera lesión o daño a la vida, integridad 
física, salud, libertad sexual o bienes de la víctima o de 
un tercero, se castigarán los hechos separadamente 
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con la pena que corresponde para los delitos cometi- 
dos, excepto cuando aquél se halle especialmente cas- 
tigado por la ley. Esta es también la novedad que se 
añade y que elimina los problemas técnicos que habí- 
an sido aducidos o alegados por algunos grupos parla- 
mentarios. 

Entro finalmente en el Título X, en la contestación a 
las enmiendas, en la exposición de las novedades que 
implica este Título X en la regulación de los delitos 
contra el honor en el proyecto de Código Penal. Aquí 
también quisiera hacer algunas precisiones previas, 
porque conviene aclarar y con ello creemos que despe- 
jaríamos algunas desconfianzas en relación a las en- 
miendas que han sido defendidas en el trámite ante- 
rior. En primer lugar quiero decir que en la libertad de 
expresión -y esta es una de las influencias fundamen- 
tales que tiene este proyecto- existe una doble pro- 
yección: la proyección del derecho a comunicar y la 
proyección del derecho de información veraz. Hay que 
hablar, por tanto, de una proyección hacia la colectivi- 
dad cuando se habla también de libertad de expresión, 
y una defensa de la propia sociedad. 

En segundo lugar, la intimidad y el honor no sólo 
son un derecho subjetivo, son un elemento esencial del 
ordenamiento y, por consiguiente, también un deriva- 
do necesario de la libertad. 

En tercer lugar, en la regulación del proyecto se par- 
te de la aplicación del principio de intervención míni- 
ma, se produce ya cierta despenalización y se reserva, 
por tanto, el Código Penal para aquellos supuestos en 
los que el principio de legalidad pueda satisfacerse de 
acuerdo con las pautas propias del derecho penal. Ade- 
más, se conceptúa o se parte de una identidad jerár- 
quica en el juego de los valores o derechos a proteger, 
entidad jerárquica que proviene de la propia jurispru- 
dencia de nuestro Tribunal Constitucional, que legiti- 
ma la existencia de un tratamiento penal para aquellas 
conductas que pudieran afectar al honor, a la dignidad 
y a la intimidad de la persona. Me estoy refiriendo, por 
ejemplo, al tenor de la sentencia 1091990, del Tribu- 
nal Constitucional, cuando nos afirma en su funda- 
mento jurídico número 3: Este Tribunal ha tenido ya 
numerosas oportunidades de afirmar que en el conflic- 
to entre las libertades reconocidas en el artículo 20 de 
la Constitución, de expresión e información, por un la- 
do, y otros derechos y bienes jurídicamente protegi- 
dos, no cabe considerar que sean absolutos los dere- 
chos y libertades contenidos en la Constitución, pero 
tampoco puede atribuirse este carácter absoluto a las 
limitaciones a que han de someterse esos derechos y li- 
bertades. En lo que se refiere al derecho al honor y su 
relación con el derecho de información veraz, cierta- 
mente los preceptos del Código Penal conceden una 
amplia protección a la buena fama, al honor de las 
personas y a la dignidad de las instituciones mediante 
la tipificación de los delitos de injurias, calumnias o 
desacato en sus diversas variantes, y no es menos cier- 
to que tal protección responde a valores constitucio- 

nalmente consagrados vinculados a la dignidad de la 
persona y a la seguridad pública y defensa del orden 
constitucional. Por tanto, estamos en el tratamiento 
penal de estas conductas en una clara consagración a 
la defensa de valores constitucionales. 

Añade también nuestro Tribunal: Pero también ha 
de considerarse que la formación de una opinión pú- 
blica libre aparece como una condición para el ejerci- 
cio de derechos inherentes a un sistema democrático. 
En consecuencia, a la hora de aplicar los tipos penales 
que suponen un límite al ejercicio de las libertades de 
expresión e información, el órgano jurisdiccional de- 
berá no estimar preponderante en todo caso uno de 
los derechos en cuestión, sino, habida cuenta de las 
circunstancias, ponderar si la actuación del informa- 
dor se ha llevado a cabo dentro del ámbito protegido 
constitucionalmente o, por el contrario, si se ha trans- 
gredido ese ámbito. El hecho de que exista una ponde- 
ración de intereses nos lleva a la conclusión de que no 
hay un interés que prime sobre el otro, no hay un dere- 
cho que prime sobre el otro, sino que la resolución del 
conflicto, como muy bien indica nuestro Tribunal 
Constitucional, debe realizarse con las reglas de la 
ponderación. 

Sentadas estas premisas, porque ello tiene mucho 
que ver con el tipo delictivo del delito de calumnias, 
quisiera también decir a SS. SS. que en la configura- 
ción de ese tipo también se ha hecho una modificación 
importante en relación al concepto que se maneja en 
el Código Penal vigente y al tipo que se describe en es- 
te proyecto. En este tipo se ha realizado la incorpora- 
ción también de lo que son líneas fundamentales deri- 
vadas de nuestra jurisprudencia, no sólo de la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, sino también de 
la propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 

En efecto, cuando se define el tipo de calumnia co- 
mo la imputación de un delito hecho con conocimien- 
to de su falsedad o temerario desprecio hacia la ver- 
dad, se está incorporando de alguna forma lo que son 
las enseñanzas de nuestra jurisprudencia. La propia 
sentencia que cité del Tribunal Constitucional de 5 de 
julio de 1990, nos dice de manera expresa: Lo que el 
requisito constitucional de veracidad viene a suponer 
es que el informador si quiere situarse bajo la protec- 
ción del artículo 20.1. d) de la Constitución, tiene un 
especial deber de comprobar la veracidad de los he- 
chos que expone mediante las oportunas averiguacio- 
nes y empleando la diligencia exigible a un profesio- 
nal. Las afirmaciones erróneas son inevitables en un 
debate libre, de tal forma que, de imponerse la verdad 
como condición para el reconocimiento del derecho, 
la única garantía de la seguridad jurídica sería el si- 
lencio. La información veraz, en el sentido del artícu- 
lo 20 de nuestra Constitución, significa, pues, informa 
ción comprobada, según los cánones de la profesiona- 
lidad informativa, excluyendo invenciones, rumores o 
meras insidias. O, como afirma nuestro Tribunal Su- 
premo, en sentencia de 15 de septiembre de 1992: Pa- 
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ra que pueda justificarse la intromisión en el honor 
ajeno se precisa inexcusablemente que la información 
tenga carácter de tal o, lo que es lo mismo, que sea ve- 
raz. Reproduce el Tribunal Supremo la jurisprudencia 
constitucional y añade: En resumen, el principal in- 
térprete de nuestro texto fundamental ha precisado 
que la veracidad no significa que queda exenta de to- 
da protección la información errónea o no probada, 
lo que sí implica que el informador, si quiere situarse 
bajo la protección del artículo 20.1.d) de la Constitu- 
ción española, tiene un especial deber de comprobar 
la veracidad de los hechos que expone mediante las 
oportunas averiguaciones y con la diligencia exigible 
a un profesional. Información veraz significa así in- 
formación comprobada,según los canones de la profe- 
sionalidad informativa, con exclusión de invenciones, 
insidias, o meros rumores, es decir, se acoge también 
la línea jurisprudencia1 de nuestro Tribunal Constitu- 
cional. 

Por eso, en la configuración de este tipo delictivo se 
parte de la definición de calumnia como la imputación 
de un delito hecho con conocimiento de su falsedad, es 
decir, con dolo, o temerario desprecio hacia la verdad. 
No se está, por tanto, asumiendo una tipología basada 
en un delito cometible por vía culposa, sino un delito 
que requiere un dolo directo y específico que se refleja 
acogiendo esta terminología constitucional. Creo que, 
en este sentido, es importante la innovación que intro- 
duce el proyecto de ley. 

También es importante que se supriman las penas 
privativas de libertad en el tratamiento del delito de 
calumnia y sólo para el supuesto de la imputación de 
un delito con falsedad hecha con publicidad y en la re- 
gulación, por tanto, de lo que podríamos denominar la 
acción más grave dentro del tipo de calumnia, se reco- 
ge la pena privativa de libertad como alternativa, en 
todo caso, a la pena de multa. 

Los cambios, por tanto, son, importantes, están en 
línea, no obstante, con nuestro marco jm'dico; la regu- 
lación tanto de las injurias como de las calumnias es 
mucho más atinada en el proyecto y desde ese punto 
de vista creemos que no ofrece dudas en la configura- 
ción del tipo ni tampoco en el tratamiento de la propia 
«exceptio veritatiw, que se contempla, efectivamente, 
para las injurias, de tal manera que en estos momen- 
tos no entendemos las enmiendas que sobre la misma 
han planteado otros grupos porque las consideramos 
en algunos casos claramente innecesarias y no añaden 
nada al tratamiento penal en la materia. 

Hasta aquí, señonas, mi oposición a las enmiendas 
suscitadas, con excepción de las dos enmiendas tran- 
saccionales que hemos presentado. Resaltar que las 
novedades en los títulos V, VI y X son fundamentales y 
están en la línea que decíamos, acorde con la jerarquía 
de los valores constitucionalmente protegibles, una 1í- 
nea que apuesta claramente y de manera decidida por 

, 
la libertad, elemento fundamental de la dignidad de Ia 
persona. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Cuesta. 

Si hace el favor, pasa los textos de esas enmiendas 
transaccionales a la Presidencia para distribuirlas des- 
pués también a los señores portavoces. 

El señor De la Rocha tiene la palabra. 

El señor DE LA ROCHA RUBI: Señor Presidente, 
señorías, complemento la intervención de mi compa- 
ñero de grupo, señor Cuesta, para exponer la posición 
del Grupo Parlamentario Socialista en relación con las 
enmiendas formuladas a los títulos VI11 y DC del pro- 
yecto de Código Penal. 

El Título WI -título muy breve, de dos artículos-, 
trata de la omisión del deber de socorro. Por todo el 
proceso de aceptación o de búsqueda de consenso con 
distintas enmiendas únicamente quedan y han sido de- 
fendidas dos enmiendas semejantes, una del Grupo Po- 
pular -la número 341- y otra de Coalición Canaria, la 
número 993. Ambas enmiendas pretenden que en el pá- 
rrafo 3." del artículo 186, que se refiere al supuesto en 
que la víctima lo fuere por accidente ocasionado por la 
persona que omite el auxilio, se elimine la distinción 
que se hace en el proyecto entre el supuesto de que el 
accidente hubiera sido ocasionado fortuitamente y el 
supuesto de que el accidente hubiera sido ocasionado 
debido a imprudencia de la persona que omite el deber 
de socorro, y se ha alegado que parece que no hay razo- 
nes suficientes para hacer esa distinción. 

Mi grupo entiende, en cambio, que es pertinente 
mantener esta distinción relativa a que el accidente 
haya sido ocasionado fortuitamente por el que omitió 
el auxilio o debido a imprudencia de esa persona; y es 
pertinente por la pura congruencia del principio de 
culpabilidad penal. Aquí se busca un tratamiento dis- 
tinto, un tratamiento diferenciado de conductas, que 
en su origen tienen una culpabilidad distinta; conduc- 
tas que en su origen son fortuitas (por tanto, no hay 
desde el punto de vista propio del proyecto de Código 
Penal dolo alguno) y conductas en las que existe una 
culpabilidad manifiesta, una culpabilidad por impru- 
dencia del que luego, además, omite el socorro. Por 
eso nos parece pertinente mantener esta distinción y 
por ello vamos a oponernos a las dos enmiendas que 
se han defendido. 

Más trascendencia tiene el Título IX de este Libro 11 
del Código Penal, que trata de los delitos contra la inti- 
midad, el derecho a la propia imagen y la inviolabili- 
dad del domicilio. Quiero resaltar, señorías, la impor- 
tancia que tiene sobre todo el capítulo 1, porque 
además de recoger los supuestos clásicos de escuchas 
telefónicas o por artificios e instrumentos técnicos de 
transmisión o grabación, incorpora toda una faceta 
absolutamente nueva en el tratamiento jurídico-penal, 
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que es el castigo penal del uso indebido de la informá- 
tica y de otras técnicas para garantizar el honor y so- 
bre todo la intimidad personal y familiar de los ciuda- 
danos en el ejercicio legítimo de sus derechos contra la 
intromisión que pueda llevarse a cabo por la utiliza- 
ción de estas técnicas modernas, de este fenómeno sin- 
gular de la contemporaneidad más reciente que es la 
aparición de la informática, de la telemática y de toda 
esta tecnología, que ha desbordado el ámbito de la in- 
timidad habitual. Históricamente, la intimidad tenía 
unos límites más fáciles de señalar y, sin embargo, por 
la aparición de esta nueva tecnología resultan clara- 
mente desbordados o más fácilmente desbordables. 

No me refiero sólo a los límites de lo que normal- 
mente ha venido llamándose la intimidad, sino tam- 
bién de ese concepto más amplio que es la privacidad, 
que viene contextualizado, como se definió en la Lor- 
tad, como ese conjunto global y más amplio, de facetas 
de la personalidad que, aisladamente consideradas, 
pueden carecer de significación, pero que vinculadas 
entre sí, entrelazadas, pueden formar un retrato de la 
personalidad del individuo que éste tiene derecho a 
mantener reservada. 

Pues bien, esta nueva frontera de la intimidad y del 
honor, que la propia Constitución, en su artículo 18.4, 
exigía se regulara por ley, ha tenido ya una primera re- 
gulación en sus aspectos administrativos y civiles, que 
fue la Ley 5/1992, la Lortad, Ley orgánica reguladora 
del tratamiento automatizado de datos personales, que 
garantiza el núcleo fundamental del derecho, con san- 
ciones administrativas muy fuertes, que pueden llegar 
hasta 100 millones de pesetas y que requiere este cie- 
rre con sanción penal de las conductas más graves, ba- 
jo dos principios penales; el principio de intervención 
mínima del derecho penal y el principio de que sólo se 
sancionen las conductas dolosas y no las imprudentes, 
porque, como recuerdan SS. SS., es un principio rec- 
tor de este proyecto de Código Penal que sólo se san- 
cionan conductas imprudentes cuando expresamente 
el código así lo regula. 

Debo resaltar que en los trámites de Ponencia y Co- 
misión se han producido, respecto a este título, un am- 
plísimo consenso, se han introducido singulares y am- 
plias modificaciones por acuerdo de casi todos los 
Grupos, récogiendo muchos elementos que figuraban 
en distintas enmiendas de casi todos los grupos parla- 
mentarios y que recuerdo aquí porque me parece im- 
portante resaltarlo en este trámite de plenario, incor- 
porándose, por ejemplo, junto a la figura clásica de los 
papeles y cartas, los mensajes de correo electrónico. Se 
ha incorporado, junto a la utilización de técnicas in- 
formáticas, los soportes electrónicos o telemáticos; se 
ha incorporado, junto a la figura del apoderamiento de 
datos informáticos, su utilización, modificación o sim- 
plemente el acceso doloso a los datos informáticos o, 
más aún, su alteración o utilización en perjuicio de su 
titular o de un tercero; se ha incorporado la figura de 
la cesión de los datos informáticos a terceras personas, 

sin autorización de su titular, de la persona cuyos da- 
tos constan en esos soportes; y se han incorporado en 
Comisión dos aspectos muy importantes, que tienen 
que ver con algunas enmiendas que se han defendido y 
que quizá ya adelanto las razones de su rechazo. Fun- 
damentalmente son dos enmiendas del Grupo Vasco 
(PNV) y alguna de otro grupo parlamentario, que nos 
parece ya están incorporadas con los nuevos párrafos 
5 y 6 del artículo 188 del dictamen de la Comisión, 
donde se especifica un tratamiento más duro de todas 
las conductas anteriormente mencionadas -apodera- 
miento, utilización, cesión de datos informáticos- 
cuando afectan a lo que normalmente se llama datos 
sensibles: a los datos de carácter personal que revelen 
la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o 
vida sexual de las personas. Datos sensibles que están 
regulados, en sus aspectos administrativos y civiles, en 
el artículo 7." de la Lortad, algunos de los cuales -la 
ideología, la religión, y las creencias- tienen una pro- 
tección constitucional en el artículo 16 de la Carta 
Magna que, por consenso -repito- de todos los gru- 
pos, se incorporaron con un tratamiento más duro, de 
tal manera que se aplique la pena prevista en los pá- 
rrafos anteriores en su mitad superior. 

En el párrafo sexto se ha incorporado también otra 
figura delictiva y es que la cesión de los datos utiliza- 
dos ilícitamente se haga con fines lucrativos. No siem- 
pre la cesión o divulgación se hace con fines lucrati- 
vos, puede ser con fines políticos, puede ser con fines 
pura y simplemente de descrédito de una persona, pe- 
ro cuando se hace con fines lucrativos, con comercio, 
también se ha incorporado un epígrafe que sanciona 
con mayor dureza este tipo de conductas. Reitero el al- 
to consenso que se ha producido en esta materia, la sa- 
tisfacción de mi grupo, y yo creo que de todos los gru- 
pos parlamentarios, por ello, y entro ya en el análisis 
de las enmiendas que se han defendido, que son muy 
residuales en cuanto a su número, quizá no para los 
distintos grupos respecto a su importancia. 

Comienzo con las dos enmiendas del Grupo de Iz- 
quierda Unida. La 729 pretende la creación de un ar 
tículo 188 bis (es verdad que ahora sólo en dos párra- 
fos muy puntuales); enmienda que coincide con una 
del GrupÓ Popular, la 343, que pretende se sancione 
penalmente la creación de ficheros informatizados 
destinados a almacenar datos de carácter sensible, ex- 
clusivamente a almacenar datos de carácter sensible, 
se entiende. que ilícitarnente, no en el marco de las pre- 
visiones autorizadas por las instituciones concretas de 
la Lortad y, en segundo lugar, la recogida de esos da- 
tos personales sin autorización de las personas que 
son titulares de los mismos o a quienes afecta. 

Como ya dije en Comisión y argumenté con ampli- 
tud, veo que no con la suficiente fuerza como para 
convencer a SS. SS. de que retiraran esta enmienda, a 
nosotros nos parece que estas dos conductas concretas 
no deben sancionarse penalmente, y que no debe ha- 
cerse porque ya están sancionadas administrativamen- 
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te. El principio de intervención mínima nos ha llevado, 
quizá en algunos casos con duda o, en todo caso, a tra- 
vés de una amplia reflexión de todos los grupos, a in- 
corporar al texto del proyecto conductas que no esta- 
ban en el proyecto original, sin embargo, en este punto 
concreto de la creación de ficheros informátizados ex- 
clusivamente con la finalidad de almacenar datos de 
carácter sensible, creemos que la sanción administrati- 
va que se recoge en la Lortad es ya suficientemente 
importante. Recuerdo de nuevo que las sanciones ad- 
ministrativas de la Ley orgánica de regulación del tra- 
tamiento automatizado de datos de carácter personal 
prevé sanciones de hasta 100 millones de pesetas. Rei- 
tero que no vamos a aceptar estos dos enmiendas de 
Izquierda Unida y del Grupo Popular, porque nos pare- 
ce que basta en esta materia la sanción administrativa 
y que se producina una mixtificación, un solapamien- 
to de sanción administrativa y penal quizá incluso con 
el riesgo de aplicación del conocido principio «non bis 
in idem)), que generaría incluso confusión y hasta inse- 
guridad jundica. 

El Grupo Parlamentario de Izquierda Unida man- 
tiene otra enmienda, la 731 ésta al Capítulo 11, que re- 
gula los delitos contra el derecho a la propia imagen, 
tendente a suprimir ese capítulo porque ha argumen- 
tado el señor López Garrido, con la brillantez que en 
él es habitual, que la defensa de la propia imagen en- 
tiende debe hacerse en el ámbito del derecho civil y 
no en el ámbito del derecho penal, aunque ha dicho la 
frase: en la medida de lo posible. Ciertamente, en la 
medida de lo posible mi grupo coincide en que la de- 
fensa de los derechos a la propia imagen como del de- 
recho al honor, en los delitos, por ejemplo, de injurias 
y calumnias, los delitos que afectan a la libertad de 
expresión, debe hacerse fundamentalmente en el ám- 
bito del derecho civil, y ahí está la Ley 1/1982, de Pro- 
tección al honor. 

Creemos, igualmente, que hay un ámbito en el lími- 
te de las conductas más graves en que también debe 
hacer una sanción penal, o al menos debe preverse que 
para los atentados más graves a la conducta que afecta 
a la intimidad de las personas por la utilización de su 
imagen debe haber sanción penal. Quiero recordar que 
en el trámite de Ponencia -ya lo dijimos en Comi- 
sión-, precisamente para llevar al límite esa protec- 
ción penal, solamente en los casos más graves se intro- 
dujeron dos expresiones que singularizan o que 
concretan de una manera expresa esta voluntad de mi 
Grupo (y creo que de todos los grupos salvo, en este 
aspecto,. Izquierda Unida) que son las expresiones «el 
que atentare gravemente contra la intimidad» -por 
tanto, no vale cualquier tipo de atentado- y, segundo, 
«mediante la utilización pública de la imagen)); no 
basta con la utilización privada, para lo cual está el 
ámbito estricto del Derecho civil. 

En cuanto a las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular, ya me he referido a la enmienda 343, que tra- 
ta de crear un artículo 188 bis, pero quiero hacerlo 

ahora con un poquitín más de concreción porque el 
Grupo Popular pretende incluir un artículo 188 bis 
que, además de incorporar la sanción penal para la 
creación de ficheros que se refieren exclusivamente a 
datos sensibles o para la recogida de datos personales 
sin autorización de la persona, a los que se refiere, in- 
cluye otra serie de conductas que nos parece -y apelo 
aquí al buen sentido del señor Pillado- que ya están 
recogidas de una manera suficiente, y a veces incluso 
reiterativa, en el artículo 188 del proyecto. Me refiero 
a las conductas de apoderamiento o acceso -punto 
tercero de su enmienda-, de utilización en perjuicio 
de otro, de cesión o transferencia de esos datos. Lo 
único que no está incorporado son las conductas que 
se refieren en los apartados 6 y 7 de ese artículo 188 
bis al que usted se refiere, porque nos parece que son 
conductas imprudentes, el apartado 6 de manera explí- 
cita y el apartado 7 porque pretende sancionar a quien 
conservare más tiempo del debido datos de carácter 
personal, datos que se recogen en soportes informáti- 
cos o telemáticos. Si esa conservación más alla del 
tiempo debido es por simple imprudencia, nos parece 
que ya bastan las acciones administrativas de la Lor- 
tad; si es por dolo, nos parece que estamos en una fi- 
nalidad distinta y estaríamos en la conducta del apo- 
deramiento, esa persona se estaría apoderando de 
unos datos. Por tanto, creo sinceramente que están re- 
cogidos en los epígrafes del artículo 188 del dictamen 
de la Comisión, no del proyecto inicial. 

La enmienda 344, que trata del artículo 189, igual 
que la enmienda 509, que pretende crear un artículo 
196 bis, se refiere -su señoría ha hecho una alegación 
bastante amplia- al tratamiento de estos supuestos y 
también de los supuestos del allanamiento, creo recor- 
dar, cuando sean cometidos por autoridades o funcio- 
narios públicos. Ha utilizado una expresión que viene 
siendo común en su Grupo, quizá porque la traen del 
debate del proyecto de 1992, que no se quiere un trata- 
miento privilegiado para los funcionarios y que por 
eso introducen su enmienda. 

Yo creo, señor Pillado, que ustedes no han leído con 
suficiente rigor y detenimiento los artículos 189 y 196 
del proyecto, porque en esos artículos, cuando se trata 
de autoridad o funcionario público, no solamente es 
que no se trata con más debilidad o blandura, es que 
se trata con muchísima más dureza cuando es una au- 
toridad o funcionario público. Dicen ambos preceptos 
que, en esos supuestos, serán castigados con las penas 
respectivamente previstas en los mismos - e n  los ar 
tículos que tratan de las conductas- en su mitad su- 
perior y, además, con la inhabilitación absoluta por 
tiempo de tres a seis años. Por tanto, creemos que los 
argumentos que usted ha expuesto decaen por la pro- 
pia coherencia del dictamen de la Comisión y por eso 
mismo no la vamos a aceptar. 

Su enmienda 345 al artículo 192 es una enmienda 
más premiosa, más concreta. Debo reconocer que el 
sentido común del señor Pillado ha hecho ver que hay 



- 
CONGRESO 

8421 - 
28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

una reiteración en ese artículo, que mi Grupo recono- 
ce, y en el ínterin hasta la votación buscaremos la fór- 
mula para poder aceptar una expresión que figura en 
su enmienda. El primer párrafo dice así. Para proce- 
der por los delitos previstos en este capítulo será nece- 
saria denuncia de la persona agraviada o de su repre- 
sentante legal o guardador, y cuando sea menor de 
edad o incapaz, entonces será necesario que denun- 
cien el ascendiente, representante legal o guardador 
-por este orden- o el Ministerio Fiscal. La reitera- 
ción no está en la expresión «representante legal» por- 
que la persona agraviada puede ser una persona jundi- 
ca y si es una persona jurídica tendrá que ser la 
denuncia de su representante legal. Pero sí hay una 
reiteración en la expresión «O guardadon, y ya anun- 
cio que vamos a aceptar la enmienda en ese aspecto, 
pero no en cuanto a su retirada en el párrafo 2, porque 
la figura del guardador, que es una figura del Derecho 
civil - e l  guardador de hecho- y que significa una es- 
pecial relación de protección, de afectividad y de trato 
continuado de un menor o de un incapaz, pero singu- 
larmente de un menor, creemos que le da una raigam- 
bre suficiente como para atribuirle, junto a esa protec- 
ción, también la «loriga manusx de que pueda 
denunciar un tratamiento cuando ese menor ha sido 
objeto de una vulneración de su derecho a la intimidad 
en algunas de las conductas de los artículos anteriores. 
Se podría plantear -como ha planteado S. S.- que 
también ese guardador, que no es su representante le- 
gal o no es su padre, su madre o su tutor jurídico o le- 
gal, puede otorgar el perdón, pero le recuerdo que ese 
perdón se otorga siempre sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 130.4 que es la supervisión, la ratifica- 
ción por el Ministerio Fiscal. Por ello creemos que este 
artículo, quitando la reiteración de la expresión «O 

guardador», está suficientemente regulado. 
Termino rápidamente de comentar, señor Presidente 

las enmiendas presentadas por el Grupo Popular al ca- 
pítulo 111 sobre el allanamiento de morada, enmiendas 
que tienen una mayor enjundia y que el señor Pillado 
ha defendido igual que hiciera en Comisión. Las en- 
miendas 347, 348 y 349 pretenden dos cosas: en pri- 
mer lugar, incrementar la pena de prisión en los su- 
puestos de allanamiento de morada o de entrada o 
permanencia en domicilio de persona jurídica (que ya 
diferencio porque el allanamiento de morada tiene 
protección constitucional y cuando se trata de una 
persona jurídica no); y, en segundo lugar, pretende que 
en el supuesto. de que sea el local de una persona jurí- 
dica, despacho profesional u oficina o establecimiento 
mercantil o local abierto al público, además de que sea 
fuera de las horas de apertura, se introduzca la expre- 
sión «una vez cerrado o anunciada la decisión de desa- 
lojo para el cierren. 

Respecto al tema del incremento de las penas, no va- 
mos a aceptar sus enmiendas, señor Pillado. Yo com- 
prendo que su Grupo viene reiterando -no me atrevo 
a decir obsesivamente, pero sí firmemente- la idea de 

que el allanamiento de morada atenta contra un dere- 
cho fundamental -que lo es sin duda, importantísi- 
mo- y que hay que penarlo con una sanción más du- 
ra. Yo quiero aquí recordar a la Cámara que el 
proyecto ya incrementa las sanciones respecto al Códi- 
go vigente. El Código vigente en el artículo 490, san- 
ciona el allanamiento de morada con arresto mayor, es 
decir, de dn mes y un día a seis meses. Y cuando hay 
violencia o intimidación, con prisión menor, seis me- 
ses y un día a seis años. En el proyecto la sanción, el 
tipo básico, la lleva a una prisión de seis meses a dos 
años, que es un incremento muy importante. Es ver- 
dad que estaba penado débilmente y podría entenderse 
como que el legislador penal creía que era un derecho 
menos importante, no quiero decir un delito menos 
grave, que es una expresión ya formalizada, sino que 
era una protección menos importante. Nosotros he- 
mos elevado mucho la pena y nos parece que su idea 
de elevarla de dos a cuatro años es sin duda excesiva. 

En cambio la idea de introducir la expresión de que 
cuando se trate de un establecimiento mercantil o lo- 
cal abierto al público sea delito permanecer en el mis- 
mo una vez cerrado o anunciada la decisión de desalo- 
jo para el cierre contra la voluntad de su titular, nos 
parece una expresión desacertada, en todo caso, preo- 
cupante para nosotros, porque creemos que compar- 
tiendo quizá la intención, sin embargo, nos parece que 
las consecuencias podrían ser abrir el portillo para la 
discriminación en un local abierto al público. Por eso, 
a nosotros nos parece que la expresión «fuera de las 
horas de apertura» es suficiente. En un local abierto al 
público, dentro de las horas de apertura, cuando no 
haya violencia o intimidación, que es el párrafo si- 
guiente, el titular no puede discriminar quién entra y 
quién sale. En un bar, el titular, si no hay violencia o 
intimidación, no puede decir: Usted, porque me cae 
mal, fuera, a la calle. Una vez que las horas de apertu- 
ra han terminado, el proyecto ya protege el que el titu- 
lar pueda decir: Fuera de aquí. Por tanto, esa otra ex- 
presión de ((anunciada la decisión de cierren, no nos 
parece necesaria; o estamos en horas de apertura o es- 
tamos fuera de horas de apertura y, por tanto, nos pa- 
rece que está suficientemente recogido. 

El Grupo del Partido Nacionalista Vasco ha defendi- 
do tres enmiendas. El contenido de dos de ellas -las 
números 50 y 5 1- creemos que está recogido en el ar- 
tículo 188. La difusión está en el párrafo tercero y la 
alteración o utilización en perjuicio de otros ya han si- 
do incorporadas -aceptando en parte esa enmienda 
en Comisión- así como los datos de carácter sensible, 
a lo que nosotros también somos sensibles, valga la re- 
dundancia. 

En cuanto a su enmienda al artículo 190, sobre que 
la revelación de secretos ajenos cuando se conocieran 
por razón de oficio o relaciones laborales, el incorpo- 
rar la expresión «fuera de los casos permitidos por la 
Ley., nos parece innecesario -y lo digo buscando ex- 
plicitar en el «Diario de Sesiones)) la voluntad del le- 
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gislador-, porque es verdad que esta conducta sola- 
mente procede cuando es exigible, de manera que 
cuando no es exigible, es decir, cuando la ley exige una 
conducta contraria, entonces el artículo 190 no se apli- 
caría. ¿Cuáles son los supuestos? Definir el caso con- 
creto será ya decisión de los jueces y tribunales, y en la 
vida pública española de los últimos meses ha habido 
supuestos en los que se ha producido el conflicto de 
intereses o el conflicto de normas, pero creo que no es 
posible que el legislador entre en la casuística concre- 
ta, sino que basta tener la conciencia clara, y, desde 
luego, mi Grupo la tiene. No es necesario introducir 
expresamente afuera de los casos permitidos por la 
Ley» porque está ya en la interpretación conjunta del 
ordenamiento jurídico, tal como la entiende mi Grupo. 

El Grupo de Convergencia i Unió ha presentado una 
enmienda, la 1.129, para que se introduzcan los datos 
sensibles. Creemos que ya están introducidos en el nú- 
mero 5 del artículo 188, que es nuevo. Nos parece -y 
apelo al buen sentido de S .  S.- que ya no es necesario 
recogerlo más. 

El Grupo de Coalición Canaria ha presentado dos ti- 
pos de enmiendas. Unas, a los artículos 189 y 196, que 
se vinculan con las enmiendas posteriores, proponien- 
do introducir un artículo nuevo, el 196 bis y el 196 ter, 
pretenden dar un tratamiento uniforme a las conduc- 
tas de los funcionarios públicos en un capítulo único, 
común a los tres capítulos de este Título. Creemos que 
no es razonable porque el capítulo 11, que se refiere a 
los delitos contra el derecho a la propia imagen, donde 
ya se admitió una enmienda de su Grupo, incluso a la 
propia rúbrica, no hay ninguna conducta previsible 
singular de un funcionario público en el ejercicio de su 
cargo. Por tanto, nos parece que está mejor el proyecto 
cuando mantiene las conductas típicas de los funcio- 
narios públicos en el capítulo 1, artículo 189, y en el 
capítulo 111, artículo 196. 

Luego, en la última enmienda, en la 1.1 O 1, también 
pretende S .  S .  que se regule en un único artículo el tra- 
tamiento del perdón de los ofendidos. Mi Grupo se va 
a oponer no ya por razón de oportunidad, de ubica- 
ción o de sistemática, sino por una razón de fondo: 
porque el perdón está recogido en el capítulo 1, que 
trata de la vulneración del derecho a la intimidad. 

Es verdad que sólo la persona cuya intimidad ha si- 
do vulnerada sabe hasta qué grado ha sido vulnerada, 
es un delito que afecta a un elemento tan subjetivo que 
si esa persona no se considera violentada en su intimi- 
dad no tiene por qué denunciarlo. Sin embargo, usted 
pretende que el delito de allanamiento de morada sea 
también un delito perseguible a instancia de parte y en 
el que quepa también el perdón del ofendido. El per- 
dón cabría siempre, porque la parte podría decir que 
se ha entrado con su autorización, por tanto, estana- 
mos ahí en un recoveco, pero es que el delito de alla- 
namiento de morada es un delito más público, es un 
delito más objetivo, es un delito en el que además cabe 
incluso que la persona afectada esté unos días fuera de 

su domicilio y que sea otro -incluso la autoridad pú- 
blica o el propio Ministerio Fiscal, en su caso- el que 
conozca los hechos y los denuncie. Nos parece que el 
allanamiento de morada debe. seguir siendo un delito 
perseguible de oficio a instancia de la acusación públi- 
ca y no solamente a instancia de parte. Por esa razón 
de fondo, que no simplemente de sistemática, nos va- 
mos a oponer a ello. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Para un turno de réplica, tiene la palabra el señor 
cias, señor De la Rocha. 

López Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Aceptamos la transacción que ha planteado el Gru- 
po Socialista respecto de nuestra enmienda 72 1, con lo 
cual se incluía el término «provocación» dentro del ar- 
tículo 164. No así, sin embargo, respecto de la transac- 
cional planteada a nuestra enmienda 723. 

El delito llamado contra la integridad moral, que 
contempla el artículo 169, hemos dicho antes que tie- 
ne una definición muy ambigua y reitero que no sabe- 
mos exactamente a qué supuestos se aplicaría. Es cier- 
to que la enmienda transaccional atenúa la gravedad 
que pudiera tener la inclusión de esta conducta en el 
Código Penal -que tampoco queremos dramatizar, 
por supuesto, ya que no es un asunto de extraordinaria 
importancia- porque reduce la pena hasta situarla en 
seis meses a dos años. En ese sentido, se produce una 
atenuación de la pena, pero sigue manteniéndose el 
problema de fondo y es que la definición es muy difu- 
sa. Nos parece que es mucho más eficaz el tratar la 
cuestión de las vejaciones o de los malos tratos a la in- 
tegridad moral en determinadas circunstancias con- 
cretas, que nosotros hemos fijado preferentemente en 
relaciones familiares y relaciones laborales. Por eso es 
por lo que mantendremos nuestra propuesta de dero- 
gación de ese precepto sin aceptar esta transacción. 

En cuanto a nuestra enmienda 729, que plantea un 
nuevo artículo 188 bis en relación con delitos que se 
cometen por la utilización de la informática, se ha re- 
ferido a ella el señor De la Rocha y tenemos que decir 
que con argumentos bastante convincentes. Nosotros 
vamos a pedir la votación de esta enmienda, pero reco- 
nociendo al mismo tiempo que tienen bastante consis- 
tencia los argumentos expuestos por el señor De la Ro- 
cha, en el sentido de que quizá podría crearse una 
duplicidad con las sanciones administrativas, un pro- 
blema incluso de «non bis in idem». En Comisión ya 
mostramos sensibilidad hacia este tema y por eso re- 
ducimos nuestra enmienda a sus dos primeros aparta- 
dos, cuando tiene nueve, aunque es cierto que los ar- 
gumentos utilizados por el señor De 1a.Rocha son 
convincentes también en relación con esos dos prime- 
ros apartados. Por eso, no voy a insistir, aunque sí 
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mantendré para votación esta enmienda y, por parte 
de nuestro Grupo reflexionaremos sobre su presenta- 
ción en ulteriores trámites en el Senado. 

La convicción con la que ha hablado el señor De la 
Rocha en relación con esta enmienda a la que acabo 
de aludir, sin embargo, no ha sido tanta, a nuestro jui- 
cio, sobre el tema que suscita nuestra enmienda 73 1, y 
es la necesidad de que desaparezca del Código Penal el 
llamado delito contra el derecho a la propia imagen, 
que es el regulado por el artículo 193. Además, utiliza- 
ría el mismo argumento que ha utilizado el señor De la 
Rocha, que ha dicho: hay que situar en el Código Pe- 
nal las conductas más graves. El ha aceptado nuestra 
argumentación en el sentido de que delitos que tienen 
que ver con la libertad de expresión, calumnias, inju- 
rias, con la intimidad, con la imagen, deberían ir des- 
plazándose cada vez más a lo civil, y ha aceptado in- 
cluso esa definición matizada que yo empleaba en la 
tribuna, es decir, «en la medida de lo posible», y el se- 
ñor De la Rocha dice que en la medida de lo posible 
significa que las conductas más graves son las que tie- 
nen que sancionarse penalmente. Invito al señor De la 
Rocha a que lea y compare con el artículo 193 el ar 
tículo 188. Ahí, realmente, sí que está la conducta más 
grave. El artículo 188 dice: El que, para descubrir los 
secretos o vuherar Ia intimidad de otros, sin su con- 
sentimiento, se apoderare de sus papeles, cartas, men- 
sajes, etcétera, utilizando artificios técnicos de escu- 
cha, transmisión, grabación o reproducción del sonido 
o de la imagen ... Por lo tanto, ahí está incluido un apo- 
deramiento de la imagen con el objetivo de vulnerar la 
intimidad, y hay una pena importante, prisión de uno 
a cuatro años, y la pena aumenta a cinco años de pri- 
sión si se difunden los datos. Esas son las conductas 
realmente más graves, aquellas que atentan más grave- 
mente a la intimidad, incluso en relación con la ima- 
gen. Sin embargo, la conducta regulada en el 193 no es 
la más grave, a pesar de que habla del que atentare 
gravemente contra la intimidad. Incluso hay una cierta 
contradicción, porque, si hubiera que encontrar algu- 
na explicación, el 188 parece que habla de la finalidad 
de vulnerar la intimidad y el 193 parece que hablm’a 
de la intimidad ya efectivamente vulnerada, y, sin em- 
bargo, hay una pena muy dura en el 188 y una pena 
mucho menor -multa de seis a doce meses- en el 
193, a pesar de que son atentados que se dice que son 
graves contra la intimidad. Es decir, hay una incon- 
gruencia incluso en el elemento sancionador en estos 
dos artículos. Por eso, a nuestro juicio, resulta difícil 
de entender por qué esa duplicidad en el Código Penal, 
y, además, por qué esta duplicidad respecto de la pro- 
tección civil. Realmente, hay una gran duplicidad en 
este caso, sobre todo porque la forma en la que se pe- 
na este artículo 193 es relativamente pequeña, porque 
habla de seis a doce meses, y estas superposiciones 
normativas no tienen una buena aplicación práctica. 
De hecho, como usted sabe señor De la Rocha, es muy 
difícil en estos momentos encontrar jurisprudencia so- 

bre delito de injurias porque la jurisprudencia tiende a 
desplazar lógicamente todos estos temas a la vía civil. 
Además, en estos casos, que suelen ser de personas 
muy conocidas que salen en las revistas del corazón y 
publicaciones por el estilo, personas que suelen obte- 
ner beneficios económicos por la venta de su imagen o 
de su intimidad, el conflicto que surge suele producir- 
se en la vía civil porque tiene una solución indemniza- 
toria, fundamentalmente indemnizatoria, por lo tanto, 
lo lógico es que se vaya por la vía civil. Sin embargo, el 
artículo 193 coloca a ese atentado en una vía penal, 
pero con concesiones importantes también en la vía ci- 
vil, como entendiendo que eso tiene mucho de civil. 
Son delitos privados, que se persiguen a instancia de 
parte, se utilizan técnicas de la responsabilidad civil. 
Por eso, nosotros hemos considerado que este artículo 
debería desaparecer del Código Penal. 

Las demás enmiendas se mantienen para su vota- 
ción, anunciando -no sé si lo hice en mi primera in- 
tervención- que nuestro Grupo va a retirar las en- 
miendas 732, 734 y también, naturalmente, por haber 
aceptado la transaccional del Grupo Socialista, la nú- 
mero 729. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

También para un turno de réplica y por el Grupo Po- 
cias; señor López Garrido. 

pular, tiene la palabra el señor Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Voy a intervenir 
muy brevemente, señor Presidente. 

Después de oír las explicaciones de los ponentes so- 
cialistas, retiro las enmiendas 506 y 509 y mantengo 
las demás, por los argumentos que ya expuse anterior- 
mente y que no voy a reproducir aquí, en aras a la bre- 
vedad; sin embargo, sí quiero puntualizar dos de esas 
enmiendas. Una de ellas es la relativa al artículo 192, 
que trata del tema del guardador y de la facultad que 
se le concede de renunciar a las acciones, correspon- 
dientes al ofendido, de otorgar el perdón. En efecto, 
parece correcto que el guardador pueda denunciar los 
delitos que se cometen contra la persona sometida a 
su guarda, es decir, que pueda dar la noticia del cri- 
men, personarse en el juzgado y, en beneficio de la 
persona que está acogida a su guarda, poner en mar- 
cha el procedimiento judicial, pero el otorgamiento del 
perdón, creemos que no cabe en el guardador si no es 
representante legal. La denuncia, transacción o enaje- 
nación de derechos del menor o incapacitado sólo pue- 
de hacerla, en mi opinión, el representante legal y en 
modo alguno el guardador, aunque sea con las cautelas 
de audiencia del Ministerio fiscal y autorización del 
juez. Pienso que esta posibilidad iría mucho más allá 
de lo que son las funciones del guardador y que deben 
reservarse en todo caso para el representante legal. 

Respecto a la enmienda 349, al número 1 del artícu- 
lo 195, relativa al supuesto de entrada en estableci- 
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miento abierto al público fuera de las horas de apertu- 
ra, pienso que nuestra enmienda da mucha más segu- 
ridad jurídica a este problema. Se trata de un local 
abierto al público fuera de las horas de apertura y de 
una persona que pretende entrar, contra la voluntad 
del dueño, porque el local todavía está abierto y por- 
que hay personas dentro de ese local. Por supuesto, si 
el local está cerrado, el delito se comete y por eso se 
puntualiza así en la enmienda; pero, por seguridad ju- 
rídica, debe quedar claro qué ocurre cuando ya se ha 
anunciado la voluntad o la decisión de desalojar el lo- 
cal, porque podríamos encontramos con una discrimi- 
nación entre las personas que están dentro, pese a que 
ya se ha rebasado la hora de apertura, y la persona que 
pasa por allí y quiere entrar, y no se le deja entrar. En- 
tiendo que nuestra enmienda mejora el texto en ese as- 
pecto, da más seguridad jurídica y evita problemas. 

Por lo demás, repito, señor Presidente, mantengo el 
resto de nuestras enmiendas, por las razones que ya 
expuse en su momento. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Señor Olabam’a, tiene la palabra. 
cias, señor Pillado. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, 
en relación con la enmienda número 50, de mi Grupo 
Parlamentario, tengo la impresión de que no ha sido 
bien comprendida por los ponentes socialistas, segura- 
mente porque yo no la he explicado bien. Señor Presi- 
dente, no voy a endosar responsabilidades ajenas, pero 
el sentido de la enmienda, señor De la Rocha, no es el 
que usted ha pretendido interpretar o determinar en 
su intervención, sino otro muy diferente. La conducta 
que nosotros pretendemos que genere responsabilidad 
penal, además de la que se consigna expresamente en 
el número 2 del artículo 182, cual es el apoderamiento 
de los datos, los registrados en ficheros, soportes infor- 
máticos o cualquier otro tipo de archivo, no es su difu- 
sión, que ya se penaliza en el número 3 de este mismo 
precepto, sino su alteración (me he referido y he utili- 
zado, creo, expresamente esta locución) y su utiliza- 
ción, que es una utilización diversa, diferente de la 
mera difusión, su utilización en perjuicio del titular de 
esos datos o de un tercero. Esto sí que merece repro- 
che penal, y esto no se consigna en el precepto en su 
configuración actual. En este sentido tendríamos que 
buscar, en virtud de una reflexión ulterior, algún tipo 
de aproximación que redondee esta figura penal que es 
de una gran relevancia en este momento, de una rele- 
vancia actualizada por circunstancias coetáneas y que 
están pivotando sobre la situación política de forma 
muy notable. 

Desgraciadamente, señor Presidente, y por primera 
vez en el debate de este Código Penal tengo que recha- 
zar una transacción que nos ofrece el Grupo Socialis- 
ta. Por razones similares a las expuestas por el señor 

López Garrido, no puedo aceptar la transacción que 
ustedes realizan en relación con nuestra enmienda 43. 
Nosotros seguimos pensando que la única solución en 
este ámbito, en relación con este problema, es la su- 
presión del artículo 169 y la desaparición de ese título 
VI, título de artículo único, porque -y usted lo ha di- 
cho señor Cuesta- la propia Constitución en su ar 
tículo 15 se refiere a la integridad moral junto a la in- 
tegridad física, pero vincula este concepto -si conti- 
núa leyendo el precepto- a la tortura y, dentro de la 
tortura, como subespecies o vinculadas conceptual- 
mente a la misma, a los tratos inhumanos y degradan- 
tes, cuando en el artículo 169, incluso en la transac- 
ción que ustedes ofrecen en este momento no se 
vinculan estos tratamientos degradantes que menosca- 
ban gravemente la integridad moral de la víctima a la 
tortura, sino que ustedes regulan la figura en abstrac- 
to, protegen el bien jurídico desvinculándolo de la tor- 
tura en abstracto, y eso sí que establece una figura pe- 
nal absolutamente insegura en cuanto a su exégesis, a 
su interpretación, plantea problemas genuinos de se- 
guridad jurídica y altera el principio de seguridad jurí- 
dica que tan enfáticamente consagra el artículo 9.3 de 
la Constitución. Entendemos que va a ser una fuente 
de problemas interpretativos y jurisprudenciales este 
precepto, incluso con la transacción que mejora el tex- 
to, pero desde la perspectiva de minoración de las con- 
secuencias punitivas. 

Seguimos insistiendo en que 10 que se debe hacer 
con este precepto es que desaparezca por lo ambiguo, 
por lo deletéreo, por lo incosistente que es la utiliza- 
ción de conceptos tan genéricos como trato degradan- 
te y menoscabo grave de la integridad moral, concep- 
tos, señor Presidente -y usted como buen literato lo 
sabe perfectamente-, más vinculados al fuero interno 
de las personas, absolutamente valorativos y segura- 
mente fuente de una jurisprudencia asaz complicada 
en el futuro en esta materia. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Por el Grupo de Coalición Canaria tiene la palabra 
cias, señor Olabm’a. 

el señor Olarte. 

El señor OLARTE CULLEN: Señor Presidente, mu- 
chas gracias. 

Nos ocurre lo mismo que al Grupo Vasco y tenemos 
que expresar la misma lamentación. Lamentamos que 
una enmienda transaccional que se nos oferta por par- 
te del Grupo Socialista en relación con una nuestra 
tengamos por primera vez que rechazarla. 

En primer lugar, hemos solicitado la supresión del 
artículo 159 por razones de fondo, por razones muy 
senas, y de manera muy concreta el apartado primero 
del mismo, donde existe el núcleo fundamental de 
nuestra disconformidad, de una disconformidad com- 
partida, casi sin variar los términos, por Izquierda 
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Unida, por el Grupo Vasco y por Coalición Canaria, y 
una disconformidad que no se ha producido por acu- 
mulación de ideas más o menos coincidentes y por 
asunción de una idea con respecto a la formulada pre- 
cedentemente por otros grupos parlamentarios a lo 
largo de las deliberaciones en Ponencia y en Comisión, 
sino que ya en el momento en que formulamos nues- 
tras enmiendas, obviamente sin ponernos de acuerdo, 
decíamos prácticamente lo mismo en unas justifica- 
ciones que eran relativamente lacónicas pero suficien- 
temente expresivas. En tales justificaciones, señor Pre- 
sidente -donde se hablaba de los conceptos que se 
expresaban en el tipo que pretendemos eliminar-, de- 
cía un grupo parlamentario que eran tan vaporosos, 
difusos e inconcretos que no se compadecen con el 
principio de legalidad, el cual exige una descripción 
precisa del tipo penal. También tenemos que recordar, 
señor Presidente, que otro grupo parlamentario decía 
-y lo ha reiterado en el día de hoy, al igual que lo an- 
terior ha sido reiterado por el Grupo Vasco que es al 
que me refería- que la definición es excesivamente 
ambigua y no permite establecer los supuestos a los 
que debe ser aplicada, lo que resulta especialmente 
grave si se trata de aplicar una pena mínima de dos 
años, muy superior, por ejemplo, a la de los atentados 
contra el honor y la dignidad. Hoy, el Grupo de Iz- 
quierda Unida, al igual que ocurrió en Ponencia y en 
Comisión, impugnó la existencia de este artículo 169 
precisamente - como hemos hecho nosotros- porque 
adolece de un defecto gravísimo. Si en el delito tiene 
que concurrir un requisito que tiene que ser concreto y 
categórico, la antítesis de la ambigüedad, la máxima 
concreción posible en la descripción de una conducta 
que lleva de suyo aparejada nada menos que la grave- 
dad de una sentencia penal, es el principio de tipici- 
dad. Porque se podrá elucubrar a propósito de la cul- 
pabilidad, pero en el caso de la tipicidad tenemos que 
sujetarnos, de manera rigurosa, a la narración que de 
la conducta punitiva se hace en el Código. De ahí que 
esa ambigüedad, esa inconcreción que caracteriza al 
artículo 169 haya sido objeto por estos grupos parla- 
mentarios de rechazo absoluto, pidiendo su supresión. 
((El que infligiere a otra persona un trato degradante, 
menoscabando gravemente su integridad moral ... ». Es- 
to no aclara nada, no dice nada. Y en la enmienda 
transaccional lo único que ustedes hacen es una co- 
rrección al apartado 2, que no es el objeto de nuestra 
disconformidad, y una reducción en la pena, que tam- 
poco era objeto, en cuando a la penalidad, de nuestra 
discrepancia. Además, creo que ustedes se han olvida- 
do de que el artículo 23, que es el que desarrolla las 
circunstancias agravantes, contiene una circunstancia 
6." (y quisiera que el Grupo Socialista meditase pro- 
fundamente sobre este nuevo argumento que ahora ex- 
preso en respuesta precisamente a lo que han manifes- 
tado ustedes, porque no fue objeto de la menor 
consideración en mi intervención) que establece como 
agravante «Aumentar deliberada e inhumanamente el 

sufrimiento de la víctima, causando a ésta padeci- 
mientos innecesarios para la ejecución del delito)). Y 
ustedes, haciendo un esfuerzo inmenso por encontrar 
una conducta que pudiera ser tipificable dentro del ar- 
tículo 169, acudían a un supuesto de secuestro o de de- 
lito contra la libertad. Y si en ese delito contra la liber- 
tad aplican ustedes esta agravante - e n  el supuesto de 
que efectivamente se cause, en virtud de un trato de- 
gradante, un sufrimiento, un padecimiento innecesa- 
rio a la víctima del delito- están, desde luego, actuan- 
do con mucho más rigor al eliminar este precepto y 
también con mucho más rigor al poder aplicar la cir- 
cunstancia de agravación 6." del artículo 23. Por ello 
no aceptamos la enmienda transaccional. 

En segundo lugar -y voy terminando, señor Presi- 
dente-, por lo que se refiere a nuestra enmienda 993, 
recuerdo perfectamente que en el momento de mi in- 
tervención el señor De la Rocha estaba distraído co- 
mentando algo de importancia, seguramente, y no 
prestó la suficiente atención a lo que yo decía a la hora 
de establecer la inconveniencia de que en el supuesto 
de abandono de la víctima la pena fuese mayor si el 
acto previo al abandono fue imprudente que si el acto 
previo fue por caso fortuito. Yo dije algo que el señor 
De la Rocha seguro que no me escuchó porque si no 
me habría rebatido. El es un fino jurista y un hombre 
inteligente al cual le sobran posibilidades argumenta- 
les para rebatirme algo que era elemental y muy fácil 
de rebatir si hubiese argumentos para ello. Decía lo si- 
guiente: Entre la imprudencia simple y el caso fortui- 
to, en muchísimas ocasiones, hay tal falta de espacio 
que el agente no es capaz de determinar si está actuan- 
do con imprudencia simple o si el hecho dañoso se 
produjo como consecuencia de un caso fortuito. Sena 
absolutamente injusto que al agente que por una sim- 
ple imprudencia causa un daño y después abandona a 
la víctima, cuando es tan difícil distinguirlo de un caso 
fortuito, se le pueda imponer una pena sensiblemente 
superior. Es un argumento claro y no me vale el argu- 
mento del dolo. Señor De la Rocha, aquí no estamos 
en presencia del dolo; estamos en presencia de impru- 
dencia, que no es lo contrario al dolo pero sí una for- 
ma que nada tiene que ver con el dolo. Así que ese ar- 
gumento tampoco me vale. 

Termino ya, señor Presidente. Nosotros seguimos 
considerando que el allanamiento de morada debe te- 
ner técnicamente la conceptuación de un delito priva- 
do. No me vale tampoco el argumento del clásico abo- 
gado defensor para salir de una situación de 
emergencia cuando decía el señor De la Rocha: El per- 
dón cabe siempre porque la víctima puede decir: entró 
con mi autorización. ¡Entró con mi autorización sin 
haber entrado sin ella! No sé si es lo que se ha querido 
decir. En cualquier caso es lo que yo he entendido. 
Quizá lo he entendido mal. Es la clásica argucia foren- 
se que se realiza en muchas ocasiones para buscar la 
exoneración de responsabilidad del defendido. Me pa- 
rece mucho más correcto no establecer puertas abier- 
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tas en el Código para que, por la vía de ese reconoci- 
miento de lo que no es, se pueda exculpar, sino esta- 
blecer lisa y llanamente, clara y categóricamente, que 
el delito de allanamiento de morada es un delito pnva- 
do, con todas las consecuencias que tienen los delitos 
privados. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Tiene la palabra la señora Alemany. 
cias, señor Olarte. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Doy por defendidas 
las enmiendas con los mismos argumentos que he ex- 
puesto antes. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Mu- 

Tiene la palabra el señor Cuesta. 
chas gracias. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Con brevedad, señor 
Presidente, me voy a referir al artículo 169 porque na- 
die ha aludido al resto de los temas suscitados en las 
enmiendas a los Títulos V, VI, y X. 

Agradezco, en primer lugar, al Grupo de Izquierda 
Unida su aceptación de la transacción por parte a la 
enmienda 721, al artículo 164. 

En relación con el artículo 169, cuando mi Gmpo 
planteaba la transacción con las enmiendas 43, 73 y 
97 1 buscaba una cierta permeabilidad a las preocupa- 
ciones que habían demostrado con su enmienda de su- 
presión. Efectivamente, en el artículo 15 de nuestra 
Constitución se habla del derecho no sólo a la vida sino 
a la integridad física y moral, sin que en ningún caso 
puedan ser sometidos a torturas ni a penas o tratos in- 
humanos o degradantes. Existiendo un tipo específico 
de delito de torturas, que circunscribirnos a un sujeto 
activo (es un funcionario público el sujeto activo de ese 
tipo delictivo), veíamos necesaria, como delito que 
afecta a la integridad moral de la persona, una incrimi- 
nación de aquellas conductas que fuesen cometidas por 
particulares; es decir, cuando el sujeto activo no tuviera 
la condición de funcionario. En mi anterior interven- 
ción les ponía el ejemplo. Es cierto que a veces hay una 
concurrencia de actividades delictivas. En ocasiones las 
actividades delictivas se consumen en un único tipo es- 
pecífico del Código Penal y en otras, en cambio, se 
plantea un concurso de actividades delictivas, una de 
ellas, efectivamente, la referida al atentado contra la in- 
tegridad moral. Por eso defendíamos y defendemos la 
oportunidad del artículo 169, que está justificado por la 
doctrina y que, además, es una innovación de gran ca- 
lado y de gran importancia. Hablábamos, por ejemplo, 
de la detención ilegal. Cuando se da una detención ile- 
gal o un secuestro por un particular, se pueden cometer 
estos delitos o atentados a la libertad exclusivamente, o 
se puede también generar una actividad que ataque 

otro tipo de bienes jurídicos, otro tipo de situaciones; 
no el mero atentado a la libertad, sino un atentado con- 
tra la integridad moral dentro de lo que es la acción de- 
lictiva de la detención ilegal. 

A lo mejor, la fórmula más positiva para resolver es- 
te conflicto venga dada por un encuadramiento en la 
sistemática del Código Penal del delito de torturas en 
el Título VI, y que este Título se llame «De las torturas 
y otros delitos contra la integridad moral)). Probable- 
mente llevaba razón el señor Olabam’a con este plan- 
teamiento, si se podría interpretar más adecuadamen- 
te el tipo que se define en el 169. En ese sentido 
nosotros plantearíamos la ampliación in voce de la 
transacción, en el siguiente tenor. No sé si en este acto 
o cuando tratemos el Título XVIII, capítulo VI, del 
proyecto, pero trasladaríamos la regulación que se ha- 
ce en el artículo 5 17 del proyecto y la incluiríamos en 
un Título VI nuevo que se llame «De las torturas y 
otros delitos contra la integridad moral». Esa sería la 
línea de solución y evitaríamos la confusión. En cam- 
bio -aunque nos lleva también a la reflexión- no es 
la misma solución la que nos plantea el Grupo de Coa- 
lición Canaria cuando dice que en la circunstancia 
agravante 6.” del artículo 23 se podría incluir este aten- 
tado a la integridad moral, porque la circunstancia 6.” 
del artículo 23 habla de aumentar deliberada e inhu- 
manamente el sufrimiento de la víctima, causando a 
ésta padecimientos innecesarios para la ejecución del 
delito. Aquí estamos más bien en un caso de ensaña- 
miento que tiene perfiles a veces distintos del de la ac- 
tividad concreta delictiva que estamos contemplando 
en los delitos contra la integridad moral. Pero ya digo 
que probablemente la línea más correcta de solución 
sea trasladar el contenido del 5 17 a un 169 bis o como 
un 169, y el que figura en el proyecto como 169 pase a 
169 bis, en el marco del Título VI, que se llame --co- 
rno he dicho- «De las torturas y otros delitos contra 
la integridad moral». 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

El señor De la Rocha, tiene la palabra. 
cias, señor Cuesta. 

El señor DE LA ROCHA RUBI: Brevísimamente, 
señor Presidente, voy a hacer algunas precisiones so- 
bre las réplicas que se han hecho por los portavoces de 
los demás grupos. 

El señor López Garrido ha mantenido y argumenta- 
do su enmienda 731 diciendo que busca suprimer el 
capítulo de los delitos contra el derecho a la propia 
imagen, y lo ha hecho con dos argumentaciones. Una, 
que ya hemos reiterado, y que es sobre el carácter que 
entiende mi Grupo residual pero que debe tener toda- 
vía de protección penal el derecho al honor y a la pro- 
pia imagen; y otra, que me ha dejado algo más preocu- 
pado, que es la referencia que ha hecho a que en el 
artículo 188 hay también una indicación a la protec- 
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ción de la imagen. Este es un aspecto nuevo, que mi 
Grupo y yo mismo no habíamos visto, que muestra 
que hay si no una contradicción, al menos una hipoté- 
tica reiteración. En este momento no estoy en condi- 
ciones de ofrecer una transacción, una solución sobre 
esta faceta, la de reiteración de la misma protección 
penal en dos artículos distintos y con dos reproches no 
idénticos. Desde luego, manifiesto a S. S .  y al resto de 
los grupos que para el trámite del Senado estudiare- 
mos esta cuestión de la reiteración en el ámbito penal 
y no la de la referencia civil. Ha dicho usted, por ejem- 
plo, que en el ámbito de las injurias existe poca juris- 
prudencia penal. No es esa mi experiencia, señor Ló- 
pez Garrido. Si mira usted los tomos del Aranzadi o de 
cualquier otro manual de jurisprudencia al uso, encon- 
trará múltiple jurisprudencia sobre injurias; lo que pa- 
sa es que ahora complementada también con múltiple 
jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supre- 
mo sobre vulneración civil del derecho al honor. 

Al señor Pillado quiero agradecerle la retirada de la 
enmienda 509 y hacerle más puntualizaciones sobre 
las dos cuestiones que ha manifestado. En primer lu- 
gar sobre el guardador. El guardador, dice S.  S., no es 
el representante legal, sí cabe que pueda denunciar, no 
que pueda otorgar el perdón. No es esa la interpreta- 
ción de mi Grupo. El guardador es una figura, en el 
ámbito civil, que está teniendo una implantación cada 
vez más extendida no solamente desde el punto de vis- 
ta de la utilidad, del interés público, de que haya al- 
guien que se ocupe de un niño, sino desde el punto de 
vista de la protección -en el sentido más hondo y más 
íntimo de la palabra- del menor, del cuidado del me- 
nor, del afecto al menor. Cuando el guardador cumple 
su función, igual que cuando la cumplen el padre o la 
madre, si le otorgamos la capacidad, el derecho, la le- 
gitimación para denunciar, también podemos dársela 
para otorgar el perdón, siempre y cuando -y reitero 
lo que he dicho antes- tengamos en cuenta la cautela 
del artículo 130.4 que dice que aun otorgado el per- 
dón, cuando se trata de un menor, el juez o tribunal 
podrá no atender lo oído al Ministerio Fiscal si entien- 
de que lo que hay son amenazas o tráfico económico o 
no suficiente celo u otro tipo de circunstancias, por 
tanto, si no se hace en verdadero interés del menor. 
Creo que hay una coincidencia de preocupación y de 
sensibilidad, pero me parece que queda cubierto sufi- 
cientemente de la otra manera, porque no se entende- 
ría que el guardador pudiera denunciar y que luego, si 
cree que está suficientemente protegido, garantizado 
el derecho de ese menor a posteriori, por la razón que 
sea, no pudiera otorgar el perdón. 

Sobre la cuestión del artículo 195, la entrada o per- 
manencia en establecimiento abierto al público, sus 
argumentaciones últimas me han confirmado en la 
bondad de la posición de mi Grupo. Porque ha dicho 
usted: ¿Qué pasa si estamos ya fuera de las horas de 
apertura pero el local sigue abierto? Si estamos fiera 
de las horas de apertura estamos en el supuesto del ar- 

tículo 195 del proyecto: es que no podrá permanecer 
sin la autorización del titular. Si estamos fuera de las 
horas de apertura es la expresión. Lo que usted quiere 
decir es que, muchas veces, fuera de las horas de aper- 
tura un local está semiabierto, está la puerta cerrada 
pero hay gente dentro; alguien puede ver que se siguen 
tomando copas -permítame la expresión coloquial- 
y puede pretender entrar. Si estamos fuera de las horas 
de apertura, creemos que es más clara la expresión del 
proyecto. Si estamos fiera de las horas de apertura el 
titular tiene perfecto derecho a exigir que alguien que- 
de fuera y, por tanto, a discriminar sus amigos que 
queden dentro en un ámbito distinto del local abierto 
al público, porque ya no es un local abierto al público. 

Por ese motivo, repito, creo que los argumentos que 
he dado quedan ratificados. 

Al señor Olabam’a quiero decirle algo con la boca 
muy pequeña, porque creo que no se ha dado cuenta 
de lo que dice el párrafo último del artículo 188.2. Dice 
literalmente lo que recoge su enmienda, porque su en- 
mienda se la recogimos. Dice el dictamen de la Comi- 
sión: «Iguales penas se impondrán a quien, sin estar 
autorizado, accediese por cualquier medio a los mis- 
mos -a los datos informáticos- y a quien los altere o 
utilice en perjuicio del titular de los datos o de un ter- 
cero.)) Lo dice literalmente. Quizá S. S .  no se había 
percatado exactamente de que eso se había hecho, 
creo recordar que incluso recogiendo literalmente su 
enmienda. 

El señor Olarte ha planteado dos temas, uno de ellos 
con una argumentación en la que yo agradezco el tono 
coloquial y amistoso pero que no me ha terminado de 
convencer, que es la del artículo 186, la omisión del de- 
ber de socorro, la distinción entre la simple impruden- 
cia y el caso fortuito. Había atendido su intervención, 
quizá usted esperaba una argumentación concreta so- 
bre ese aspecto. La distinción entre la simple impru- 
dencia y el caso fortuito es un problema del Código Pe- 
nal vigente; no es un problema de este proyecto de 
Código Penal, donde la imprudencia simple como tal 
desaparece, ya no existe. Por tanto, la respuesta, desde 
el punto de vista sistemático de este proyecto de Códi- 
go Penal, es que solamente cabrá la hipótesis de que la 
víctima fuera por accidente debido a imprudencia de 
quien omita el socorro cuando esa imprudencia sea 
penada en el propio Código Penal, no una impruden- 
cia civil que pudiera haber hipotéticamente -un ár- 
bol, los casos típicos del 1.902 y siguientes del Código 
Civil, ese tipo de responsabilidad extracontractual-, 
sino una imprudencia punible en el nuevo Código Pe- 
nal. Por ejemplo, delitos contra la seguridad del tráfi- 
co, de los artículos 357 y siguientes de este Código. Si 
alguien comete un delito de imprudencia de los que es- 
tán ahí penados, concretos, que hay varios con distin- 
tas graduaciones, y a pesar de haber cometido ese deli- 
to por imprudencia -imprudencia que tiene que ser 
declarada penalmente- omite el socorro a la víctima, 
entiende mi Grupo y entiende el proyecto que hay una 
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mayor culpabilidad de origen en la acción omisiva que 
se produce después, y por eso nos ratificamos en el 
texto del proyecto. 

La última cuestión -ya brevisimamente, señor Pre- 
sidente- es la del allanamiento de morada. Usted in- 
siste -argucia para arriba argucia para abajo, suya o 
mía- en el argumento principal. Usted cree que el 
allanamiento de morada debe ser un delito privado, 
perseguible sólo a instancia de parte. Mi Grupo entien- 
de que no, que es un delito mucho más objetivo y obje- 
tivable y mucho más, por tanto, cognoscible, al mar- 
gen de que la persona se considere vulnerada en su 
intimidad o no, que es una cosa distinta, y por tanto 
nos ratificamos, con toda la tradición del Derecho pe- 
nal positivo español y de la mayor parte de la doctrina, 
en que el allanamientb.de morada debe ser un delito 
perseguible de oficio, y en ese sentido vamos a recha- 
zar su. enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Tiene 
la palabra el señor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Señor Presidente, 
quiero hacer una mínima precisión para que quede 
claro el tema de las transacciones. 

La transaccional presentada a la enmienda 721 se 
acepta. En relación con la intervención del señor Ola- 
barría, cuando aludía a la enmienda 43, del PNV, quie- 
ro decir, para clarificar, que nosotros mantenemos esta 
transacción respecto del artículo 169 en los términos 
que está y, en el momento procesal oportuno, cuando 
la Cámara aborde el debate de la sección 3.” De la tor- 
tura y otros tratos degradantes, 517 y siguientes, pro- 
pondremos una enmienda técnica que completaría el 
tenor de esta transacción trasladando de ubicación al 
título VI toda esta sección 3.” Por tanto, no es contra- 
dictorio y mantenemos al momento procesal el tenor 
del 169, tal y como lo definimos en la transacción con 
la enmienda 43, del PW. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Cuesta. 

Para que en el momento de las votaciones pueda vo- 
tarse esta enmienda transaccional con la afirmación 
que usted hace de que en su momento se incorporaría 
un artículo 169 bis, es preciso que alguno de los grupo 
con los que el Grupo Socialista ha pretendido transar 
retire su enmienda, bien sea el Grupo Vasco (PNV), 
bien Izquierda Unida, bien Coalición Canaria (El se- 
ñor Olabarría Muñoz pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, 
el Grupo Vasco acepta la transacción, retirando, obvia- 
mente, su enmienda número 43. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): De 
acuerdo. Muchas gracias. 

Basta que uno de los grupos la acepte para que pue- 
da ser sometida a votación (El señor López Gamdo 
pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor López Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Simplemente tengo 
una duda que el señor Cuesta me podría disipar. Se 
trata de introducir más adelante un texto que sustitui- 
ría al artículo que hemos pretendido suprimir tres gru- 
pos parlamentarios. En este momento habría que su- 
primir ese artículo en la votación, porque luego habría 
una duplicidad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
López Garrido, si la Presidencia no ha entendido mal 
-y en ese caso el señor Cuesta me rectificará-, el ar- 
tículo 169 quedaría con la redacción propuesta por la 
enmienda transaccional, es decir, no sería suprimido, 
y, además, bajo la fórmula de un artículo 169 bis, figu- 
rana lo que ha apuntado el señor Cuesta, el traslado 
del artículo correspondiente del Título XVIII como un 
169 bis. 

En ese caso, jmantiene de todas maneras su en- 
mienda número 73, señor López Garrido? 

EI señor LOPEZ GARRIDO: NO, vamos a retirar 
nuestra enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Olarte, jen estas circunstancias retira su enmienda? 

El señor OLARTE CULLEN: Es una especie de tran- 
sacción sobre la transacción. Desde luego, todas las 
preocupaciones que teníamos sobre la tipicidad que- 
dan despejadas y queda garantizado ese principio tan 
fundamental y por eso la aceptamos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): En 
consecuencia señor Olarte, no quiebra la tradición de 
aceptar las enmiendas transaccionales que le plantea 
el Grupo Socialista. 

El señor OLARTE CULLEN: Sí, señor Presidente. 
Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Pasa- TítulosVII, 

mos al debate de las enmiendas presentadas a los Títu- 

En primer lugar, y para la defensa de las enmiendas 
los VI1 y XI .  

del Grupo Popular, tiene la palabra el señor Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Respecto al Título VII, que trata de los delitos contra 
la libertad sexual, y a la totalidad de ese Título, mante- 
nemos una enmienda que pretende sustituir todo el 
texto del proyecto por el del Código Penal vigente en 
cuanto a los tipos y, naturalmente, «mutatis mutan- 
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dis», en cuanto a las penas. El título que nos ocupa es 
uno de los que, en mi opinión, resultan más preocu- 
pantes del proyecto que debatimos. 

Con esta enmienda única pretendemos seguir la es- 
tructura actual de los tipos penales, a saber, las dos fi- 
guras fundamentales -delitos de violación o de agre- 
siones violentas, por un lado, y de estupro o abusos 
con prevalimiento o engaño, de otro-. El proyecto, 
que plantea un esquema distinto, es objeto de nuestra 
critica y enmienda por varios motivos fundamentales 
que expondré esquemáticamente. Se aparta de la ter- 
minología tradicional en nuestro Derecho Penal al de- 
jar de llamar a las cosas por su nombre, y así, la viola- 
ción ya no se va a llamar violación ni el estupro, 
estupro. A partir de ahora la violación .se va a llamar 
algo así como agresión sexual con acceso carnal, intro- 
ducción de objetos o penetración bucal o anal, mien- 
tras que el estupro se llamará abuso sexual con esas 
misma circunstancias. Estas novedades terminológicas 
no aportan nada nuevo, ninguna mejora en la política 
penal respecto a delitos tan frecuentes y que tanta 
alarma y tanta inquietud producen en la ciudadanía, 
ni contribuyen a otra cosa más que a la confusión. Así 
pues, bueno será rectificar, igual que se hizo con el 
asesinato -término tradicional en nuestro derecho-, 
que también quería eliminarse sin saberse por qué mo- 
tivo, como si el quitar el nombre a las realidades hicie- 
se que éstas dejasen de existir. 

Pero no es el problema terminológico el más impor- 
tante, sino las modificaciones de tipos que llevan a una 
suavización de las penas y a un menor reproche a con- 
ductas hasta ahora tenidas por muy graves y que lo si- 
guen siendo. Así, desde siempre, se consideró que las 
conductas sexuales contra personas menores de doce 
años o privadas de sentido constituían violación o abu- 
sos de este tipo si no se llegaba al acceso carnal. Las 
circunstancias típicas de la violación han sido uso de 
fuerza o intimidación, persona privada de sentido o 
enajenada y persona menor de doce años. En los tres 
supuestos la pena, la misma; reclusión menor, de doce 
años y un día a veinte años. Ahora las conductas que 
tengan por víctima una persona privada de sentido o 
con trastorno mental o menor de doce años pasan a te- 
ner un menor reproche penal. Se las empieza llamando 
simplemente abusos sexuales, mientras que cuando 
hay violencia o intimidación se las llama agresiones se- 
xuales, con lo cual se considera más indefensa a una 
persona, por ejemplo, de veinte años que a otra de once 
años o privada de sentido. Pero el nombre, en definiti- 
va, es secundario, lo importante es la pena. Si hay vio- 
lencia o intimidación, la pena es de seis a doce años en 
el caso de acceso carnal, penetración o introducción. Si 
la persona es menor de doce años o privada de sentido, 
la pena es de cuatro a diez años. Si no hay acceso, etcé- 
tera, las penas son de uno a cuatro años en el primer 
caso y de seis meses a dos años en el segundo caso. 

Repárese en este supuesto. Cualquier clase de abu- 
sos, que pueden ser muchos o muy aberrantes, que se 

hagan con un menor de doce años o con una persona 
privada de sentido, siempre que no haya acceso carnal 
o introducción de objetos o penetración anal o bucal, 
pasa a penarse simplemente con seis meses de prisión 
como mínimo y dos años como máximo. Es este, seño- 
res, un delito de los llamados en el nuevo texto menos 
graves, porque la pena es menos grave. La rebaja de 
penas en todos los tipos que se consideran en este títu- 
lo es preocupante, incluso alarmante, teniendo en 
cuenta precisamente la gran proliferación de los deli- 
tos contra la libertad sexual y la gran inquietud que es- 
tán creando y la repercusión y gravedad que están te- 
niendo. 

Veamos, por poner un solo ejemplo y no alargar esta 
intervención, la violación se pena actualmente con re- 
clusión menor -es decir, de doce anos y un día a vein- 
te años-. Ahora, si se trata de una persona menor de 
doce años o privada de sentido, la pena será de cuatro 
a diez años. Si hay violencia o intimidación, de seis a 
doce. Comparemos las penas mínimas: actualmente, 
doce años: en el proyecto, cuatro años, víctimas meno- 
res de doce años o privadas de sentido, o seis años 
cuando es violencia o intimidación. 

Se dice en contra de esto que a partir de ahora las 
penas se van a cumplir en su integridad y se suprime 
la redención de penas por el trabajo. Pues bien, la re- 
ducción que supone el beneficio de la redención de pe- 
nas por el trabajo es un tercio de la pena, se redime un 
día por cada dos de trabajo. Luego la mínima actual 
de doce años se queda, en todo caso, en ocho años. Sin 
embargo, el proyecto rebaja a cuatro años -repito- 
cuando la víctima es menor de edad o privada de senti- 
do o a seis años cuando hay violencia o intimidación. 
Como se ve, la rebaja de penas que pretende el proyec- 
to es muy importante. Se dice constantemente que las 
penas son menores pero que se van a cumplir, pero es- 
ta no es más que una afirmación para la propaganda. 
Con este proyecto, igual que con el Código actual, las 
penas se cumplirán con arreglo a la Ley General Peni- 
tenciaria, y seguirá habiendo concesiones del tercer 
grado y permisos penitenciarios igual que hasta ahora, 
y por decirlo escuetamente, los violadores seguirán sa- 
liendo muy pronto a la calle, sólo que ahora lo harán 
antes todavía porque además de los beneficios peni- 
tenciarios la pena será más corta. 

Por la limitación de tiempo, sólo he dado unas pin- 
celadas y puesto algún ejemplo, pero si se desmenuza 
el texto, encontrarán otros muchos motivos para la 
aceptación de nuestra enmienda y para que no prospe- 
re el texto que el proyecto propone para los delitos 
contra la libertad sexual. 

En cuanto a la enmienda 339, la mantenemos en sus 
propios términos, pese a haberse suprimido del pro- 
yecto el artículo 178. Entendemos que cuando los deli- 
tos de exhibicionismo y provocación sexual se realizan 
utilizando locales o establecimientos dedicados a me- 
nores, la clausura de los mismos no debe ser potestati- 
va, como se pretende en el artículo 185 ter (nuevo) del 
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dictamen, sino que deber ser preceptiva, obligatoria- 
mente impuesta por los tribunales sentenciadores. 

En cuanto al Título X I ,  relativo a los delitos contra 
las relaciones familiares, mantenemos una serie de en- 
miendas por las razones que paso a exponer ya escue- 
tamente. 

Al artículo 209 tenemos la enmienda número 359, 
que propone una nueva redacción consistente, en sín- 
tesis, en suprimir la expresión «a sabiendas de que 
subsiste legalmente el anterior)). Puesto que no se 
prevé el caso de que este delito pueda cometerse por 
imprudencia, obviamente sólo queda el supuesto del 
dolo, y, por tanto, es innecesario hacer constar ya que 
se contrae el segundo matrimonio a sabiendas. La re- 
dacción que proponemos es: «El que contrajere ma- 
trimonio, subsistiendo legalmente el anterior, será 
castigado con la pena de prisión de seis meses a dos 
años». Se refiere, obviamente, al supuesto de dolo, 
porque -repito- la imprudencia no se contempla en 
el proyecto. 

En cuanto al artículo 212, pretendemos con nuestra 
enmienda 360 añadir un nuevo párrafo 4, que dice así: 
«Las sustituciones que de un niño por otro se produje- 
ran en centros sanitarios por negligencia de sus res- 
ponsables serán castigadas con pena de seis meses a 
dos años.» Pretendemos introducir este párrafo 4 por 
la frecuencia con que se producen estas situaciones de 
sustitución en centros hospitalarios por negligencia, 
por la gran alarma social que causan, por la natural in- 
quietud en los padres afectados y por el evidente ries- 
go para los recién nacidos, por lo que parece conve- 
niente elevar a la categoría de ilícito penal estas 
conductas, siquiera sea, naturalmente, como impru- 
dentes. 

En cuanto al artículo 213, en su párrafo 3, la en- 
mienda 361 pretende que cuando se trata de los esta- 
blecimientos a que se refiere ese precepto se proceda a 
su clausura de forma no potestativa sino de forma pre- 
ceptiva, precisamente también dada la gravedad de la 
conducta de que se trata. 

El artículo 214, párrafo primero, también es objeto 
de una enmienda nuestra, tendente a agravar la pena, 
a imponer la pena en el grado máximo, siempre que se 
trate de la intervención de autoridades o funcionarios 
públicos en este tipo de delitos, dada la gravedad del 
hecho y de la singularidad de la intervención de tales 
personas. 

La enmienda 363 ha sido admitida. Por tanto, se re- 
tira. 

En cuanto a la 364 al artículo 216, lo que pretende es 
una agravación de la pena, porque en ese supuesto, «el 
que indujere a un incapaz o menor de dieciocho años a 
que abandone el domicilio familiar o lugar donde resi- 
da.. . », creemos que esta conducta nunca se  practica co- 
mo una conducta aislada, sino que siempre tiene una 
finalidad distinta, una finalidad que es grave: la incita- 

ción del abandono del hogar, con unas miras ulteriores. 
Por tanto, debe ser objeto de agravación. 

Tenemos también la enmienda 365, que pretende la 
introducción del artículo 2 17 bis (nuevo), enmienda 
que está matizada por una transaccional, la número 
54, que se formuló en el trámite de Comisión. Se trata 
de penalizar la conducta de aquellos que, estando obli- 
gados a promover la declaración de incapacidad de las 
personas susceptibles de ello, omita y no cumplan con 
tal deber. Este es un caso frecuente. Son numerosos 
los casos de dejación de esta obligación, de este deber 
que pueden traer serios perjuicios para las personas 
afectadas. Por tanto, pensamos que debe reprimirse ya 
tanta dejación con la sanción penal. 

La enmienda 366, señor Presidente, al artículo 
2 18.1, lo que pretende es dar mayor seguridad jurídica 
al supuesto que se contempla en dicho precepto. Efec- 
tivamente, puede haber supuestos en que se incurra en 
esa conducta simplemente por olvido, por despiste, 
por simple negligencia. Si se acepta el texto que noso- 
tros proponemos, es decir, el requerimiento fehaciente 
para que esas personas cumplan con la obligación que 
les corresponde, cumplan con sus deberes legales de 
asistencia inherentes a la patria potestad, etcétera, se 
introduce una mayor seguridad jurídica, no habrá du- 
da del dolo respecto a ese tipo de conductas y no ha- 
brá tampoco duda a la hora de sancionar tal omisión 
en el cumplimiento de deberes tan importantes como 
son los que se contemplan en dicho precepto. 

En cuanto a la enmienda 367 al artículo 2 19, nos pa- 
rece, señor Presidente, de toda obviedad. El artículo 
219 dice: «El que dejare de pagar durante tres meses 
consecutivos o seis meses no consecutivos cualquier ti- 
po de prestación económica...», etcétera, pero es que 
los períodos de la prestación económica no tienen que 
ser necesariamente por meses. Puede haber un tribu- 
nal que imponga períodos por semanas, por semestres, 
etcétera. Nosotros lo que tratamos es de comprender 
todos esos supuestos y decir: «El que dejare de pagar 
durante dos períodos de los establecidos» que, repito, 
no tienen por qué ser necesariamente mensuales. Un 
tribunal no está obligado a establecer estas pensiones 
y estas prestaciones por meses, y puede decir que se- 
manalmente una persona tiene que abonar a su cónyu- 
ge la cantidad que sea. Por tanto, si se incide en la 
omisión de pago durante dos períodos, o si se quiere 
durante tres -no tendríamos inconveniente en una 
transacción-, se debe incidir en el supuesto que tipifi- 
ca el precepto. Además, pretendemos que ese supuesto 
se amplíe no sólo a los casos de separación legal o de 
convenio aprobado por resolución judicial; también 
hay convenios amistosos que no pasan por la aproba- 
ción judicial, y pensamos que el incumplimiento del 
deber en esos casos debe ser tipificado. 

En cuanto a la enmienda 368 al artículo 220, es una 
mejora técnica. Pretendemos que no haya solamente 
denuncia del agraviado o del Ministerio Fiscal, sino 
también de los representantes legales en caso de me- 



- 8431 - 
CONGRESO 28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

nores o incapacitados. Parece obvia, sin mayor expli- 
cación. 

La enmienda 369 al artículo 221 pretende completar 
los supuestos que se contemplan en el proyecto. El 
proyecto hablaba, en principio, del menor de doce 
años; ahora, se ha corregido y ya se refiere al menor de 
dieciséis años. Ahí puede darse por satisfecha nuestra 
enmienda 369, pero hay otro aspecto en el que la en- 
mienda no está admitida o, al menos para nosotros, no 
está satisfactoriamente acogida. El precepto del pro- 
yecto no debe referirse a la custodia en ese párrafo 
concreto, ya que ese supuesto está contemplado en el 
siguiente párrafo. 

Voy terminando, señor Presidente. 
La enmienda 370 al artículo 221.2 pretende que la 

imposición de la pena a que se refiere dicho precepto 
sea imperativa, «... se impondrá la pena de dos a cinco 
años y la de inhabilitación del ejercicio de la patria po- 
testad...)), y que se comprenda no sólo la pena de pri- 
sión sino la inhabilitación del ejercicio de la patria po- 
testad. Esto se recoge realmente en el artículo 225, 
pero como facultativo; nosotros pretendemos que sea 
obligatorio. 

La enmienda 371 al artículo 221.3 se retira, señor 
Presidente. 

La enmienda 372 al artículo 223 trata de penalizar 
con más intensidad los supuestos a que se refiere en 
virtud del principio de proporcionalidad, puesto que la 
conducta ahí sancionada no difiere de la del artículo 
221; posiblemente incluso sea más reprobable, por lo 
que creemos que debe corresponder una pena propor- 
cional en uno y otro supuestos. 

En cuanto a la enmienda 373 al artículo 225,  última 
que tenemos a este bloque que nos ocupa, pretendemos 
añadir un nuevo apartado, el apartado 3, en el que se 
diga que si el culpable ostentare la guarda o custodia 
del menor por su condición de funcionario público, se 
le impondrá además la inhabilitación por tiempo de 
cuatro a diez años. La enmienda, como se ve, es cohe- 
rente con otras que hemos sostenido en la misma línea 
a lo largo del debate del proyecto que nos ocupa. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Pillado. 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo de Coa- 
lición Canaria, tiene la palabra el señor Olarte. (El se- 
ñor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor OLARTE CULLEN: Muchas gracias, señor 
Presidente, 

Comenzamos nuestra intervención, señor Presiden- 
te, dando por defendidas, en aras de la brevedad y de 
que la justificación que en su día señalábamos sobre 
las enmiendas de adición 972 y 973 era clara y con 
creta. 

Procedemos a ratificar la retirada que hicimos de la 
enmienda 974 porque fue en su momento aceptada. 

Por lo que se refiere a la enmienda 975, creemos que 
el texto propuesto modificando el artículo 173 del pro- 
yecto es más correcto. Cuando en el artículo 173 del 
proyecto se habla de que el que atente contra la liber- 
tad sexual de otra persona con violencia o intimida- 
ción será castigado como culpable de agresión se- 
xual ..., nos parece más oportuno hablar de agresión ya 
de entrada y no de atentado, y en tal sentido propone- 
mos que el texto sea que la agresión, con violencia o 
intimidación, contra la libertad sexual de otra persona 
será castigada con la pena de uno a cuatro años de pri- 
sión. Esto lo hacemos por razones técnicas, recomen- 
dando, además, eliminar la palabra «culpable», que se 
contiene en el texto del proyecto, porque una conducta 
puede ser típica sin que exista culpabilidad, como ocu- 
rre en las causas de justificación que determinan la au- 
sencia de culpabilidad sin menoscabo de la tipicidad. 
Por tanto, por razones de técnica jurídica elemental 
-no por una mera corrección gramatical-, es por lo 
que creemos que debe excluirse del tipo que se contie- 
ne en el artículo 173 cualquier relación a la culpabili- 
dad, porque por razones técnico-jurídicas es absoluta- 
mente improcedente. 

Nos preocupa especialmente que en algunas ocasio- 
nes se prescinda de denominaciones que en la calle tie- 
nen un sentido claro, evidente y contundente; que no 
se hable, por ejemplo, de violación en ningún caso, si- 
no que se describa una serie de conductas que son 
constitutivas de violación cuando en la calle a tales 
conductas, lisa y llanamente, como se las llama es vio- 
lación. Al igual que en otras ocasiones, en este Código 
parece que en muchas definiciones se trata de eludir 
una terminología, un «nomen iurisn que a lo largo de 
años estuvo acuñado en los textos punitivos y sigue 
acuñado en la terminología vulgar, en la terminología 
usual, en el léxico de la ciudadanía. En cualquier caso, 
tratamos de modificar el artículo 174 de una manera 
mucho más contundente que la que se contiene en el 
texto del proyecto. En el texto del proyecto se conside- 
ra agresión sexual, y se impone la pena de seis a doce 
años, cuando la agresión sexual consista en acceso car- 
nal, introducción de objetos o penetración bucal o 
anal. Nosotros hablamos del acceso carnal con otra 
persona mediante violencia o intimidación consistente 
en la introducción de objeto o penetración vaginal, bu- 
cal o anal, en cuyo caso proponemos, al igual que en el 
texto del proyecto, la pena de seis a doce años de pri- 
vación. Por tales razones, creemos que queda sensible- 
mente mejorado el texto del proyecto. 

También creemos que queda sensiblemente mejora- 
do el proyecto con nuestra modificación del artículo 
175, para lo cual mantenemos viva nuestra enmienda 
977, con una aclaración o matización que ahora haré. 
Las conductas anteriores -las contenidas en los ar- 
tículos 173 y 174, que son los primeros relativos a las 
agresiones sexuales, rúbrica del capítulo 11, ahora nue- 
vo capítulo 1- serán castigadas con las penas que se 
establecen en el proyecto cuando concurran una serie 
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de circunstancias. Primero, cuando la violencia o inti- 
midación ejercidas revistan un carácter particular- 
mente degradante o vejatorio. Nosotros creemos que 
hay que invertir los términos de la expresión y decir: 
«Cuando por su carácter degradante o vejatorio los ac- 
tos realizados revistan una especial gravedad». Queda 
sensiblemente mejorado el texto del proyecto. 

En segundo lugar, se establece una sanción especial 
para las anteriores conductas «Cuando los hechos se 
cometan por tres o más personas actuando en grupo)). 
Nosotros proponemos que tal sanción agravada se pro- 
duzca «Cuando la agresión se cometa por dos o más 
personas actuando conjuntamente». A nosotros nos 
parece que es singularmente grave, singularmente rele- 
vante, el hecho de que una violación se verifique ac- 
tuando conjuntamente dos personas, sin necesidad de 
que la agravación de la pena se establezca para el su- 
puesto de que actúen tres en grupo. Nos basta con que 
actúen dos conjuntamente, y creemos que hay que 
aplicar el máximo rigor al hecho de esta agravación, 
que supone una fortaleza especial en quienes la come- 
ten y una situación más acusada de indefensión, de 
debilidad, de impotencia, en el sujeto pasivo de la 
misma. 

Por lo que respecta a la tercera circunstancia, esta- 
mos conformes con lo que se contiene en el proyecto, 
en sus términos literales. No ocurre así en el caso de 
la cuarta circunstancia. En el proyecto se agrava la fi- 
gura cuando el delito se cometiere prevaliéndose de 
su relación de parentesco por ascendiente, descen- 
diente o hermano, por naturaleza o adopción, de la 
víctima. Aquí, sin embargo, sí se acude al parentesco. 
¿Por qué no se acudió al parentesco cuando estába- 
mos hablando del asesinato? Nos parece muy bien 
que se incluya aquí, como también nos parecía bien, y 
lo propusimos infructuosamente, que se incluyera en 
el supuesto del asesinato. En este caso, en que acepta- 
mos la cuarta de las circunstancias que constituyen 
un especial motivo de agravación de la pena, propone- 
mos que lo sea con otra literalidad. Nosotros propone- 
mos que se produzca «Cuando la agresión la realizare 
un ascendiente o descendiente, natural o por adop- 
ción, o hermano de la víctima». Al igual que en el pro- 
yecto, aceptamos que si concurriesen dos o más de las 
anteriores circunstancias las penas previstas se im- 
pongan en su mitad superior. 

En cuanto a la quinta circunstancia, que figura en 
nuestra enmienda y que se viene arrastrando desde 
que se presentaron en la fase inicial al proyecto del 
Código Penal, habida cuenta de que posteriormente 
hubo una aceptación de esta modificación que mante- 
nemos contra la agravación quinta, lógicamente es 
aceptada por nosotros, ya que previamente lo fue por 
la Ponencia. 

Proponemos modificar la rúbrica del capítulo 111 del 
Título VII, que habla de los delitos de exhibicionismo 
y provocación sexual. A nosotros nos parece mucho 
mejor que la denominación de tal capítulo sea la de 

«Delitos contra la formación sexual del menor». La ex- 
presión que proponemos parece preferible a la de pro- 
vocación sexual utilizada en el Código Penal vigente y 
en el proyecto ya que el término provocación da idea 
de incitar a alguien a hacer algo, que cuando es delito 
constituye una forma de participación específicamente 
prevista y definida en el artículo 181 de este proyecto. 
Por el contrario, la modificación que proponemos en- 
cuentra su razón de ser en la esencia misma de la ma- 
teria de prohibición de la conducta castigada como de- 
lictiva ya que lo que se pretende es prohibir todos 
aquellos actos por los cuales el autor inserte a la vícti- 
ma, de forma activa o pasiva, en lo que constituyen ac- 
tos reprobables por no tener el menor completamente 
desarrolladas su personalidad y consciencia sexual. De 
ahí que propugnemos que el texto propuesto no deba 
ser el de los delitos de exhibicionismo y provocación 
sexual sino, atendiendo fundamentalmente al bien ju- 
rídico protegido, el de delitos contra la formación se- 
xual del menor. 

La enmienda 979 ya fue retirada en su día. 
Por lo que respecta a las restantes enmiendas las da- 

mos por defendidas, señor Presidente. 
Para terminar, queremos hacer mención a un nuevo 

artículo que proponemos, que sería el 185 ter, por el 
que, de acuerdo con lo mantenido en nuestra enmien- 
da 990, «En los supuestos tipificados en los capítulos 
111 y IV de este Título, cuando en la realización de los 
actos se utilizaren establecimientos o locales, abiertos 
o no al público, podrá decretarse en la sentencia con- 
denatoria su clausura temporal o definitiva. La clausu- 
ra temporal podrá adoptarse también con carácter 
cautelar». 

Por último, mantenemos la enmienda 991, en la que 
proponemos un nuevo artículo, a continuación del 185 
ter, en el que se establece que «Quienes cometan cual- 
quiera de los delitos tipificados en el presente Título 
prevaliéndose de su condición de funcionario público 
serán castigados además con la pena de inhabilitación 
absoluta de seis a doce años. Igualmente será castiga- 
do además con la pena de inhabilitación especial para 
el ejercicio de la profesión o actividad que realizare el 
particular que prevaliéndose de su ejercicio o con oca- 
sión del mismo cometiera cualquiera de los delitos 
comprendidos en el presente Título». Casos hay en la 
vida práctica, por desgracia, así como justificaciones 
más que sobradas, tanto por las razones determinadas 
en la enmienda anterior como por lo que respecta al 
apartado 2 de los artículos 179 y 180, en los que el 
concepto «funcionario» comprende tanto a la autori- 
dad como a su agente; además parece oportuno utili- 
zar similar rigor adicional refiriéndolo también de ma- 
nera estricta y rigurosa al particular que se prevale de 
su actividad profesional para cometer tan repugnante 
delito o lo realiza, de manera igualmente repugnante, 
con ocasión del ejercicio de su profesión. 

Nada más. Muchas gracias. 



- 
CONGRESO 

8433 - 
28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

El señor PRESIDENTE. Gracias, señor Olarte. 
Enmiendas del Grupo Catalán (Convergencia i 

Tiene la palabra la señora Alemany. 
Unió). 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Voy a manifestar la posición del Grupo Catalán con 
la defensa de las enmiendas que hemos presentado a 
los Títulos VI1 y XI. 

Con referencia al Título VII, ((Delitos contra la liber- 
tad sexual)), quisiera manifestar que nuestro Grupo, a 
lo largo de otras legislaturas y de esta misma, ha pre- 
sentado diversas propuestas y, en este momento, en es- 
te proyecto de Ley Orgánica del Código Penal ya se 
han incorporado propuestas que nuestro Grupo Parla- 
mentario había planteado en anteriores legislaturas. 
De ellas cabe resaltar su importancia para la introduc- 
ción de determinados delitos como homicidio, lesio- 
nes, agresiones sexuales, etcétera, y, sobre todo, para 
un cumplimiento más estricto de la pena inicialmente 
impuesta, teniendo en cuenta el criterio del juez o del 
tribunal y atendiendo también a la alarma y a la per- 
turbación social que el hecho delictivo hubiera produ- 
cido. (Artículo 79.) 

También queríamos aquí hacer mención a la inclu- 
sión como modalidad punible, en los delitos de abusos 
y agresiones sexuales, de la denominada violación bu- 
cal, así como el incremento de las penas establecidas 
para el caso de que la agresión sexual tuviera lugar en 
circunstancias especialmente graves. (Artículos 17 1, 
174 y 175.) 

Se suprime la comisión por imprudencia del delito 
de violación ya que, como siempre ha defendido nues- 
tro Grupo, no se admitiría la introducción de una mo- 
dalidad específica de comisión imprudente de este de- 
lito, lo cual permitiría a la vez rebajar la pena en el 
supuesto de que la víctima fuera un menor de doce 
años o una persona privada de sentido. Para los su- 
puestos en que el violador pueda confundir la edad o 
las circunstancias de la víctima, error de tipo, ya exis- 
ten en la parte general del Código Penal las correspon- 
dientes eximentes o atenuantes. 

No menos importante es la introducción, que hace 
de forma específica, en relación al delito de abusos se- 
xuales cometido en el ámbito laboral, al considerar 
que media una situación de abuso de superioridad. 
(Artículos 170 y 171.) 

Finalmente, cabe mencionar los cambios introduci- 
dos en relación con los delitos relativos a la prostitu- 
ción, toda vez que se introduce la posibilidad de privar 
de patria potestad o de tutela a aquellas personas que 
la tengan sobre un menor que sea incapaz y que no ha- 
gan lo posible para impedir que éste realice conductas 
de exhibicionismo, participe como actor en espectácu- 

los pornográficos o realice cualquier otra actividad 
que implique prostitución. (Artículo 182.3.) 

En relación con nuestras enmiendas que nuestro 
Grupo ha presentado al Libro 11 del proyecto de Ley 
Orgánica del Código Penal, y, concretamente, en lo que 
hace referencia a los Títulos VI1 y XI, cabe señalar que 
se nos ha aprobado la enmienda 1.132, la cual retiraré, 
que modifica el artículo 22 1 del referido proyecto. Con 
esta enmienda pretendíamos tipificar el abandono de 
un menor de dieciséis años, toda vez que se debe tener 
en cuenta que el límite de doce años que se establecía 
en el proyecto de ley era del todo insuficiente para li- 
berar de responsabilidad criminal a quien tuviera la 
obligación legal de realizar la guarda del menor. 

Entrando en las enmiendas que tenemos vivas en es- 
te Título VII, «Delitos contra la libertad sexual)), me re- 
feriré a la enmienda 1.126, que pretende incrementar 
la pena establecida para la comisión del delito de abu- 
so sexual con acceso carnal, sin consentimiento del 
perjudicado y sin violencia o intimidación por parte 
del autor. Este delito, que afecta principalmente a los 
menores de doce años y a las personas privadas de 
sentido o que sufren un trastorno mental, supuestos en 
los cuales se considera siempre que falta el consenti- 
miento, ve incrementada la pena de prisión de seis a 
doce años, ya que el proyecto en su artículo 171 esta- 
blece una pena de prisión de cuatro a diez años, lo 
cual nos parece insuficiente dada la gravedad y las 
consecuencias derivadas del mismo. 

Frente al hecho de que el proyecto de ley abandona 
la utilización del término violación incorporando el de 
agresiones sexuales, nuestro Grupo considera necesa- 
rio mantener la terminología de delito de violación 
porque, por su repercusión social y el conocimiento 
que tiene toda la sociedad nos parece que sería más 
clarificador. Por ello, hemos presentado nuestra en- 
mienda 1.127. 

Con la enmienda 1.128 pretendemos incrementar la 
pena prevista para el tipo general de la violación, agre- 
sión sexual, ya que nuestro Grupo Parlamentario, da- 
da la gravedad del tipo delictivo y la gran reprochabili- 
dad social existente hacia el mismo, considera que la 
pena ha de ser prisión de ocho a catorce años y no de 
seis a doce, tal y como se establece en el artículo 174 
del proyecto de ley. 

Al título XI, «Delitos contra las relaciones familia- 
res), tenemos la enmienda 1.131, que pone de mani- 
fiesto la necesidad de tipificar, dentro del artículo 219, 
aquellas conductas consistentes en dejar de pagar la 
prestación económica de alimentos fijada judicialmen- 
te, a favor de padres, ascendientes y también de fami- 
liares minusválidos, por considerar que éstos deben 
merecer el mismo trato cuando las pagas están esta- 
blecidas bien mediante sentencia o bien mediante re- 
solución judicial. 

Al artículo 213, tenemos una enmienda técnica, que 
propone la siguiente redacción: Los que, eludiendo los 
procedimientos legales de la guarda, acogimiento o 



- 
CONGRESO 

8434 - 
28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

adopción, entregaren a otra persona un hijo o descen- 
diente o cualquier menor, aunque no concurra rela- 
ción de filiación o parentesco, mediante compensación 
económica, para establecer una relación análoga a la 
de la filiación, serán castigados con las penas de pri- 
sión de uno a cinco años y de inhabilitación especial 
para el ejercicio del derecho de patria potestad por 
tiempo de cuatro a diez años. El apartado 2 diría: Con 
la misma pena serán castigados la persona que lo reci- 
biere y el intermediario, aunque la entrega del menor 
se hubiese efectuado en país extranjero. 

La posición de nuestro Grupo tiene su justificación 
en que la redacción del proyecto recogía sólo el su- 
puesto de entrega o recepción de menores mediante 
una compensación económica, pero olvidaba aquellos 
casos en que personas o entidades intervienen en los 
procedimientos como mediadores, y nos parecía que 
esto se tendría que recoger. En algunos casos es muy 
difícil demostrar la contraprestación económica, pero, 
en cambio, no lo es tanto probar la intervención de 
terceras personas en este procedimiento, con o sin áni- 
mo de lucro, en cualquier caso sin las garantías que el 
ordenamiento jurídico establece al respecto. Por otra 
parte, la redacción actual elude aquellos supuestos en 
los que la persona que efectúa la entrega no es el as- 
cendiente, ya que se pueden producir entregas y ventas 
por otras personas que no sean las anteriormente men- 
cionadas, como puede ser el tutor, los parientes o las 
personas que tengan la guardia o custodia del menor. 
El artículo 213 sólo se refiere a la entrega de un hijo o 
descendiente y, por tanto, creemos que debería propo- 
nerse una redacción que tuviera en cuenta la interven- 
ción de otras personas y que abarque cualquier tipo de 
relación o parentesco, sin la limitación que establece 
este artículo. También consideramos importante in- 
cluir el apartado 2 porque en muchas ocasiones el pa- 
go se realiza en el extranjero, y estos casos, aunque to- 
das las transacciones se produzcan en territorio 
estatal, se evitarían si se considerara que los actos pre- 
paratorios de este hecho delictivo se habían cometido 
en el territorio del Estado. De esta manera se penaliza- 
ría la introducción de menores en el Estado español, 
con finalidades adoptivas, mediante compensación 
económica indebida. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Alemany. 
Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 

per Catalunya. Tiene la palabra el señor López Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Señor Presidente, se- 
ñorías, el Título VI1 del proyecto de Código Penal que 
estamos debatiendo trata «De los delitos contra la li- 
bertad sexual». Definitivamente, el proyecto de Código 
-y en esto sigue la reforma que hubo en 1989- aban- 
dona aquella vieja denominación de delitos contra la 
honestidad y considera como bien jurídico a proteger 
el de la libertad sexual. Hay que decir que el conjunto 

de las conductas incriminadas en este título van algo 
más allá de la libertad sexual y hay bienes jurídicos co- 
nectados con la libertad sexual, pero no sólo ellos, que 
están protegidos en este Título VII. 

Es un título -lo dijimos en Comisión- correcta- 
mente concebido, supone un avance modernizador 
respecto a cómo está tratada esta defensa de un bien 
jurídico tan sutil como es la libertad sexual, que no es 
tan fácil de defender por las normas represoras siem- 
pre del Derecho Penal. A pesar de ello y a pesar de que 
ha habido mejoras substanciales en los trámites ante- 
riores, redondeando adecuadamente la regulación de 
este Título VII, nuestro Grupo Parlamentario defiende 
tres enmiendas al mismo que no afectan substancial- 
mente a su regulación general. La primera de ellas es 
la que pretende añadir al artículo 174 la expresión 
“por el delito de violación)). Lo único que pretendemos 
es que en el «nomen iuris)) de este artículo aparezca 
una denominación, que es la que tradicionalmente se 
ha entendido que corresponde al término violación y, 
además, es la que popularmente se identifica con ese 
tipo de agresión sexual. Creemos que no es una venta- 
ja, por lo menos a nuestro juicio tiene más inconve- 
nientes que ventajas, que se haga desaparecer esta de- 
nominación de la violación. Hay que tener en cuenta 
que estamos ante un determinado tipo de agresión se- 
xual. Para empezar, la violación no es un abuso sexual, 
es una agresión sexual en la terminología que emplea 
el proyecto de Código, y, dentro de las agresiones se- 
xuales, son las especialmente graves. El artículo 174 
habla de la agresión sexual «que consista en acceso 
carnal, introducción de objetos o penetración bucal o 
anal» y, en ese caso, la pena es de seis a doce años. Por 
tanto, es el caso de las conductas más graves de agre- 
sión sexual. 

El artículo 173 también habla de agresión sexual, 
pero no de conductas tan graves y por eso la pena pre- 
vista en el mismo para quien catente contra la libertad 
sexual de otra persona, con violencia o intimidación» 
es de uno a cuatro años. Sin embargo, cuando la agre- 
sión consista en las conductas señaladas anteriormen- 
te, la pena pasa de seis a doce años. Esto es lo que cre- 
emos que debe denominarse violación. 

En la enmienda «in vote)) que presentamos en su 
momento en Comisión, y de la cual hacemos una pe- 
queña variación en este momento para situarla al final 
de la redacción, no suprimimos la expresión «agresión 
sexual». Lo que decimos es que cuando la agresión se- 
xual consista en acceso carnal, introducción de objetos 
o penetración bucal o anal, en ese caso, estamos ante 
un delito de violación. A esto hay que llamarlo delito 
de violación. 

Es importante señalar, a efectos de interpretación 
por la jurisprudencia, a la vista de lo que el legislador 
quiso que fuese este artículo -naturalmente, en el su- 
puesto hipotético de que se aprobase esta enmienda-, 
que nosotros creemos que la jurisprudencia sobre la 
violación dominante hasta este momento es restrictiva 
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y que debe ampliarse -por supuesto no limitada a que 
sea el hombre, en todo caso, el que cometa ese delito, 
sino que podría ser la mujer- a las conductas que es- 
tán definidas en el artículo 174. Pero creemos que esta 
ampliación no debe llevarse por delante la desapari- 
ción de una palabra que está bastante consolidada en 
la terminología no sólo jurídica sino coloquial, de lo 
que entienden los ciudadanos y ciudadanas que es una 
violación. Por eso es importante mantener esa palabra, 
aunque aplicándola a las conductas establecidas en el 
artículo 174. No se trata de variar nada del artículo 
174 sino, simplemente, de decir que a eso que se defi- 
ne en el mismo se le llame violación, como conducta 
especialmente grave de agresión sexual, distinta de la 
del artículo 173. 

Al artículo siguiente presentamos la enmienda 724 
que propone su supresión. El artículo 175 es un tipo 
superagravado de agresión sexual. Un tipo superagra- 
vado que, cuando se den las conductas que están esta- 
blecidas en dicho artículo, elevana la pena, en el caso 
de lo que queremos llamar violación, nada menos que 
de doce a quince años. 

Nosotros no estamos por que se rebajen las penas, 
de forma sustancial, a quienes cometan delitos de 
agresión sexual, pero sí creemos que hay que mante- 
ner un principio de proporcionalidad de las penas. Y el 
principio de proporcionalidad de las penas no sólo es 
proporcionar la pena a la gravedad del hecho sino pro- 
porcionar la pena en relación con tipos similares o no 
similares que figuran en el propio Código. Y se va a 
dar el caso, si se aprobase este artículo 175, de que se 
castiga más duramente la violación que el homicidio, y 
creemos que no debe castigarse más duramente la vio- 
lación que el homicidio. No se trata de castigar más o 
menos durante la violación, se trata de proporcionarlo 
a otros tipos establecidos en el Código. El homicidio 
está castigado con diez a quince años de prisión y la 
violación agravada del artículo 175 está castigado con 
doce a quince años. Es decir, la de la violación es una 
pena superior a la del homicidio. Por eso creemos que 
debena proporcionarse esa pena. En este sentido, pre- 
sentamos esta enmienda 724 de supresión de este ar- 
tículo, que en el debate de Comisión anunciamos que 
estaría abierta, por supuesto, a transacción, aunque 
hasta este momento no ha encontrado una acogida su- 
ficiente. 

Conviene señalar a este respecto -y también lo he- 
mos hecho en el día de hoy para otras conductas- que 
cuando las penas resultan desproporcionadas, compa- 
rando con otras conductas tipificadas en el Código Pe- 
nal, hay una resistencia de la jurisprudencia a aplicar- 
las y, por tanto, a encontrar escapatorias para no 
producir resultados que, de una forma muy evidente, 
son injustos en comparación con otras conductas esta- 
blecidas en el Código. Esto es lo que ha hecho que en 
nuestra jurisprudencia, en muchas ocasiones, unida al 
machismo imperante durante tanto tiempo, haya sido 
difícil castigar conductas de violación. La fuerte pena- 

lidad ha sido a veces una coartada para intentar esca- 
parse del Código y no encontrar razones para el casti- 
go. Creemos que hay que proporcionar las penas, y es- 
te es el sentido de nuestra enmienda 724. 

En cuanto a la enmienda transaccional que plantea- 
mos respecto del artículo 175 bis, se trata de comple- 
mentar una buena redacción, que a nuestro juicio hay 
en ese artículo, que tipifica, y es una novedad de este 
proyecto de Código, el llamado acoso sexual. Nuestro 
Grupo presentó en su momento una enmienda que se 
situaba en los delitos contra los trabajadores y que es- 
tablecía el acoso sexual en las relaciones laborales. La 
Ponencia - e s t o  fue un trabajo de Ponencia- introdu- 
jo este artículo 175 bis, ampliando a otras relaciones 
en que hubiera relación de superioridad el acoso se- 
xual. Nosotros aceptamos esta enmienda porque supo- 
nía un avance respecto de lo que no existe en este mo- 
mento, este tipo, pero creemos que debería de 
complementarse con la expresión de coacción o veja- 
ción» que también es una forma de acoso sexual. Así 
venía en la enmienda originaria de mi Grupo, y así es 
como lo planteamos como transacción en la Comisión 
y mantenemos para votación en el Pleno. 

Por último, me voy a referir a la enmienda 737, que 
pretende la supresión del artículo 210. Es una enmien- 
da que se refiere a un título distinto, al Título XI, deli- 
tos contra las relaciones familiares. 

El artículo 210 es un precepto al que no le encontra- 
mos justificación, porque está incluido perfectamente 
en el artículo anterior. El artículo 209 tipifica el cono- 
cido como delito de bigamia: «Contraer segundo o ul- 
terior matrimonio a sabiendas de que subsiste legal- 
mente el anterior». Hay una pena de prisión de seis 
meses a dos años. Pues bien, en el artículo 210 se reite- 
ra esa conducta, se pone la misma pena, pero se dice: 
«El que para perjudicar al otro contrayente celebrare 
matrimonio inválido». No entendemos por qué esa du- 
plicidad de conductas, porque la conducta del 2 10 está 
ya incluida en el 209. Por tanto, nos parece que cuan- 
do en el 209 están recogidos los supuestos relevantes, 
es innecesario el artículo 2 1 O. 

Gracias, señor Presidente. 

- 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Ga- 

Enmiendas del Grupo Vasco, PNV. Tiene la palabra 
rrido. 

el señor Olabam’a. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, 
mi grupo retira la enmienda número 44 relativa al ar- 
tículo 175.1 del proyecto de ley y la enmienda número 
45, relativa al número 5 del artículo 175 de este pro- 
yecto de ley. 

En relación al artículo 176, señor Presidente, vamos 
a hacer una argumentación más detenida, más porme- 
norizada. Es un artículo que a nuestro Grupo le preo- 
cupa sobremanera en su configuración actual. Es el 
primero de los preceptos que están ubicados en el Ca- 
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pítulo 111, relativo a los delitos de exhibicionismo y 
provocación sexual, y la conducta que se sanciona o 
que se penaliza y el bien jurídico que se protege no se 
deduce con claridad de una interpretación, de una exé- 
gesis del precepto. En este momento nosotros tenemos 
grandes dudas de interpretación, dudas hermenéuticas 
sobre qué conducta se está reprochando penalmente 
con una configuración literal de este tenor y sobre qué 
bien jurídico se está protegiendo, porque el tenor lite- 
ral del precepto es el siguiente: «El que ejecutare o hi- 
ciere ejecutar a otros actos de exhibición obscena ante 
menores de dieciséis años o deficientes mentales, será 
castigado con la pena de multa de tres a diez meses». 
Aquí nos encontramos con dos elementos que debe- 
mos diferenciar necesariamente. Efectivamente, existe 
un bien jurídico que corresponde a los menores de die- 
ciséis años -y seguramente a los mayores de dieciséis 
años- a no tener que observar necesariamente esce- 
nas de esta naturaleza, actos de exhibición obscena. 
Esto lo corrige o lo regula correctamente el precepto, 
con la duda conceptual que nos asiste, señor Presiden- 
te, de por qué no los mayores de dieciséis años tam- 
bién -por lo menos en determinada franja de edad o 
hasta determinada edad- deben ser protegidos con- 
tra la observación obligaroria de escenas de esta natu- 
raleza, de actos de exhibición sexual obscenos. Pero, 
por otra parte, existe, además de este bien jurídico 
protegible, una conducta que debe ser típica y que, a 
tenor de lo que se establece en este precepto, resulta 
en estos momentos atípica, no genera reproche puniti- 
vo en nuestro ordenamiento penal, cual es la de ejecu- 
tar -y sobre esto tenemos algunas dudas-, obligar a 
ejecutar a otros actos de exhibición obscena. ¿Cómo 
este Código Penal - é s t a  es la pregunta, señor Presi- 
dente- puede dejar de considerar una conducta re- 
prochable penalmente, una conducta típica, el hecho 
de obligar a otra persona a ejecutar actos de exhibi- 
ción obscena? Esto es algo que merece un indubitado 
reproche social, y esto debe constituir una conducta tí- 
pica en nuestro ordenamiento punitivo, y el tenor lite- 
ral del precepto destipifica esta conducta en estos mo- 
mentos. Se protege un bien jurídico de forma 
insuficiente, en nuestra opinión: el derecho de los me- 
nores de dieciséis años a no tener que observar actos 
de exhibición obscena, pero no se reprocha, no se san- 
ciona, no se penaliza la conducta consistente en obli- 
gar a otro a realizar actos.de exhibición obscena, y es- 
ta obligación debe ser una conducta típica y 
reprochable penalmente. 

En relación a la enmienda 47, relativa al artículo 
179.1, delitos relativos a la prostitución, mi Grupo Par- 
lamentario pretende añadir una alocución nueva en la 
parte inicial del precepto, en el primer párrafo del pre- 
cepto, cuyo tenor literal es el siguiente: «El que induz- 
ca, promueva, favorezca o facilite la prostitución.. . )> 

Nosotros incorporm’amos, tras la expresión «prostitu- 
ción», «O corrupción de una persona menor de diecio- 
cho años». El resto del precepto quedaría igual. La 

opinión de mi Grupo es que también se debe repro- 
char penalmente, también se debe considerar una con- 
ducta penalmente típica la consistente en iniciar a me- 
nores de edad, a menores de dieciocho años en este 
caso, en conductas o en prácticas sexuales aberrantes. 
No otra cosa; esto es la corrupción. Y nos parece tan 
reprochable penalmente iniciar a un menor de diecio- 
cho años en prácticas de prostitución como iniciar a 
un menor de dieciocho años en conductas sexuales 
aberrantes, en prácticas de corrupción. Nosotros en- 
tendemos que se define mejor el tipo penal de esta ma- 
nera, con esta adición que mi Grupo Parlamentario 
pretende, que se protegen los bienes jurídicos atinen- 
tes a este precepto de forma mucho más eficiente y 
que esto debía ser fruto de una reflexión complemen- 
taria por parte del Grupo mayoritario de la Cámara. 

Por último, señor Presidente, en relación al artículo 
184, que es un artículo que ya está en el capítulo de las 
disposiciones comunes a los capítulos anteriores, a to- 
dos los delitos, a todos los tipos contra la libertad se- 
xual, la opinión de mi Grupo -y que ha venido mante- 
niendo reiteradamente en trámites anteriores- es que 
estos delitos no deben ser perseguibles sólo a instancia 
de parte y, por tanto, pretendemos la supresión de este 
precepto. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabam’a. 
¿Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista, 
tiene la palabra el señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta va a dividir su intervención en este bloque de tal 
manera que la señora Carmen del Campo intervendrá 
en relación con las enmiendas planteadas al Título XI 
y yo lo haré en relación con las enmiendas que han si- 
do defendidas al Título VII, que, como aquí ya se ha 
dicho, se refiere a los delitos contra la libertad sexual. 

Respecto al Título VII, si mis cálculos no fallan, se 
mantienen vivas veintinueve enmiendas; de manera 
que, señor Presidente, me va a ser imposible, en el 
tiempo de que dispongo, referirme de manera porme- 
norizada a todas y cada una de ellas. Por tanto, pido 
excusas a los señores portavoces por esta actuación, 
no lo vean como una descortesía, sino solamente como 
un intento de organizar mi intervención de una mane- 
ra coherente y ajustada al tiempo de que dispongo. 

Para empezar, señor Presidente, quiero proponer 
una enmienda transaccional, aunque en realidad es 
una enmienda que lo único que hace es aportar unas 
ciertas mejoras técnicas, al artículo 184.1. Este artícu- 
lo, señor Presidente, es el que se refiere a las condicio- 
nes de procedibilidad para poder actuar en delitos 
contra la libertad sexual. En el texto inicial el proyecto 
establecía necesariamente la acción exclusiva a instan- 
cia de parte, es decir, a instancia de la persona agravia- 
da. A este artículo había, si no recuerdo mal, por lo 
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menos la enmienda 986, de Coalición Canaria, y la 48, 
del Partido Nacionalista Vasco, enmiendas que fueron 
hechas suyas y defendidas en Comisión por el señor 
López Garrido, y como consecuencia de ello llegamos 
a un texto transaccional que es el texto del actual ar- 
tículo 184.1. 

Pues bien, sgñor Presidente, respecto a ese texto 
quiero solamente decir un par de cosas. La primera, de 
una manera, por así decirlo, coloquial: que tengamos 
en cuenta que estamos introduciendo el criterio de 
oportunidad en la actuación del ministerio fiscal y que 
posiblemente esto nos obligará, en su día, a reformar 
el estatuto orgánico del ministerio fiscal, que en la ac- 
tualidad solamente puede actuar con criterios de ex- 
clusiva legalidad. Esto, señor Presidente, considera- 
mos que es absolutamente imprescindible. Pensamos 
que ya es bueno que el ministerio fiscal, como las 
otras partes, vaya adecuándose a una actuación más 
flexible en el proceso penal. De hecho lo está haciendo; 
de hecho, actualmente, en el procedimiento abreviado, 
el ministerio fiscal está actuando un poco como un fis- 
cal anglosajón y está negociando y está llegando a pro- 
cedimientos de composición con las partes y, por tan- 
to, no es malo que en este aspecto también se permita 
al ministerio fiscal decidir si sustituye a la parte agra- 
viada en la querella de acuerdo con criterios de opor- 
tunidad, es decir, valorando, ponderando la existencia 
de los intereses en presencia, y además ponderando 
que hay también un derecho a la intimidad personal y 
familiar, que es un derecho constitucional que se ha de 
tener en cuenta a la hora de pensar si se sustituye la 
acción de la víctima en este tema. 

Pues bien, señor Presidente, nuestra enmienda tran- 
saccional, que ya tienen todos los Grupos en su poder, 
lo único que hace es mejorar técnicamente lo que se 
aprobó en Comisión, en dos sentidos: por una parte, 
añadimos la referencia al delito de acoso sexual, que 
se nos olvidó en Comisión; por otra parte, insistimos 
en que la acción del ministerio fiscal no puede ser, co- 
mo dice el texto de Comisión, acusación, sino que de- 
be ser querella, porque si decimos acusación estare- 
mos afirmando que el ministerio fiscal esto sólo lo 
puede hacer ya iniciado el proceso, en la fase previa al 
juicio oral, y lo que queremos es que el ministerio fis- 
cal pueda iniciar el proceso y para hacerlo ha de ser 
mediante querella. Esta es la transacción que presenta- 
mos, señor Presidente, que espero que no plantee nin- 
gún problema. Repito, es una simple modificación téc- 
nica, aunque nosotros la presentamos como transac- 
ción con las enmiendas 986, de Coalición Canaria, y 
48, del Partido Nacionalista Vasco. 

Aclarado este primer punto, señor Presidente, voy a 
entrar ya más directamente en la réplica a las enmien- 
das que han sido defendidas en este turno y empezaré 
por aquella que tiene, sin duda, más calado material, 
me refiero a la enmienda número 338, del Grupo Par- 
lamentario Popular, que lo que pretende es modificar 
radicalmente toda la estructura, el contenido y las pe- 

nas de este Título VII, al menos de los capítulos 1 y 2, 
que son los más importantes. 

Señor Presidente, me encuentro ante esta enmienda 
con un primer problema, y es que, para empezar, no es 
una enmienda en el sentido que da a la palabra nues- 
tro Reglamento, porque no es una enmienda escrita, 
no está estructurada. El artículo 110.4 de nuestro Re- 
glamento exige que las enmiendas que sean de modifi- 
cación o de adición traigan el texto escrito, y aquí no 
hay ningún texto escrito. Es más: no solamente no hay 
un texto escrito, es que tampoco sabemos cómo se PO- 

dría escribir. LO que hace la enmienda del Grupo PO- 
pular es dar unas directrices bastante abiertas, bastan- 
te genéricas y de muy difícil aplicación, sobre cómo se 
podrían redactar los Capítulos 1 y 11 en el caso de que 
la enmienda fuera aprobada, con lo cual, señor Presi- 
dente, yo creo que nos encontraríamos con un tremen- 
do problema, porque, en el caso hipotético de que esta 
enmienda fuera aprobada, no habríamos aprobado na- 
da, no tenemos escrito y, por tanto, yo no sé qué po- 
drían hacer los servicios de la Cámara con esta en- 
mienda, no la iban a escribir ellos, porque, repito, no 
es una enmienda mecánica que se escriba sin más, no 
se puede hacer con facilidad. Lo que ustedes propo- 
nen, señor Pillado, en su enmienda es, sencillamente, 
sustituir el texto del proyecto por el actualmente vi- 
gente, con las penas que se contemplan en éste, pero 
adaptándolas a la sistemática del proyecto, excepción 
hecha de la duración de las mismas. 

Usted señor Pillado, que sin duda ha podio compro- 
bar el texto a doble columna que ha editado el Ministe- 
rio de Justicia e Interior con el Código Penal vigente y 
el proyecto, se dará cuenta de que esto no se puede ha- 
cer con tanta facilidad, porque la sistemática es com- 
pletamente diferente, porque las cosas no coinciden. 
Yo podría detener mi intervención aquí con respecto a 
esta enmienda. La respuesta está dada: es de imposible 
aplicación. Pero no se preocupe, señor Pillado, no voy 
a escurrir el bulto, por supuesto que voy a entrar en el 
fondo de la cuestión, porque su enmienda lo merece, 
es una enmienda importante y de contenido y merece 
que entremos en el fondo de la cuestión, pero repito 
que es difícilmente entendible en su propia formula- 
ción y de muy difícil aplicación. 

Lo que al final queda claro en esta enmienda es que 
ustedes lo que pretenden es volver al texto actualmente 
vigente, no sé cómo, porque dicen que adaptando la 
sistemática al actual, en unas cosas sí y en otras no, 
pero lo que pretenden básicamente, y esto sí que se en- 
tiende, es volver al texto actualmente vigente. El señor 
Pillado, al hacer la defensa de ese texto actualmente vi- 
gente, en contra de lo que suele hacer habitualmente, 
no ha podido evitar un cierto derrapaje demagógico 
cuando nos ha dicho una cosa que no es cierta, como 
que con este proyecto los violadores saldrán a la calle 
mucho antes que con el Código Penal actualmente vi- 
gente, que si ya salen pronto -d ice  usted- con el Có- 
digo Penal vigente, ahora saldrán mucho antes. Ade- 
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más, nos ha dicho que son solamente cuatro años. Va- 
mos a leer el texto con seriedad, señor Pillado, porque 
usted lo conoce sin duda. Uno a cuatro años es sola- 
mente en abusos sexuales que no se hayan producido 
con ningún tipo de agravante. Esto no es violación. 
¿Verdad que usted comprende que esto no es viola- 
ción? Esos mismos abusos sexuales en los cuales no 
haya penetración carnal y cuando ya se hacen de 
acuerdo con algún tipo de agravante ya se van a los 
diez años de pena máxima. Es más: lo que usted llama 
violación -que en el Código Penal actual todavía se 
mantiene como «nomen iuris» y que en el proyecto de- 
saparece-, que es lo que el proyecto califica como 
agresión sexual con acceso carnal, tiene una pena de 
hasta doce años; de cuatro, nada. Artículo 174: «Cuan- 
do la agresión sexual consista en acceso carnal, intro- 
ducción de objetos o penetración bucal o anal, la pena 
será de prisión de seis a doce años». Esto es lo que us- 
ted llama violación. Por tanto, de cuatro años, nada. 
Es más: léase el artículo siguiente. Cuando se dan una 
serie de causas agravantes que están previstas en el ar- 
tículo siguiente, 175, tales como que la violencia o inti- 
midación se ejerza de tal manera que revista un carác- 
ter particularmente degradante o vejatorio; cuando la 
víctima fuera una persona especialmente vulnerable 
por razón de su edad, enfermedad o situación; cuando 
el autor haga uso de medios especialmente peligro- 
sos ... ya nos vamos a quince años. ¿Le parece a usted 
poco quince años? Es una de las penas más altas que 
hay en el Código, tan alta como el homicidio agravado. 
¿Qué pretende usted, que castiguemos con más grave- 
dad lo que usted llama violación que el homicidio 
agravado, el antiguo asesinato? ¿Vale más lo que usted 
llama honestidad que la vida? Yo creo que no. Yo creo 
que un valor superior al de la vida no lo podemos en- 
contrar en nuestro ordenamiento y, por lo tanto, señor 
Presidente, creo que esta exigencia no puede ser aten- 
dida; mas aún si tenemos en cuenta que en ese tema el 
proyecto, y el Grupo Socialista que lo defiende, está en 
un término medio, porque acabamos de escuchar, por 
ejemplo, al señor don Diego López Garrido que, al 
contrario de lo que dice usted, considera que las penas 
son demasiado altas y su enmienda de supresión del 
artículo 175 propone sencillamente suprimir este exce- 
so -así él lo considera- de penas y bajarlas. Estamos, 
pues, en un término medio, señor Presidente, y nos pa- 
rece que, desde este punto de vista, no se puede, en ab- 
soluto, avanzar por esta vía. 

Señor Presidente, quiero decir algo más al respecto, 
porque no se trata aquí solamente de un problema de 
sistemática ni solamente de un problema de agrava- 
ción de penas. En realidad -y aquí ya se ha dicho por 
alguno de los señores portavoces que han intervenido 
con anterioridad-, el proyecto de Código Penal que 
estamos discutiendo, en este Título VI1 realiza una op- 
ción completamente nueva, que se basa en una con- 
cepción que supera la que habíamos tenido hasta este 
momento en nuestro ordenamiento penal positivo. El 

proyecto pretende avanzar y profundizar en la línea 
que ya se inició con la reforma del año 1989. Se trata 
de superar una concepción, que muchos creemos tras- 
nochada, de estos delitos, en la que básicamente el 
bien jundico que se protegía era lo que se llamaba la 
honestidad. Incluso se hablaba hasta hace 15 años so- 
lamente de la honestidad de la mujer honesta y a veces 
incluso de la doncella; a la otra no había que proteger- 
la. Ya sé que esto se superó hace 15 años, no tantos. Se 
trata de sustituir esta concepción por otra que lo que 
busca es proteger un bien jundico que para nosotros 
es más importante, señor Presidente, señor Pillado: el 
bien jurídico de la libertad, y concretamente, en este 
caso, el bien jundico de la libertad sexual, es decir, del 
derecho que tiene toda mujer y todo hombre a autode- 
terminar libremente su conducta sexual y a hacerlo 
con toda libertad, sin recibir coacciones ni injerencias 
de ningún otro tipo. 

Por todo ello, señor Presidente, nos parece que la 
concepción que subyace de esta enmienda, con todos 
los respetos, no es la que implica el proyecto y, por lo 
tanto, hacer lo que propone la enmienda, que es intro- 
ducir en la sistemática del proyecto aspectos del Códi- 
go Penal vigente, a lo único que conduciría es a una 
absoluta y tremenda confusión. Lo que pretende evitar 
la enmienda se crem’a todavía mucho más. Eso sí que 
sería confusión. Hacer lo que proponen ustedes, que 
es, manteniendo la sistemática del proyecto, ir intro- 
duciendo, a veces como «nomen iurisn, a veces como 
pena, aspectos del Código Penal vigente, eso sí que se- 
ría realmente confuso. Para eso, señor Pillado, preferi- 
na  que mantuviésemos el texto íntegro del Código Pe- 
nal vigente, no lo que ustedes proponen, que sería 
mezclar dos cosas que son absolutamente imposibles 
de mezclar. 

En cuanto a su enmienda 339, señor Pillado, la con- 
testo con mucha rapidez. No hay locales especiales pa- 
ra menores. ¿Cuáles son estos locales especiales para 
menores, señor Pillado? No existen. En nuestro orde- 
namiento, en nuestro país, como en todos los países 
del mundo, hay o bien locales en los cuales está prohi- 
bida la entrada a menores o bien locales en los que no 
está prohibida la entrada a menores, pero no hay loca- 
les especiales para menores. Por lo tanto, no tiene nin- 
gún sentido que estos locales también se tengan que 
cerrar. Se cierran todos aquéllos en los cuales se han 
podido cometer esos delitos y no hay locales especiales 
para menores. 

Señor Presidente, por estas mismas razones -y aho- 
ra voy a entrar en un tema que no es solamente del 
Grupo Popular, sino de muchos otros Grupos-, no po- 
demos aceptar, no podemos votar favorablemente las 
propuestas que hemos escuchado, que pretenden in- 
cluir, concretamente en el artículo 174, el «nomen iu- 
r isn de la violación, y éste sí que es un tema que no so- 
lamente tiene calado material, sino que también es un 
tema de concepción. Se trata básicamente de una par- 
te de las enmiendas 1.127 y 1.128, de Convergencia i 
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Unió, pero también de una enmienda transaccional 
que ha presentado el señor López Garrido, en nombre 
de Izquierda Unida y, por lo que aquí he oído, de una 
posición que mantienen los demás Grupos. Parece ser 
que en este aspecto el Grupo Socialista es el único que 
defiende la posición que voy a explicar ahora. Todos 
los demás pretenden, todos ustedes pretenden recupe- 
rar el «nomen iurusx de violación en el artículo 174. 
Señor López Garrido, creo que usted lo ha defendido 
con muy poca coherencia con su posición anterior. Us- 
ted ha hablado aquí en más de una ocasión de que el 
texto en este Título VI1 responde a una sistemática 
bien concebida, modernizadora; ha hablado de la ne- 
cesidad de avanzar en la protección del bien jurídico 
libertad sexual y, en cambio, cuando usted aquí habla 
de mantener el ((nomen iurusn de la violación me pare- 
ce que no es coherente, con toda la honestidad, con el 
discurso que usted está manteniendo. 

Ya sabemos perfectamente que cuando aquí se habla 
en las enmiendas que se han defendido de mantener la 
expresión «violación» en el artículo 174 solamente se 
nos está haciendo una propuesta nominalista, esto ya 
lo sabemos; no se trata de una cuestión de fondo y de 
contenido. Las enmiendas que aquí se han presentado 
en absoluto modifican el tipo del artículo 174. Lo úni- 
co que dicen es que a eso le tenemos que llamar viola- 
ción; asi queda claro el tema. Lo que dicen es que a 
eso se le llame violación, pero no cambian la pena. 
Perdón, sí, la enmienda del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió) sí cambia la pena, la eleva yo creo 
que hasta límites excesivos, y esa es una de las razones 
por las cuales votaremos en contra. Pero, aparte de 
eso, lo que aquí defiende el señor López Garrido es 
mantener el tipo, mantener la pena, mantenerlo todo; 
sin embargo, a esto que el proyecto llama agresión se- 
xual con acceso carnal denominarle violación. 

Bien. ¿Por qué no vamos a poder aceptar esta en- 
mienda? Señor Presidente, comprendemos que es un 
problema de nombre, pero también de algo más, por- 
que detrás de éstos hay concepciones que querríamos 
superar, señor Presidente, no nos engañemos. 

El término violación en nuestro Derecho Penal posi- 
tivo tiene unas connotaciones muy claras y reponde a 
una concepción de todos conocida. Históricamente, 
siempre -y hoy todavía podríamos recordar senten- 
cias que así lo hacen-, violación ha sido entendida co- 
mo penetración vaginal; solamente eso. Eso es lo que 
desde hace cien años o más en nuestro Derecho Penal 
positivo ha sido la violación -la penetración vaginal, 
generalmente con intimidación-, de tal manera que 
no podía violarse a un varón -estaba claro que no, 
porque a un varón no se le puede penetrar vaginal- 
mente, porque, por mucho que se quiera, la naturaleza 
nos lo impide- ni tampoco se llegaba a adoptar como 
violación determinadas formas de relación sexual que 
no tenían violencia ni intimidación. ¿Por qué? ¿Por 
qué se hacía esto? Sencillamente, señor Presidente, 
porque lo que se pretendía no era proteger la libertad 

sexual en general, la libertad sexual de todos. Lo que 
se pretendía era proteger y defender un determinado 
concepto de la sexualidad conectado con la función re- 
productora de la mujer. Así está y así de claro. Y, por lo 
tanto, esta expresión violación ciertamente nos parece 
que no se corresponde con el contenido de lo que defi- 
ne el artículo 174. 

El señor PRESIDENTE Señor Jover, le ruego con- 
cluya. Tiene que intervenir todavía la señora.de1 Campo. 

El señor JOVER PRESA Tiene razón, señor Presi- 
dente. Por lo tanto, nosotros no vamos a poder aceptar 
este tipo de enmiendas. 

Quiero simplemente en dos minutos referirme a 
otras dos enmiendas; una, la número 724, de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, y otra, la enmienda «in 
voce» que se presentó en Comisión al nuevo artículo 
175 bis. 

La primera yo creo que tiene una fácil respuesta. El 
argumento que se utilizó en su momento y que se ha 
vuelto a utilizar ahora es que el artículo 175 agrava las 
penas de una manera exagerada, pero, a mi juicio, el 
problema no es ése,no es que agrave las penas o no. El 
artículo 175 define cinco causas, cinco circunstancias 
que agravan el delito de agresión sexual en su caso. 
¿Estas cinco causas están inventadas, tienen una razón 
de ser o no? ¿Son causas que realmente se han de te- 
ner en cuenta a la hora de modular la pena, sí o no? Yo 
creo que sí. Repasando todas ellas, nos encontramos 
con cinco causas que están directamente conectadas 
con el delito del que estamos hablando, con el delito 
de agresiones sexuales, y que, en la medida que agra- 
van el reproche que se le ha de hacer a este delito, ob- 
viamente han de agravar la pena, claro que sí, pero no 
es cierto que la pena sea superior a la de homicidio 
agravado, al menos la pena en su grado máximo -15 
años-; es la misma que hay para el homicidio agrava- 
do. El señor Pillado querría que la pusiésemos alta. 
Usted, señor López Garrido, pretende bajarla. Creo 
que estamos en el término medio. 

Finalmente, por lo que se refiere a la transacción 
presenta por Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya 
al nuevo artículo 175 bis nuevo -perdón por lo de 
nuevo, por la repetición-, relativa al famoso delito de 
acoso sexual, aquí yo tengo que manifestar una cierta 
sorpresa, porque la impresión que yo tenía era que el 
Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya en es- 
te aspecto lo que pretendía era tipificar el delito de 
acoso sexual de la manera más amplia posible. En la 
práctica, lo que hace es proponer una redacción que li- 
mita, que reduce el ámbito de aplicación de casos en 
los cuales se podrá tener en cuenta la existencia o no 
de este delito. 

¿Por qué? Este delito ¿a qué se refiere? Dice textual- 
mente el artículo 175 bis (nuevo): «El que solicitare fa- 
vores de naturaleza sexual, para sí o para un tercero, 
prevaliéndose de una situación de superioridad labo- 
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ral, docente o análoga, con el anuncio expreso o tácito 
de causar a la víctima un mal relacionado con las legí- 
timas expectativas)) de que dispone. Todos sabemos a 
qué nos estamos refiriendo. Usted, señor López Garri- 
do, nos propone que además se añada: amediante veja- 
ción o coacción)). Es decir, si no hay vejación o no hay 
coacción, entonces, en su opinión, no habrá delito de 
atoso sexual. 

Creo que estamos confundiendo las cosas. Lo que 
todos estamos entendiendo como delito de acoso se- 
xual no es una vejación o coacción, es una insistencia, 
es la insistencia del pelmazo o la pelmaza que en el 
trabajo, en la universidad o en cualquier tipo de rela- 
ción está continuamente pidiendo favores sexuales, pe- 
ro no vejando ni coaccionando, porque si veja y coac- 
ciona, entonces quizá lo que tendríamos sería un 
delito de abusos sexuales en grado de tentativa; en gra- 
do de tentativa, porque ciertamente no se ha produci- 
do el resultado. Por tanto, su propuesta, con todos mis 
respetos, en mi opinión, lo que hace es sencillamente 
limitar el ámbito de aplicación y, por tanto, señor Pre- 
sidente, no vamos a votarla favorablemente. 

En todo caso, aunque quedan enmiendas a las que 
puedo responder, lo haré posteriormente, en el segun- 
do turno, si se me da ocasión para ello. 

Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Jover. 
Señora Del Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Gracias, señor 
Presidente. 

Señonas, trataré de responder brevemente a las en- 
miendas al título XI de este proyecto de ley. 

Sin más preámbulo, quisiera hablar, en primer lu- 
gar, de la enmienda que el Grupo Popular mantiene al 
artículo 209. Señor Pillado, su grupo pretende supri- 
mir del texto del proyecto, en la bigamia, la expresión 
«a sabiendas)). Ya hemos dicho repetidas veces que no 
estamos de acuerdo con esta supresión precisamente 
porque queremos castigar en el delito de bigamia tan 
sólo el dolo directo, no el posible dolo eventual. El do- 
lo eventual, señor Pillado, es posible en la bigamia, in- 
cluso no es raro, porque puede producirse con bastan- 
te facilidad en casos de sentencias extranjeras de 
divorcio. Además, si considera usted la jurisprudencia, 
con la redacción actual del código, que no incluye esta 
expresión, se ha penado el dolo eventual en la Senten- 
cia del Supremo de 26 de septiembre de 1963 e inclu- 
so, lo que usted consideraba imposible, se ha penado 
también la imprudencia. Por ello mantendremos esta 
expresión y no somos partidarios de reformar el texto 
de1 artículo. 

Sobre matrimonios inválidos queda pendiente la en- 
mienda 737, de Izquierda Unida. Pretende la supresión 
del artículo que se refiere al matrimonio inválido. He- 
mos hablado también con anterioridad, señor López 
Garrido, de que no todos los matrimonios inválidos 

son bígamos. Hay matrimonios inválidos como aque- 
llos que se contraen entre colaterales por consanguini- 
dad, el del menor no emancipado o el que se contrae 
por error en la persona del otro cónyuge que, sin ser 
bígamos, son inválidos. Estos matrimonios son, ade- 
más, convalidables bien por dispensa ulterior o bien 
por un período ulterior de convivencia tras haber cesa- 
do el error o el miedo y constituyen, por tanto, un su- 
puesto completamente distinto del matrimonio bíga- 
mo del artículo 209. Precisamente por ello se recogen 
en artículos diferentes y, además, en el mismo se esta- 
blece la exención de pena si el matrimonio fuera con- 
validado posteriormente, exención que no tendría nin- 
gún sentido recoger en el supuesto del 209. 

El señor Pillado ha defendido, en nombre del Grupo 
Popular, dos enmiendas, la 360, al artículo 212, y la 
273, al artículo 225. Señor Pillado, quisiera recordarle 
que en ambos casos aprobamos en Comisión textos de 
enmiendas «in vocen del Grupo Socialista que, con al- 
gún matiz, con alguna corrección, recogían lo sustan- 
cial de las pretensiones del Grupo Popular. Esperába- 
mos sinceramente que estas enmiendas hubieran sido 
retiradas antes de llegar al trámite de Pleno, pero las 
diferencias que se mantienen con el actual texto del 
dictamen son mínimas y, de todas formas, esas dife- 
rencias no las aprobaremos. 

En cuanto al tráfico de niños, las conductas que re- 
coge el artículo 213 del proyecto, el Grupo Popular 
pretende un aumento de las penas de inhabilitación 
especial que nos parece exagerado, sobre todo cuando 
actúa sobre una pena ya alta, como es la que tiene el 
proyecto de ley, y teniendo en cuenta que, además, son 
inhabilitaciones que deben sumarse a penas de pri- 
sión, las penas de prisión que recoge este mismo ar- 
tículo 2 13. También pretenden ustedes, señorías, que 
el cierre de las guardenas o colegios que se hayan po- 
dido utilizar para cometer este delito de tráfico de ni- 
ños sea siempre definitivo y, sinceramente, tampoco 
estamos de acuerdo. 

Señor Pillado, no es lo mismo que el trabajador de 
una guardería, o un educador, aprovechando que tra- 
baja en ese centro cometa el delito utilizando el cen- 
tro, un aprovechamiento ocasional del centro como ta- 
padera, a que el centro sea pura y exclusivamente una 
tapadera para una actividad destinada a cometer. ese 
tipo de delitos. Son diferencias sustanciales y nosotros 
queremos que el juez tenga la posibilidad de valorar 
esas diferencias y actuar en consecuencia. 

Sí aceptaremos, en cambio, la enmienda técnica que 
ha presentado Convergencia i Unió. Nos parece que 
constituye un instrumento adecuado para tratar algo 
que posiblemente fuera un olvido del proyecto de los 
ponentes, y un olvido de la Comisión, como es el tráfi- 
co internacional de niños. 

Su enmienda 362, señor Pillado, nos parece que con- 
tiene una exacerbación punitiva inaceptable, puesto 
que el facultativo, autoridad o funcionario que contri- 
buya a la comisión de estos delitos, siendo cómplice ya 
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tiene penas de autor, aunque sólo sea cómplice y, ade- 
más, inhabilitación especial. Por otro lado, reconozcan 
S S .  S S .  -y ya lo dijimos en otros trámites- que esa 
expresión «pena en grado máximo» no tiene ningún 
sentido en este proyecto de ley. 

En cuanto a la inducción de menores al abandono 
de domicilio, señorías, tampoco somos partidarios de 
la elevación de pena. Creemos que si hay concurso con 
otras conductas delictivas la pena se elevará en virtud 
de ese concurso y no por penar exclusivamente esta 
conducta con prisión mayor. 

También nos parece hasta cierto punto irónica la en- 
mienda que plantea el Grupo Popular al artículo 218. 
Pretenden SS. SS. que, en los casos de abandono de fa- 
milia en que no se presta la asistencia legalmente debi- 
da para el sustento a los familiares inmediatos, para 
que esta conducta constituya delito sea necesario que 
medie requerimiento fehaciente, incluso argumentan 
que se puede dejar de prestar la asistencia indispensa- 
ble para la vida a la familia por despiste, ha argumen- 
tado usted, señor Pillado. Reconózcame que es un des- 
piste un tanto exagerado. 

De todas formas, estén tranquilos, porque si cupiera 
en algún ser humano tal capacidad de despiste, el pro- 
yecto, mientras no se especifique lo contrario, sólo 
castiga conductas dolosas. 

El señor PRESIDENTE: Señora Del Campo, le rue- 
go concluya. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Concluyo, señor 
Presidente. 

Creemos que la pretensión de incluir el impago de 
pensiones en los supuestos de separación amistosa no 
tiene cabida en el artículo 219 y está recogida ya en el 
218, así como creemos que está recogida, en ese mis- 
mo artículo, la pretensión de la enmienda 1.131, de 
Convergencia i Unió. 

Tampoco somos partidarios de modificar el sistema 
de penas en el abandono de menores ni elevarlas en 
una conducta sin duda más leve coma es el abandono 
temporal. 

Por último, por lo que hace, a la enmienda 365, al 
artículo 2 17 bis, nos opondremos totalmente a ella, se- 
ñorías. Creemos que promover la declaración de inca- 
pacitación de un presunto incapaz no es una obliga- 
ción de los familiares, sino una posibilidad que los 
familiares tienen; posibilidad que, por diversos moti- 
vos, incluido a veces un cariño equivocado, no ejerci- 
tan, pero que por no ejercitarla no puede ser penada. 

Por otra parte, en la redacción transaccional que 
han ofrecido en Comisión quedan lagunas que no han 
sabido llenar, como saber cuándo es perjudicial para 
un presunto incapaz que no se inste esa declaración de 
incapacidad o hablar de que el no instar esa declara- 
ción afecte negativamente a otras personas, cuando re- 
almente esa afección negativa normalmente será de ti- 

po patrimonial y estará contemplada en el Título XII 
como una infracción del tal clase. 

Por tanto, señorías, nos opondremos también a esta 
enmienda, como nos hemos opuesto en otros trámites, 
y con ello señor Presidente, concluyo mi intervención. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Del Campo. 
Señor Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente, y muy brevemente. 

En cuanto a la enmienda 338, relativa a los capítulos 
1 y 11 del título VII, es decir, a los delitos contra la li- 
bertad sexual, prescindiendo de los problemas técni- 
cos o formales que pueda tener la enmienda, creo que 
el ponente socialista que me replicó la ha entendido 
perfectamente, la prueba es que ha entrado en el fondo 
del asunto. La enmienda se refiere, por una parte, a la 
terminología clásica de violación y estupro. Entiendo 
que la terminología debe mantenerse, al menos en 
cuanto a la violación, que comprende naturalmente el 
acceso carnal y las diversas formas de penetración, en 
lo cual están de acuerdo los demás grupos de esta Cá- 
mara. Sin embargo, la enmienda va mucho más lejos 
de la terminología, como ya expuse. Me refiero a la 
sensible rebaja de penas a que me referí y en lo que me 
ratifico. Me limité simplemente a poner un ejemplo; 
podemos hacer la comparación entre texto actual y 
proyecto. Si no agoté la exposición haciendo la compa- 
ración caso por caso es por limitación de tiempo, pero 
puse un solo ejemplo muy significativo, es el ejemplo 
de la relación con acceso carnal con menores de 12 
años o personas privadas de conocimiento. Hasta aho- 
ra, esa conducta estaba tipificada como violación con 
pena de reclusión menor, es decir, de doce años y un 
día a veinte años, exactamente igual que la de homici- 
dio. Pues bien, ahora se desglosa esa conducta de la de 
acceso carnal con violencia o intimidación, se lleva a 
otro supuesto y se le pone la pena de cuatro a diez 
años; la actual es de doce a veinte años. Durante la de- 
fensa de la enmienda, me limité a comparar la pena 
mínima de uno y otro supuestos, del supuesto actual- 
mente vigente y el que se quiere introducir en el Códi- 
go; cuatro años para una relación de acceso camal con 
un menor de 12 años o con una persona privada de co- 
nocimiento. Creemos que ésta es una enorme rebaja 
de pena que no es buena, dada la situación actual de 
alarma y frecuencia con que se están produciendo es- 
tas conductas. Repito, señor Presidente, no pretendo 
ahora agotar la comparación de todos los supuestos 
actuales con los que se pretenden, pero valga esto sim- 
plemente como ejemplo. 

Respecto al Título X I ,  sólo quiero puntualizar breve- 
mente alguna de las cosas que me ha dicho la portavoz 
del Grupo Socialista señora Del Campo. En primer lu- 
gar y vista su exposición, efectivamente se retira la en- 
mienda 360. 
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. En cuanto a nuestra enmienda al artículo 218, me 
decía que no es posible existan estas conductas por 
descuido, etcétera. No estamos hablando sólo de con- 
ductas referentes a la prestación de alimentos, sino a 
todos los deberes inherentes a la patria potestad. Entre 
los deberes inherentes a la propiedad hay deberes y de- 
beres. Hay algunos, como la privación de alimentos de 
una persona sometida a la patria potestad, que no se 
pueden cometer por despiste - como ha utilizado S.S .  
el término- o por descuido, pero el deber de represen- 
tación sí se puede dejar de cumplir precisamente por 
descuido. 

Con relación a otra de nuestras enmiendas sacó a 
colación que el delito de bigamia se podría cometer 
por dolo eventual. Entiendo que no; entiendo que dada 
la consagración del principio de culpabilidad que se 
plantea en este proyecto no puede en modo alguno ha- 
blarse de dolo eventual y si se comete el delito de biga- 
mia es siempre a sabiendas, por tanto, el término «a 
sabiendasn sobra, porque, efectivamente, no se pena el 
supuesto imprudente. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Pillado. 
Señor Olarte. 

El señor OLARTE CULLEN Señor Presidente, mu- 
chas gracias. 

Lamento -y lo digo sin segundas- que el señor 
portavoz del Grupo Socialista no haya podido aludir a 
mis enmiendas (sé que no ha sido por descortesía, sino 
por imposibilidad material del tiempo de que dispo- 
nía) y acepto lo que de antemano eran ya unas explica- 
ciones absolutamente lógicas. Ello me deja sin la posi- 
bilidad de contraargumentar y tan sólo me cabe en 
este momento reiterar muy brevemente cuanto antes 
expresé con la finalidad de ver si se impone el sentido 
común y en este caso el sentido jurídico también. Ha- 
go hincapié en breves cuestiones que fueron objeto de 
mi intervención anterior al defender las enmiendas de 
Coalición Canaria. 

Respecto a la enmienda 977, para nosotros debía ser 
su supuesto especial de agravación el supuesto de que 
la conducta criminal, la agresión sexual, la violación 
en definitiva, se cometa por dos o más personas ac- 
tuando conjuntamente y no por tres personas, como se 
establece en el proyecto. Dimos argumentos más que 
sobrados y no cabe duda de que la gravedad de la con- 
ducta cuando conjuntamente se realiza por dos perso- 
nas, tiene difícil parangón y no es excesivamente supe- 
rior la gravedad cuando se incorpora una más a este 
acto y la víctima queda en una situación de indefen- 
sión absoluta. 

Asimismo quisiera referirme muy brevemente a la 
enmienda 99 1. Queríamos adicionar un nuevo precep- 
to en virtud del cual quienes cometan cualesquiera de 
los delitos tipificados en este título prevaliéndose de su 
condición de funcionario público, sean castigados, 

además, con la pena de inhabilitación absoluta de seis 
a doce años. Pero no queremos que quede sólo en el 
funcionario público esta sanción, queremos que se in- 
corpore también a esta agravación y pena especial y 
superior la correspondiente a quienes en el ejercicio de 
su profesión o actividad, prevaliéndose de la misma o 
con ocasión de ella, cometen cualesquiera de los deli- 
tos establecidos en este título. Con ello pretendemos 
que lo que ha ocurrido en la vida real en el sentido de 
que determinados profesionales o funcionarios se han 
prevalido de esa situación para cometer delitos de vio- 
lación o agresión sexual en términos generales, tienen 
que ser objeto de una punición especial agravando la 
pena que se establece en el proyecto. 

Queremos, finalmente, expresar nuestra satisfacción 
por la enmienda transaccional ofrecida por el Grupo 
de Izquierda Unida ya que, en definitiva, no ha hecho 
otra cosa que plantear la necesidad de que se manten- 
ga el «nomen iuris» de la violación. A esa agresión se- 
xual tan especial en la calle se le llama violación, así se 
ha llamado en los códigos precedentes y no había ra- 
zón para desterrar ese nombre tan implantado en la 
sociedad de nuestro código punitivo. Por ello, Coali- 
ción Canaria votará con entusiasmo esa enmienda 
transaccional, entendiendo que en el Senado, en la se- 
gunda lectura que se haga del código, será preciso ex- 
tender este nombre, completarlo y mejorarlo en los 
preceptos correspondientes. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olarte. 
Señora Alemany. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Sólo para agradecer a doña Carmen del Campo la 
aceptación de la enmienda técnica al artículo 213, y 
mantener todas las enmiendas que he defendido. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Alemany. 
Señor López Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Nuestro grupo va a votar favorablemente la enmien- 
da transaccional al artículo 184.1. Se trata de una co- 
rrección necesaria, ya que en ese artículo 184. l, tal co- 
mo está redactado ahora mismo, se habla de 
acusación del Ministerio Fiscal y la enmienda transac- 
cional lo sustituye por querella del Ministerio Fiscal. 

Esta es una de las modificaciones -aprovecho para 
señalarlo- más importantes producidas en la fase de 
Comisión y seguramente en todo el trámite de este Có- 
digo, ya que, para el caso de delitos de agresiones, aco- 
so o abusos sexuales, según el proyecto inicial no era 
posible una querella del Ministerio Fiscal, sino sola- 
mente una denuncia de la víctima. Es un delito priva- 
do; en estos momentos es un delito privado y, en estos 
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casos, se dan una serie de chantajes específicos, preci- 
samente porque esto delitos, en un número importante 
de casos, suelen producirse en el seno familiar y hay 
un chantaje añadido para que no se denucien. A veces, 
la víctima es absolutamente impotente para poder pro- 
ducir esa denuncia, pero teniendo en cuenta que hay 
que ponderar los intereses en presencia, y a la vista de 
las enmiendas muy acertadas que presentaron otros 
grupos parlamentarios, como señaló anteriormente el 
señor Jover, nuestro grupo presentó una transaccional, 
que es ahora el artículo 184.1, y que se modifica, a su 
vez, por esta transaccional, que nos parece absoluta- 
mente pertinente desde el punto de vista técnico. 

Nosotros mantenemos la enmienda que pretende 
que a la agresión sexual establecida en el artículo 184 
se le llame delito de violación. El señor Jover, en su in- 
tervención, ha señalado que la violación, en estos mo- 
mentos, tiene una interpretación jurisprudencia1 res- 
trictiva, algo a lo ,que yo me referí en mi primera 
intervención, y es cierto; pero utilizando un argumen- 
to que empleó en Comisión su colega el señor Mohe- 
dano hablando de otra cuestión, argumento muy aten- 
dible, donde corrigió un exceso por mi parte de citas 
jurisprudenciales señalando que estamos en el Parla- 
mento, que somos el órgano legislador y que se trata 
de que el legislador, en ocasiones, cambie la jurispru- 
dencia, señalo, como decía Von Kirschbaum, que una 
palabra del legislador puede derribar bibliotecas ente- 
ras de ciencia jurídica. 

No sé si me he explicado suficientemente bien, se- 
ñor Jover, pero en la defensa de mi enmienda señalé 
que, a diferencia de lo que se planteó en Comisión, no 
pretendía que desapareciese la expresión «agresión se- 
xual», sino que, al final, añadiésemos que a esa agre- 
sión sexual especialmente grave a partir de ahora se 
llame delito de violación. Lo digo porque, a lo mejor, 
usted entendió que pretendía modificar el párrafo en 
el sentido de quitar la expresión «agresión sexual». No 
es esa nuestra intención; efectivamente, nos parecen 
atendibles las precauciones respecto de la jurispruden- 
cia actual, excesivamente restrictiva, y, manteniendo la 
expresión «agresión sexual», que es una aportación 
importante del proyecto, añadinamos, al final, que a 
eso se le llame delito de violación, provocando así por 
parte del legislador que, a partir de ahora, la jurispru- 
dencia entienda que la violación es algo mucho más 
amplio de lo que hasta ahora se entiende por violación 
y que señalaba acertadamente el señor Jover en su in- 
tervención. 

El señor PRESIDENTE: Señor López Garrido, le 
ruego concluya. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Concluyo, señor Presi- 
dente. 

Mantenemos nuestra enmienda sobre el acoso se- 
xual, aunque acepto que es discutible que quizá la ex- 
presión coacción, en este caso, pueda duplicar otros ti- 

pos que hay en el Código. Sin embargo, no estoy de 
acuerdo en lo que ha señalado el señor Jover en el sen- 
tido de que con esto restringimos. No lo restringimos 
porque, como habrá podido comprobar en nuestra en- 
mienda, empleamos la disyuntiva «o». Decimos: me- 
diante coación, vejación «o» la expresión de esa rela- 
ción de superioridad a que se refiere el actual artículo 
175 bis (nuevo). Luego entonces no estamos restrin- 
giendo, estamos previendo que, por otro tipo de con- 
ductas, también cabe el acoso sexual. Es discutible que 
se pueda emplear «coacción», lo admito, pero desde 
luego no restringimos en absoluto este tipo de acoso 
sexual. 

Por último, anunciamos la retirada de nuestra en- 
mienda 737 ya que los argumentos expuestos por la se- 
ñora Del Campo nos han parecido convincentes y nos 
tranquilizan en el sentido de que se trata de una con- 
ducta diferente no incluida en el artículo 209; por ello 
la vamos a retirar. 

Gracias. señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Ga- 

Señor Olabam’a. 
rrido. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Jover, sin intentar personalizar el debate, ne- 
cesariamente tengo que hacerle dos preguntas. Si no 
he entendido mal, no va a admitir la enmienda 46, de 
mi grupo parlamentario, al artículo 176. Le he enten- 
dido bien, no la va a admitir. Es decir, considera usted, 
y va a considerar esta Cámara, señor Jover, que el que 
ejecutare, o hiciere ejecutar a otros, actos de exhibi- 
ción obscena ante mayores de 16 años no comete una 
conducta atípica, una conducta delictiva. ¿Es eso lo 
que debemos interpretar, señor Jover? ¿Considera us- 
ted que la sociedad española admite esto, o que esta 
Cámara puede materialmente admitir esto: obligar a 
otro a ejecutar actos de exhibición obscena, aunque 
sea ante mayores de 16 años? Primera cuestión, señor 
Jover. Segunda cuestión. Si no he entendido mal, tam- 
poco nos va a admitir la enmienda número 47, al ar- 
tículo 179.1. Es decir, jconsidera usted, considera su 
grupo, considera esta Cámara, y usted cree que consi- 
dera la sociedad española que el que induzca, promue- 
va, favorezca o facilite la prostitución o corrupción, es 
decir inicie en prácticas sexuales aberrantes a menores 
de 18 años, no incurre en una conducta delictiva, en 
una conducta atípica? 

Señor Jover, le rogaría que contestara a estas dos 
cuestiones específicas que le planteo, y si esto va a ser 
así, señor Jover, sólo queda manifestar la honda preo- 
cupación que estas cuestiones provocan a mi grupo 
parlamentario. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Olabam’a. 
Señor Jover. 
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Le ruego señor Jover se limite a contestar a las inter- 
venciones, y no a consumir un segundo turno para co- 
rregir las insuficiencias del primero. 

El señor JOVER PRESA No, señor Presidente, so- 
lamente intentaré dar una rápida respuesta, que antes 
no pude dar por falta de tiempo, a las enmiendas de- 
fendidas por el señor Olarte. 

El señor PRESIDENTE: No, señor Jover, eso es lo 
que le decía que no debe hacer. El turno es para contes- 
tar a las intervenciones de réplica, no a las primeras. 

El señor JOVER PRESA Sí, sí, por supuesto, tal y 
como han sido defendidas en la réplica, señor Presi- 
dente. 

Al señor Olarte poco tengo que decirle porque creo 
recordar que las enmiendas que ha presentado a este 
título han tenido una suerte muy buena, prácticamen- 
te ocho o nueve de esas enmiendas fueron aceptadas 
en Ponencia y Comisión, y en este momento presenta- 
mos una nueva transacción con su enmienda 986, que 
creo podrá ser aceptada y que resuelve, como aquí se 
ha dicho, un problema importante. 

Quiero recordarle también, señor Olarte, que el ar- 
tículo 185 ter, que usted propone como nuevo, ya fue 
incorporado en Comisión al haber sido aceptada lite- 
ralmente su enmienda número 990. La referencia al 
cierre de los locales públicos o privados ya está incor- 
porada, por ello supongo que habrá sido un error por 
su parte mantener esta enmienda que, repito, ya está 
incorporada en el texto de Comisión. 

En cuanto a lo que decía el señor Olabam’a, señor 
Presidente, solamente dos cosas. Con relación a la en- 
mienda 46, vamos a reflexionar sobre el tema que usted 
nos plantea, sobre todo en lo que se refiere no tanto al 
sujeto pasivo del exhibicionismo como al sujeto activo, 
es decir, a la persona a la que se hace ejecutar actos de 
exhibición. En esto, tiene usted razón, de este tema no 
se habló, como usted recuerda, ni en Ponencia ni en Co- 
misión, y por lo tanto conviene que reflexionemos sobre 
este tema, y espero que, de cara a futuros trámites, po- 
damos aportar una solución que a usted le satisfaga. 

En cuanto al sujeto pasivo, aquí la cuestión ya es di- 
ferente, porque lo que usted no parece comprender es 
que aquí no nos encontramos ante una obligación de 
observar nada. La persona ante la que se hace un acto 
de exhibicionismo puede dar media vuelta y largarse 
sencillamente, no se le obliga a ver nada que no quiera 
ver (esto es de lo que está hablando este artículo), y lo 
que sí podríamos discutir es si los dieciséis años es una 
edad todavía demasiado reducida o no. A lo mejor, a 
usted le parecía mejor que dijéramos dieciocho años en 
vez de dieciséis, no lo sé. Yo creo que una persona ma- 
yor de dieciséis años ya tiene suficiente madurez sexual 
para decidir si él quiere ver una cosa o no quiere verla. 

En cuanto a su enmienda número 47, señor Olaba- 
m’a, que quede muy claro que cuando usted aquí ha- 

bla de corrupción se está refiriendo a actos de depra- 
vación, a actos de degeneración sexual que entran den- 
tro de la prostitución, claro que sí, naturalmente, ¿o es 
que la prostitución es solamente actos de sexualidad 
digamos ordinaria, normal? La prostitución incluye 
todo tipo de actos de esta naturaleza, e incluso lo que 
usted define como actos depravados, como actos dege- 
nerados o aberrantes. Por lo tanto, no tiene ningún 
sentido que añadamos esto porque ya está previsto en 
el tipo. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Jover. 
Vamos a proceder a las votaciones. (Pausa.) 
Votaciones correspondientes a los títulos V, VI,, VIII, 

IX y X del Libro 13 del proyecto de Código Penal. 
Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 

per Catalunya. 
Enmienda 729. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 290; a favor, 132; en contra, 156; 
abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda 733. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 290; a favor, 13; en contra, 157; 
abstenciones, 120. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda 736. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 13; en contra, 270; 
abstenciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 291; a favor, 14; en contra, 270; 
abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Popular. 
Enmienda 336. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 118; en contra, 168; 
abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda 34 1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 120; en contra, 168; 
abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas 343,344,345 y 353. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 115; en contra, 157; 
abstenciones, 20. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda 346. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 116; en contra, 172; 
abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 116; en contra, 169; 
abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Catalán (Convergencia i 

Enmiendas 1.125 y 1.129. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 22; en contra, 142; 
abstenciones, 129. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas 1.124 y 1.130. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 21; en contra, 266; 
abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Vasco PNV. 
Enmienda 42. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 21; en contra, 141; 
abstenciones, 13 1. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas números 50 y 5 1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 138; en contra, 140; 
abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda número 53. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, siete; en contra, 142; 
abstenciones, 143. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda número 54. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 136; en contra, 143; 
abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda 55. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 21; en contra, 142; 
abstenciones, 130. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas del Grupo de Coalición Canana. 
Enmienda número 995. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, 121; en contra, 156; 
abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas 996 y 1.005. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, ocho; en contra, 171; 
abstenciones, 115. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda 999. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 23; en contra, 155; 
abstenciones, 11 5. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas 1.001 y 1.002. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, siete; en contra, 155; 
abstenciones, .130. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda 1.003. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, siete; en contra, 271; 
abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo de Coalición Canaria. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 290; a favor, siete; en contra, 155; 
abstenciones, 128. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Enmienda transaccional del Grupo Socialista en re- 
lación con la enmienda 721 del Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya al artículo 164. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, 291; abstenciones, 
tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 
mienda. 

Enmienda transaccional relativa a las enmiendas 
43, del Grupo Vasco (PNV); 73, del Grupo de Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya, y 971 del Grupo 
de Coalición Canaria, todas ellas referidas al artícu- 
lo 169. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, 177; abstenciones, 
117. 

E1 señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Enmienda de corrección técnica al artículo 192. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 291; abstenciones, 
dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Votación correspondiente al texto del dictamen de 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 294; a favor, 176; en contra, uno; 
abstenciones, 117. 

mienda. 

los títulos V, VI, VIII, IX y X del Libro 11. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta- 

Votaciones correspondientes a los Títulos VI1 y X I  

Enmiendas del Grupo Popular. 
Enmienda 339. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

men. 

del Libro 11. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 121; en contra, 171; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas 361 y 368. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 123; en contra, 155; 
abstenciones, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas 362 y 366. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 125; en contra, 167; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda 369. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 124; en contra, 155; 
abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 117; en contra, 169; 
abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo de Coalición Canana. 
Enmienda 985. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, nueve; en contra, 169; 
abstenciones, 114. 

miendas. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmiendas 980 y 99 1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 137; en contra, 156. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas 982 y 990. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 24; en contra, 155; 
abstenciones, 113. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas 972,973,975 y 987. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 291; a favor, 122; en contra, 155; 
abstenciones, 14. 

f 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Restantes enmiendas del Grupo de Coalición Canana. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, ocho; en contra, 155; 
abstenciones, 130. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Catalán (Convergencia i 

Enmienda 1.13 1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 19; en contra, 144; 
abstenciones, 129. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo Catalán (Conver- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

gencia i Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 135; en contra, 158. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya (El señor López Garrido pide la pala- 
bra). Señor López Garrido, tiene la palabra. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Por favor, pedimos vo- 
tación separada para la enmienda que figura como en- 
mienda «in voce» al artículo 174. 

El señor PRESIDENTE: Esa enmienda será objeto 
de votación separada junto con las enmiendas transac- 
cionales, según consta en la documentación repartida. 
Por tanto la votación de las enmiendas del Grupo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya no incluye 
esta enmienda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 18; en contra, 267; 
abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Vasco (PNV). 
Enmienda número 46. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 292; a favor, 135; en contra, 143; 
abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Enmienda número 47. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 123; en contra, 143; 
abstenciones, 27. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 
mienda. 

Enmienda transaccional del Grupo Socialista en re- 
lación con las enmiendas 986, del Grupo de Coalición 
Canaria, y 48, del Grupo Vasco (PNV), referidas ambas 
al artículo 184.1 del proyecto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 291; en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Enmienda transaccional del Grupo Catalán (Con- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda, 

vergencia i Unió), de carácter técnico, al artículo 213. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 287; en contra, cuatro; 
abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 
mienda. 

Enmienda del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya al artículo 174, con la corrección técni- 
ca presentada en el curso del debate. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 292; en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Votación correspondiente al texto del dictamen, títu- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

los VI1 y XI del Libro 11. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 293; a favor, 180; abstenciones, 
113. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto 

El Pleno se reanudará a las cuatro de la tarde. 
Se suspende la sesión. 

del dictamen. 

Eran las dos y treinta y cinco minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

PREGUNTAS 

- DEL DIPUTADO DON ANTONIO ROMERO 
RUIZ,  DEL GRUPO PARLAMENTARIO FE- 
DERAL DE IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA 
PER CATALUNYA, QUE FORMULA AL GO- 
BIERNO; ¿QUE EXPLICACION DA EL PRESI- 
DENTE DEL GOBIERNO A QUE EL CESID 

DENTE DEL GOBIERNO) HAYA REALIZADO, 
(SERVICIO DE INFORMACION DEL PRESI- 

SEGUN NOTICIAS APARECIDAS EN LOS ME- 
DIOS DE COMUNICACION, ESCUCHAS ILE- 
GALES A UN MAGISTRADO-JUEZ DE LA 
AUDIENCIA NACIONAL EN LOS ULTIMOS 
MESES? (Número de expediente 1 80/00 1 3 10) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Punto tercero del orden del día: preguntas. Pregunta 
nueva del señor Romero Ruiz. 

El señor ROMERO RUIZ: Gracias, señor Presidente. 
Será mi última intervención en este Pleno después 

de cinco años de parlamentario, ya que voy a dedicar- 
me a las tareas municipales en Málaga. 

Creo que también serán las últimas preguntas que 
contestará el Ministro de Defensa, teniendo en cuenta 
la crisis que hay en marcha. 

No ha venido el Presidente del Gobierno, ha huido 
de este control. Hubiera sido mi última pregunta a Fe- 
lipe González. Se la va a perder, pero se la voy a for- 
mular a usted. 

¿Qué datos tiene el Gobierno y qué valoración hace 
del espionaje telefónico del que ha sido objeto el Ma- 
gistrado-Juez, don Baltasar Garzón, en los últimos 
ocho meses? 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Romero. 
Señor Ministro, sabe que la pregunta que tiene que 

contestar es la que está formulada por escrito, incluida 
en el orden del día. 

El señor MINISTRO DE DEFENSA (García Var- 
gas): Muchas gracias; señor Presidente. 

No sabe cómo siento que sea su última intervención 
en este ConGeso, porque nos vamos a perder un parla- 
mentario polivalente, que sabe de todo, que opina de to- 
do, que tiene una gran facilidad para conocerlo todo, y 
eso se va a echar mucho de menos porque en estos 
tiempos esa formación renacentista no es tan frecuente. 

En cuanto a la pregunta tal como la ha formulado 
usted por escrito, tengo que decirle que el Gobierno le 
puede garantizar que el Centro de Información de la 
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Defensa no ha realizado escuchas o detectado conver- 
saciones al juez Garzón. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ministro. 
Señor Romero, tiene la palabra. 

El señor ROMERO RUIZ: Gracias, señor Presidente. 
Uno puede saber más o menos de algo, pero el Go- 

bierno no sabe nada, ni de las escuchas, ni se entera de 
nada, y lo que sabe lo lee en los periódicos. 

El Gobierno, empezando por su Presidente, no ha 
ejercido sus funciones de cumplir y hacer cumplir la 
Constitución como norma básica del Estado, con leal- 
tad al Rey. Por tanto, ha traicionado una promesa al 
acceder al cargo, cuestión reflejada en el artículo 102 
de la Constitución. 

Se han violado derechos fundamentales por servi- 
cios e instituciones que tenían y tienen el deber de pro- 
teger y de garantizar estos derechos fundamentales. Se 
ha espiado a ciudadanos y a representantes de institu- 
ciones, como en este caso al señor Garzón, que repre- 
senta un poder independiente del Estado de Derecho, 
como el Poder Judicial. 

Comenzaron ustedes diciendo que existía un asalto 
desde fuera del Estado de Derecho y ahora argumen- 
tan que las grabaciones las hacen gente ajena al Cesid, 
al Cuerpo Nacional de Policía y al Gobierno. Podrían 
terminar completando esta teoría hablando de la envi- 
dia que despertamos en el extranjero y de la pertinaz 
sequía. 

El Gobierno, por lo visto, no tiene la culpa de lo que 
ha sucedido con servicios que debe dirigir y controlar. 
El uso que ustedes han hecho de los Servicios de Inte- 
ligencia, como brazo de la prepotencia y de la arrogan- 
cia en estos diez años de mayoría absoluta, ha hecho 
que hoy asistamos a la descomposición de estos servi- 
cios, como sucede cuando se descomponen los pode- 
res de un régimen. 

Finalmente, en el caso de Baltasar Garzón se descu- 
bre que en asuntos del GAL, de fondos reservados, de 
Amedo, etcétera, usted no puede hacernos creer que el 
Gobierno no está detrás, porque eso no se lo cree ni el 
que asó la manteca, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Romero. 
Señor Ministro, tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE DEFENSA (García Var- 
gas): Muchas gracias, señor Presidente. 

Cuanto me sorprende, además, que en esta última 
intervención parlamentaria S .  S .  lea lo que tiene que 
decir, porque dada su facilidad de palabra lo podía ha- 
ber improvisado sin necesidad de introducir la vulgari- 
dad del final; quizá ese señor que usted ha menciona- 
do en el último punto sea conocido suyo. 

Sí le debo decir, señoría, que la semana pasada el Vi- 
cepresidente dijo en esta Cámara que había aproxima- 
damente 30.000 escáneres en uso de personas particu- 

lares en la sociedad española. Y usted que es tan aten- 
to lector de prensa sabe que ha sido corregido por un 
periódico de ámbito nacional, que le ha dicho que pro- 
bablemente se quedó muy corto. Por tanto, señoría, no 
saque esas conclusiones precipitadas. Estamos en la 
sociedad en que estamos; una sociedad abierta, con la 
tecnología que tiene, por lo que esas acusaciones que 
ha hecho sobre el Gobierno y sobre las instituciones 
del Estado son un triste colofón para su triste presen- 
cia aquí: 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON RODRIGO D E  RATO 
FIGAREDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL EXCMO. SEÑOR PRESIDENTE DEL 

NO QUE EL SEÑOR PEROTE HABIA SUS- 
TRAIDO INFORMACION SECRETA DEL 
CENTRO SUPERIOR DE INFORMACION DE 
LA DEFENSA (CESID)? (Número  de expe-  
diente 180/00 1294) 

GOBIERNO: ¿CUANDO CONOCIO EL GOBIER- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 17, del 
señor De Rato Figaredo. 

El señor DE RATO FIGAREDO: Señor Presidente, 
mi pregunta va dirigida al Presidente del Gobierno, en 
cumplimiento de los compromisos que el señor Gonzá- 
lez adquirió con esta Cámara de responder preguntas 
en esta sesión. Compruebo que el Presidente del Gobier- 
no no está en condiciones políticas de responder las 
preguntas. Por lo que se ve, ni siquiera aguanta en dos 
períodos de sesiones cumplir con su obligación. Por 
tanto, retiro mi pregunta y considero absolutamente in- 
satisfactoria la huida del Presidente del Gobierno del 
Congreso de los Diputados. (Aplausos.-protestas.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rato. 

- DEL DIPUTADO DON ENRIQUE FERNAN- 
DEZ-MIRANDA Y LOZANA, DEL GRUPO PAR- 
LAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO, 
QUE FORMULA A LA EXCMA. SEÑORA MI- 
NISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO: ¿CUALES 

ZADO CON LA CONFEDERACION ESPAÑOLA 

VADO A LA SUSPENSION DE LA HUELGA DE 
MEDICOS DEL SISTEMA NACIONAL D E  
SALUD? (Número de expediente 180/00 1309) 

SON LOS TERMINOS DEL ACUERDO ALCAN- 

D E  SINDICATOS MEDICOS, QUE HA LLE- 

El señor. PRESIDENTE: Pregunta nueva del señor 
Fernández-Miranda y Lozana. 
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El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: 
Gracias, señor Presidente. 

Señora Amador, {cuáles son los términos del acuer- 
do alcanzado con los médicos del Sistema Nacional de 
Salud que ha llevado a la suspensión de la Huelga? 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández- 

Señora Ministra. 
Miranda. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, los términos del acuerdo suscrito 
con la Confederación Estatal de Sindicatos Médicos 
se centran en los siguientes compromisos: Primero, 
los médicos deben comprometerse a aceptar objetivos 
de mejora de la asistencia al paciente y de la organiza- 
ción del sistema sanitario, a través de distintas medi- 
das que se especifican, y el Insalud debe comprome- 
terse a potenciar la participación activa de los 
médicos en los hospitales, a través de las juntas técni- 
co-asistenciales, y a contribuir a eliminar de forma 
sustancial las actuales diferencias económicas me- 
diante la aplicación inmediata de una subida por pro- 
ductividad de 30.000 pesetas fijas y consolidadas des- 
de 1995, y a la aportación de soluciones concretas 
encaminadas a liberar del propio sistema sanitario, a 
través de una racionalización del gasto y mejora de la 
gestión, nuevos recursos económicos para 1996 y 
1997, amén de comprometerse a respetar los puntos 
de coincidencia alcanzados en otras materias, como 
son la estabilidad laboral, la responsabilidad civil, las 
guardias médicas, etcétera. Y todo ello supone la nor- 
malización de la situación en los hospitales mientras 
se cierra definitivamente el acuerdo. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 
Señor Fernández-Miranda. 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: 
Gracias, señor Presidente. 

Señora Amador, la solución de que me está hablan- 
do es la misma de la que huyó S.  S .  el 30 de mayo, boi- 
coteando un acuerdo alcanzado y no firmando. Son 
los mismos términos, son las mismas posibilidades de 
alcanzar el incremento que se está reivindicando desde 
el principio de la huelga, y están diciendo en los hospi- 
tales, también en este momento, que se pueden conse- 
guir las 100.000 pesetas. 

Por tanto, señora Ministra, ¿por qué acepta usted 
ahora, y no entonces, este acuerdo? {Por qué ha pro- 
longado 24 días la huelga, señora Ministra? ¿Qué mé- 
ritos y ante quién ha tenido que hacerlos? ¿Qué de- 
mostración de fuerza ha hecho y por qué? 

Señora Ministra, ha comenzado el conflicto inhi- 
biéndose de las negociaciones, preocupándose más de 

su imagen personal que del conflicto, y ha terminado 
boicoteándolas unilateralmente. ¿Ha querido con esta 
actitud, señora Ministra, reforzar, a costa de la sani- 
dad pública, su endeble situación en el Gobierno ante 
la remodelación anunciada por el señor González? Se- 
ñora Amador, ¿qué racionalidad, qué elementos de 
consenso ha aportado el mediador propuesto por los 
sindicatos y aceptado por S .  S., que resuelve en 48 ho- 
ras lo que usted no es capaz de resolver en 48 días? 
¿Por qué no ha aceptado la mediación del Defensor 
del Pueblo, que la visitó 15 días antes de la propuesta 
de los sindicatos? 

Mire, señora Ministra, no le ha importado nada el 
daño social causado. No le ha importado nada con tal 
de preservar su imagen personal y, sin embargo, S.  S .  
ha hecho un ridículo difícilmente equiparable con nin- 
guno de los muchos conflictos laborales vividos con el 
socialismo. Señora Ministra, le debe a esta sociedad 
una explicación del daño causado durante 48 días de 
huelga, que, a todas luces, podía haber sido evitado el 
primer día del conflicto. 

Gracias, señor Presidente. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández- 

Señora Ministra. 
Miranda. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, a pesar de que me he esforzado en 
leerle los términos del acuerdo, ha sido un esfuerzo 
inútil, porque S.  S .  no está interesado en el mismo, o a 
lo mejor no está en condiciones de entenderlo. Este es 
el acuerdo que ha propiciado el mediador y es el 
acuerdo que ha permitido la normalización en el tra- 
bajo de los hospitales. 

Todos 40s demás comentarios acerca de su valora- 
ción sobre si he preservado mi imagen, o si he hecho 
el ridículo, o cuál es mi posición en el Gobierno, per- 
mitirá S.  S .  que no merezcan ninguna respuesta por 
mi parte. 

Gracias, señor Presidente. (Varios señores Diputa- 
dos en los bancos del Grupo Socialista: ¡Muy bien, 
muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 

DEL DIPUTADO D O N  TOMAS BURGOS 
GALLEGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
A LA EXCMA. SRA. MINISTRA DE SANIDAD Y 
CONSUMO: ¿CUAL ES PARA EL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO LA REPERCUSION 
ECONOMICA, ASISTENCIAL Y SOCIAL QUE, 

FLICTO EN LA SANIDAD PUBLICA ESPAÑO- 
LA? (Número de expediente 180/0001265) 

HASTA LA FECHA, HA SUPUESTO EL CON- 
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El señor PRESIDENTE: Pregunta número 5, del se- 
ñor Burgos Gallego. 

El señor BURGOS GALLEGO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señora Ministra, el conflicto que durante siete se- 
manas ha enfrentado a los médicos y a la Administra- 
ción sanitaria socialista ha generado exasperación y 
preocupación en la sociedad española. Lograda una 
tregua, que no aún una solución definitiva, los ciuda- 
danos se preguntan cuál es para el Ministerio de Sani- 
dad y Consumo la repercusión económica asistencia1 y 
social que hasta la fecha ha supuesto el conflicto en la 
sanidad pública española. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Burgos. 
Señora Ministra. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, el más importante de los coste a que S. S .  
se refiere es el coste social, y es público y notorio que 
se cifra en el número de pacientes que han visto inte- 
rrumpidas sus intervenciones quirúrgicas o las consul- 
tas externas en las que no han sido atendidos durante 
el período de la huelga. El número de intervenciones 
suspendidas durante el período de la huelga alcanza 
31.619, frente a las 57.958 realizadas en el mismo pe- 
ríodo. Y en lo que se refiere a las consultas, se han sus- 
pendido 641.808, frente a las 2.430.955 que se han rea- 
lizado. Este es el coste social. 

El coste económico es difícil de precisar con exacti- 
tud al día de la fecha, y tiene distintas vertientes, una 
es la del ahorro que se ha producido por los salarios 
no retribuidos a los médicos que han seguido la huel- 
ga, otra es una reducción en el capítulo 2, por el me- 
nor coste que ha supuesto la menor actividad. Pero la 
cuantificación económica de la huelga, al día de hoy, 
no está hecha con precisión. 

En todo caso, cuando hablamos de costes de este 
conflicto, me parece que el más relevante es el coste 
social, no sólo para el Ministerio, sino para toda la so- 
ciedad que ha sufrido las consecuencias de la huelga. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 
El señor Burgos tiene la palabra. 

El señor BURGOS GALLEGO: Señora Ministra, un 
coste gravísimo en todo caso. Los ciudadanos empie- 
zan a pensar si no habrá sido mucho más costosa, en 
términos económicos y sociales, la postura inamovible 
de su Ministerio que la que podía representar las rei- 
vindicaciones de los profesionales. 

La sanidad española empieza a no poder permitirse 
el lujo de tenerla a usted como Ministra. El coste de su 
permanencia en el cargo sin duda cada día es más ina- 
sumible para nuestra sociedad. 

Seamos humildes, por tanto, y prescindamos de us- 
ted en cuanto sea posible, porque junto con el Minis- ' 
tro de Agricultura, también presente en esta Cámara 
en estos momentos, tiene el dudoso honor de haber ge- 
nerado en su entorno el mayor número de conflictos y 
problemas (Rumores.) que recuerda la sanidad públi- 
ca española en las últimas décadas. El Presidente Gon- 
zález debería tener en cuenta la norma napoleónica se- 
gún la cual sus Ministros -sus mariscales en su 
caso- no debían de ser buenos políticos, sino al me- 
nos tener suerte. Usted no la tiene, señora Ministra; 
usted ha sido capaz de generar movilizaciones de los 
estudiantes de medicina en las calles, de generar la 
huelga más importante, más costosa y más larga de la 
sanidad pública española en los últimos decenios. 

¿Qué credibilidad le queda a usted después de todo 
este proceso? Ha necesitado un mediador, señora Mi- 
nistra, para resolver un problema después de 48 días 
de huelga. ¿Le parece poco fracaso esta situación? 
Cuando una Administración necesita mediadores para 
resolver los problemas con sus administrados, definiti- 
vamente es que ha perdido el norte; cuando una Admi- 
nistración necesita de terceros para asegurar los 
acuerdos, es que ya no es una Administración, es que 
se ha convertido en una burocracia de cartón piedra, 
que está mucho más atenta a defender sus propios in- 
tereses, sus propios presupuestos y sus propios princi- 
pios partidistas e inamovibles que a resolver realmente 
los problemas de la sociedad y de los afectados. Y los 
afectados son muchos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Burgos. 
La señora Ministra tiene la palabra. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, he tenido ya ocasión de repetir ante 
esta Cámara que puede ser que no haya tenido suerte, 
pero en lo que seguro que no la he tenido es en lo relati- 
vo a los portavoces del grupo parlamentario de la oposi- 
ción a los que tengo que escuchar intervenciones como 
la que S .  S. acaba de expresar. He tenido conflictos y so- 
luciones a los mismos. Como S .  S .  sólo está atento a los 
conflictos, se olvida de valorar las soluciones. Los con- 
flictos, señoría, tienen origen en distintas causas. Una 
de ellas es tratar de resolver con racionalidad una políti- 
ca como la sanitaria, de enorme trascendencia para esta 
sociedad, con una coherencia que el Gobierno sí tiene y 
que en ustedes brilla por su ausencia, porque me gusta- 
ría saber en qué quedamos: si S. S. considera que no ha- 
bía que haber dado lugar a este conflicto, aceptando la 
reivindicación inicial de los médicos, transmítalo a su 
grupo para que, cuando hablen del gasto público y de 
las perspectivas del mismo, hagan compatible estas so- 
luciones que ustedes preconizan con tanta facilidad con 
otros objetivos. (Varios señores Diputados en los ban- 
cos del Grupo Socialista: ¡Muy bien!) 

Gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 

- DE LA DIPUTADA DOÑA BLANCA GARCIA 
MANZANARES, DEL GRUPO SOCIALISTA 

BIERNO: ¿QUE VALORACION HACE EL 
GOBIERNO DE LA SITUACION EN QUE SE 
ENCUENTRA ACTUALMENTE EL CONFLICTO 
SANlTARIO? (Número de expediente 180/001288) 

DEL CONGRESO, QUE FORMULA AL GO- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 11, de la 
señora García Manzanares. 

La señora GARCIA MANZANARES: Gracias, señor 
Presidente. 

Señora Ministra de Sanidad y Consumo, cuando un 
conflicto de la naturaleza del que hemos vivido estas 
largas semanas, afectando a miles de ciudadanos en si- 
tuación de mayor fragilidad, llega al momento en que 
nos encontramos hoy, es un motivo de satisfacción. 
Debemos felicitarnos porque de este principio de 
acuerdo alcanzado se haya decantado claramente una 
gran parte ganadora. Los usuarios del sistema sanita- 
rio público y el propio sistema sanitario han sido los 
grandes ganadores de este inicio de resolución del con- 
flicto. Yo quiero expresar esta felicitación porque para 
mí, diputada Socialista, siempre han estado por enci- 
ma de las razones de las partes en conflicto. 

Me consta, señora Ministra, que todos los esfuer- 
zos realizados desde su Ministerio, y por usted mis- 
ma han ido siempre encaminados a este objetivo, co- 
mo lo ha demostrado desde una postura coherente, 
rigurosa, realista y firme en sus convicciones. Hoy, si 
bien el conflicto no está resuelto en su totalidad, este 
inicio de acuerdo alcanzado lo sitúa en un punto y se- 
guido para avanzar, como ya lo había propuesto, por 
otra parte, anteriormente su Ministerio, al tiempo 
que restituye la normalidad en la atención sanitaria 
especializada. 

Señora Ministra, en anteriores respuestas a esta pre- 
gunta que le formulo ha podido aportar algunos datos 
de los que le estaba preguntando. No obstante, me 
gustaría que los pudiera ampliar y, por ello, mantengo 
la pregunta: ¿Qué valoración hace el Gobierno del mo- 
mento en que se encuentra el conflicto sanitario en es- 
te país? 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora García 

La señora Ministra tiene la palabra. 
Manzanares. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, en el propio documento propuesto por el 
mediador que ha desbloqueado el conflicto se recoge 
que ha encontrado en las posiciones de las partes nu- 

merosos puntos de coincidencia, y en ambas un since- 
ro deseo de buscar soluciones razonables que conduz- 
can a un mejor funcionamiento del sistema. Esta favo- 
rable actitud existente y el amplio espacio de 
coincidencia inicial, han hecho posible la firma de este 
documento que desbloquea el conflicto en un tiempo 
muy breve. 

Con ello, efectivamente, se ha hecho posible la nor- 
malización en el trabajo de los hospitales. Y de este 
conflicto, que ha tenido costes sociales importantes 
en el sistema sanitario, a mi juicio debemos extraer el 
aspecto positivo que supone haber conseguido puntos 
de encuentro sobre el análisis de los problemas que 
los médicos han puesto de manifiesto y que son com- 
partidos y asumibles por la administración sanitaria. 
Por tanto, desprovisto de la tensión que el propio con- 
flicto generaba y de las reivindicaciones inflexibles 
planteadas, en principio, por los sindicatos; desprovis- 
to de eso, digo, el conflicto nos ha de servir para 
adoptar decisiones que mejoren el funcionamiento de 
los hospitales, que mejoren el trabajo de los médicos 
y, por consiguiente, repercutan en una mejor calidad 
de la asistencia sanitaria a los pacientes, que es el ob- 
jetivo por el que venimos trabajando, que constituye 
el fundamento del funcionamiento del sistema y tam- 
bién, su defensa, la razón del estallido de este conflic- 
to en origen. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 

- DEL DIPUTADO DON EMILIO OLABARRIA 
MUÑOZ, DEL GRUPO VASCO (PNV), QUE 
FORMULA AL GOBIERNO: ¿CONSIDERA EL 
GOBIERNO RAZONABLE, POLITICAMENTE 
QUE EN UN CONFLICTO SOBRE ENCLAVES 
TERRITORIALES UNO DE LOS SUJETOS 
(GOBIERNO DE CASTILLA Y LEON) SEA 

. SIMULTANEAMENTE PARTE DEL MISMO E 
INSTANCIA DECISORIA? (Número de expe- 
diente 180/00 1284) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 8, del se- 
ñor Olabam’a Muñoz, que tiene la palabra. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, 
señor Ministro, volvemos a hablar del tema del Conda- 
do de Treviño, que es un tema que me consta que le 
agrada. 

La pregunta es la siguiente: {Considera el Gobierno 
razonable políticamente que, en un conflicto sobre en- 
claves territoriales, uno de los sujetos, el Gobierno de 
Castilla y León, sea simultáneamente parte del mismo 
e instancia decisoria? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabam’a. 
El señor Ministro tiene la palabra. 
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El señor MINISTRO PARA LAS ADMINISTRA- 
CIONES PUBLICAS (Saavedra Acevedo): Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoría, con mucho gusto doy contestación a esta 
nueva pregunta, muy próxima en su objeto a otras 
que S. S. ha tenido la paciencia y la tenacidad de for- 
mular año tras año en relación con el Condado de Tre- 
viño. 

Sabe S. S. perfectamente que no corresponde al Go- 
bierno juzgar la razonabilidad jurídica y política de 
una de las coordenadas en las que se enmarca esta 
cuestión. 

En lo dispuesto en la disposición adicional sépti- 
ma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León 
puede que lo que es razonable para unos no lo es 
tanto para otros, sobre todo cuando de lo que esta- 
mos hablando es de dos procesos de modificación te- 
rritorial: uno, de segregación, el de la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León; otro, de agregación, el 
de la Comunidad Autónoma del País Vasco; ambas 
cuestiones teñidas, por definición, con problemas 
políticos y técnicos. 

Nuestra Constitución remite al enjuiciamiento del 
Tribunal Constitucional la resolución de los conflic- 
tos que pudieran suscitarse, en términos de compe- 
tencia o de constitucionalidad, entre diversos poderes 
del Estado. Por tanto, coincidirá conmigo S. S. en la 
inevitable complejidad de esta cuestión, en la que in- 
fluyen consideraciones de tipo jurídico, político y téc- 
nico. 

Serán clarificadoras las conclusiones, cuando se 
produzcan, de la ponencia dedicada, de forma mono- 
gráfica, a la situación de los enclaves territoriales, 
que acaba de iniciar su trabajo en el seno de la Comi- 
sión General de las Comunidades Autónomas del Se- 
nado. 

Para concluir, lo que al Gobierno le parece razona- 
ble -sobre todo cuando media una sentencia del Tri- 
bunal Constitucional, perfectamente conocida por 
S. S., sobre la disposición adicional citada- es que 
nos atengamos al escrupuloso respeto de la legalidad 
vigente, y muy especialmente a lo dispuesto, en ésta o 
en cualquier otra materia, por los correspondientes es- 
tatutos de autonomía. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Olabamía tiene la palabra. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Gracias, señor Ministro, por su respuesta. A pesar 
de un marcaje tan tenaz y persistente en el tiempo, si- 
go sin conocer su opinión sobre este conflicto políti- 
co en el sentido más aristotélico y más amplio del tér- 
mino. 

Yo le había dado otro enfoque, haciendo un esfuerzo 
de imaginación importante por ser novedoso o innova- 

dor en esta materia, y lo que yo le preguntaba es si lo 
que considera el Gobierno razonable es algo que uno 
de los principios generales del derecho impide o algo 
que a uno de los principios generales del derecho le re- 
pugna, que es que cuando existe un conflicto político- 
jurídico entre dos sujetos, sea simultáneamente uno de 
los sujetos el que, siendo parte del conflicto, tenga la 
capacidad de decisión y de resolución del mismo. ES 
algo que la lógica jurídica y principios constitucionales 
elementales, que no voy a citar, impiden, obstaculizan 
absolutamente. 

Tengo la convicción de que el Gobierno de Castilla y 
León en este momento ocupa esta especie de posición 
procesal de supraparte: es sujeto del conflicto y es ins- 
tancia decisoria del mismo. ¿Por qué? Porque en el 
procedimiento administrativo de desanexión hay una 
serie de actos precursivos, es decir, uno sucede al otro, 
y sólo si el primero se ha producido se puede realizar 
el segundo, y el primero es precisamente la necesaria 
concurrencia de la confirmación o de la voluntad posi- 
tiva del Gobierno de Castilla y León para que continúe 
el procedimiento administrativo de desanexión. ¿Qué 
ocurre? 

Que cuando el Gobierno de Castilla y León no 
quiera prestar esta conformidad, el carácter precur- 
sivo del acto impide que se realice el siguiente, que 
es la convocatoria de un referéndum, y en definitiva 
impide que sean la soberaía popular y la voluntad de 
los ciudadanos de Treviño las que resuelvan esta de- 
licada cuestión jurídico-constitucional. Esto es injus- 
to, esto es arbitrario y esto es atribuir a una de las 
instancias o sujetos del conflicto una posición de su- 
praparte procesal que le repugna al ordenamiento ju- 
rídico. 

Y, señor Ministro, perdone el marcaje tan intenso, 
pero es que algún día me gustaría, antes de que usted 
deje de ser Ministro y yo Diputado, conocer su opinión 
sobre esta cuestión. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Olabam’a. 
Señor Ministro, tiene la palabra. 

El señor MINISTRO PARA LAS ADMINISTRA- 
CIONES PUBLICAS (Saavedra Acevedo): Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Gracias, señor Olabam’a. Usted reconocerá conmigo 
que se trata de una disposición contenida en un esta- 
tuto de autonomía y que forma parte del bloque de 
constitucionalidad. Mientras no se modifique, no es 
un problema del Gobierno de Castilla y León ni de la 
opinión del Gobierno, sino de seguir los procedimien- 
tos de reforma de ese estatuto cuando las fuerzas polí- 
ticas lo estimen oportuno, y se le dará solución al pro- 
blema que usted plantea. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
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DEL DIPUTADO DON LORENZO OLARTE 
CULLEN, DEL GRUPO PARCAMENTARIO DE 
COALICION CANARIA, QUE FORMULA AL 
EXCELENTISIMO SEÑOR MINISTRO DE 
COMERCIO Y TURISMO: ¿PIENSA EL 
MINISTERIO DE COMERCIO Y TURISMO, EN 
COHERENCIA CON LA ACTITUD MANTENIDA 
HASTA EL MOMENTO EN LA OPERACION DE 

GOCIACIONES EN MATERIA LABORAL, 

DUCIRSE EN EL PROCESO DE LIQUIDACION 
D E  GALERIAS? ( N ú m e r o  de expediente 
180/001282) 

VENTA, SEGUIR TUTELANDO LAS NE- 

FINANCIERA, ETCETERA, QUE DEBEN PRO- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 6 ,  del se- 
ñor Olarte Cullen. 

El señor OLARTE CULLEN. Gracias, señor Presi- 
dente. 

{Piensa el señor Ministro de Comercio, en coheren- 
cia con la actitud mantenida hasta el momento en la 
operación de venta, seguir tutelando las negociaciones 
en materia laboral, financiera, etcétera, que deben 
producirse en el proceso de liquidación de Galerías? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ministro. 

El señor MINISTRO DE COMERCIO Y TURISMO 
(Gómez-Navarro Navarrete): Evidentemente, dentro 
del largo proceso en que el Ministerio lleva buscando 
una solución al problema de Galerías, pretende mante- 
ner la tutela hasta la firma del definitivo contrato de 
compra de los activos y asunción del 80 por ciento de 
los trabajadores, tal y como está en la oferta de El Cor- 
te Inglés. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Olarte, tiene la palabra. 

El señor OLARTE CULLEN: Gracias, señor Presi- 
dente. 

La operación de adquisición de Galerías por el Gru- 
po El Corte Inglés ha significado una muy importante 
reordenación del sector de grandes almacenes en Es- 
paña y, al tiempo, un redimensionamiento de este últi- 
mo grupo a niveles de competitividad europea, y con 
ello, además, parece haberse solventado la gravísima 
dificultad, sobradamente conocida, por la que atrave- 
saba Galerías. 

No es poca la importancia de lo acaecido para ob- 
viar algún interrogante en este proceso. Es claro que la 
resolución en un plazo anterior al previsto para el pró- 
ximo mes de septiembre facilitaría la vigencia del plan 
social anunciado, despejando aspectos esenciales co- 
mo el excedente laboral y la recolocación de al menos 
cinco mil y pico trabajadores. En este caso, la buena 

gestión preocupa también en tanto en cuanto se hayan 
de aminorar en lo posible las incertidumbres para tra- 
bajadores y, junto a ellos, los proveedores. 

Si se ha mencionado públicamente el coste inexis- 
tente de la operación para el Estado, se hace difícil en- 
tender, señor Ministro, esa dilación en el plazo para la 
venta de las actividades inmobiliarias, que parece pu- 
dieran depender únicamente de comentarios verbales. 

Resulta interesante, por tanto, conocer qué grado de 
madurez tiene la operación que nos ocupa o si es que 
debemos constatar, por el contrario, una improvisa- 
ción, que no creemos, en un proceso tan delicado. 

No podemos olvidar que un aspecto es la operación 
de compra y otro sería la sucesión en la gestión empre- 
sarial de los antiguos propietarios por El Corte Inglés 
en virtud de una subrogación. Las tentaciones de en- 
cubrir anteriores responsabilidades en la gestión o 
bien las de obtener beneficios por los anteriores pro- 
pietarios y gestores no son extrañas en tan importan- 
tes transacciones empresariales y algún triste prece- 
dente podríamos citar al respecto. 

A nosotros nos tranquiliza la respuesta dada por el 
señor Ministro, a quien tenemos que felicitar, porque 
sinceramente creemos que ha conducido este proceso 
desde su tutela con acierto, con interés y con eficacia. 
En cualquier caso, se trata de evitar dislates que pu- 
dieran acercar el fin de la operación a una posible 
quiebra. Esperamos que, dada la importancia de una 
empresa como evidentemente lo es El Corte Inglés y la 
intervención de la Administración, el estado de cosas 
se encuentre muy alejado de la mencionada posibili- 
dad. Y repetimos que la respuesta del Ministerio, sin 
que sirva de precedente obviamente para otras res- 
puestas, hoy, al menos, nos llena de tranquilidad. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olarte. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE COMERCIO Y TURISMO 
(Gómez-Navarro Navarrete): Gracias por sus palabras, 
señoría. 

Le quiero decir que el avance de plazos es práctica- 
mente imposible. ¿Por qué? Porque evidentemente El 
Corte Inglés compra los edificios libres de cargas. 
Quiere decir que antes hay que hacer toda la tarea de 
levantamiento de hipotecas y eso no se puede hace sin 
tener resuelto el convenio de acreedores. Por tanto, es 
imprescindible que esté aprobado antes el convenio de 
acreedores. 

Desgraciadamente, los plazos legales de un proceso 
tan complejo como la suspensión de pagos de Galerías 
requiere unos plazos legales que han llevado a que el 
auto que ha dictado el juez el día 26 de junio establezca 
fecha tope para la celebración del convenio de acree- 
dores el 20 de septiembre. Quiere decir que esperamos 
que el 20 de septiembre esté el convenio de acreedores 
y que, a partir de ese momento, se pueda firmar el con- 
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trato definitivo con El Corte Inglés, pero los plazos no 
están en nuestras manos, dependen del juez y el juez 
quiere, por supuesto, tener el máximo rigor, las máxi- 
mas garantías, de que no pueda haber impugnaciones 
y, por tanto, el cumplimiento estricto de los plazos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON LUIS MARDONES 
SEVILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 
COALICION CANARIA, QUE FORMULA AL 
EXCELENTISIMO SEÑOR MINISTRO D E  
COMERCIO Y TURISMO: ¿EXISTE ALGUN 
TIPO DE REQUISITO PREVIO O CLAUSULAS 
SUSPENSIVAS D E  LA OPERACION E N  EL 
CONTRATO DE ADQUISICION POR PARTE DE 

LERIAS PRECIADOS? (Número de expediente 
180l001283) 

EL CORTE INGLES EN LOS ACTIVOS DE GA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 7 del se- 
ñor Mardones Sevilla. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señor Ministro de Comercio y Turismo, jexiste al- 
gún tipo de requisito previo o cláusula suspensivas de 
la operación en el contrato de adquisición por parte de 
El Corte Inglés en los activos de Galerías Preciados? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE COMERCIO Y TURIS- 
MO (Gómez-Navarro Navarrete): No se pueden Ila- 
mar cláusulas suspensivas, porque no hay un contra- 
to. Lo que ha habido es una selección de la mejor 
oferta que debe conducir a la realización del contrato 
en el mes de septiembre. Las condiciones son las nor- 
males en un proceso tan complejo, pero fundamen- 
talmente hay dos: el que se lleve a buen puerto el 
convenio de acreedores que pueda liberar las cargas 
hipotecarias sobre el conjunto de los edificios y el ex- 
pediente de regulación de empleo con acuerdo de los 
trabajadores. En última instancia lo que El Corte In- 
glés de manera muy razonable pretende es que al fi- 
nal no pueda figurar que lo que hace es destruir 
6.500 puestos de trabajo, sino que figure que salva, 
con el acuerdo sindical, 5.200. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, 
señor Presidente. Gracias, señor Ministro. 

Efectivamente, en este momento el papel está en 
manos del juez de cara al convenio de acreedores. Es- 
peremos que lo tengamos el 20 de septiembre. 

Como usted bien ha dicho, ahí hay dos conceptos di- 
ferentes: uno, en lo relativo a los inmuebles, la liberali- 
zación que haya de cargas hipotecarias. Pero yo me 
voy a referir concretamente, señor Ministro, al expe- 
diente de regulación de empleo. En su momento, el Di- 
rector General de Comercio Interior ofreció garantías 
en el documento de las condiciones laborales a la adju- 
dicación de Galerías Preciados, y yo, señor Ministro, le 
felicito por la manera en que su Departamento ha lle- 
vado hasta ese momento esa tutela política adminis- 
trativa, fuera de la judicial que no le corresponde, para 
garantizar la disponibilidad de las indemnizaciones le- 
gales con carácter previo a la adquisición de los con- 
tratos. Vinculado al expediente de regulación de em- 
pleo hay que garantizar la tutela de la Administración. 
Y yo le pido que la siga ejerciendo de una manera muy 
directa. Porque usted sabe, señor Ministro, que ese do- 
cumento se hizo y se gestó antes de la adjudicación de- 
finitiva al Corte Inglés. 

La plantilla tiene un derecho de duda y de incerti- 
dumbre, y eso es lo que yo pido a la Administración 
que le garantice, porque, si va a haber 5.200 contrata- 
ciones mínimas previstas, hay que garantizar también 
que la Administración no incumpla los compromisos 
de tutela, al menos sobre las indemnizaciones previs- 
tas para las condiciones laborales en que tienen que 
verse atendidas estas personas, vayan a permanecer o 
no en la plantilla definitiva, sobre todo estas últimas. 

Yo creo que eso es importante en este momento pa- 
ra que la plantilla no tenga que tener ninguna sombra 
de duda, se pueda seguir conduciendo todo bajo la tu- 
tela de la Administración en estos aspectos políticos y 
que los dos interlocutores, Administración y Corte In- 
glés, dejen resuelto el tema. 

Yo espero de su gestión, señor Ministro, esta eficaz 
culminación. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE COMERCIO Y TURISMO 
(Gómez-Navarro Navarrete): Una precisión. El docu- 
mento que firmaron dos Sindicatos no lo firmó el Di- 
rector General de Comercio Interior; era un documen- 
to que pedía El Corte Inglés para estar dispuesto a 
presentar la oferta, es decir, en qué condiciones los 
sindicatos estarían dispuestos a pactar un expediente 
de regulación. Por tanto, no había ningún compromiso 
de la Administración porque no era parte directamente 
implicada. Hicimos de hombres buenos para intentar 
que fuese posible el proceso. 

En cualquier caso, la empresa Galerías Preciados, hoy, 
con el proceso que se ha avanzado, puedo decirle, no 
asegurarle al 100 por cien, porque yo no soy el dueño de 
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Galerías, que creo que se van a poder cumplir adecuada- 
mente las condiciones que figuraban en el documento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- PREGUNTA DE LA DIPUTADA DOÑA MARIA 
DOLORES SANCHEZ LOPEZ, DEL GRUPO 
SOCIALISTA DEL CONGRESO, QUE FORMU- 
LA AL GOBIERNO: ¿COMO PIENSA EL GOBJER- 
NO AYUDAR A LA FINALIZACION DE LAS 
OBRAS DE LA RESIDENCIA PROVINCIAL 

LAGA? (Número de expediente 180/001287) 
PARA PARALITICOS CEREBRALES DE MA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 10, de la 
señora Sánchez López. 

La señora SANCHEZ LOPEZ: Gracias, señor Presi- 
dente. 

La Asociación Malagueña de Paralíticos Cerebrales 
es una de las más antiguas de España. Su labor riguro- 
sa en la defensa de los derechos y la mejora de la cali- 
dad de vida de los discapacitados es cuestionable no 
sólo dentro de Málaga, sino más allá incluso de las 
fronteras de nuestra provincia. 

La ilusión, el esfuerzo y el empeño que la Asociación 
ha puesto en la consecución de este objetivo ha hecho 
posible un sueño que parecía inalcanzable cuando lo 
imaginaron: construir una gran residencia provincial 
para paralíticos cerebrales que permitiera superar las 
condiciones en las que actualmente se desenvuelve la 
vida de los 50 paralíticos que hoy son atendidos por 
Amapace y, a la vez, dar respuesta a la demanda de 
tratamiento de una larga lista de espera que no es po- 
sible atender en este momento por falta de espacio. 

El esfuerzo de la Asociación y la situación de la ac- 
tual residencia lo resumen perfectamente tres párrafos 
del informe que dos técnicos del Inserso han realizado 
tras su inspección el pasado 25 de abril. 

Dice así el informe: el Centro se encontraba muy 
limpio y ordenado, aunque el inmueble acusa un dete- 
rioro grande por la antigüedad de su construcción y 
por las inundaciones que ha sufrido. Sigue: Se observó 
que estábamos ante un personal competente que tenía 
el aparataje necesario pero planteado con soluciones 
sencillas. Por último dice el informe: Las condiciones 
del Centro son tan precarias que es necesario trasla- 
darlo cuanto antes a locales suficientemente idóneos. 

Estos locales suficientemente idóneos, es decir, la 
nueva residencia se inició hace ya más de tres años 
con la ayuda del Ayuntamiento de Málaga que cedió la 
parcela para su ubicación, de la Junta de Andalucía y 
del Ministerio de Asuntos Sociales, a través de subven- 
ciones con cargo al 0,5 por ciento del IRPF, pero las di- 
ficultades presupuestarias de los años 1994 y 1995 im- 
pidieron su finalización en el plazo previsto y la obra 
lleva paralizada hace ahora exactamente un año, a fal- 
ta de poco trabajo y de no demasiada inversión. 

Porque pensamos que el esfuerzo humano e inversor 
realizado por Amapace y las distintas administracio- 
nes no puede ser inútil y porque estamos convencidos 
de que una sociedad no es moderna y mucho menos 
solidaria si en ella no viven dignamente los más desi- 
guales, realizamos la pregunta que consta en el orden 
del día con el número 10. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Sánchez. 
Señora Ministra. 

La señora MINISTRA DE ASUNTOS SOCIALES: 
(Alberdi Alonso): Señor Presidente, señoría, efectiva- 
mente el trabajo que lleva a cabo la Asociación Mala- 
gueña de Padres de Paralíticos Cerebrales, Amapace, 
es un ejemplo de lo que se puede hacer desde el movi- 
miento asociativo para mejorar la condición de vida de 
las personas con esta minusvalía. 

Hoy está en ejecución la construcción de esa resi- 
dencia para paralíticos cerebrales que es un ejemplo 
de residencia innovadora con todos los servicios. 

A través del 0,5 por ciento, desde el Ministerio de 
Asuntos Sociales y en cuatro ediciones -1991, 1992, 
1993 y 1994- se ha venido atendiendo con cantidades 
sustanciosas a la construcción de esta residencia. El 
Ayuntamiento de Málaga cedió los terrenos y la Junta 
de Andalucía ha venido apoyando el proyecto desde 
1991, siendo un modelo de cooperación entre las ad- 
ministraciones, la Administración central, la autonó- 
mica y la local, así como de cooperación con el movi- 
miento asociativo. Por tanto, es una prioridad política 
desde el Ministerio de Asuntos Sociales seguir comple- 
tando esas cantidades necesarias para poner en mar- 
cha la construcción de este centro. 

Para ello, además de atender la petición que se ha 
formulado a través del 0,5 por ciento con la cantidad 
adecuada, hemos puesto en funcionamiento la Funda- 
ción ONCE, que es la que distribuye el tres por ciento 
de la venta del cupón, y una tercera parte de esa canti- 
dad está destinada a cuestiones relativas a las personas 
con minusvalía en general. 

Precisamente el grupo de trabajo, que se reunió el 
pasado 5 de abril para analizar entre otros programas 
y proyectos, éste de la residencia de Amapace, en Má- 
laga, ha realizado un informe técnico muy favorable 
sobre el Estado de las obras y también ha mantenido 
una reunión con los representantes de Amapace, de la 
Junta de Andalucía y del Inserso, para establecer có- 
mo se va a llevar a cabo la cofinanciación de la canti- 
dad que resta, que es de 198 millones de pesetas. Esa 
cantidad se va a atender entre el Ministerio de Asun- 
tos Sociales, la Junta de Andalucía y una suma -es- 
peramos que sustancial- por parte de la Fundación 
ONCE. 

Por ello puedo decirle con satisfacción, señona, que 
podemos tener en marcha la continuidad de la obra 
para terminarla quizá en el tiempo de un año. 

Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ministra. 

DE LA DIPUTADA DOÑA ANGUSTIAS MARIA 

CIALISTA DEL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL GOBIERNO: ¿QUE BALANCE HACE EL 
MINISTERIO D E  EDUCACION Y CIENCIA 
DEL FUNCIONAMIENTO DEL DISTRITO 
UNIVERSITARIO COMPARTIDO? (Número de 
expediente 180/001289) 

RODRIGUEZ ORTEGA, DEL GRUPO SO- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 12, de la 
señora Rodríguez Ortega. 

La señora RODRIGUEZ ORTEGA: Gracias, señor 
Presidente. 

Señor Ministro de Educación y Ciencia, estos días se 
vienen realizando las pruebas de selectividad convoca- 
das por todas las universidades en nuestro país. Son 
aproximadamente 220.000 los alumnos que se presen- 
tan a estas pruebas con el objetivo de conseguir bue- 
nas calificaciones que les permitan realizar la carrera 
elegida. 

En los últimos años el número de estudiantes uni- 
versitarios ha aumentado considerablemente. Este au- 
mento se ha debido, entre otras razones, a la creación 
de plazas universitarias. Dieciocho mil nuevas plazas 
universitarias aprobó el Consejo de Universidades en 
la última reunión que ha celebrado este mismo mes de 
junio. Este aumento de plazas favorece, sin duda, el 
acercamiento progresivo ante la oferta y la demanda y 
la posibilidad de estudiar la carrera deseada. En este 
sentido, además, se puso en marcha el distrito com- 
partido, hace algunos años, para que las universidades 
oferten un número de plazas que este curso es del cin- 
co por ciento y que se duplicará para el próximo curso 
académico, llegándose al diez por ciento. Esta oferta 
es para aquellos alumnos que procedan de otros distri- 
tos universitarios y que hayan obtenido la nota exigida 
para estudiar la opción deseada. 

Al mismo tiempo, este medida requiere .intensificar 
la política de becas para aquellos alumnos que lo nece- 
siten; política de becas que sin duda favorecerá la mo- 
vilidad de los estudiantes universitarios y la igualdad 
de oportunidades de los mismos. 

Con estas argumentaciones le formulo la siguiente 
pregunta: ¿Qué balance hace el Ministro de Educación 
y Ciencia del funcionamiento del distrito universitario 
compartido? 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Rodríguez 

Señor Ministro. 
Ortega. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA 
(Suárez Pertierra): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señoría, efectivamente el número de estudiantes 
universitarios crece mucho. Habrá 377.000 nuevos es- 
tudiantes universitarios en el próximo curso. En los ú1- 
timos años hemos venido aprovechando en lo posible 
las complementariedades del sistema universitario es- 
pañol a través del distrito compartido, que pretende 
que los mejores estudiantes puedan acceder a cual- 
quier universidad para realizar los estudios de su pre- 
ferencia. 

Estamos avanzando de forma notable en esa direc- 
ción y, en efecto, en la última reunión del Consejo de 
Universidades, celebrada el 15 de junio, su Comisión 
académica aprobó por consenso, lo cual también es 
importante, la duplicación de los porcentajes de alum- 
nos con matrícula en régimen de distrito compartido 
que cada universidad debía admitir. 

Esto significa que si en los últimos cursos el porcen- 
taje de plazas que cada universidad debía reservar pa- 
ra dar acogida a estudiantes de otros distritos era de 
un cinco por ciento con un límite de diez plazas, el 
próximo curso cada universidad reservará justamente 
el doble, un 10 por ciento de sus plazas, para esta figu- 
ra, con un tope de 20 unidades en aquellos centros que 
no hayan establecido límites de admisión. 

Con ello se ha alcanzado casi la cifra de 24.000 
plazas globales de distrito compartido para el próxi- 
mo curso, de las que más de 22.000 serán plazas co- 
rrespondientes al primer curso de las licenciaturas o 
diplomaturas universitarias. De esta forma, se dupli- 
ca la oferta del curso 1994-1995 que fue de 10.500 
plazas. 

Esta decisión va en la dirección de favorecer la mo- 
vilidad estudiantil y de primar la asistencia de los estu- 
diantes que resulten más capacitados a las enseñanzas 
que tengan más prestigio. El horizonte al que se aspira 
es la constitución en fecha lo más próxima posible, de 
un verdadero distrito único universitario, ya estableci- 
do a nivel regional por algunas administraciones edu- 
cativas de las comunidades autónomas. Este distrito 
único garantizará la perfecta movilidad de los estu- 
diantes, que es un derecho al que alude uno de los su- 
puestos de la Ley de Reforma Universitaria. 

Nada más, señor Presidente, señorías. 
Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON ANDRES OLLERO 
TASSARA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL EXCMO. SEÑOR MINISTRO D E  EDU- 

FICAN LA EXISTENCIA DE UNA PRUEBA DE 
CACION Y CIENCIA ¿QUE RAZONES JUSTI- 

ACCESO A LA UNIVERSIDAD ESPECIFICA PA- 
RA LOS ALUMNOS DE LA LEY DE ORDENA- 
CION GENERAL DEL SISTEMA EDUCATIVO 
(LOGSE)? (Número de expediente 180/001301) 
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El señor PRESIDENTE: Pregunta número 24, del 
señor Ollero Tasara. 

El señor OLLERO TASSARA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor ministro, ¿qué razones justifican la existencia 
de una prueba de acceso a la universidad específica 
para los alumnos de la Logse? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ollero. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA 
(Suárez Pertierra): Gracias, señor Presidente. 

Señorías, a partir del curso 1992-1993, se ha comen- 
zado a impartir anticipadamente el nuevo bachillerato 
establecido en la Logse, adelantándose, por consi- 
guiente, al calendario previsto. En esta ley se establece 
que para acceder a la universidad es necesario tam- 
bién una prueba de acceso que habrá de valorar madu- 
rez académica y los conocimientos adquiridos en la 
enseñanza secundaria y en el bachillerato. Por eso ha 
sido necesario organizar las pruebas de acceso corres- 
pondientes a los alumnos que han cursado estas ense- 
ñanzas, que coincidirán con las pruebas para los alum- 
nos de COU hasta que las enseñanzas de la Logse se 
generalicen. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Ollero. 

El señor OLLERO TASSARA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro, si las pruebas de selectividad pre- 
tenden valorar la capacidad de los alumnos para acce- 
der a la universidad, lo menos que cabria esperar de 
una reforma tan aparatosa como la de la Logse es que 
sus alumnos las superaran con mayor brillantez que 
los que no han tenido la fortuna de disfrutarla. Asunto 
distinto sena si se tratara de ver que han estudiado y 
hacerles un examen final; pero ustedes mismos dejan 
claro que no es así cuando los alumnos que han hecho 
el COU en el extranjero les han quitado la selectividad 
que tenían antes. 

Por el contrario, todo parece indicar que el bajo ni- 
vel de la Logse, del que ya todo el mundo habla, obliga 
al Gobierno a ofrecer a sus víctimas una selectividad 
con rebajas y eso ya es un poco sospechoso. Pero lo 
curioso es cuál es el resultado de esa oferta: el índice 
de fracaso escolar de los alumnos sometidos a la Logse 
supera espectacularmente al de los que pudieron esca- 
par de ella. Algunos datos: en Granada, siete puntos 
más de fracaso escolar; en Cantabria, también; 14 pun- 
tos en el distrito de Cataluña; 17 en el de Madrid e in- 
cluso 18 en el de Salamanca, quizá por aquello de que 
la Logse no da, Salamanca no presta. 

El 54 por ciento de los alumnos de la Logse del año 
pasado no llegaron a presentarse a selectividad: ocho 

puntos más que los del bachiller anterior. Sólo un 38 
por ciento aprobó en junio, lo cual supone ocho pun- 
tos menos que el del bachiller anterior. El 42 por cien- 
to no llegó a presentarse ni siquiera en septiembre: 10 
puntos más que los del bachiller anterior. Los de la 
Logse que aprobaron entre junio y septiembre se que- 
daron en el 50 por ciento: 11 puntos menos aprobados 
que los del bachiller anterior. 

Ante este planteamiento, señor Ministro, el asunto 
empieza a ser tan preocupante que la sensación de que 
aquí suspende todo el mundo con la Logse es tal que 
cuando se habla de S .  S.  como Ministro de Defensa 
hay quien dice que lo que pasa es que va a tener inclu- 
so que repetir la mili, dentro del ambiente en el que es- 
tamos metidos. 

Yo le aconsejaría que, para responsabilizarse de sus 
experimentos, organice un examen de bachillerato pa- 
ra todos los de la Logse, para que sepamos cuál es el 
rendimiento de esa reforma. Y luego, si la universidad 
quiere complementar en algunos casos ese examen pa- 
ra poder valorar la capacidad de los que quieren ingre- 
sar en ella, que lo haga. La situación actual, en la que 
se está dando este espectáculo de cuál es el rendimien- 
to de la reforma, no parece que sea demasiado positi- 
va, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ollero. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA 
(Suárez Pertierra): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, en primer lugar, el rendimiento de la refor- 
ma es bueno y los índices de fracaso escolar o de falta 
de aprovechamiento escolar, como seguramente mejor 
podría decirse, no son especialmente significativos en 
relación con los índices que manejamos del sistema 
anterior a la Logse normalizados. 

No aumenta el fracaso escolar. Lo he dicho más de 
una vez, señona, en esta Cámara y en su Comisión de 
Educación y Cultura. Lo que sucede es que ha habido 
muchas incorporaciones a los estudios de secundaria, 
porque uno de los principios básicos de la reforma de 
la Logse es precisamente ampliar la escolaridad obli- 
gatoria en dos años, que es algo fundamental desde la 
perspectiva en que nosotros nos situamos. 

Dicho esto, en segundo lugar, S. S .  pregunta por qué 
existe una prueba diferente para la Logse. Existe una 
prueba diferente para la Logse no por razones de reba- 
jas; existe una prueba diferente para la Logse porque 
son diferentes las materias, los contenidos, las discipli- 
nas optativas e incluso los criterios de evaluación que 
se exigen para los estudiantes de COU y para los estu- 
diantes de la Logse, y el resultado de la selectividad de 
quienes realizan estudios de COU y de quienes reali- 
zan estudios de Logse son estrictamente semejantes, 
86 por ciento de resultado favorable en unos, 84 por 
ciento de resultado favorable en otros. 
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Ni hay, por consiguiente, señoría, fracaso escolar ni 
hay diferencias en los resultados de la selectividad, 
aunque se trate de magnitudes incomparables, porque 
estamos comparando 205.000 alumnos en 1994 de se- 
lectividad COU con 6.000 alumnos 1994 de selectivi- 
dad Logse. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DE LA DIPUTADA DOÑA BLANCA FERNAN- 
DEZ DE CAPEL BAÑOS, DEL GRUPO PARLA- 
MENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO, 
QUE FORMULA AL EXCELENTISIMO SEÑOR 
MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA: ¿POR 
QUE EL GOBIERNO ENCOMIENDA A NO 
ESPECIALISTAS LA CONVALIDACION DE 
TITULOS EXTRANJEROS? (Número de ex- 
pediente 180/001302) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 25 de la 
señora Fernández de Capel. 

La señora FERNANDEZ DE CAPEL BAÑOS: Gra- 
cias, señor Presidente. 

Señor Ministro, (por qué el Gobierno encomienda a 
no especialistas la convalidación de títulos extranje- 
ros? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández 

Señor Ministro. 
de Capel. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA 
(Suárez Pertierra): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, el Gobierno no encomienda a no especialis- 
tas la convalidación de títulos extranjeros. La conce- 
sión o denegación de la homologación de títulos de ex- 
tranjeros de educación superior se adopta por el 
Ministerio de Educación y Ciencia en actividad admi- 
nistrativa, previo informe de la Comisión Académica 
del Consejo de Universidades. La Comisión Académica 
del Consejo trabaja con subcomisiones de evaluación, 
donde se integran los rectores y los restantes miem- 
bros del Consejo de Universidades agrupados según su 
especialización o según su pertenencia a una determi- 
nada área de conocimiento, que, además, solicita el 
asesoramiento científico-técnico de expertos que se co- 
rresponden con áreas de conocimiento en las que se 
agrupan las comisiones de especialidad. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señora Fernández de Capel. 

La señora FERNANDEZ DE CAPEL BAÑOS: Gra- 
cias, señor Presidente. 

Señor Ministro, no se aclaran ustedes. Porque bas- 
tantes problemas tiene ya la universidad española y la 

universidad en general para que el Ministerio le añada 
el de las arbitrariedades que se producen, y usted debe 
conocerlas porque se han denunciado muchas veces, 
en la homologación de títulos. 

{Cómo se explica que la Comisión de Expertos para 
homologación de títulos extranjeros universitarios la 
formen en su mayoría miembros de una sola universi- 
dad? ¿Es que no valen los expertos de otras universida- 
des? ¿Es que no valen las otras universidades? ¿Por 
qué se conceden homologaciones sin presentación de 
programas? Eso también sucede, señor Ministro, y us- 
ted debe saberlo. ¿Y quiénes homologan y quiénes pre- 
siden esas áreas? Se lo voy a recordar, porque me está 
diciendo usted que son expertos. 

Para homologarse el título de psicología, preside el 
área una profesora titular de filología latina, muy ex- 
perta, desde luego, pero usted sabrá por qué. Para ho- 
mologar el título de derecho y periodismo, el encarga- 
do del área es profesor titular de ciencias políticas y de 
la administración. Usted, como Ministro, sabrá tam- 
bién por qué, no dudo de que usted es experto en este 
campo, señor Ministro, pero ciencias políticas, en vez 
de homologarlo un experto en ciencias políticas, el res- 
ponsable de área es profesora titular de filología lati- 
na. Ingeniería superior y arquitectura -dos carreras 
que no tienen importancia, señor Ministro- las ho- 
mologa un catedrático de escuela universitaria no su- 
perior de física aplicada. ¡Explíquese, señor Ministro! 
Pero en Odontología, donde hay múltiples arbitrarie- 
dades en relación a países, como usted sabe muy bien, 
eso ya es de aurora boreal. El que homologa no es doc- 
tor en Medicina -no debe hacer falta-, ni siquiera 
odontólogo, ¡por Dios, cómo vamos a tener un odontó- 
logo! Pásmese, señor Ministro, es un psicobiólogo. 
(Rumores.) Explíquelo muy bien. ¿Qué tendrá que ver 
eso con algún premolar? 

Señor Ministro, aquí tiene usted pruebas de su arbi- 
trariedad. Títulos de la misma universidad, del mismo 
programa, de la misma carrera y en el mismo año, 
unos homologados y otros no. Deberá explicárnoslo, 
señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández 

Señor Ministro. 
de Capel. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA 
(Suárez Pertiema): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, ninguna arbitrariedad en la homologación 
de títulos extranjeros por parte de las actuaciones ad- 
ministrativas españolas del Ministerio de Educación y 
Ciencia. Ninguna arbitrariedad. 

Por otra parte, tampoco sé qué tienen que ver los 
problemas de la Universidad española con los proble- 
mas de la homologación de títulos extranjeros, porque 
son cuestiones que tienen muy poco que ver entre sí. 

Señoría, hay unas comisiones de especialización en 
las que están distribuidos los miembros del Consejo de 
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Universidades según áreas de conocimiento. Grandes 
áreas: enseñanzas técnicas, humanidades, experimen- 
tales de la salud, ciencias sociales y jundicas. Y, ade- 
más, expertos, todos ellos doctores y todos ellos con 
competencia docente e investigadora plena, como re- 
conoce nuestra legalidad. 

¿Cómo están elegidos estos expertos? Se eligen por 
su vinculación a un área de conocimiento, por su expe- 
riencia en convalidaciones, por su experiencia en la 
elaboración de planes de estudios y por haber desem- 
peñado cargos académicos; rector, vicerrector, decano 
o vicedecano. Son verdaderos expertos. 

Como S. S. ha seguido fielmente el guión de unas 
noticias de prensa aparecidas hace poco tiempo, don- 
de se expresaban todos aquellos casos a los que S. S. 
ha aludido y que seguramente en este momento no 
tendría ocasión de aclarar, puedo pasar a S. S. la con- 
testación que entonces remitimos a ese medio de co- 
municación, que explica claramente, para satisfacción 
seguramente de S. S., si lo tuviera o pudiera leerlo en 
su momento, cuál es la razón de los supuestos que 
S. S. ha citado. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON RAMON SANTOS 
JURADO, DEL GRUPO SOCIALISTA DEL 
CONGRESO, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
¿QUE ACCION ESTA EJERCIENDO EL 
GOBIERNO EN EL AMBITO BILATERAL, 
PARA LA DEFENSA DE LOS INTERESES DE 
LOS PESCADORES ESPAÑOLES, EN RE- 
LACION CON LA NEGOCIACION DEL 
ACUERDO PESQUERO ENTRE LA UNION 
EUROPEA Y MARRUECOS? (Número de expe- 
diente 180/00 1290) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 13, del 
señor Santos Jurado. 

El señor SANTOS JURADO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro, se han producido ya varias rondas 
negociadoras entre la Unión Europea y Marruecos, 
con el objetivo de conseguir un nuevo acuerdo pesque- 
ro entre ambas partes. 

La realidad es que las negociaciones hasta ahora, 
desgraciadamente, no han tenido éxito y por el contra- 
rio se está produciendo un estancamiento de la situa- 
ción, perjudicial para todos, especialmente para nues- 
tro sector pesquero y con la tensión y la incertidumbre 
que todos conocemos. 

Por otra parte, está claro que este clima puede afec- 
tar incluso a las relaciones bilaterales entre España y 
Marruecos. Este fin de semana concretamente hemos 
conocido la visita del Ministro de Asuntos Exteriores a 
Marruecos, donde se entrevistó con el Rey Hassan 11 y 

con el Primer Ministro marroquí, iniciativa que evi- 
dentemente sólo se puede valorar como muy positiva y 
que puede ayudar a desbloquear la negociación. 

En este sentido, nos parece oportuno que el Gobier- 
no informe a la Cámara sobre las acciones que, en el 
ámbito bilateral, está ejerciendo en defensa de los inte- 
reses de los pescadores españoles en relación con esta 
negociación entre la Unión Europea y Marruecos. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Santos. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION (Atienza Serna): Gracias, señor 
Presidente. 

Como todas SS. SS. saben, se han celebrado ya cin- 
co rondas negociadoras, en las que Marruecos ha ma- 
nifestado, desde un primer momento, una posición re- 
duccionista para las modalidades de arrastre norte, 
palangre y cefalópodo, añadidas a otros elementos de 
su posición negociadora, supresión de la pesca en el 
Mediterráneo, desaparición de ciertas modalidades de 
pesca, incremento de marineros marroquíes, etcétera, 
lo que ha dado lugar a que esas propuestas hayan sido 
inaceptables tanto por parte española como comunita- 
ria. Al no haber concluido un nuevo acuerdo en tiem- 
po útil, la flota comunitaria hubo de abandonar el ca- 
ladero marroquí a partir del 1 de mayo. Entretanto, el 
Gobierno arbitró las medidas necesarias para paliar 
económicamente el impacto del amarre de la flota, 
tanto en lo que se refiere a empresas armadoras como 
a tripulaciones y va a adoptar en los próximos días la 
prórroga de esas ayudas. 

En lo concerniente a la negociación propiamente di- 
cha, es preciso recordar que, de conformidad con la 
política común pesquera, la competencia de la nego- 
ciación de los acuerdos pesqueros está depositada en 
la Unión Europea, que sigue las líneas directrices ema- 
nadas del Consejo de Ministros y expresadas en el 
mandato de negociación. Este es un hecho insoslaya- 
ble desde el punto de vista jurídico, que por su propia 
naturaleza limita necesariamente la capacidad de ac- 
ción bilateral de los gobiernos de los Estados miem- 
bros, dada la necesidad de respetar las facultades de la 
Comisión y de evitar que las eventuales acciones unila- 
terales transmitan una impresión de injerencia en lo 
que constituye, neta y claramente, competencias de ex- 
clusivo carácter comunitario. 

No obstante, el Gobierno español, a través de dife- 
rentes canales, el Ministerio de Agricultura, el Ministe- 
rio de Asuntos Exteriores - como usted ha menciona- 
do-, la Embajada de España en Rabat, ha realizado 
acciones que, con el respeto al marco jundico indica- 
do, han permitido, creemos, mejorar el clima de las re- 
laciones bilaterales, recuperar el mejor espíritu en esas 
relaciones y con ello contribuir a que las negociacio- 
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nes entre la Unión Europea y Marruecos concluyan sa- 
tisfactoriamente en un plazo lo más corto posible. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

DEL DIPUTADO DON JOSE ANTONIO AMATE 
RODRIGUEZ, DEL GRUPO SOCIALISTA DEL 
CONGRESO, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
¿ESTA ESTUDIANDO EL MINISTERIO DE 
AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACION LA 
POSIBILIDAD DE QUE, EN TANTO NO S E  
RESUELVA EL CONFLICTO PESQUERO CON 
MARRUECOS, SE AUTORICE A LA FLOTA DE 
ALMERIA AFECTADA QUE PUEDA FAENAR 
EN EL CALADERO NACIONAL Y MAS 
CONCRETAMENTE EN LAS COSTAS DE 
ALMERIA Y E N  EL MAR DE ALBORAN? 
(Número de expediente 180/001293) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 15, del 
señor Amate Rodnguez. 

El señor AMATE RODRIGUEZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Ministro, a nadie se le oculta que la situa- 
ción por la que está atravesando el sector pesquero, 
fundamentalmente el que está en el censo de Ma- 
rruecos, cada día se está poniendo más delicada. En 
estos seis últimos meses sólo han podido faenar dos; 
enero y febrero estuvieron de parada biológica, des- 
de mayo está el conflicto con la renegociación del 
acuerdo con Marruecos y solamente han podido fae- 
nar en marzo y abril. En estas circunstancias, a pe- 
sar de las ayudas que están recibiendo desde la Ad- 
ministración, 73.000 pesetas mensuales, la situación 
económica por la que están atravesando es mala. Co- 
mo no trabajan y como no tiene viso de arreglarse 
este conflicto, han estallado revueltas callejeras que, 
por lo menos en Almería, se saldaron con un día en- 
tero de enfrentamientos con las fuerzas de orden pú- 
blico. Creo que están recurriendo a unos métodos 
que no son buenos para el sector y que en nada be- 
nefician la solución del problema. Con esta pregun- 
ta, señor Ministro, lo único que pretendo es intentar 
solucionar el problema económico de los pescadores 
afectados por esta parada forzosa, aliviar la negocia- 
ción con Marruecos, puesto que si se disminuyen las 
licencias, mejora la negociación, y, desde luego, evi- 
tar los desórdenes y enfrentamientos con las fuerzas 
de orden público. 

En Almena hay unos caladeros a más de 500 o 600 
metros, que son fondos sin explorar, donde los técni- 
cos de pesca dicen que seguramente hay grandes ban- 
cos de gambas rojas, y están convencidos de que tanto 

en las costas almerienses como en el Mar de Alborán 
podían estar faenando los 34 barcos que están afecta- 
dos por esta parada forzosa. De esos 34 barcos, 9 ya 
han pedido la paralización total. Por lo tanto, sola- 
mente afectanan a 25. Si esos 25 pudieran faenar en 
estas costas almerienses en el caladero nacional, ten- 
dríamos los tres problemas resueltos: el económico, 
los desórdenes y la facilidad, a la hora de negociar la 
Unión Europea, de que disminuirían las licencias 
puesto que la mayoría de ellos preferirían estar pes- 
cando en el caladero nacional antes que volver a fae- 
nar en Marruecos. 

Por todo ello, la pregunta es si se está estudiando 
por parte del Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali- 
mentación la posibilidad de que, en tanto no se resuel- 
va el conflicto pesquero con Marruecos, se autorice a 
la flota de Almena afectada que pueda faenar en el ca- 
ladero nacional y más concretamente en las costas de 
Almena y en el Mar de Alborán. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Amate. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION (Atienza Serna): Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, la normativa española sobre contingenta- 
ción de caladeros establece que en las pesquerías en 
aguas bajo jurisdicción marroquí solamente pueden 
faenar los buques relacionados en el censo al efecto es- 
tablecido, y también que en los caladeros españoles so- 
lamente pueden faenar los buques que cuentan con de- 
rechos de acceso a una determinada pesquería para 
ese caladero. Cualquier decisión que se adopte no pue- 
de consistir en desvestir un santo para vestir a otro y 
tiene que tener en cuenta los problemas, no solamente 
desde el punto de vista legal en lo que se refiere a la 
contingentación de los accesos a los diferentes calade- 
ros y por tanto su reserva para los censos de buques 
para cada una de las pesquenas en cada uno de los ca- 
laderos, sino también el riesgo de sobreexplotación de 
algunos recursos, que ha sido puesto de manifiesto por 
parte de la FA0 y de algunos otros organismos de ca- 
rácter internacional, en algunas áreas del Mediterrá- 
neo. Sobre esta base se comprende la dificultad de ín- 
dole tanto biológica como legal que entraña 
incrementar el esfuerzo pesquero en un caladero con- 
tingentado, autorizando la presencia de nuevas unida- 
des de otros caladeros, máxime si son embarcaciones 
que en su momento fueron construidas para faenar en 
aguas de terceros países. Cualquier decisión al respec- 
to que haya que adoptar en el futuro tiene que tener en 
cuenta estas limitaciones de carácter legal y de carác- 
ter biológico. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
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DE LA DIPUTADA DOÑA ELVJRA FERNANDEZ 
-DJAZ, DEI. GRUPO PARLAMENTAR0 POPULAR 
EN EL CONGRESO, QUE FORMULA AL SEÑOR 
MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION: ¿POR QUE RAZON NO 
SOLICJTA EL GOBIERNO A LA UMON EUROPEA 
QVE SE AMPLIE LA CUO'IIA LA= ESPAÑOLA 
EN AL MENOS UN MILLON DE TONELADAS? 
(Número de expediente 180/001303) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 26, de la 
señora Fernández Díaz. 

La señora FERNANDEZ DIAZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señor Ministro, ¿por qué el Gobierno no solicita de 
la Unión Europea la revisión de la cuota láctea y pide 
un millón de toneladas, cantidad considerada mínima 
necesaria para.que el sector pueda desenvolver su acti- 
vidad, tanto a nivel de productores como de industrias 
transformadoras, y competir con los otros países que 
forman parte de la Comunidad? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Agricultura. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION (Atienza Serna): Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señoría, ayer tuvimos oportunidad de hablar en la 
Comisión de Agricultura un poco más largo y tendido 
sobre este tema. Quiero decirle que desde el ingreso de 
España en la Unión Europea la cuota española global 
actual respecto de la cuota del ingreso de España en la 
Unión Europea ha aumentado un 3,l por ciento, mien- 
tras que en el conjunto de la Unión Europea la cuota 
láctea en este mismo período ha disminuido un 9,5 
por ciento. 

Si hablamos de la cuota láctea de entrega a indus- 
trias, en el caso español ha aumentado casi un 17 por 
ciento, frente a una disminución entre el 9 y el 10 por 
ciento de las entregas de leche para otras industrias 
lácteas europeas. Teniendo en cuenta que hemos con- 
seguido y consolidado muy recientemente, en 1994, un 
incremento de la cuota láctea de 600.000 toneladas, 
siendo como somos, como otros países, peticionarios 
de incremento de cuota láctea, hay que encontrar el 
momento más oportuno para realizar una demanda 
que en estos momentos no tiene visos de prosperar. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra la señora Fernández. 

La señora FERNANDEZ DIAZ: Señor Ministro, no 
me sorprende en absoluto su contestación. 

Efectivamente, veo que lleva la misma política que 
su antecesor, el señor Romero, que trató durante ocho 
años de convencer a los ganaderos de que la restructu- 

ración del sector se iba a hacer con esa cuota y que esa 
cuota era suficiente. Pero, lamentablemente, señor Mi- 
nistro, las cifras son las que cantan y lo que se mueve 
en este país en función de la ganadena son las cifras. 

Señor Ministro, ya hemos sacrificado medio millón 
de vacas de ordeño. El nivel de autoabastecimiento 
arroja un saldo muy positivo para todos los países de 
la Unión, incluido Portugal, excepto para España que 
está en un 76 por ciento, mientras que los Países Ba- 
jos, por poner un ejemplo, están en un 230 por ciento 
e Irlanda, señor Ministro, en un 310 por ciento. 

Las industrias hace años que vienen reivindicando 
un millón de toneladas de leche que se están impor- 
tando de Holanda, Alemania y Francia, principalmen- 
te. Las organizaciones agrarias y todos los sectores so- 
ciales piden lo mismo. Los ganaderos, señor Ministro, 
le están demandando constantemente aumento de 
cuota. En el mes de diciembre se abrió el plazo para la 
distribución de la reserva nacional.. 

Señor Ministro, ayer nos dio usted las cifras. Nos di- 
jo que los ganaderos han solicitado 1.410.000 tonela- 
das y que recibirán cuota adicional unos 15.000 gana- 
deros. Señor Ministro, como le decía ayer, ¿qué harán 
los otros 34.000? Supongo que, como me decía a mí 
un ganadero, tendrán que hacer el café, porque la le- 
che no llega. 

El Gobierno debe saber a estas alturas que el proble- 
ma no se arregla con transferencias, cesiones, planes 
de abandono y creación de reservas. Todos los indica- 
dores ... 

J 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández. 

La señora FERNANDEZ DIAZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. (Aplausos.-Varios señores Diputados: 
¡Muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Señor ministro. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION(Atienza Serna): Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Como S. S. sabe o creo que debe saber -c reo  que lo 
sabe además- la evolución de los precios percibidos 
por los ganaderos desde la aplicación del régimen de 
cuotas en sólo dos años y medio ha representado un 
incremento del 30 por ciento. Los precios percibidos 
por los ganaderos han aumentado un 30 por ciento. Lo 
que quiere decir que la renta del sector ha aumentado 
de forma importante. Además, somos uno de los paí- 
ses que con mayor motivo debe defender la aplicación 
del régimen de cuotas lácteas, porque somos un país 
comparativamente menos competitivo en las produc- 
ciones de leche que otros países comunitarios, y esa es 
la razón por la que hay otros muchos países comunita- 
rios que se están apuntando a las peticiones de incre- 
mento de cuota láctea o incluso a que desaparezca el 
régimen de cuotas lácteas, porque saben que si se in- 
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crementa la cuota láctea de todos los países o desapa- 
rece el régimen de cuotas lácteas, nuestra producción 
láctea estaría condenada a desaparecer. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON GUILLERMO GORTAZAR 
ECHEVERRIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRFSO, QUE FORlMULA AL 
SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION: ¿QUE PLANES TIENE EL 
SEÑOR MIMSTRO EN RELACION AL INSTITUTO 
NACIONAL PARA LA CONSERVACION DE LA 
NATURALEZA (ICONA)? (Número de expediente 
180/001304) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 27, del 
señor Gortázar Echeverría, que tiene la palabra. 

El señor GORTAZAR ECHEVERRIA Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señor Ministro, el jueves pasado formulé una pre- 
gunta que en parte ha sido contestada en el Consejo de 
Ministros del viernes, pero en cualquier caso, como de 
lo que se trata es de aclaraciones sobre el medio natu- 
ral en su Ministerio, mantengo la pregunta en sus pro- 
pios términos, es decir, ¿qué planes tienen en general 
ustedes con el tema del medio natural? Si quiere leo el 
texto literal de la pregunta, pero usted la conoce y la 
mantengo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
Gortázar. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION (Atienza Serna): Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Efectivamente, como usted ya conoce, el Consejo de 
Ministros del pasado viernes aprobó una reestructura- 
ción de diferentes áreas del Ministerio de Agricultura, 
en el que se produjo una reducción de algunos orga- 
nismos que han perdido una parte importante de sus 
responsabilidades de gestión como consecuencia del 
proceso de transferencias a las comunidades autóno- 
mas y también que necesitan reorientar una parte de 
sus actuaciones como consecuencia de los cambios en 
las orientaciones de la política agraria, de la política 
del medio rural y de la política de la conservación de 
la naturaleza en Europa. 

Como consecuencia de estos cambios se suprimie- 
ron, entre otros, el Instituto para la Conservación de la 
Naturaleza, el Iryda y el IFA y se creó un organismo 
específico para la gestión del único territorio que ges- 
tiona el Ministerio de Agricultura, que son los parques 

nacionales, para garantizar la flexibilidad necesaria 
para cumplir con éxito ese cometido. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Gortázar. 

El señor GORTAZAR ECHEVERRIA Señor Minis- 
tro, realmente he leído y he escuchado con interés sus 
explicaciones, pero quiero decirle que en el terreno de 
la conservación de la naturaleza, del medio natural y 
en general del medio ambiente nos movemos en un 
ámbito de extraordinaria confusión y de multiplicidad 
de organismos. En su Ministerio hasta ahora el Icona, 
mal que bien, era el punto de referencia en relación al 
medio natural. Ahora parece ser que la Secretaría Ge- 
neral de Desarrollo Rural y Conservación de la Natura- 
leza genera tres organismos: uno, la Dirección General 
de Planificación Rural y del Medio Natural; el segundo, 
la Dirección General de Desarrollo Rural y el tercero, la 
Dirección General de Conservación de la Naturaleza. 
Es decir, hay al menos dos direcciones generales dedi- 
cadas al medio natural y hay otra dedicada al desarro- 
llo rural, sin duda íntimamente vinculado a este tema. 

Como decía Eugenio D’Ors en una célebre anécdota, 
había un texto que leía y veía que se entendía clara- 
mente y decía: esto hay que oscurecerlo un poco. Creo 
que usted está haciendo lo mismo con los temas me- 
dioambientales de su Ministerio: vamos a oscurecerlos 
un poco. Se generan parques nacionales por un lado, y 
por otro genera usted una confusión administrativo- 
política en relación al medio natural muy notable, por- 
que ¿cómo se sabe que una cosa va a una Dirección 
General del Medio Natural o a otra Dirección General 
de Conservación de la Naturaleza? Realmente, funcio- 
naba mal su Ministerio en este terreno, pero por lo 
menos sabíamos que el Icona era el punto de referen- 
cia. Ahora no sabemos si es parques naturales, par- 
ques nacionales, si es la dirección de un tipo, la de de- 
sarrollo de otro o bien una de planificación. 
Realmente a estas alturas el mismo nombre Dirección 
General de Planificación Rural y del Medio Natural 
llama la atención. Uno de los temas de los Picos de Eu- 
ropa era que había cinco planes para la vida de los ciu- 
dadanos y ahora coloca usted una Dirección General 
de Planificación. Menos planificación, más claridad y 
mejor conservación de la naturaleza, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gortázar. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA 
Y ALIMENTACION (Atienza Serna): Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Con todo cariño, como le sucede a S.S. en la mayor 
parte de los temas medioambientales que afronta ha 
estado un poquito desfasado en el tiempo. 



I - 
CONGRESO 

8464 - 
28 DE JUNIO DE 1995.-NÚM. 159 

La política de medio ambiente, como la política de 
conservación de la naturaleza, que es un elemento de 
esa política global de conservación del medio ambien- 
te, tiene un carácter estrictamente horizontal, y, por 
tanto, es un error convertirla en una política de carác- 
ter vertical, en una política de carácter sectorial. Cada 
vez más, nuestra política de conservación del medio 
natural tiene que salir del ámbito de los espacios natu- 
rales protegidos. No es una política de especies amena- 
zadas o de ecosistemas sensibles; es una política que 
tiene que impregnar el conjunto de nuestras actuacio- 
nes dirigidas al medio rural: nuestra política forestal, 
nuestra política agraria; es decir, se trata de promover 
prácticas agrarias compatibles con la conservación del 
medio ambiente, como estamos realizando en el caso 
de los acuíferos de La Mancha o promoviendo las pro- 
ducciones de carácter ecológico o la conservación de 
nuestras razas autóctonas o la extensificación en nues- 
tras estepas cerealísticas, etcétera. 

Todos estos elementos forman parte de una política 
de conservación de la naturaleza. Cada vez más nues- 
tra política agraria va a estar estrechamente imbricada 
con nuestra política de conservación de la naturaleza, 
y la política de desarrollo rural tiene que ser estricta- 
mente una política de desarrollo sostenible. Eso es lo 
que hemos reflejado con la reestructuración, una inte- 
gración de las actuaciones de conservación de la natu- 
raleza y de las actuaciones dirigidas al desarrollo rural 
y a la modernización del sector agrario, promoviendo 
una política de carácter sostenible. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON LUIS ALBERTO AGUI- 
RIANO FORNIES, DEL GRUPO SOCIALISTA 
DEL CONGRESO, QUE FORMULA AL GO- 
BIERNO: ¿CUAL ES EL CONTENIDO Y CON- 
SECUENCIAS DEL RECIENTE ACUERDO SUS- 
CRITO CON LAS AUTORIDADES MEJICANAS 
POR EL QUE S E  MODIFICA EL VIGENTE 
CONVENIO DE EXTRADICION CON DICHO 
PAIS? (Número de expediente 180/001291) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 14 del 
señor Aguiriano Forniés. 

El señor AGUIRIANO FORNIES: Gracias, señor 
Presidente. 

Desde 1983 uno de los instrumentos más eficaces en 
la lucha contra el terrorismo ha sido la colaboración 
con otros países. De ahí, por ejemplo, la colaboración 
con Francia, que ha impedido, en muchos aspectos, la 
facilidad de movimientos de los comandos terroristas 
en el país vecino. Seguramente debido a ello ha ocurri- 
do una diáspora de terroristas por diversos países del 
mundo, especialmente en Latinoamérica. Por eso quie- 

ro preguntarle cuál es el contenido y consecuencias del 
reciente acuerdo suscrito con las autoridades mejica- 
nas, por el que se modifica el vigente convenio de ex- 
tradición con dicho país. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Aguiriano. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, en octubre de 1993, siendo Ministro de Jus- 
ticia, tuve, como continuación de los contactos que el 
Gobierno español desde hacía muchos años estaba 
realizando con Méjico, un primer contacto, decía, con 
el Procurador General de la República de Méjico, con 
el fin de intentar transformar en realidad jm’dica una 
aspiración tanto de la política de asuntos exteriores 
como de justicia e interior de España. A raíz de aque- 
lla conversación se iniciaron encuentros formales, fru- 
to de los cuales fue un protocolo del mes de mayo pa- 
sado y la reforma del tratado del 23 de junio pasado. 

¿Cuáles son sus rasgos esenciales? El primero, que 
sin duda se corresponde con un interés general de Es- 
paña de notable importancia, es que los delitos terro- 
ristas pierdan su carácter, su consideración de delitos 
políticos, lo cual, como S. S .  sabe, era un tema compli- 
cado desde la propia tradición jurídica mejicana y des- 
de sus propias tradiciones nacionales. Ese objetivo se 
ha logrado. Al propio tiempo, se ha establecido una ex- 
tradición para delitos fiscales y una extensión, además, 
de esa modalidad. El resto de modificaciones podría- 
mos considerarlas complementarias o instrumentales. 
Suponen nada más agilización de procedimientos de 
tramitación documental, en definitiva, una mayor efi- 
cacia. 

Sí que me parece interesante, sin embargo, subrayar 
un tema que, de alguna manera, se ha presentado de 
forma confusa, que es el carácter retroactivo o no del 
tratado. Respecto de ese punto la situación es la si- 
guiente. Es evidente que puede aplicarse a etarras ac- 
tualmente en Méjico por hechos cometidos con ante- 
rioridad a la entrada en vigor del tratado. Desde ese 
punto de vista es manifiesto que tiene carácter retroac- 
tivo -lo digo en estos casos en el sentido común de la 
palabra más que en el sentido estrictamente ju’dic-. 
Cuando se dice que no tiene carácter retroactivo, alude 
a una evidencia; es decir, que no puede tener efectos 
respecto de procedimientos de extradición en marcha. 
En definitiva, se están confundiendo dos planos. Deja 
de existir la impunidad de los etarras en Méjico, pues- 
to que por hechos anteriores cualquier nueva petición 
de extradición de los tribunales españoles no tendrá el 
obstáculo de la consideración política del delito de te- 
rrorismo, aunque como es lógico por puras razones ju- 
rídicas y procesales no pueda aplicarse respecto a 



- 

CONGRESO 
8465 - 

28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

aquellos procedimientos que estén actualmente en 
marcha. 

Creo que esto es lo esencial del tratado. Es, sin du- 
da, una buena noticia y un objetivo que perseguía Es- 
paña desde hace muchos años. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON IGNACIO GIL LAZARO, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL CONGRESO, QUE FORMULA AL SEÑOR 
MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR: ¿EN 
QUE DATOS OBJETIVOS SE FUNDAMENTA 
EL SEÑOR MINISTRO PARA AFIRMAR COMO 
HA HECHO RECIENTEMENTE QUE «LA 
LUCHA CONTRA ETA VA MUY BIEN»? 
(Número de expediente 180/001296) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 19, del 
señor Gil Lázaro, que formulará el señor Del Burgo. 

El señor DEL BURGO TAJADURA: Gracias, señor 
Presidente. 

Vaya por delante que el Grupo Popular no alberga 
duda alguna acerca de la necesidad de mantener los 

dos los demócratas frente al terrorismo. Ello no signi- 
fica que no debamos expresar en sede parlamentaria 
nuestra inquietud sobre el actual estado de la lucha 
contra ETA, cuya responsabilidad recae directamente 
sobre el Ministro del Interior. En tal sentido es como 
hay que interpretar la pregunta que iba a formular, y 
no puede hacerlo por enfermedad, el Diputado don Ig- 
nacio Gil, que decía textualmente: ¿En qué datos obje- 
tivos se fundamenta el señor Ministro para afirmar, 
como ha hecho recientemente, que la lucha contra 
ETA va muy bien? 

i pactos antiterroristas y, por supuesto, la unidad de to- 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Del Burgo 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Gracias, Presidente. 

Señoría, me satisface particularmente la introduc- 
ción que ha realizado a la pregunta, lo que le quita el 
posible contenido contrario a los pactos de Ajuria 
Enea, que es no realizar confrontación política o par- 
lamentaria respecto de temas relacionados con la lu- 
cha contra el terrorismo. Con su aclaración el tema se 
reconduce a los términos procedentes y con mucho 
gusto le responderé. 

Desde cualquier punto de vista, un solo muerto, un 
solo atentado contra la libertad o la dignidad de los 
ciudadanos realizado por esa banda de criminales es 
un hecho intolerable, un hecho inadmisible y, sin du- 
da, manifestación del más grave peligro para la demo- 

cracia de este país. Por tanto, hablar de resultados 
cuantitativos siempre debe hacerse con esa reserva 
fundamental. 

En segundo lugar, es cierto que siempre que se ha- 
bla de estos temas por parte del Ministerio se huye 
constantemente de cualquier posición triunfalista y se 
recuerda, desgraciadamente, al conjunto de la opinión 
pública que ETA sigue teniendo capacidad de matar, 
de extorsionar, de secuestrar, de atentar en definitiva 
contra los derechos de los ciudadanos, y así se hace de 
manera constante y permanente. 

No he encontrado la referencia concreta a la expre- 
sión que indica su pregunta, pero supongo que será 
con ocasión del balance del año 1994. En términos es- 
trictamente cuantitativos no cabe duda de que el año 
1994 ha sido el mejor año, desde el año 1973, en la lu- 
cha contra el terrorismo desde cualquier punto de vis- 
ta cuantitativo. Supongo que la expresión a que S .  S. 
ha hecho alusión sena hecha en ese contexto. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Del Burgo. 

El señor DEL BURGO TAJADURA: Gracias, señor 
Presidente. 

En efecto, señor Belloch, esa expresión que usted 
pronunció -quizás en campaña electoral se dicen co- 
sas que no se debiera- es realmente la que dijo: la lu- 
cha contra ETA va muy bien. La realidad, desgraciada- 
mente, es tremendamente dura y contradice por sí 
misma la apreciación optimista del señor Ministro, 
una apreciación que, lejos de tranquilizarnos, aumenta 
nuestra preocupación. 

Nos preocupa, señor Ministro, que una crisis perma- 
nente de la dirección de la lucha contra el terrorismo 
conduzca a la desmoralización de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado. Hemos visto, por ejem- 
plo, cómo han sido apartados tanto en Madrid como 
en Navarra y en el País Vasco numerosos mandos poli- 
ciales con una larga experiencia y brillante ejecutoria 
en la acción contra ETA. Observamos con asombro có- 
mo el Gobierno no es capaz de cortar de raíz la actual 
e irresponsable campaña de su socio de Gobierno, el 
Partido Nacionalista Vasco, tendente a conseguir que 
la Guardia Civil abandone la lucha contra el terroris- 
mo y aún el propio País Vasco, lo que tendna conse- 
cuencias imprevisibles. Estamos extraordinariamente 
preocupados por la escalada de agitación protagoniza- 
da por KAS que trata de crear un clima de confronta- 
ción civil sembrando el miedo en los ciudadanos hasta 
el punto de que ya son muy pocos los que se atreven a 
llevar el lazo azul. Y, sobre todo, siguen los atentados, 
los secuestros, la extorsión, poniendo en cuestión la 
competencia de su actual equipo en el Ministerio del 
Interior, la suya propia como responsable directo y, en 
último término, la del Presidente del Gobierno. 

Sabemos que una gran parte de su tiempo lo dedica, 
señor Ministro, a tratar de evitar que los escándalos en 
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los que se halla inmerso el Gobierno exploten directa- 
mente en el Palacio de La Moncloa y debiliten aún 
más la débil posición del Presidente González, pero lo 
único cierto es que esto, como dirían sus socios con- 
vergentes, no puede seguir así. Su gestión en la lucha 
contra el terrorismo deja mucho que desear. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Del Burgo. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Gracias Presidente. 

El texto de su réplica, en mi opinión, señoría, contra- 
dice en parte su advertencia inicial. No se debe utilizar 
nunca el tema del terrorismo en el contexto de ninguna 
crítica política al Gobierno. Hacerlo es vulnerar frontal- 
mente el Pacto de Ajuria Enea y los pactos de Madrid. 

Aclarado lo anterior, insisto, el año 1994 ha sido el año 
con menor número de atentados desde 1973 y con menor 
número de víctimas desde 1976. Las detenciones han si- 
do más de 250 y, por tanto, desde el punto de vista de la 
eficacia, es indudable que ha sido el mejor año antiterro- 
rista, el 1994, desde hace más de una década. Pe. eso es 
lo de menos. De estos temas, señoría, no se debe hablar 
en el Parlamento. Existen otros foros para hacerlo, con- 
cretamente el Pacto de Ajuria Enea y la Mesa de Madrid. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DE LA DIPUTADA DOÑA EVA MARIA AMADOR 
GUILLEN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL SEÑOR MINISTRO DE JUSTICIA E INTE- 

DO DEJAR EN SUSPENSO SU PROYECTO DE 
NUEVO DESPLIEGUE TERRITORIAL DE LA 
GUARDIA CIVIL S I N  HABER OFRECIDO 

CIFICA QUE AL RESPECTO PROMETIO A 
TODOS LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS? 
(Número de expediente 180/001297) 

RIOR ¿POR QUE EL GOBIERNO HA DECIDI- 

PREVIAMENTE LA INFORMACION ESPE- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 20, de la 
señora Amador Guillén, que formulará el señor Baón 
Ramírez. 

El señor BAON RAMIREZ: ¿Por qué el Gobierno ha 
decidido dejar en suspenso su proyecto de nuevo des- 
pliegue de la Guardia Civil sin haber ofrecido previa- 
mente la información específica que al respecto pro- 
metió a todos los grupos parlamentarios? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Baón. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Muchas gracias, señor Presidente. 

Efectivamente, existía un plan que suponía la supre- 
sión de 1.040 puestos de la Guardia Civil. Concreta- 
mente, se inició el 1 de enero de 199 1 y, cerrado a 3 1 de 
mayo de 1995 -es el-dato más actualizado que tengo- 
, de esos 1.040 se ha procedido a la supresión de 432. 
No obstante, no se ha procedido a la supresión de 608. 
La razón fundamental estriba en que se ha considerado 
procedente por la Secretaría de Estado de Interior rea- 
lizar una revisión de eso 608 puestos, con una nueva 
información tanto de los mandos de la Guardia Civil 
como de los gobiernos civiles, para, con fecha 30 de 
septiembre, realizar una reevaluación de aquellos que 
deben ser suprimidos y de aquellos que no deben serlo. 

Lo fundamental en este tema -como sin duda SS.  SS. 
conocen- es que en materia de seguridad no sólo ope- 
ran criterios objetivos sino, sobre todo, la sensación de 
inseguridad subjetiva, como un factor en sí mismo, 
que confluye en la creación de ese clima de inseguri- 
dad ciudadana. Pues bien, en buen número de comu- 
nidades y pueblos, sobre todo de zonas rurales, la de- 
saparición de un cuartel de la Guardia Civil es vivida 
de una manera particularmente traumática, lo que ha 
aconsejado hacer esa revisión. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Baón. 

El señor BAON RAMIREZ: Gracias, señor Presidente. 
Me felicito de que la suspensión o el aplazamiento 

de este tema no sea «sine dien. Como usted decía -y 
es cierto- en 1990 y 1991 un grupo de encuesta de la 
Guardia Civil hizo un buen trabajo, hasta el punto de 
visitar 2.935 cuarteles o puestos para ver en qué situa- 
ción se encontraban, y es lo cierto que 1.700 de ellos 
estaban en una situación precaria, si no penosa, y de 
ahí que se deduzca que 1.016 (1.040, acaba de decir 
usted), tenían que ser suprimidos, y en su lugar, con 
una reestructuración de efectivos y territorial, cons- 
truir 80 nuevos. Lo bueno de aquel informe, que debo 
ponderar elogiosamente, son las conclusiones a las 
que se llega, que son la necesidad de tener que incre- 
mentar en 10.000 agentes el Cuerpo, liberando, de mu- 
chos puestos que están escaqueados, en burocracia, a 
agentes, y liberándolos también del sistema de segun- 
dad que hay en prisiones, que es inútil e ineficaz, y asi- 
mismo -lo que supone también otros reajustes- in- 
crementar la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil 
y la promoción interna. 

Había otras conclusiones a las que huelgo referirme, 
pero que están en su conocimiento, pero aquí de lo 
que se trata no es de lo que haya que hacer - q u e  en- 
tiendo razonable- sino de que el Gobierno informe, y 
que informe conveniente y oportunamente; que no sea 
que hoy pone en marcha el plan y mañana lo suspen- 
de; lo digo por hoy, por estos días. Creo los grupos de 
la oposición, tal como se prometió, merecemos una ex- 
plicación amplia e incluso un debate, porque esto afec- 
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ta a las condiciones generales, al interés general, y en 
ese sentido mi Grupo no puede sino exigirle que venga 
aquí, que informe y que discutamos el plan, las bonda- 
des o las maldades de ese plan que supone, en cual- 
quier caso, el cierre de más de 100 unidades. 

Por otra parte, señor Ministro, sí puedo decir que en 
esto no nos gustaría que actuase a la catalana, por la 
política de hechos consumados ... 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Baón. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Muchas gracias, Presidente. 

Efectivamente, a fecha 30 de septiembre estará ce- 
rrada la revisión de esos 608 puestos. Esto no signifi- 
ca, en absoluto, «a priorin si se van a suprimir o no, 
se trata de revisar la situación individualizada de ca- 
da uno de esos 608 puestos, y tal y como ofreció no 
sólo el anterior Ministro sino también la Secretaria 
de Estado de Interior, terminando ese informe, será 
sometido a consulta de los distintos grupos parla- 
mentarios. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON FRANCISCO ANTONIO 
GONZALEZ PEREZ, DEL GRUPO PARLA- 
MENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO, 
QUE FORMULA AL SEÑOR MINISTRO DE 

MIENTO EL GOBIERNO DE LOS HECHOS 
OCURRIDOS EN MELILLA LA NOCHE DEL 28 
DE MAYO, CUYO PROTAGONISTA FUE EL 
DELEGADO DEL GOBIERNO EN DICHA 
CIUDAD? (Número de expediente 180/00 1299) 

JUSTICIA E INTERIOR: ¿TIENE CONOCI- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 22, del 
señor González Pérez. 

El señor GONZALEZ PEREZ: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro, ¿tiene conocimiento el Gobierno de 
los hechos ocurridos en Melilla la noche del 28 de ma- 
yo, cuyo protagonista fue el delegado del Gobierno en 
dicha ciudad? 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor González. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 

Sí, la Directora General de Política interior me in- 
(Belloch Julbe): Gracias, Presidente. 

formó con fecha 30 de mayo. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor González. 

El señor GONZALEZ PEREZ: Parece ser, señor Mi- 
nistro, que no es la primera vez, y me temo que no se- 
rá la última, que el delegado del Gobierno de Melilla 
ha sido, es y será protagonista en esta Cámara. Me va 
a permitir que le recuerde alguno de los hechos que 
han motivado dicho protagonismo. 

Personas de confianza del delegado del Gobierno se 
han visto implicadas en procesos judiciales por pre- 
suntas falsificaciones de documentos nacionales de 
identidad; presuntas falsificaciones de pasaportes, lle- 
gando incluso a entregar documentos nacionales de 
identidad a marroquíes que son periodistas de recono- 
cido prestigio en aquel país; presunto fraude por venta 
ilegal de gasoil pesquero a personas particulares, y un 
largo etcétera, que no solamente son las personas liga- 
das al delegado del Gobierno, sino que el propio dele- 
gado del Gobierno tiene un «curriculum» de irregula- 
ridades que le voy a intentar resumir y recordárselo 
para su mejor conocimiento del personaje: provocar 
incidentes diplomáticos con Marruecos; auténtico des- 
madre con los asentamientos ilegales en la ciudad de 
Melilla; impulsar un plan de regantes financiado por el 
IRYDA que no tiene regantes y cuyo coste ha supuesto 
una fuerte inversión; asistir, de una forma absoluta- 
mente pasiva, a la destrucción de la infraestructura de 
la mal llamada impermeabilización de la frontera de 
Melilla, sin poner medios para que fuera evitado; per- 
manentes enfrentamientos con la Administración local 
de Melilla, llegando a personarse en recursos judiciales 
que tenían como fondo la resolución de una moción 
de censura en esta recién terminada legislatura, olvi- 
dándose ostensiblemente de su condición de delegado 
del Gobierno para pasar a actuar subjetivamente como 
militante socialista. La última hazaña, de momento, 
del señor delegado en Melilla, es la de dirimir sus dife- 
rencias políticas con compañeros de partido a cabeza- 
zos, con agresiones físicas y con un lenguaje propio de 
hampones de baja estofa. Y este personaje es el que us- 
ted mantiene en aquella Delegación. 

En Melilla no entienden cómo el Gobierno sigue 
manteniendo al señor Céspedes como su delegado. In- 
cluso se puede llegar a pensar que tanto para Melilla 
como para Ceuta envían ustedes a personas que el pro- 
pio Gobierno y su partido, o el Partido Socialista, ha 
desechado para otras funciones, quitándoselos así de 
en medio esos estorbos incómodos y endosándoselos a 
los ciudadanos de ambos ciudades, que son los que su- 
fren las consecuencias de estas ineptitudes. 

Señor Ministro, estas situaciones o se arreglan o se 
pudren, y usted sabrá lo que debe hacer, pero yo creo 
que la situación en Melilla ya huele, señor Ministro. 

Muchas gracias. 

El señcr PRESIDENTE: Gracias, señor González 
Pérez. 
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Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Señoría, me ha preguntado sobre un 
tema concreto y, como era de esperar, sobre ese tema 
concreto usted ya ha decidido dictar sentencia al res- 
pecto. Da por supuesto una de las versiones, que no es, 
evidentemente, la versión de la Delegación del Gobier- 
no ni de la Dirección General de Política Interior. Co- 
mo, además, se da el caso de que sobre este tema exis- 
te denuncia ante los tribunales, lo sensato será esperar 
a que la sentencia la pronuncien ellos y no su señoría. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

DEL DIPUTADO DON MANUEL MILIAN 
MESTRE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL SR. MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
¿POR QUE MOTIVOS S E  ESTA DEMORANDO 
TANTO LA SOLUCION DEL PROBLEMA D E  
LA NO PERDIDA DE LA NACIONALIDAD DE 
LOS ESPAÑOLES EMIGRADOS A VENE- 
ZUELA Y NATURALIZADOS EN AQUEL PAIS 
ANTES O DESPUES D E  1978? ( N ú m e r o  de 
expediente 180/00 1305) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 28, del 
señor Milián Mestre. 

El señor MILIAN MES- Señor Ministro, en Ve- 
nezuela, según datos del Ministerio de Justicia español, 
existen 318.156 españoles, a los que habrá que añadir 
hijos y familiares. Estos españoles están en una situa- 
ción verdaderamente preocupante, porque se creen se- 
riamente discriminados por razones que después voy a 
alegar. 

En razón de ello, mi pregunta es: ¿Por qué motivos 
se está demorando tanto la solución del problema de 
la no pérdida de nacionalidad de los españoles emigra- 
dos a Venezuela y naturalizados en aquel país antes o 
después de 1978? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Milián. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Gracias, Presidente. 

Como S .  S .  conoce perfectamente, la situación, des- 
de un punto de vista jurídico y constitucional, hay que 
deslindarla según sea antes o después de 1978. Des- 
pués de 1978, simplemente no se puede producir la 
pérdida de la nacionalidad española, salvo por medio 
de la renuncia expresa, pero incluso en el supuesto de 

que se haya perdido por renuncia expresa, cabe el pro- 
cedimiento específico de recuperación. 

Sin embargo, con relación a las anteriores al año 
1978, es cierto que el equilibrio entre ese principio de 
no pérdida de la nacionalidad española por adquisi- 
ción de alguna de los países del área, está compensado 
por el principio de seguridad jurídica que reflejaba el 
Código Civil. Sabe S .  S .  que el Código Civil, efectiva- 
mente, generaba la pérdida de la nacionalidad españo- 
la en determinados supuestos. 

Para afrontar ese tema se hicieron diversas reformas 
legislativas, la última, sin perjuicio de la que actual- 
mente está en marcha, y que ya ha pasado, por cierto, 
por esta Cámara (ya sabe S. S .  que está en el Senado), 
del año 1990. Efectivamente, entró en vigor en 1991, 
durante los tres años de su vigencia se comprobó que 
el mecanismo de recuperación de la nacionalidad era 
demasiado rígido, demasiado inflexible y a partir de 
ahí se realizó el proyecto de reforma en materia de re- 
cuperación de la nacionalidad española, que ya ha pa- 
sado por el Congreso de los Diputados, y por tanto, 
S .  S .  conoce, y en este momento está pendiente de su 
estudio y examen por el Senado. No se trata, por lo 
tanto, de un problema de acción administrativa, sino 
de un problema de reforma legislativa, que yo creo que 
está razonablemente orientado y que merecerá el apo- 
yo de S S .  SS .  

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ministro. 
El señor Milián tiene la palabra. 

El señor MILIAN MESTRE: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro, parece ser que es cierto, porque me 
he enterado esta mañana -ya sabe que la tortuga de 
Aristóteles a veces iba muy deprisa y otras muy despa- 
cio-. Mi pregunta es como la tortuga lenta, porque ha 
estado pendiente de contestación casi mes y medio. Yo 
desconocía el trámite parlamentario actual de una ley 
que puede modificar una situación absolutamente in- 
justa e irregular. 

El problema nace de que durante cinco años, por lo 
menos los españoles han estado solicitando en Vene- 
zuela que el Gobierno, o al menos su representante le- 
gítimo, el cónsul, atendiera sus demandas. Hay un cor- 
te, ciertamente, en el año 1978, con la Constitución 
española, en que este problema queda obviado. Pero 
en la etapa anterior, durante 154 años, ha permaneci- 
do de forma regularizada el doble concepto de la na- 
cionalidad venezolana y española. A partir de 1958 se 
plantea un grave hecho en Venezuela, donde por razo- 
nes estrictamente internas, de oportunismo nacionalis- 
ta, de sindicalismo reivindicativo, etcétera, se cuestio- 
na la legitimidad de ciertos trabajos de los emigrantes 
en ese país. Por esta razón se les exige una declaración 
explícita de nacionalidad venezolana, con lo cual se 
obliga a una voluntariedad -lo subrayo, porque no 

J 
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existía el condicionante de libre albedrío para asumir- 
la- que después repercute jurídicamente de forma 
negativa por la pérdida que supone la nacionalidad 
española. Obviamente, las leyes españolas, el Código 
Civil, no lo aceptaba así, pero la aplicación que el 
Consulado hizo en algún momento obvió, en el artícu- 
lo 22, el término «voluntariedad» o «voluntario». A 
partir de ahí se atribuyó una normativa funcional que 
fue una grave irregularidad, puesto que antes de apro- 
barse la Constitución española dejó a los españoles 
privados «de facton de la nacionalidad española, lo 
cual ha derivado en graves discriminaciones y en pro- 
blemas subsiguientes, puesto que cuando han tenido 
que recuperar la nacionalidad han tenido que obviar 
preceptos.. . 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Milián. 

El señor Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Muchas gracias. 

Su señoría alude a un problema sin duda real. Yo 
creo que la reforma, que actualmente está en el Sena- 
do, va a resolver sustancialmente la cuestión. 

Hay una observación que, sin embargo, debería ha- 
cer. El que una ley de reforma del Código Civil que en- 
tra en vigor en el año 1991 se espera hasta 1994, tres 
años', para comprobar si el mecanismo funciona o no, 
es razonable en términos de Código Civil. En otro ám- 
bito de actuación administrativa, de actuación sancio- 
nadora, de actuación puramente fiscal, es un plazo ex- 
cesivo. Sin embargo, todo el mundo sabe que las 
reformas, en materia de Código Civil, sobre todo cuan- 
do afectan a derechos de la persona, de la personali- 
dad y de la nacionalidad, parece razonable que se pro- 
duzcan a un ritmo temporal distinto. 

Lo cierto es que de 1991 a 1994 se comprobaron 
esas rigideces y de ahí que en 1994 se introdujera el 
proyecto que actualmente se debate en las Cámaras. 

* 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON FRANCISCO ALVAREZ- 
CASCOS FERNANDEZ, DEL GRUPO PARLA- 
MENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO, 
QUE FORMULA AL SEÑOR MINISTRO DE 
JUSTICIA E INTERIOR: ¿DESCARTA EL 
MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR QUE 
PERSONAS VINCULADAS A ESE MINISTERIO 
HAYAN PARTICIPADO EN LAS ESCUCHAS 
ILEGALES AL JUEZ GARZON? (Número de 
expediente 180/001308) 

El señor PRESIDENTE: Pregunta nueva del señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: ¿Des- 
carta el Ministro de Justicia e Interior que personas 
vinculadas a ese Ministerio hayan participado en las 
escuchas ilegales al juez Garzón? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alvarez-Cas- 

El señor Ministro tiene la palabra. 
COS. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, en esta materia yo creo que lo más razona- 
ble, desde mi punto de vista, es hablar de hechos, no 
de especulaciones. Los hechos son que han existido 
unas grabaciones ilegales, grabaciones por lo tanto 
muy graves; en segundo lugar, que en el mismo mo- 
mento en que se produjo ese dato el Gobierno, a través 
del que tiene el honor de dirigirle la palabra, solicitó 
del Ministerio Fiscal el ejercicio de las acciones pena- 
les y que ese mismo día se inició una investigación al 
respecto. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Alvarez-Cascos tiene la palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Gra- 
cias, señor Presidente. 

Señor Ministro, usted no comparece aquí en condi- 
ción de periodista para narrar los hechos. Usted com- 
parece aquí en su condición de Ministro del Interior. 
Además, todavía no ha tomado conciencia de que está 
obligado, entre otros mandatos constitucionales, en 
materia de escuchas telefónicas ilegales, por el artículo 
104 de la Constitución, que dice que «las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobier- 
no, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de 
los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciu- 
dadana». Ni protegen ese libre ejercicio ni garantizan 
la seguridad ciudadana en esa materia. Porque, hasta 
ahora, en todos los debates parlamentarios que cele- 
bramos en esta Cámara: en 1988, en 1991 o en 1994, 
ustedes se acogieron a la teona de las sensaciones para 
negar la existencia de las escuchas y, como consecuen- 
cia de ello, negar su responsabilidad. 

Ahora, señor Belloch, sabemos que escuchas haber- 
las, haylas, y en cantidad; y que si no se descubren, es 
porque no se persiguen, porque a ustedes incluso 
miembros del Cuerpo de Policía les han informado de 
las escuchas ilegales del Cesid. Contestó la semana pa- 
sada, en nombre del Gobierno, el señor García Vargas, 
que no pudieron comprobar nada sobre su certeza, a 
pesar del volumen y la continuidad de aquéllas, lo cual 
quiere decir que no se persiguieron esas informaciones. 

Ahora estamos ante la certeza de escuchas al juez 
Garzón. Está claro, además, de dónde puede proceder 
el interés de esas escuchas. ¿A quién beneficia? «Quid 
prodest»? Al Ministerio del Interior. Y usted está obli- 
gado a depurar las responsabilidades abriendo esa in- 
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vestigación sin descartar nada, que es lo que yo le pre- 
guntaba. Si usted descarta personas del Ministerio del 
Interior ya no tiene voluntad de descubrir ni de inves- 
tigar, porque, cuando ustedes están incumpliendo - e n  
este caso, por omisión- el mandato de la Constitución 
de perseguir estas actividades ilegales, señor Belloch, 
usted está incurriendo no sólo en negligencia sino 
también en encubrimiento, y sería bueno, de una vez 
por todas, que ustedes se pusieran en marcha para 
combatir activamente las escuchas telefónicas ilegales 
que en estos momentos son un ataque a los derechos y 
libertades de los ciudadanos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alvarez-Cas- 

El señor Ministro tiene la palabra. 
COS. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR 
(Belloch Julbe): Muchas gracias, señor Presidente. 

Tiene usted una obsesión fija: indicarme cómo debo 
ejercer mi oficio de Ministro de Justicia e Interior. Lo 
hace en todas las comparecencias y en la práctica tota- 
lidad de preguntas. Vaya una cosa por otra. Yo le voy a 
decir qué no debe hacer un Ministro de Justicia e Inte- 
rior. No puede hacer especulaciones, como hace S. S.; 
no puede hablar sobre el vacío; debe actuar con serie- 
dad, con rigor, ordenando realizar las investigaciones, 
no afirmando cosas que no están probadas. Para resu- 
mir: lo contrario que hace usted, señor Cascos. Esa es 
la forma en que debe actuar un Ministro de Justicia e 
Interior. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 

- DEL DIPUTADO DON JOSE RAMON PASCUAL 
MONZO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR EN EL CONGRESO, QUE FORMULA 
AL SEÑOR MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, 
TRANSPORTES Y MEDIO AMBIENTE: ¿QUE 

PECTO AL TRAZADO DE LA AUTOVIA DE 
VALENCIA EN EL CASO DE QUE SE DECLARE 

TURAL? (Número de expediente 180/00 1300) 

DECISION TOMARA SU MINISTERIO RES- 

LAS HOCES DEL RIO CABRIEL RESERVA NA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 23, del 
señor Pascual Monzo, que tiene la palabra. 

El señor PASCUAL MONZO Señor Presidente, señor 
Ministro, ¿qué decisión tomará su Ministerio respecto al 
trazado de la autovía de Valencia-Madrid en el caso de 
que se declare las Hoces del no Cabriel reserva natural? 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pascual. 

El señor Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, 
TRANSPORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borre11 Fon- 
telles): Muchas gracias, señor Presidente. 

Naturalmente, la que corresponda en Derecho. 
Sin embargo permítame recordarle que la autovía, 

en su trazado previsto por el Ministerio, no afecta en 
absoluto al paraje denominado de las Hoces del río 
Cabriel. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Pascual. 

El señor PASCUAL MONZO: Perdone, señor Minis- 
tro, que no entienda su contestación, porque, precisa- 
mente, el viernes pasado, 23 de junio, se publicó en el 
Diario Oficial de la región, la orden donde se exponía 
el plan de ordenación de los recursos naturales de La 
Manchuela conquense, declarándolo reserva natural 
por su valor ecológico y, además, citando las zonas de 
protección estricta, los Cuchillos y las Hoces, pertene- 
ciente a la Comunidad de Castilla-La Mancha. Prohíbe 
las obras de infraestructura, según dice la orden, y 
además, refiriéndose a la construcción de la autovía 
Madrid-Valencia por este paraje, dice textualmente 
que resulta incompatible con la adecuada protección 
de los recursos naturales, ya que alteraría las condicio- 
nes de vida de las especies animales y vegetales. 

Señor Ministro, aquí seguimos, con la N-111, con la 
autovía Madrid-Valencia, a la pugna entre el Ministe- 
rio, en definitiva, usted, y el Presidente de Castilla-La 
Mancha, señor Bono. Porque se ha obcecado usted en 
meterse en la ratonera de las Hoces del n o  Cabriel y, 
entre su prepotencia y su obcecación, señor Ministro, 
y el ecologismo electoralista del que siempre está ha- 
ciendo gala el señor Bono, vemos que, al final, señor 
Ministro, siguen dando excusas, se sigue alargando el 
tema, pero aquí hay una pugna soterrada entre usted y 
el señor Bono, que están usando la N-111 como excusa 
de sus problemas internos de partido, que estamos pa- 
gando no solamente los valencianos, señor Ministro, 
principales usuarios de la N-111, de la autovía, sino los 
miles de españoles que tienen la necesidad de usarla. 

Por tanto, señor Ministro, vista su hasta ahora inca- 
pacidad para llevar adelante la finalización de la auto- 
vía entre Madrid y Valencia, la incapacidad para po- 
nerse de acuerdo mandatarios o responsables del 
mismo Partido, como ya le dije en la comparecencia 
del mes de marzo, espero que haga honor a la contes- 
tación que me dio el 8 de marzo de 1995, cuando dijo 
que los retrasos no serán en ningún caso imputables a 
los recursos presupuestarios. Le puedo garantizar - 
dijo- que no faltará ni una sola peseta para que esta 
autovía se pueda terminar. Espero, señor Ministro, que 
efectivamente sea así. 

J 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pascual. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, 
TRANSPORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borre11 Fon- 
telles): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señoría, hay un auto de la Audiencia Nacional que 
declaró que no había lugar a la suspensión de la eje- 
cución de la orden ministerial que fijaba el trazado 
para este tramo de la autovía. Si la Audiencia Nacio- 
nal me dice que no ha lugar a que se suspendan las 
actuaciones, mi obligación como Ministro es no sus- 
penderlas. Hemos estado esperando a que la Audien- 
cia Nacional se pronunciara y, cuando se ha pronun- 
ciado y ha dicho -la Audiencia Nacional, no este 
obcecado Ministro- que no ha lugar a suspender las 
actuaciones, ningún Ministro podría hacer nada dis- 
tinto que continuarlas. Ahora se ha puesto en marcha 
otro proceso administrativo, cuya conclusión todavía 
no está fijada. Lo que usted me ha leído es el inicio 
del proceso, no el final; le supongo enterado de ello. A 
lo largo de este proceso se podrán efectuar alegacio- 
nes y exponer argumentos que serán tomados en con- 
sideración por quien corresponda, y las decisiones ad- 
ministrativas correspondientes también podrán ser en 
su caso sometidas a la consideración de las autorida- 
des judiciales, en el caso de que hubiese discrepan- 
cias. Mientras tanto, nosotros vamos a hacer todo lo 
posible para mejorar ese tramo. Habida cuenta de que 
ciertamente anticipo dificultades y todavía no sé cuál 
es la posición del nuevo Gobierno valenciano, que re- 
queriré tan pronto como éste se constituya, vamos a 
seguir trabajando para mejorar la actual carretera a 
su paso por Contreras por el actual trazado, convir- 
tiéndolo de dos a tres carriles y tratando de organizar 
el tráfico de manera que disminuya la congestión en 
lo posible, pero todavía no sé la opinión del Gobierno 
valenciano. Cuando la sepa, sabré si las dos Comuni- 
dades mantienen la diferencia de criterios que mante- 
nían en la anterior situación o si la ha modificado el 
Gobierno valenciano y dibuja un escenario distinto 
del presente. 

L 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. , 

DEL DIPUTADO DON JUAN COSTA CLIMENT, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL CONGRESO, QUE FORMULA AL SEÑOR 
MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA: 
¿QUE PIENSA HACER EL MINISTERIO DE 

VINDICACIONES DE LOS INSPECTORES DE 
HACIENDA CANALIZADAS A TRAVES DE UN 

TARIO DE ESTADO DE HACIENDA Y A LA 
DIRECTORA DE LA AGENCIA TRIBUTARIA? 
(Número de expediente 180/001295) 

ECONOMIA Y HACIENDA ANTE LAS REI- 

REQUERIMIENTO NOTARIAL AL SECRE- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 18, del 
señor Costa Climent. 

El señor COSTA CLIMENT: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro, como usted sabe, el pasado 16 de ju- 
nio, APIFE, la Asociación Profesional de Inspectores Fi- 
nancieros y Tributarios, celebró una asamblea extraor- 
dinaria. En esta asamblea, además de censurarse por 
unanimidad la gestión del Secretario de Estado de Ha- 
cienda y de la Directora General de la Agencia, un he- 
cho extremadamente grave, se decidió solicitar del Se- 
cretario de Estado de Hacienda una determinada 
información a través de requerimiento notarial. Esta 
información hacía referencia a dos cuestiones: cómo 
se determina y genera el montante global del comple- 
mento de productividad y qué criterios se utilizan para 
proceder a su distribución y a su aplicación individua- 
lizada entre todos los funcionarios. APIFE se ha visto 
obligada a formular este requerimiento notarial por el 
secretismo y la opacidad que caracterizan la gestión de 
la Agencia en esta materia y por la negativa de su Mi- 
nisterio a proporcionar información sobre esta cues- 
tión, particularmente durante los dos últimos años. 
Por ello, mi Grupo le formula la siguiente pregunta: 
¿Qué piensa hacer el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda ante las demandas de los inspectores de Ha- 
cienda canalizadas a través de un requerimiento nota- 
rial al Secretario de Estado de Hacienda? 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Costa. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solbes Mira): Muchas gracias, señor Presidente. 

La utilización de un requerimiento notarial para di- 
rigirse a la Administración no deja de ser una fórmula, 
como mínimo, que podríamos calificar de atípica. Des- 
de luego, no tiene nada que ver con los procedimientos 
normales de la Administración, que están regulados en 
el artículo 38 de la Ley 30/1992. Por tanto, su validez 
no pasa de ser la de una comunicación a través de un 
procedimiento notarial. 

A partir de ahí, APIFE es una entidad enormemente 
digna, que representa a los inspectores financieros y 
tributarios, pero que debe tener el papel que le recono- 
cen las leyes, o debe someterse a las leyes para que le 
den el papel que los inspectores pretenden tener. En 
ese sentido, le diría tres cosas: Primero, los inspectores 
piden participación en comisiones de valoración de los 
concursos y en la definición de la carrera profesional. 
En ambos casos lo pueden hacer, siempre y cuando se 
sometan al Real Decreto 364/1995, participen en las 
elecciones correspondientes y tengan un 10 por ciento 
de representación, que es lo que se exige. 

En cuanto al complemento de productividad, no en- 
tiendo lo que me plantea. Se aplica exactamente la ley 
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3011984 de Función Pública, la Ley 911987, el acuerdo 
Administración-sindicatos del año 1994, y se publican 
las productividades. Corresponde a los responsables de 
la Agencia fijar la productividad y no a los inspectores. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Costa. 

El señor COSTA CLIMENT: Gracias, señor Presi- 
dente. 

En primer lugar, señor Ministro, no sé si será un 
procedimiento razonable y adecuado o no, pero lo 
cierto es que APIFE ha solicitado en muchísimas oca- 
siones información sobre esta cuestiones y el Secreta- 
rio de Estado de Hacienda tácitamente se ha negado y 
no las ha proporcionado. 

En segundo lugar, yo le manifestm’a que, con inde- 
pendencia de lo que usted ha dicho, lo cierto es que 
hay un total secretismo, una discrecionalidad y falta 
de transparencia absoluta en la distribución interde- 
partamental del complemento de productividad y en la 
aplicación individualizada a los funcionarios. Y los fun- 
cionarios deben saber cuáles son esos criterios, si quie- 
ren hacer efectivos sus derechos en materia de comple- 
mento de productividad. Esa falta de transparencia, 
además, abre la puerta a posibles discrecionalidades. 
[Usted nos podría garantizar que ese complemento de 
productividad no se utiliza en alguna ocasión para re- 
tribuir servicios inconfesables o para compensar eco- 
nómicamente, en mayor medida, a quien más amigo 
es, o incluso para retribuir fidelidades políticas en algu- 
na ocasión? 

Lo que resulta extraordinariamente grave, señor Mi- 
nistro, y se lo digo desde la más absoluta responsabili- 
dad, es que el Ministerio disponga de un instrumento 
que funciona como una dádiva, en ocasiones de forma 
de liberalidad, en lugar de como un derecho de los 
funcionarios, como una parte fijada de antemano y 
con unos criterios de los funcionarios para retribuir su 
dedicación personal y el cumplimiento de unos objeti- 

Mi Grupo Parlamentario está extraordinariamente 
preocupado por esta cuestión. Como ha puesto de ma- 
nifiesto el requerimiento notarial, porque, en algún ca- 
so podrían apreciarse incluso responsabilidades pena- 
les como consecuencia de esa falta de transparencia en 
el reparto, en la distribución del complemento de pro- 
ductividad. Además porque esto, señor Ministro, es un 
cáncer para la Función Pública. Si los funcionarios no 
conocen o no tienen acceso a los criterios que se utili- 
zan para retribuir sus funciones y su actividad, no 
pueden actuar de forma diligente y poder reclamar, en 
defensa de sus intereses legítimos, sus derechos retri- 
butivos. Solamente le voy a manifestar que mi Grupo 
le va a prestar especial atención a esta cuestión. La va- 
mos a observar con muchísimo detenimiento y espera- 
mos, por favor, que usted ponga en marcha la oportu- 

vos. 

na investigación dentro de su Departamento y clarifi- 
que cuál es el criterio utilizado para distribuir el com- 
plemento de productividad entre los distintos funcio- 
narios de la Agencia. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Costa. 
Señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
( Solbes Mira): Muchas gracias, señor Presidente. 

Primero, los criterios son los establecidos en la Ley 
3011984, en la Ley 911987 y en al acuerdo Administra- 
ción-sindicatos de 1994. 

Segundo, la publicidad existe. Mensualmente, en los 
tablones de anuncios de los distintos centros de traba- 
jo se publican las cantidades percibidas por cada fun- 
cionario en concepto de productividad. 

Tercero, me preocupa que a su Grupo le preocupe el 
problema de APIFE. Yo creo que hay temas bastante 
más importantes para preocuparse en este país. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

INTERPELACIONES: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL CONGRESO, SOBRE MEDIDAS DE POLI- 

J 

TICA ECONOMICA QUE PIENSA ADOPTAR EL 
GOBIERNO PARA EL CUMPLIMIENTO DE 
LOS CRITERIOS DE CONVERGENCIA CON LA 

ZOS ESTABLECIDOS (Número de expediente 
172/000113) 

UNION MONETARIA EUROPEA EN LOS PLA- 

El señor PRESIDENTE: Punto N del orden del día: 
Interpelaciones. 

Interpelación del Grupo Popular sobre medidas de 
política económica que piensa adoptar el Gobierno pa- 
ra el cumplimiento de los criterios de convergencia 
con la Unión Monetaria Europea en los plazos estable- 
cidos. 

Tiene la palabra el señor Montoro. 

El señor MONTORO ROMERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, España atraviesa momentos especialmen- 
te difíciles. 

La mayoría de los ciudadanos ve que sus principales 
problemas, entre ellos la falta de empleo, no se resuel- 
ven. Mientras, la vida política se sumerge en una peli- 
grosa zozobra que proyecta una larga sombra sobre el 
presente y el futuro de la economía española. 

Corresponde al Gobierno de la nación despejar la 
mayoría de las incógnitas que empañan el panorama. 
El Grupo Parlamentario Popular interpela hoy al Go- 
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bienio con el propósito de enfrentar al Gobierno con 
su propia realidad. 

La crisis política de España es una crisis de Gobier- 
no y esa crisis política está poniendo en riesgo el futu- 
ro de la economía española, además de lastrar su pre- 
sente. Está en juego, señorías, la España del año 2000, 
un futuro ya cercano del que los españoles esperan so- 
lución a sus problemas y satisfacción a sus inquietu- 
des: el paro y la mejora del bienestar de la sociedad. 

El futuro económico de España pasa por Europa. 
Nuestro futuro depende del éxito de nuestra integra- 
ción en la Unión Económica y Monetaria de Europa. 
Para conseguirlo hay que cumplir unos requisitos en 
unos plazos determinados. Ambos, requisitos y plazos, 
son exigentes. 

La amenaza que pende sobre nuestras cabezas se 
deriva del incumplimiento de los criterios de conver- 
gencia con Europa, con la Unión Económica y Mone- 
taria europea. Esos criterios no son caprichos que pue- 
dan ser olvidados para retomarse después. Una 
España abierta frente al mundo necesita reducir la in- 
flación para competir satisfactoriamente; necesita do- 
blegar el déficit público para rebajar los tipos de inte- 
rés y suavizar el desequilibrio exterior; y necesita 
ganar la confianza de los mercados financieros inter- 
nacionales para que éstos nos faciliten los recursos su- 

premisas no habrá en España un crecimiento econó- 
mico sólido y duradero capaz de crear empleo. 

Lamentablemente, la convergencia de España con la 
UEM está fallando. En 1995, el diferencial de inflación 
ha pasado a ser de 3,6 puntos, frente a los 2,8 registra- 
dos a finales de 1994. Los tipos de interés a largo han 
elevado su diferencial a casi 500 puntos básicos en este 
ejercicio, frente a los 200 que registraban a comienzos 
del año pasado. El déficit público no se está reducien- 
do al ritmo debido, por lo que la propia Comisión de la 
Unión Europea ha calificado a España en el grupo de 
países de déficit excesivo. La deuda pública gana cuota 
de participación en el producto interior bruto de for- 
ma incesante, alejándose del famoso límite del 60 por 
ciento; y la peseta ha sufrido una humillante devalua- 
ción en el mecanismo de cambios del Sistema Moneta- 
rio Europeo, en marzo de 1995, como única forma de 
evitar su expulsión del sistema. ¿Es el Gobierno capaz 
de corregir el lúgubre balance que acabo de realizar 
sobre nuestra convergencia con la Unión Económica y 
Monetaria de Europa? 

El se,ñor Ministro de Economía es consciente de que 
no hay ni una pizca de exageración en mis palabras. 
España está en la divergencia nominal con Europa y, 
además, España registra un crecimiento económico 
inferior a la media de la Unión Europea, lo que nos es- 
tá haciendo perder posiciones en la convergencia de 
nuestro nivel de bienestar, de nuestro nivel de desarro- 

L ficientes para nuestro desarrollo económico. Sin esas 

llo económico. Esa es la realidad, una realidad que el 
Gobierno está obligado a explicar al país. 

Por descontado que el Gobierno no está en condicio- 
nes de dar esas explicaciones, y no lo está porque es la 
crisis del Gobierno la causa principal del fracaso de la 
convergencia de España con Europa, un fracaso que 
pone en riesgo el proyecto europeo de España, hipote- 
cando así nuestro futuro económico. 

El Gobierno está atrapado en una crisis de credibili- 
dad. La sucesión de escándalos de todo tipo, la suce- 
sión de casos de corrupción, los diversos procesos ju- 
diciales en marcha, acosan a un Gobierno cuya única 
aspiración se ha convertido en mantenerse en el poder, 
prolongando lo que es una lenta y penosa agonía. 

Desde la trampa de credibilidad en la que se ha su- 
mido no es posible diseñar y aplicar una política eco- 
nómica capaz de resolver las grandes cuestiones que la 
sociedad española tiene planteadas ante sí: el desem- 
pleo, que afecta especialmente a los más jóvenes y a 
las mujeres, y la ausencia de mejora del bienestar co- 
lectivo. 

Tiene razón esa mayona de ciudadanos que hoy es- 
tán preocupados por la situación de nuestra economía. 
Sobre el papel, España está viviendo una recuperación 
económica, pero la gran mayoría de los ciudadanos no 
la perciben como tal. Y ello es así porque coinciden 
numerosas causas explicativas. La inflación merma la 
capacidad adquisitiva de la mayona de la población. 
Las continuas elevaciones de la presión fiscal ejercen 
un efecto similar. El empleo registra un aumento insu- 
ficiente, mientras la temporalidad en el empleo se 
mantiene en cotas exageradas y los tipos de interés vi- 
gentes desaniman la inversión, y el consumo de bienes 
duraderos y los servicios públicos se resienten carentes 
de una gestión eficaz. 

El Gobierno está viviendo una penosa agonía. ¿Cuál 
es el coste de la agonía para los españoles, señor Mi- 
nistro de Economía? ¿Cuál es el coste de la prórroga 
de algunos meses más de legislatura que acaban de 
concederle sus socios parlamentarios de Convergencia 
i Unió? Planteado de otra forma, ¿sabe el Gobierno ha- 
cia dónde vamos, hacia dónde conducir el país, hacia 
dónde conducir nuestra economía? 

Un Gobierno sumido en una profunda crisis política 
fruto de un permanente abuso de poder, de un abuso 
del estado y de sus instituciones, es un Gobierno inca- 
paz de aplicar las políticas económicas que la situa- 
ción exige. 

El programa de convergencia del Gobierno socialis- 
ta ha constituido un rotundo fracaso. El fracaso es 
perceptible en la desviación de la inflación, en las difi- 
cultades para cumplir un de por sí relajado objetivo de 
déficit público, en la incapacidad para articular y apli- 
car las más sencillas reformas estructurales. En reali- 
dad, señor Ministro de Economía, el programa de con- 
vergencia, como ya le advertimos desde mi Grupo 
Parlamentario, nació muerto. Esa condición, esa falta 
de eficacia del programa de convergencia, quedó pa- 



- 8474 - 
CONGRESO 28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

tente en su incapacidad para generar expectativas opti- 
mistas en los agentes económicos y en los mercados fi- 
nancieros. Un fracaso que tuvo su continuidad en los 
presupuestos del Estado para 1995, que agrandaron la 
desconfianza de los mercados, facilitando el estallido 
de la crisis financiera en este año. 

Las turbulencias monetarias nos han dejado una te- 
rrible herida abierta en forma de altos tipos de interés, 
de una peseta devaluada y de una imagen internacio- 
nal de España malparada. Existe una razón funda- 
mental que explica que el programa de convergencia 
fracasara antes de aplicarse. Y es que en aquel progra- 
ma de convergencia, revisado en el año 1994, el ajuste 
del presupuesto se posponía a los ejercicios de 1996 y 
1997. Es decir, el auténtico esfuerzo, el mismo al que 
se renunciaba en 1994 y 1995, quedaba aplazado a 
1996 y 1997. Realmente increíble, señor Ministro de 
Economía. 

El Gobierno pretende realizar el esfuerzo por con- 
trolar las finanzas públicas, el Gobierno pretende re- 
ducir el gasto público cuando más cerca están las elec- 
ciones generales. Desde luego, es una estrategia que, 
de tener éxito, obligaría a reinscribir los tratados bási- 
cos del ciclo político de la economía y prácticamente 
de toda la teoría de la elección colectiva. ¿Conoce us- 
ted, señor Solbes, muchos gobiernos en el mundo que 
practiquen esa estrategia? ¿Recuerda usted cuál fue el 
comportamiento del déficit público en España durante 
el mandato socialista cuando se acercaban las eleccio- 
nes generales? ¿Recuerda usted que en 1993 el déficit 
público aumentó hasta el 7,s por ciento del producto 
interior bruto cuando en el año 1992 fue del 4,4 por 
ciento? ¿No existe relación entre la convocatoria de 
elecciones generales y un incremento de déficit públi- 
co como el que se produjo en el año 1993? 

En 1994 la reducción del déficit público ha sido 
francamente pobre, 0,8 décimas del PIB, para una eco- 
nomía que creció un dos por ciento, casi el doble de lo 
previsto. En 1995 el comportamiento del presupuesto 
está llevando al Gobierno a retrasar pagos, a privatizar 
con celeridad, vendiendo las joyas de la abuela, a redu- 
cir inversiones con el riesgo de desacelerar el creci- 
miento económico y de hacernos perder competitivi- 
dad internacional. Todo ello urgido porque la 
recaudación tributana se está comportando peor de lo 
previsto en las estimaciones oficiales, en el documento 
presupuestario. 

En este panorama, en el que el Partido Socialista 
acaba de sufrir un dramático revés en las elecciones 
autonómicas y locales del 28 de mayo pasado, cuando 
su socio de gobierno, el señor Pujol, advierte que la re- 
ducción del déficit público debe posponerse, cuando 
las divisiones en el Gobierno son cada vez más paten- 
tes, cuando el Ministro de Obras Públicas denuncia 
que la inversión pública ya está situada por debajo del 
cuatro por ciento del producto interior bruto, cuando 
planea, en fin, un cambio de gobierno, el señor Minis- 
tro de Economía anuncia que el año próximo el presu- 

puesto del Estado será el más austero de la legislatura. 
(El señor Vicepresidente, Beviá Pastor, ocupa la 
Presidencia.) 

¿Cómo lo va a hacer, señor Ministro de Economía? 
Su punto de partida no puede ser peor. Las elevaciones 
de los tipos de interés, consecuencia de la crisis finan- 
ciera y de la pérdida de credibilidad de la política eco- 
nómica del Gobierno, provocarán un aumento de la 
carga de intereses para el año próximo de, al menos, 
700.000 millones en los presupuestos del Estado. El 
error del Gobierno a la hora de expresar su objetivo de 
inflación incrementará en otros 150.000 millones los 
presupuestos del Estado de forma directa. Me refiero 
sólo a sus consecuencias más directas. 

Por otro lado, no conocemos que haya una reforma 
del sector público en marcha; no conocemos que haya 
siquiera proyectos que alivien los costes de funciona- 
miento de los grandes servicios públicos. No tengo 
más remedio, pues, que preguntarle: ¿De dónde va a 
cortar? ¿Cuáles van a ser las categorías de gasto públi- 
co que va a reducir, señor Ministro de Economía, 
cuando ustedes y los diversos portavoces del Grupo 
Socialista han afirmado desde esta tribuna en el pasa- 
do debate presupuestario que no era posible reducir el 
gasto público en España sin mermar el bienestar de 
los españoles? 

¿Qué ocurre ahora, señor Ministro? ¿Qué ha cam- 
biado en esa situación que usted está tan urgido de re- 
cortar? Sobre todo, tes capaz de subir a esta tribuna 
para explicar a los españoles dónde va a aplicar esos 
recortes de gasto público? 

No nos confundamos, señor Ministro de Economía. 
Usted es el hacedor del presupuesto. Usted es el artí- 

fice material del presupuesto, pero usted no tiene en 
sus manos la tijera de podar el gasto público. Usted no 
puede recortar el gasto público sin afectar a la acción 
del Gobierno en su conjunto. Y, desde luego, no está 
claro que sus compañeros de gabinete estén por la la- 
bor, como tampoco lo están sus socios de gobierno: ya 
lo han advertido a los medios de comunicación con su- 
ficiente claridad. 

Señorías, el calendario de la unión económica y mo- 
netaria de Europa es muy apretado. España participa 
en esa carrera que de ningún modo puede perder. Que- 
dar fuera, quedar desplazados, perder esa carrera tiene 
unos riesgos enormes. El riesgo es la penalización por 
parte de los mercados financieros, que nos impondrían 
una prima de riesgo en forma de altos tipos de interés 
capaz de impedir el crecimiento económico y la crea- 
ción de empleo en el futuro. Fracasar en la convergen- 
cia nominal de Europa equivale a hacerlo en la conver- 
gencia real. Para entrar en la tercera fase de la unión 
económica y monetaria de Europa según el calendario 
previsto -me refiero ahora ya al último aceptado, el 1 
de enero de 1999- quedan dos ejercicios efectivos, 
1996 y 1997, ya que la valoración definitiva -el exa- 
men- se realizará en 1998. Ello quiere decir que hay 
dos años para hacer los deberes, dos años para recupe- 



- 

CONGRESO 
8475 - 

28 DE JUNIO DE 1995.-Nú~. 159 

rar una credibilidad que ustedes han situado bajo mí- 
nimos. Si fracasan en el empeño, las consecuencias se- 
rán dramáticas. Dejarán a España fuera del núcleo du- 
ro de la unión monetaria ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Montoro, vaya concluyendo, por favor. 

El señor MONTORO ROMERO: Enseguida conclu- 
yo, señor Presidente. 

Dejarán a España fuera de ese núcleo duro de la 
unión monetaria; dejarán a España como un aspirante 
que tendrá grandes dificultades para incorporarse en 
el futuro. 

Señor Ministro, las circunstancias políticas de nues- 
tro país le están empujando a convertirse en el timonel 
de un proyecto político -el proyecto del Gobierno so- 
cialista- sin rumbo, cuyo único objetivo se ha conver- 
tido en permanecer en el poder. 

Usted tiene una larga experiencia de gobierno ya; 
usted -se lo reconozco- tiene un cierto sentido del 
Estado. Cuando lo que está en juego, señor Ministro 
de Economía, es nada menos que la propia recupera- 
ción económica y la viabilidad del proyecto europeo de 
España, en circunstancias como las actuales es cuando 
los hombres de Estado deben mirar por encima de sus 
intereses particulares y tomar decisiones en función de 
lo único importante: el bienestar de España y de los 
españoles. 

1 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Mu- 

Para contestar, en nombre del Gobierno, tiene la pa- 
chas gracias, señor Montoro. 

labra el señor Ministro de Economía y Hacienda. 

El señor MINISTRO DE ECONOMiA Y HACIENDA 
(Solbes Mira): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señor Montoro, casi siempre tengo dificultades al 
debatir con usted porque, incluso aunque partamos 
muchas veces de las mismas cifras y de los mismos he- 
chos, es verdad que nuestra interpretación es radical- 
mente diferente. Su señoría habla de políticas humi- 
llantes de devaluación, cuando S .  S .  conoce per- 

que se ha visto modificada posteriormente. Su señoría 
habla de una evolución de los datos fundamentales, 
que S .  S .  sabe que no corresponden a la realidad: que 
era cierto que el PIB del pasado año en España creció 
por debajo de la media comunitaria, pero que eso ya 
no es cierto este año; que el año que viene únicamente 
dos países miembros de la Unión Europea estarán con 
crecimiento por encima; que España es uno de los paí- 
ses de mayor crecimiento. Su señoría olvida que hoy 
se acaba de publicar la contabilidad nacional del pri- 
mer trimestre, que curiosamente da una cifra de creci- 
miento por encima de las previsiones más optimistas, 
y yo comentaba antes de entrar en este hemiciclo que 

7 fectamente que era una modificación del tipo central 

ya sabía que, aunque las previsiones fueran superiores 
a las más optimistas, a algunos les parecería mal. 

Su interpelación entra hoy en esa misma dinámica, 
intentando que haga algunas alusiones a temas que 
S .  S .  sabe que no puedo hacer, con el detalle que pre- 
tendería, en el momento actual. Sin embargo, sí me da 
pie para hacer una reflexión, que me parece de interés, 
sobre cómo vemos el proceso de integración en Euro- 
pa, qué es lo que hemos hecho y qué es lo que vamos a 
hacer a partir de ahora. Y es cierto el análisis, y eso sí 
lo comparto con S .  S., con un cierto matiz: no hemos 
abandonado 1997. No lo podemos abandonar jurídica- 
mente, en cuanto a la entrada en la tercera fase, por- 
que el Tratado de Maastricht dice de forma muy clara 
que esa decisión será adoptada por los jefes de Gobier- 
no en la cumbre del mes de diciembre del año 1996; en 
consecuencia, formalmente no se puede abandonar. Lo 
que el Ecofin sí ha constatado es que la mayor parte 
de los Estados miembros no cumplen los criterios de 
convergencia -no sólo España; 13 países miembros 
de los 15 no cumplen los criterios de convergencia- y, 
en consecuencia, va a ser difícil, por no decir imposi- 
ble, que en 1997 se tenga la masa crítica necesaria pa- 
ra pasar a la tercera fase. Y tiene S. S .  razón cuando 
dice que la decisión se adoptará en el año 1998. Y es 
verdad que se está discutiendo en estos momentos si 
esa decisión en el año 1998, como consecuencia de las 
posiciones técnicas que el IME adopta, debe ser to- 
mando como referencia el 31 de diciembre del año 
1997 o el 1 de enero del año 1998 y, por lo tanto, el 
punto de partida de cifras reales de déficit son las del 
año 1996 o las del año 1997. Sin embargo, S .  S. y yo 
llegaríamos a la misma conclusión y es que en el año 
1997 deberíamos cumplir el criterio de convergencia o 
los criterios de convergencia y, entre ellos, el criterio 
de convergencia del déficit. 

Pero, en fin, esto no es ninguna novedad. Si S. S. en 
vez de descalificar de forma permanente el programa 
de convergencia -es decir, que ha nacido muerto, que 
no se ha cumplido, etcétera-, lo hubiera leído con 
cierta calma, vería inmediatamente que nuestra cifra 
de déficit para el año 1996 es del 4,4 por ciento y para 
1997 es del 3 por ciento. Y ello es consecuencia de ese 
hecho fundamental, y es que el Gobierno tomó la deci- 
sión en su momento de apostar por 1999 y no por 
1997, hipótesis de trabajo que parecía poco realista en 
aquel momento. 

Yo creo que no se puede afirmar como S .  S .  hace 
que estamos divergiendo de la Comunidad., Sí se puede 
afirmar que no cumplimos los criterios de convergen- 
cia - como le decía-, como no los cumplen otros 13 
Estados miembros de la Unión. Pero posiblemente, y 
si interpretásemos de forma absolutamente rígida los 
criterios de convergencia, incluso en el año 1997 toda- 
vía nos encontraríamos con 11 o 12 países que no 
cumplirían los criterios de convergencia. En conse- 
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cuencia, en su momento se planteará ese debate, que 
ahora no es el momento de hacerlo. 

Es verdad que nuestro país no cumple esos criterios, 
pero no es cierto que va divergiendo. Hemos divergido, 
sin duda alguna, en el criterio de deuda, cosa que ya 
estaba prevista, pero también incluso en el criterio de 
deuda, si S .  S. se toma la molestia de leer las cifras, ve- 
rá que con una deuda total del 65,2, únicamente Dina- 
marca, Francia y Reino Unido tienen una deuda infe- 
rior a la española. Todos los restantes países tienen 
una deuda claramente .superior y en algunos casos paí- 
ses como, por ejemplo, Irlanda, que pretende estar en- 
tre los países del núcleo duro, tiene una deuda del 80 
por ciento y países como Bélgica, que también preten- 
de estar en el núcleo duro, tiene una deuda del 132 por 
ciento del PIB. Por tanto, no es cierta esa afirmación 
de que vamos divergiendo con Europa. Sí es cierto que 
no cumplimos los criterios. Nuestro comportamiento 
está siendo relativamente correcto en función del pro- 
grama de convergencia y yo creo que deberíamos ser 
capaces de llegar, en el año 1997, a cumplir las condi- 
ciones previstas. 

Comprendo que S S .  SS., en un afán de introducir 
elementos adicionales en el debate político, hacen re- 
ferencia a temas no demostrados, pero que sin duda 
alguna introducen el ruido y posiblemente introducen 
la incertidumbre. Afirmaciones como las que se han 
hecho por parte de su Grupo de que existe un déficit 
oculto y no aclarado y que eso es lo que justifica que 
S S .  S S .  (primero equivocadamente, luego ya veo que 
lo han corregido) hablasen inicialmente de un cumpli- 
miento del déficit no en el año 1997, sino en 1999, del 
3 por ciento (ahora ya veo que lo plantean en el año 
1998) en base, en teoría, a un incumplimiento por par- 
te del Gobierno en sus cifras, cuando S .  S .  sabe que 
eso no es correcto. Por tanto, lo que el Gobierno está 
haciendo y va a seguir haciendo es lo que dijo en el 
mes de agosto de 1993, y lo que aprobó posteriormen- 
te en el programa de convergencia. Ya sé que tenemos 
divergencias importantes sobre si el criterio de infla- 
ción funciona de forma más o menos correcta y si evi- 
dentemente nuestro objetivo de déficit debe interpre- 
tarse, como S .  S .  pretende siempre, como una 
previsión y no como un objetivo. 

Las medidas se las he contado muchas veces, qué es 
lo que hemos hecho y qué es lo que vamos a hacer. No 
sé si tiene mucho sentido volver a insistir en lo mismo, 
pero es evidente que hemos adoptado medidas bastan- 
te importantes a lo largo de los meses de enero y mar- 
zo para controlar la ejecución presupuestaria y que, a 
pesar de todo y a pesar de las críticas que por S .  S .  se 
hacen, evidentemente el cumplimiento del presupues- 
to está siendo correcto sin ningún tipo de desviación, 
de acuerdo con lo que en su momento decidimos. 
También es cierto que está funcionando de forma bas- 
tante aceptable toda la puesta en marcha de reformas 
estructurales, a las que muchas veces he hecho referen- 
cia, y sobre las que no tiene sentido que vuelva a insistir 

hoy aquí. No creo que ése sea el interés de S. S. ,  dado 
que este tema se ha debatido en numerosas ocasiones. 

Respecto al Presupuesto para 1996, S .  S .  sabe que 
no voy a dar respuesta concreta a sus preguntas. Se la 
daré el día 30 de septiembre, cuando presente los Presu- 
puestos en esta Cámara. Antes no tendría ningún senti- 
do. Sin embargo, sí sería bueno recopilar algunos de los 
elementos que hemos venido clarificando en los últimos 
meses y que supongo que S. S .  también conoce. 

El Consejo de Ministros, ya en el mes de enero, defi- 
nió las directrices para la elaboración del Presupuesto 
del año 1996 y, como no podía ser menos, el punto de 
partida fundamental era, evidentemente, respetar el 
objetivo del déficit del plan de convergencia, 3,s por 
ciento del PIB para el Estado, lo que significa una re- 
ducción del 1 ,l, comparado con 1995. 

Es cierto que el esfuerzo era importante y por eso 
era imprescindible iniciar la elaboración del Presu- 
puesto desde el primer momento. Hemos dicho, y lo 
repetimos, que el Presupuesto del año 1996 seguirá 
manteniendo los niveles de cobertura efectiva alcan- 
zados en protección social y acentuando los aspectos 
solidarios del área social del gasto. Es verdad que 
plantearemos también la dotación suficiente en los 
capítulos de inversión para el correcto cumplimiento 
de los fines económicos que le asignamos, entre ellos, 
el mantenimiento de la actividad económica y, por su- 
puesto, la captación de recursos procedentes de la 
Unión Europea. 

En materia de ingresos, el rendimiento de nuestro 
sistema fiscal deberá forzarse gracias a la intensifica- 
ción de los mecanismos de lucha procedentes de fon- 
dos comunitarios y la revisión del presupuesto de gas- 
tos fiscales, atendiendo a la prioridad económica y 
social de los fines que se establezcan. 

Así, por tanto, la estrategia para la elaboración de 
los presupuestos se basa -y S .  S .  lo conoce- en una 
revisión de todas y cada una de las partidas, en su do- 
ble faceta de ingresos y gastos, y un análisis perma- 
nente de las estructuras administrativas. La última 
muestra la tiene S. S., por ejemplo, con el último De- 
creto de reorganización del Ministerio de Agricultura, 
con una supresión significativa de algunos de los órga- 
nos del mismo. 

Además de ello, el Gobierno ha tomado ya decisio- 
nes el pasado 28 de abril para revisar las subvenciones 
a las empresas públicas. En ese sentido, los ministe- 
rios de tutela de los diferentes grupos empresariales 
deben someter al Gobierno sus propuestas estratégicas 
para la reducción de los gastos de transferencias que 
se realizan a dichas empresas públicas. Su señoría se- 
guramente considerará que el Decreto-ley 511 995, de 
16 de junio, que reforma la estructura del INI y las re- 
laciones del INI con el Ministerio de Industria, posi- 
blemente no es una reforma del sector público estatal. 
Evidentemente, no es la única reforma del sector pú- 
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blico estatal. Quedan muchos temas pendientes y se 
seguirá trabajando en esa dirección. 

Yo diría que los Presupuestos del Estado, en cuanto 
lo que actualmente se puede aclarar en este Parlamen- 
to, están bastante definidos. Creo que serán recibidos 
de forma correcta por los mercados financieros. Estoy 
convencido de que ese compromiso de déficit del 4,4, 
en términos de todas las administraciones públicas, y 
del 3,5 por parte del Estado se va a cumplir sin ningu- 
na dificultad. Y estoy convencido que en este caso, co- 
mo en tantos otros, S. S. seguirá haciendo catastrofis- 
mo. Y la realidad nos va a demostrar que va por un 
camino distinto. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Para un turno de réplica, tiene la palabra el señor 
cias, señor Ministro. 

Montoro. 

El señor MONTORO ROMERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, hemos asistido a unas explicaciones por 
parte del Gobierno que no pueden merecer otro título 
que el silencio. El señor Ministro de Economía tiene 
un hermetismo -se refleja en su forma de hablar ante 
los micrófonos- que seguramente constituye una au- 
téntica estrategia, ya bastante depurada, que consiste 
en que da igual sobre lo que se le interpele, da igual lo 
que se le pregunte, da igual sobre lo que se cuestione, 
porque él siempre responde lo mismo, él siempre se 
escuda detrás de unas estadísticas que vienen a decir 
que la deuda pública es superior en otros países de Eu- 
ropa, unas estadísticas que dicen, en definitiva, que no 
estamos tan mal cuando nos comparamos con esos 
otros países de Europa, o que vienen a decir que otros 
países de esa Europa tendrán problemas parecidos a 
los nuestros a la hora de incorporarnos a la Unión Mo- 
netaria Europea. 

El Grupo Parlamentario Popular no ha realizado es- 
ta interpelación con ese objetivo. Si la interpelación se 
hace al Gobierno es para que el Gobierno suba a esta 
tribuna y explique cuáles son sus proyectos, proyectos 
que el Gobierno tiene revelados en el programa de 

es un Presupuesto austero, que refleje un control y un 
recorte del gasto público al que el Gobierno dice estar 
abocado inexorablemente. El señor Ministro de Eco- 
nomía no contesta a la interpelación del Grupo Parla- 
mentario Popular, no responde a esa interpelación. 

¿Puede negar que el programa de convergencia ha 
fracasado cuando ha fracasado el objetivo de inflación 
contenido en ese programa de convergencia, cuando 
tiene los problemas que tiene en el año 1995 para ce- 
rrar el déficit público con una modestísima reducción? 
Recuerde que la reducción del déficit para este año era 
del 5,9 por ciento, menos de un punto porcentual del 
producto interior bruto para el año 1995. El Gobierno 

I 

+ convergencia, y que, además, el proyecto del Gobierno 

tiene unos agobios, unos problemas evidentes para ce- 
rrar el ejercicio y está intentando resolverlos con in- 
gresos de privatizaciones. Por cierto, tendría que expli- 
carles a los españoles, señor Ministro de Economía, 
que los ingresos de privatizaciones no computan en el 
déficit, según el criterio de convergencia exigido por el 
Tratado de la Unión Europea. Por tanto, estamos en 
un segundo fallo del programa de convergencia, y es el 
incumplimiento del déficit público para el año 1995, el 
cual se va a producir porque ustedes van a computar 
unos ingresos que no son ingresos corrientes del Esta- 
do, sino ingresos derivados de venta de activos. No son 
ingresos, son cambios en la naturaleza de los activos 
propiedad del Estado. 

El Gobierno, en vez de explicar desde la tribuna del 
Congreso de los Diputados cuál es su proyecto, se afe- 
rra a un programa de convergencia, cuya falta de cre- 
dibilidad ha provocado los fallos derivados de esa cri- 
sis financiera. La consecuencias son tan dramáticas 
como la devaluación de la peseta, como esos tipos de 
interés que constituyen una amenaza cierta y severa 
respecto de nuestro crecimiento económico y respecto 
de la creación de empleo. 

El Gobierno calla, y le voy a dar la auténtica razón 
de su silencio, señor Ministro de Economía. Usted no 
tiene proyecto. Usted no sabe lo que dice cuando 
anuncia un recorte de presupuestos, un recorte del 
gasto público para el año que viene. No sabe de qué es- 
tá hablando. No sabe cuáles son las consecuencias que 
tendrá sobre la acción de Gobierno del próximo año. 
Usted es plenamente consciente, no ya de la dificultad, 
sino de la imposibilidad material de llevar adelante, en 
las presentes circunstancias políticas, ese anuncio de 
presupuestos austeros. 

Lo que ha hecho hoy aquí ha sido ahondar en esa fal- 
ta de credibilidad de la política económica del Gobier- 
no, cosa que tampoco me extraña, porque cuando lo 
que sufrimos es una pérdida de credibilidad del con- 
junto de la política del Gobierno, la política económica 
no tiene fuerza, no tiene capacidad para suplir esa falta 
de credibilidad. Lo que usted ha hecho aquí ha sido 
profundizar en el principal vicio que tiene esa política 
económica de la que usted es el inevitable protagonista. 

Hacer esto en las presentes circunstancias de la so- 
ciedad española ha sido un auténtico ejercicio de irres- 
ponsabilidad, porque hay muchas cosas en juego, señor 
Ministro de Economía. Está en juego la consolidación 
de la recuperación económica y el bienestar de los es- 
pañoles. Está en juego la España del año 2000. Está en 
juego la economía del siglo XXI. Está en juego, en defi- 
nitiva, todo el proyecto europeo de España. Esta tarde 
tiene la oportunidad de explicar que el Gobierno tiene 
capacidad para hacer valer y garantizar ese proyecto 
europeo de España. ¿Y qué hace? Escudarse en unas 
cifras, en unas referencias estadísticas de problemas de 
otros países. 

Estamos hablando de España, señor Ministro. Esta- 
mos hablando de un comportamiento negativo de la 
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economía española. Estamos hablando de que en Es- 
paña la inflación va a peor, que el déficit público no 
se reduce, que la deuda pública está avanzando en su 
participación sobre el producto interior bruto. De 
eso estamos hablando, señor Ministro de Economía. 
Estamos hablando de que España no es capaz de re- 
ducir su prima de riesgo, no es capaz de reducir el 
diferencial de los tipos de interés. Estamos hablan- 
do, en definitiva, de que España está siendo expulsa- 
da del proyecto europeo, y eso tiene unas consecuen- 
cias dramáticas. 

Lo que ha quedado patente esta tarde es que el Go- 
bierno no tiene proyecto de política económica. El Go- 
bierno hace anuncios vacíos de contenido. El Gobier- 
no, en definitiva, está poniendo en riesgo el futuro de 
todos los españoles. 

No hace falta que le insista en la clase de recupera- 
ción económica que estamos viviendo. Ahí están las en- 
cuestas sociológicas para que se lo digan todos los espa- 
ñoles. La mayoría piensa que la crisis económica ni 
siquiera ha tocado fondo. La mayoría de los españoles 
teme por su empleo futuro. Una buena parte de los es- 
pañoles no encuentra empleo, y esa parte que no en- 
cuentra empleo son precisamente los más jóvenes y las 
mujeres. Hay una sensación de crisis que hay que des- 
pejar cuanto antes, y hay que procurar que la crisis eco- 
nómica sea percibida por los ciudadanos. Pero para eso 
hace falta luchar con firmeza, luchar con eficacia con- 
tra los desequilibrados de la economía española. Para 
eso hace falta tener la capacidad política de luchar con- 
tra las deficiencias estructurales de nuestra economía, y 
nada de eso vemos en los proyectos del Gobierno y mu- 
cho menos en las palabras del Ministro de Economía. 

Señor Presidente, señorías, estamos ante un vacío 
de poder político realmente peligroso para España, 
que no hace más qGe confirmarnos en la necesidad de 
seguir trabajando en un programa económico, en un 
programa de gobierno alternativo; no hace más que 
confirmarnos en la necesidad de que en España se dé 
solución a la crisis política cuanto antes. Es urgente 
-y especialmente a partir de sus palabras, señor Mi- 
nistro- acabar con esta agonía que tiene un coste eco- 
nómico muy elevado para los españoles. Es el coste de 
lo que podríamos llamar el lucro cesante, es el coste de 
lo que estamos dejando de crecer, de lo que estamos 
dejando de crear empleo, de lo que estamos renun- 
ciando en el proyecto europeo. Ese es el coste, un cos- 
te muy alto que se agudizará el día de mañana si no 
somos capaces de corregir la crisis política que se ha 
convertido en el valladar, en el principal obstáculo pa- 
ra la recuperación del bienestar en España y para la 
creación de empleo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Montoro, termine, por favor. 

El señor MONTORO ROMERO: Señor Presidente, 
acabo con una reflexión final que es, en definitiva, la 

reflexión de lo que es en este momento el papel, la fun- 
ción que el Partido Popular tiene que jugar ante seme- 
jante vacío de poder político que se está produciendo 
en nuestro país. (El señor García-Arreciado Batane- 
ro:.Eso es lo peor.) 

El Partido Popular, como he insistido en mi inter- 
vención anterior, cree en Europa. No es la nuestra una 
fe dogmática. Creemos que el proyecto europeo es la 
forma de garantizar la recuperación del bienestar de 
los españoles y, en definitiva, la forma de resolver 
nuestros problemas económicos. Tenemos confianza 
en ese proyecto europeo; tenemos que trabajar por ese 
proyecto europeo, pero para eso es evidente -y esta 
tarde ha quedado claro una vez más- que hay que 
aplicar políticas económicas alternativas, como son las 
que se preconizan desde el proyecto político del Parti- 
do Popular. (Rumores.) Nuestra intención -agudiza- 
da por su intervención de esta tarde-, es poner fin a 
esta agonía política que tan alto coste tiene para todos 
los españoles. En esta intención no hay ningún interés 
partidista; hay un único interés y ese interés se llama 
España. (Varios señores Diputados: ¡Muy bien, muy 
bien!-Rumores.) 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
cias, señor Montoro. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solbes Mira): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señoría, usted parte de un hecho que es cierto. Dice: 
Siempre me responde lo mismo. Usted es que siempre 
sigue planteando lo mismo y diciendo lo mismo, señor 
Montoro. Desde el año 1993 sigue con sus visiones ca- 
tastrofistas de la realidad, a pesar de que la realidad va 
desmintiendo una y otra vez las visiones que S .  S. plan- 
tea. Utiliza de forma diría que bastante artera algunas 
cifras y algunas afirmaciones que S .  S. debería conocer. 
Me parece que es bastante artero hablar de un déficit 
en el año 1995 que supera lo previsto, cuando no hay 
ningún dato para llevar a cabo esa afirmación, cuando 
más bien todos los datos demuestran lo contrario. Creo 
que afirmaciones de ese tipo son evidentemente las que 
generan incertidumbre y preocupación. Como parece 
también bastante preocupante, en mi opinión, que S .  S. 
no sepa cuáles son las privatizaciones previstas y de 
dónde ese agobio del Gobierno para acelerar privatiza- 
ciones. Estaban previstos 300.000 millones de pesetas y 
sólo llevamos ejecutados 120.000 en el momento ac- 
tual. No hay ningún problema de esa naturaleza. Real- 
mente me preocupa que conozca tan mal los presu- 
puestos en temas que en principio deberían ser 
bastante claros y bastante esenciales. 

A partir de ahí, afirmaciones como el comportamien- 
to negativo de la economía evidentemente pierden valor. 
¿Realmente es un comportamiento negativo de la eco- 
nomía un crecimiento en el primer trimestre al 3,í por 
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ciento? Basta que S. S. analice cuál es la composición 
de ese crecimiento en el primer trimestre para ver que 
no sólo es un crecimiento importante sino enormemen- 
te sano. Y no voy a entrar en debates -ya los hemos te- 
nido en alguna ocasión-; sobre los Iags tradicionales 
que se producen entre el crecimiento económico y la 
percepción por la sociedad de esas situaciones. 

En el fondo a SS. SS. los datos, los hechos, les im- 
portan poco. Sus señonas son de piñón fijo y, en conse- 
cuencia, siempre están planteando el mismo problema. 
Al final, lo miremos como lo miremos , su pretensión 
siempre es la misma: la convocatoria de elecciones ge- 
nerales, evidentemente, el que el Gobierno actual se 
marche y que ustedes puedan hacer lo que no sabemos 
muy bien qué es, porque la verdad es que lo que se des- 
prende de lo que ustedes dicen es bastante preocupan- 
te. Sus señorías tendrían que tener claro que mientras 
que el Gobierno actual tenga la mayoría seguirá ha- 
ciendo lo que tiene que hacer, que yo creo que está dan- 
do excelentes resultados. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Mu- 
chas gracias, señor Ministro. 

¿Grupos parlamentarios que deseen fijar su posición 
en el debate? (Pausa.) Por el Grupo Parlamentario de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pa- 
labra el señor Frutos. n 

El señor FRUTOS GRAS: Señor Presidente, señoras 
Diputadas, señores Diputados, después del apasionan- 
te debate político al que acabamos de asistir, me viene 
a la memoria el gran maestro Juan de Mairena cuando 
decía a los alumnos que la verdad era la verdad, dígala 
Agamenón o su porquero. Y le preguntaba a un alum- 
no: ¿Está de acuerdo? Y decía: Sí. Y le preguntaba a 
otro: ¿Está de acuerdo? Y decía: No. Porque, natural- 
mente, la verdad del señor no puede ser nunca la ver- 
dad del vasallo. 

Aquí se dice que hay discrepancia sobre los núme- 
ros; diversas interpretaciones sobre los números. Los 
números son los números. Hay números concretos que 
reflejan una realidad, mejor o peor, el avance o el re- 
troceso de determinadas macromagnitudes. Pero en 
definitiva, ¿saben que les estoy diciendo a uno y otro, 
al interpelante y al señor Ministro? Que vamos a morir 
en este país a golpe de déficit, a golpe de producto in- 
terior bruto, tanto del señor Solbes -da lo mismo- 
como del señor Montoro. Porque la realidad, que no se 
dice por parte de ninguno de los dos, es que la conver- 
gencia real es imposible hacerla con criterios de con- 
vergencia nominal; es imposible hacerla. Este cuento 
de la lechera de que primero háganme ustedes rico 
que después repartiré un poquito, es eso, el cuento de 
la lechera. La convergencia nominal tiene muy poco 
que ver -no voy a decir absolutamente- con la con- 
vergencia real, que es, en definitiva, tener en cuenta la 
realidad económica, social, cultural, la mano de obra, 

1 

el nivel de paro y otras muchas cosas que hay en cada 
país. Esto no se tiene en cuenta. 

Hasta hace poco habíamos escuchado por parte del 
Gobierno, y de los partidos que apoyan al Gobierno, 
que debíamos hacer un gran esfuerzo para estar en el 
núcleo duro de la construcción europea; en el núcleo 
duro. No podíamos estar en otro sitio. Ahora ya dicen 
que en el núcleo duro, el 1 de enero de 1997, ni por las 
buenas ni por las malas. Ahora dicen ustedes que se 
debe hacer un esfuerzo, y empiezo a temblar por la po- 
lítica que pueden plantear ustedes para hacer este es- 
fuerzo para estar en el núcleo duro el 1 de enero de 
1997; empiezo a temblar, porque estos señores van a 
quedar como verdaderos revolucionarios en la política 
económica y social. (Un señor Diputado: ¡Te has pa- 
sado!) 

Pero vayamos en concreto al estado de convergencia 
real. El producto interior bruto per cupitu es en 1994, 
más o menos, el 74,9 por ciento de la media europea; 
en 1992 era del 75,l. Es decir, está estancado. No voy a 
valorar yo estas dos décimas. Me gustan los chistes de 
las señoras y señores Diputados porque amenizan un 
poco esta aburridísima sesión, pero en todo caso, no 
reflejan ninguna seriedad en el debate. En 1992 el dife- 
rencial de la tasa de paro era de ocho puntos y medio, 
más o menos, en relación a Europa. Ahora es de doce 
puntos y medio. Es decir, hay un deterioro del nivel de 
convergencia real en apartados muy importantes. Si 
tomamos en cuenta el nivel de cobertura del paro, diez 
puntos aproximadamente menos en un año, en lo que 
va desde el año pasado a abril de este año, nos encon- 
tramos con que los resultados de esta contrameforma 
laboral apoyada por todos los grupos de esta Cámara, 
está haciendo que lo niveles de convergencia real con 
Europa se estén distanciando todavía más. Las presta- 
ciones sociales se reducen. Se están anunciando unos 
presupuestos generales del Estado para 1996 más re- 
ducidos. Preguntamos, por si acaso jmás reducidos en 
qué? ¿En gasto social?jEn inversiones? Ya no se cum- 
plen la promesas de inversión de los cinco puntos del 
PIB de los presupuestos anteriores. {En prestaciones 
sociales por tanto? ¿Reducción -volviendo de nuevo a 
la espiral de siempre- de los sueldos de los funciona- 
rios? O bien va a empezar a partir de estos presupues- 
tos generales del estado para 1996 lo que anunció el 
señor Solbes, en el marco de una conferencia que he 
leído entera (si el señor Presidente del Gobierno no se 
informó, le informa usted) en la que se dice que el Es- 
tado de bienestar actual no se puede mantener por eso 
que se llama de forma abstracta clases medias. Tendre- 
mos que ponernos de acuerdo en qué significa eso de 
clases medias para saber a quién le va a tocar recibir 
más leña en el futuro inmediato. 

En relación a la inflación, nuca hemos tenido tasas 
de inflación tan bajas. Sin embargo, la reducción de las 
tasas de inflación actuales es imposible mediante polí- 
ticas tendentes a deprimir la demanda. No  pude haber 
más reducción de la inflacción es estos momentos con- 
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cretos. Hemos llegado ya a un cul-de-sac, a una situa- 
ción en la que no es posible avanzar más con estas polí- 
ticas. Y ese conjunto de medidas impiden la recupera- 
ción. Me temo que sus medidas vayan en la misma 
línea pero agudizadas, acentuadas todavía más, apre- 
tando más las tuercas. Es grave que la recién estrenada 
autonomía del Banco de España vaya dirigida exclusi- 
vamente a disminuir la inflación a cualquier coste, sin 
importar otras cuestiones. Me gustaría más que el Ban- 
co de España, de acuerdo con el Gobierno (el que hay 
actualmente apoyado por el Grupo Socialista y Con- 
vergencia i Unió, o mañana el del P.P. si es el del P.P.), 
tuviera una relación bastante más política con el Parla- 
mento para decidir sobre problemas económicos, so- 
ciales; reales de la sociedad española, y no únicamente 
sobre la base de macromagnitudes y cifras muy cortas 
que no tienen en cuenta lo que hay detrás de cada una 
de esas cifras en las que muchas veces hay un drama o 
problemas reales de la gente. Las subidas de tipo pue- 
den contribuir a liquidar la reactivación sin conseguir 
resultados en el control de precios, pero van subiendo. 
La perspectiva es ir subiendo. El sector servicios es el 
más inflacionista. Se anunció hace bastante tiempo la 
puesta en marcha de una serie de medidas estructura- 
les para intentar que el sector servicios fuera menos in- 
flacionario de lo que es en estos momentos concretos. 
Sin embargo, no ha habido ninguna medida estructural 
fuerte, sena, para avanzar en esta línea. El Gobierno ha 
reiterado, por tanto, medidas estructurales para dismi- 
nuir la inflación y para hacer avanzar una serie de ma- 
cromagnitudes en un sentido más positivo para el con- 
junto de la sociedad, es decir, desde un punto de vista 
más social. Sin embargo no lo ha hecho. 

¿No sería en estos momentos la ocasión de hablar 
de que cada economía, en el marco de la Unión Euro- 
pea, fuera contemplada en su sustantividad, es decir, 
en sus condiciones propias, en sus problemas propios 
reales? Situar los problemas políticos en el frontispicio 
de un debate sobre políticas económicas para el con- 
junto de'la Comunidad y ver la realidad concreta en lo 
económico y en lo social, de paro, etcétera, que hay en 
cada uno de los países de la Unión Europea. A nuestro 
entender esta sería la única forma de intentar avanzar, 
en estos momentos, desde la política para hacer frente 
a los problemas reales que hay en el conjunto de la Co- 
munidad: ver los problemas reales que hay en cada 
uno de los países. 

En cuanto a la convergencia nominal -no es necesa- 
rio reiterarlo, ya se ha dicho aquí, es conocido-, la in- 
flacción continúa en unos niveles altísimos, el déficit 
por encima del seis por ciento, la deuda por encima del 

60 por ciento del producto interior bruto, los tipos de 
interés en torno al nueve por ciento, y después fluctua- 
ciones del 15 por ciento que serían correctas si real- 
mente estuviéramos en condiciones de poder jugar en 
este marco; pero no estamos en esas condiciones, al 
menos las turbulencias monetarias de los pasados me- 
ses de principio de año lo ha demostrado. Pero incluso 
si fuéramos capaces de hacer esto ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Frutos, vaya terminando. 

El señor FRUTOS GRAS: Termino, señor Presidente. 
En definitiva, no sé si es o no posible compatibilizar 

la convergencia nominal con la real; no lo sé. Ustedes 
dicen que sí. Ya lo veremos en los próximos años. Pero 
lo cierto es que el proceso de unión económica y mone- 
taria se está saldando con una reducción de los dere- 
chos sociales y laborales de los trabajadores, en nuestro 
país en concreto. Y esto es lo que deberíamos discutir 
en este Parlamento. Dios nos asista con estas políticas 
de diseño del señor Solbes, pero que el Altísimo nos 
proteja con las que vienen detrás si ustedes en algún 
momento ganan las elecciones. De todas formas, me 
gustaría comprobar, señor Montoro, la facilidad que 
tienen ustedes en la política real de solucionar, de una 
forma tan magistral como los solucionan en la tribuna, 
una serie de problemas que tienen bastante enjundia y 
que creo -lo reitero y al mismo tiempo lo avanzo para 
el futuro- que no van a solucionar con estas políticas 
que están anunciando ahora, que son aquéllas mismas, 
pero eso sí -repito y termino- apretando un poquito 
más las tuercas a los mismos, siempre a los mismos, a 
los sectores más débiles en el terreno económico y en el 
terreno social de la sociedad. 

Muchas gracias por su atención, señoras y señores 
Diputados de este -iba a decir de este vaciado- ple- 
nario. (Risas.) 

.; 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Frutos. 

Finalizado el debate de esta interpelación debo co- 
municar a SS. SS. que la interpelación siguiente, la 
que aparece con el número 3 1, ha sido aplazada a soli- 
citud del Gobierno. En consecuencia, hemos termina- 
do el orden del día previsto para esta tarde. 

El Pleno continuará mañana a las nueve de la mañana. 
Se suspende la sesión. 

Eran las seis y cincuenta minutos de la tarde. 
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